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El equipo de cátedra de Teorías de la Educación y Sistema Educativo Argentino ha preparado este 
documento de trabajo con el objetivo de reunir y sistematizar el acceso a la información sobre normas 
relevantes para la configuración del sistema educativo en nuestro país. Algunas de ellas se encuentran 
vigentes y son hoy parte del régimen jurídico de la educación argentina. Otras, ya derogadas, se incluyen en 
este trabajo en función del rol decisivo que tuvieron en la modelación del Sistema Educativo Argentino (SEA).  

Las primeras normas pertenecen al período fundacional del SEA, hacia el último cuarto del siglo XIX y 
principios del XX y corresponden a los diferentes niveles educativos. Luego se incorporan las leyes Federal de 
Educación (LFE), de Educación Superior y de Transferencia de servicios educativos nacionales a las 
jurisdicciones. Asimismo se incluye una selección de algunas de las principales Resoluciones adoptadas por 
el Consejo Federal de Cultura y Educación (CFCyE) en el marco de las competencias asignadas por la Ley 
Federal de Educación así como Resoluciones Ministeriales y Decretos Reglamentarios de esta última ley y de 
la Ley de Educación Superior. 

Si bien la LFE ha sido derogada en el año 2006, por la Ley 26.206 denominada Ley de Educación Nacional, 
corresponde su estudio conjuntamente con sus normas reglamentarias ya que constituye al día de hoy la 
principal fuente normativa de la configuración actual del SEA. También se agregan las leyes sancionadas a 
partir del año 2003 y que son objeto de análisis en la actualidad: de Formación Técnico–profesional, de 
Financiamiento educativo y Ley Nacional de Educación.  

Además de las normas compiladas, el documento incluye guías descriptivas del contenido de las normas a 
efectos de favorecer su estudio y comprensión. En la mayoría de los casos de las normas de menor jerarquía 
a las leyes nacionales se opta por indicar el link para su acceso directo. 

De esta forma se propone, por un lado, un aporte para el conocimiento de la legislación educativa histórica y 
de la vigente, la que constituye una de las herramientas analíticas del sistema educativo –desde la 
perspectiva de la política educacional– y, por otro lado, se brinda un instrumento para el trabajo práctico de los 
contenidos que constituyen en las unidades Nº III, IV, V y VI del programa y complementa el estudio de la 
bibliografía que figura en el cronograma de distribución de contenidos. 

Normas que integran este documento: 

LEGISLACIÓN HISTÓRICA 
Ø Ley 934 – Ley de libertad de enseñanza 
Ø Ley 1420 – Ley de educación común 
Ø Ley 2737 – Ley de subvenciones 
Ø Ley 4874 – Ley Láinez 
Ø Ley 1597 – Ley Avellaneda 
 
NORMATIVA REFERIDA AL CICLO DE REFORMA INICIADO EN LA DÉCADA DE 1990 
Ø Ley 24.049 – Ley de Transferencias a las provincias y a la Municipalidad de Buenos Aires de servicios 

educativos.  
Ø Ley 24.195 – Ley Federal de Educación 
REFERENCIAS DE NORMAS REGLAMENTARIAS DE LA LEY FEDERAL DE EDUCACIÓN 
Ø Resolución CFCE Nº 30/93 – Acuerda la Estructura del Sistema Educativo Nacional 
Ø Resolución CFCE 36/94 – Aprueba Documento Red Federal de Formación Docente Continua 
Ø Resolución CFCE 63/97 – Aprueba el documento "Transformación Gradual y Progresiva de la Formación 

Docente Continua" 
Ø Resolución CFCE 75/98 – Aprueba los CBC de Formación Docente 
Ø Resolución CFCE 78/98 -- Solicita al Consejo de Universidades la definición de la docencia como 

profesión regulada por el Estado. 
Ø Resolución CFCE 83/98 -- Criterios para la conformación y el funcionamiento de las unidades de 

evaluación de la Red Federal de Formación Docente Continua 
 
LEGISLACIÓN EDUCATIVA VIGENTE 
NORMATIVA REFERIDA AL CICLO DE REFORMA INICIADO EN LA DÉCADA DE 1990 
Ø Ley 24.521 – Ley de Educación Superior 
NORMAS REGLAMENTARIAS DE LA LEY DE EDUCACIÓN SUPERIOR 
Ø Decreto Nº 499/95 
Ø Decreto Nº 173/96 
Ø Decreto Nº 576/96 
Ø Decreto Nº 1276/96 
Ø Decreto Nº 276/99 
Ø Decreto Nº 1.232/01 
Ø  
 
NORMATIVA REFERIDA AL CICLO DE REFORMA INICIADO EN LA PRIMERA DÉCADA DE ESTE SIGLO 
Ø Ley 26.058 – Ley de Educación Técnico Profesional 
Ø Ley 26.075 – Ley de financiamiento educativo 
Ø Ley 26.206 – Ley de Educación Nacional 
Ø Ley 27.064 – Regulación y Supervisión de Instituciones de Educación no incluidas en la Enseñanza 

Oficial. Disposiciones Generales 
 
REFERENCIAS DE NORMAS REGLAMENTARIAS DE LA LEY DE EDUCACIÓN NACIONAL 
Ø Decreto Nº 144/08 Validez Nacional 
Ø Resoluciones del Consejo Federal de Educación sobre educación obligatoria, formación docente y calidad 

de la educación 
Ø Tabla con legislación educativa de las jurisdicciones provinciales 



 
LEGISLACIÓN HISTÓRICA 

 
Leyes educativas correspondientes al período fundacional del sistema 
educativo argentino (SEA) 
 
Las leyes Nº 934, Nº 1.420, Nº 2.737 y Nº 4.874 que se transcriben a continuación 
fueron sancionadas por el Congreso Nacional entre los años 1878  y 1905. 
Durante ese período, no sólo se produjo la consolidación del Estado Nacional 
Argentino, sino que como parte de este proceso, se sentaron las bases de la 
estructura del SEA y se sancionaron las normas que lo regularon durante buena 
parte del siglo XX.  Aunque no se dicto una ley general que abarcara al conjunto 
de los niveles, estas normas permitieron organizar legalmente el SEA. 
 
La ley Nº 934 reglamentaron el reconocimiento de estudios realizados en colegios 
particulares de nivel medio y estableció, entre otras disposiciones, el examen 
frente a tribunales mayoritariamente integrados por profesores de los Colegios 
Nacionales. 
 
Las leyes Nº 1.420, 2.737 y 4.874 legislaron sobre el nivel primario, La primera 
sancionada en 1884, estableció la educación común, laica, gratuita y obligatoria. 
Aunque limitada en su jurisdicción a la Capital Federal y los Territorios Nacionales, 
plasmó la concepción prevaleciente sobre las características que debía tener la 
educación primaria. La segunda, sancionada en 1890, reglamentó las 
subvenciones con las que el Estado Nacional contribuyó para promover en las 
provincias la extensión y consolidación de ese nivel. La tercera, sancionada en 
1905 y conocida también como Ley Láinez, autorizaba al Gobierno Nacional a 
instalar y administrar escuelas en las provincias que lo solicitaran.  
 
La ley Nº 1.579, sancionada en 1885, conocida como ley Avellaneda por quien 
fuera su principal promotor, estuvo dirigida a regular el nivel universitario, 
fundamentalmente, su forma de gobierno y su relación con el poder ejecutivo.  



LEY 934 
 
Colegios Particulares 
 
 
ART. 1º - Los alumnos de los colegios particulares tendrán derecho de presentarse a examen parcial o 
general de las materias que comprende la enseñanza secundaria de los Colegios Nacionales ante cualquiera 
de éstos, con tal de que se acrediten con certificados de sus directores, haber seguido cursos regulares y 
siempre que los colegios de que procedan, llenen las siguientes condiciones: 
 

1) Que pasen anualmente al Ministerio de Instrucción Pública, una nómina de los alumnos matriculados 
en cada uno de los cursos y el programa o programa de los mismos. 

2) Que el plan de estudios comprenda las mismas materias que el de Institutos nacionales. 
3) Que sus directores suministren al Gobierno de la Nación los informes que les fueren pedidos, 

relativamente al estado de los estudios y  marcha del establecimiento. 
4) Que consientan que el Gobierno de la Nación, haga presenciar los exámenes por medio de 

comisionados al efectos, cuando creyese conveniente. 
5) Que publiquen el resultado de los exámenes con las calificaciones respectivas, consignándose 

igualmente para constancia, en libros destinados a este objeto, llevados con la debida formalidad. 
 
ART 2º - Los exámenes de que habla el artículo anterior, serán desempeñados ante una comisión o tribunal 
mixto, formado de cinco personas que tengan título profesional o diploma de maestro superior, nombrados, 
dos por el Colegio de que proceda el examinado y dos por aquel donde haya de recibirse, asociados al rector 
de este último en calidad de presidente. Dichos nombramientos, también podrán recaer en profesores de los 
mismos colegios. 
 
ART 3º - Toda persona tendrá derecho de presentarse a examen ante cualquiera establecimiento nacional de 
enseñanza secundaria; debiendo sujetarse en todo a las prescripciones de los programas y reglamentos de 
los respectivos establecimientos. 
 
ART 4º - A los mencionados alumnos, aprobados que sean, se les expedirán los certificados correspondientes 
en igual forma que los que se dan a los de los Colegios Nacionales; pero con expresión de aquel de que 
procedan, y dichos certificados serán respetados en todos ellos y en las Universidades Nacionales para los 
efectos legales. 
 
ART 5º - Los alumnos de los institutos de enseñanza secundaria, establecidos por una autoridad de los 
gobiernos de provincia, podrán incorporarse en los colegios de la Nación, en el curso que les corresponda, sin 
mas requisito que la presentación de los certificados de exámenes, siempre que sus programas comprendan 
las mismas materias que las de los Colegios Nacionales. 
 
ART 6º - Los alumnos de los institutos de enseñanza superior o profesional, fundados por particulares o por 
gobiernos de provincia, que existan en las condiciones requeridas por el Art. 1º, podrán igualmente 
incorporarse en las facultades universitarias en el curso correspondiente, previo examen de las materias que 
hubiesen cursado en la forma que lo dispongan los estatutos universitarios. 
 
ART  7º - Comuníquese, etcétera. 
Sanción 19 de septiembre de 1878 
Promulgación: 30 de septiembre de 1878  



Ley 1420 
 
Ley reglamentando la Educación Común. 
El Senado y Cámara de Diputa los de la Nación Argentina, reunidos en Congreso etc. sancionan con fuerza 
de--Ley: 

 
CAPITULO 1 

Principios generales sobre la enseñanza pública de las escuelas primarias. 
 
Art. 1° La escuela primaria tiene por único objeto favorecer y dirigir simultánea mente el desarrollo moral, 
intelectual y físico de todo niño de seis á catorce años de edad. 
 
Art. 2° La instrucción primaria debe ser obligatoria, gratuita, gradual y dada conforme á los preceptos de la 
higiene. 
 
Art. 3° La obligación escolar comprende á todos los padres, tutores ó encargados de los niños, dentro de la 
edad escolar establecida en el artículo. 1° 
 
Art. 4° La obligación escolar puede cumplirse en las escuelas públicas, en las escuelas particulares ó en el 
hogar de los niños; puede comprobarse por medio de certificado y examen, exigir su observancia por medio 
de amonestaciones y multas progresivas, sin perjuicio de emplear, en caso extremo, la fuerza pública para 
conducir los niños á la escuela. 
 
Art. 5° La obligación escolar supone la existencia de la escuela pública gratuita al alcance de los niños en 
edad escolar. Con tal objeto cada vecindario de mil á mil quinientos habitantes en las ciudades ó trescientos á 
quinientos habitantes en las colonias y territorios nacionales, constituirá un Distrito Escolar, con derecho por lo 
menos á una escuela pública donde se dé en toda su extensión la enseñanza primaria que establece esta ley, 
 
Art 6° El mínimun de instrucción obligatoria comprende las siguientes materias: lectura y escritura; aritmética 
(las cuatro primeras reglas de los números enteros, y el conocimiento del sistema métrico decimal y la ley de 
monedas, pesas y medidas): geografía particular de la República y nociones de geografía universal, historia 
particular de la República y nociones de historia general, idioma nacional; moral y urbanidad; nociones de 
higiene; nociones de ciencias matemáticas, físicas y naturales; nociones de dibujo y música vocal; gimnástica, 
y conocimiento de la Constitución Nacional.--Para las niñas será obligatorio además el conocimiento de 
labores de manos y nociones de economía domestica.--Para los varones el conocimiento de los ejercicios y 
evoluciones militares mas sencillos, y en la campaña, nociones de agricultura y ganadería. 
 
Art. 7° En las escuelas públicas se enseñarán todas las materias que comprende el mínimun de instrucción 
obligatoria, desarrollándolas convenientemente según las necesidades del país y capacidad de los edificios 
escolares. 
 
Art. 8° La enseñanza religiosa solo podrá ser dada en las escuelas públicas por los ministros autorizados de 
los diferentes cultos, á los niños de su respectiva comunión, y antes ó después de las horas de clase. 
 
Art. 9° La enseñanza primaria se dividirá en seis ó más agrupaciones graduales, y será dada sin alteración de 
grados en escuelas Infantiles, Elementales y Superiores, dentro del mismo establecimiento ó separadamente. 
 
Art. 10. La enseñanza primaria para los niños de seis á diez años de edad, se dará preferentemente en clases 
mixtas bajo la dirección exclusiva de maestras autorizadas. 
 
Art. 11 Además de las escuelas comunes mencionadas, se establecerán las siguientes escuelas especiales 
de enseñanza primaria:--Uno ó más Jardines de Infantes en las ciudades, donde sea posible dotarlos 
suficientemente.--Escuela para Adultos en los cuarteles, guarniciones, buques de guerra, cárceles, fábricas y 
otros establecimientos donde pueda encontrarse ordinariamente reunido un número cuando menos de 
cuarenta adultos ineducados.--Escuelas ambulantes, en las campañas donde por hallarse muy diseminada la 
población no fuese posible establecer con ventaja escuelas fijas. 
 
Art. 12 El minimun de enseñanza pera las escuelas ambulantes y de adultos comprenderá estos ramos: 
lectura, escritura, aritmética (las cuatro primeras reglas y el sistema métrico decimal), moral y urbanidad; 
nociones de idioma nacional, de geografía nacional y de historia nacional; explicación de la Constitución 
Nacional y enseñanza de los objetos más comunes que se relacionan con la industria habitual de los alumnos 
de la escuela. 
 
Art. 13. En toda construcción de edificios escolares y de su mobiliario y útiles de enseñanza deben 
consultarse las prescripciones de la higiene--Es además obligatorio para las escuelas la inspección médica é 
higiénica y la vacunación y revacunación de los niños, en períodos determinados. 
 
Art. 14. Las clases diarias de las escuelas públicas serán alternadas con intervalos de descanso, ejercicio 
físico y canto. 
 

CAPÍTULO II 
Matricula escolar. Registro de asistencia, estadística de las escuelas y censo de la población escolar. 



 
Art. 15. Anualmente se abrirá en cada Distrito Escolar un libro de matrícula destinado á inscribir el nombre, 
edad, sexo, comunión de sus padres, domicilio, y demás indicaciones necesarias acerca de cada niño en 
edad escolar existente en el distrito 
 
Art. 16. El certificado de matricula será expedido por la Comisión Escolar del Distrito, en el tiempo, lugar y 
forma que determine el reglamento de las escuelas, y presentado por el niño al tiempo de ingresar 
anualmente en la escuela ó cuando le fuere exigido por la autoridad escolar del distrito. 
 
Art. 17 Los padres, tutores ó encargados de los niños que no cumpliesen con el deber de matricularlos 
anualmente, incurrirán por la primera vez en el minimun de la pena que establece el articulo 43, inciso 8° 
aumentándose ésta sucesivamente en caso de reincidencia. 
 
Art. 18. Los directores de escuelas públicas que recibiesen en ellas niños que no se hubiesen matriculado ese 
año, incurrirán por cada omisión en la multa de cuatro pesos moneda nacional. 
 
Art. 19. En cada escuela pública se abrirá anualmente, bajo la vigilancia inmediata de su director, un registro 
de asistencia escolar que contendrá las indicaciones necesarias sobre cada alumno en lo relativo al tiempo 
que concurra ó que esté ausente de la escuela. 
 
Art. 20. La falta inmotivada de un niño á la escuela, constante del registro de asistencia por mas de dos días 
será comunicada á la persona encargada del niño para que explique la falta. Si esta no fuese 
satisfactoriamente explicada continuando la falta, el encargado del niño incurrirá en el minimun de la pena 
pecuniaria establecida en el articulo 43, inciso 8°, aumentándose en caso de reincidencia hasta el máximun, 
sin perjuicio de hacer efectiva la asistencia del niño á la escuela. 
 
Art. 21. En cada escuela pública se abrirá también cada año un libro de estadística de la escuela,, destinado á 
consignar con relación á éste, las condiciones del edificio, monto del alquiler, reparaciones que necesita; 
inventario y estado de los muebles, libros y útiles de la escuela; y con relación á cada niño, el grado de su 
clase, aprovechamiento, conducta, etc. La falta á cualquiera de estos deberes será penada con el minimun de 
la multa que establece el artículo 43, inciso 8°, por la primera vez, aumentándose en caso de reincidencia. 
 
Art. 22. Las penas pecuniarias establecidas en los artículos anteriores se harán efectivas contra los maestros, 
por la autoridad escolar respectiva; y contra los particulares por vía de apremio, ante el Juez respectivo del 
demandado, sirviendo de título el certificado del director ó comisión de distrito de no haberse cumplido la 
prescripción legal. 
 
Art. 23. El censo de la población escolar se practicará simultáneamente, cada dos años por lo menos, en 
todos los diversos distritos escolares, en la forma y por los medios que se creyesen más adecuados para 
obtener la exactitud posible. 
 

CAPITULO III 
Personal docente 

 
Art. 24. Nadie puede ser director, sub-director o ayudante de una escuela pública, sin justificar previamente su 
capacidad técnica, moral y física para la enseñanza en el primer caso, con diplomas y certificados expedidos 
por autoridad escolar competente del país; en el segundo con testimonios que abonen su conducta, en el 
tercero, con un informe facultativo que acredite no tener en candidato enfermedad orgánica ó contagiosa 
capaz de inhabilitarlo para el magisterio. 
 
Art. 25. Los diplomas de maestros de la enseñanza primaria, en cualquiera de sus grados, serán expedidos 
por las Escuelas Normales de la Nación ó de las Provincias. Los maestros extranjeros no podrán ser 
empleados en las escuelas públicas de enseñanza primaria, sin haber revalidado sus títulos ante una 
autoridad escolar de la Nación y conocer su idioma. 
 
Art. 26. Mientras no exista en el país suficiente número de maestros con diploma para la enseñanza de las 
escuelas públicas y demás empleos que por esta ley requieren dicho título, la Dirección General de las 
escuelas proveerá á la necesidad mencionada, autorizando á particulares para el ejercicio de aquellos cargos, 
previo examen y demás requisitos exigidos por el artículo 24. 
 
Art. 27. Los maestros encargados de la enseñanza en las escuelas públicas están especialmente obligados:--
1° A dar cumplimiento á la presente ley y á los programas y reglamentos que dicte, para las escuelas, la 
autoridad superior de las mismas.--2° A dirigir personalmente la enseñanza de los niños que estén á su 
cargo.--3° A concurrir á las conferencias pedagógicas que para el progreso del magisterio establezca la 
Dirección General de las Escuelas.--4° A llevar en debida forma los registros de asistencia, estadística é 
inventario que prescriben los artículos 19 y 21. 
 
Art. 28. Es prohibido á los dírectores, subdirectores ó ayudantes de las escuelas públicas:--1° Recibir 
emolumento alguno de los padres, tutores ó encargados de los niños que concurren á sus escuelas.--2° 
Ejercer dentro de la escuela ó fuera de ella cualquier oficio, profesión ó comercio que lo inhabilite para cumplir 
asidua é imparcialmente las obligaciones del magisterio.--3° Imponer á los alumnos castigos corporales ó 



afrentosos.--4° Acordar á los alumnos premios ó recompensas especiales, no autorizados de antemano por el 
reglamento de las escuelas para casos determinados 
 
Art. 29. Toda infracción á cualquiera de las anteriores prescripciones será penada según los casos, con 
reprensión, multa, suspensión temporal ó destitución, con arreglo á las disposiciones que de antemano 
establecerá el reglamento de las escuelas. 
 
Art. 30. Los maestros ocupados en la enseñanza de las escuelas públicas, tendrán derecho á que no sea 
disminuida la dotación de que gozan según su empleo, mientras conserven su buena conducta y demás 
aptitudes para el cargo salvo el caso de que la disminución fuese sancionada por la ley como medida general 
para los empleados del ramo.--El reglamento de las escuelas determinará, en previsión del caso, los hechos y 
circunstancias que importen para el maestro la pérdida de sus aptitudes, por abandono, vicios, enfermedad, 
etc. 
 
Art. 31. Los preceptores y sub-preceptores que después de diez años de servicios consecutivos se viesen en 
la imposibilidad de continuar ejerciendo sus funciones por enfermedad, gozarán de una pensión vitalicia igual 
á la mitad del sueldo que perciban; si los servicios hubiesen alcanzado á 15 años, tendrán de pensión tres 
cuartas partes de su sueldo.--Pasando de 20 años, el preceptor ó sub-preceptor que quisiese retirarse por 
cualquier causa, tendrá derecho al sueldo integro como pensión de retiro. 
 
Art. 32. Estas pensiones serán pagadas de las rentas del fondo escolar de pensiones, el cual será formado 
con las sumas que la Nación, los particulares ó las asociaciones destinen á ese objeto, y con el dos por ciento 
de sueldo que corresponda á los preceptores y á los sub-preceptores, que será descontado mensualmente. 
 
Art. 33. El fondo escolar de pensiones de que habla el artículo anterior, será administrado separadamente del 
tesoro común de las escuelas, por la Dirección General. 
 
Art. 34. Estas pensiones no podrán ser acordadas antes de dos años de dictada esta ley. 
 
 

CAPÍTULO IV 
Inspección técnica y administrativa de las Escuelas. 

 
Art. 35. Las escuelas primarias de cada distrito escolar, serán inspeccionadas dos veces por lo menos en el 
año por inspectores maestros Créase con tal objeto el cargo de Inspector de las escuelas Primarias, que será 
desempeñado por maestros ó maestras normales, en la forma que determine la autoridad escolar respectiva. 
 
Art. 36. Corresponde á los inspectores de Escuelas primarias:--1° Vigilar personalmente la enseñanza de las 
escuelas, á fin de que sea dada con arreglo á las disposiciones de esta ley y á los reglamentos, programas y 
métodos establecidos por la Dirección General de las Escuelas.--2° Corregir los errores introducidos en la 
enseñanza.--3° Comprobar la fiel adopción de testos, formularios y sistemas de registros, estadística é 
inventarios establecidos por la autoridad superior de las escuelas.--4° Informar á la Dirección General sobre el 
resultado de su inspección indicando el estado de la enseñanza de las escuelas inspeccionadas y los defectos 
ó inconvenientes que sea necesario corregir.--5° Informar sobre el estado de los edificios de propiedad pública 
en sus respectivas jurisdicciones, así como sobre el estado y clase del mobiliario que tengan.--6° Pasar al 
Presidente del Consejo un informe mensual. 
 
Art. 37. Los Inspectores de Escuelas Primarias podrán penetrar en cualquiera escuela, durante las horas de 
clase y examinar personalmente los diferentes cursos que comprende la enseñanza primaria. 
 
Art. 38. En cada Distrito Escolar funcionará además permanentemente una Comisión inspectora con el título 
de Consejo Escolar de Distrito compuesto de cinco padres de familia elegidos por la Dirección General. 
 
Art. 39. Los miembros que componen el Consejo Escolar de Distritos durarán dos años en sus funciones.--El 
cargo de Consejero de Distrito será gratuito y considerado como una carga pública.--La Dirección General 
resolverá sobre las excusaciones que se presentaren.--El Consejo podrá tener un Secretario rentado. 
 
Art. 40. El Consejo Escolar del Distrito dependerá inmediatamente de la Dirección General y funcionará en el 
local de una de las Escuelas públicas del Distrito, si fuese posible, reuniéndose una vez por semana, á lo 
menos. 
 
Art. 41. El Consejo Escolar de Distrito nombrará su Presidente y Tesorero, y dictará su propio reglamento, el 
cual debe ser aprobado por la Dirección General de las Escuelas. 
 
Art. 42. Corresponde al Consejo Escolar de Distrito:--1° Cuidar de la higiene, de la disciplina y de la moralidad 
de las Escuelas públicas de su distrito, á cuyo efecto éstas les serán franqueadas en cualquier momento.--2° 
Estimular por todos los medios á su alcance la concurrencia de los niños á las Escuelas, proporcionando para 
este objeto, vestidos á los indigentes.--3° Establecer en las escuelas ó afuera de ellas cursos nocturnos ó 
dominicales para adultos.--4° Promover por los medios que crea convenientes la fundación de sociedades 
cooperativas de la educación y la de bibliotecas populares de distrito.--5° Abrir anualmente el libro de la 
matrícula escolar y recaudar las rentas del distrito procedentes de matrículas, multas y donaciones ó 
subvenciones particulares, dando cuenta de su percibo á la Dirección General, y emplear dichas rentas en los 



objetos que la misma Dirección General determine.--6° Castigar la falta de cumplimiento de los padres, 
tutores, encargados de los niños y maestros á la obligación escolar, matrícula anual, asistencia, o á cualquier 
otra ley ó reglamento referente á las escuelas del Distrito. De su resolución podrá reclamarse á la Dirección 
General en el término de tres días, y lo que esta decidiere se ejecutará inmediatamente.--7° Proponer á la 
Dirección General de las escuelas los directores, sub-directores y ayudantes necesarios para las escuelas de 
su Distrito, elevando con tal objeto en caso de vacante, una terna de candidatos con los documentos 
justificativos de su capacidad legal para el magisterio.--8° Proponer igualmente á la Dirección General el 
nombramiento de su Secretario, y nombrar por sí mismo escribientes y personal de servicio.--9° Presidir en 
cuerpo ó por medio de uno ó más de sus miembros los exámenes públicos de las escuelas de su Distrito.--10. 
Nombrar comisiones de señoras para visitar y examinar las escuelas de niñas ó mixtas del Distrito.--11. El 
Consejo Escolar de Distrito rendirá mensualmente cuenta á la Dirección General de las Escuelas, de los 
fondos Escolares que hubiese administrado, y le informará sobre el estado de las escuelas de su Distrito. 
 
Art. 43. Los miembros del Consejo Escolar de Distrito responderán personalmente ante la justicia respectiva 
de la malversación de los fondos escolares, ocasionada por actos en que hubiesen intervenido. 
 
 

CAPÍTULO V. 
Tesoro común de las escuelas--Fondo escolar permanente 

 
Art. 44. Constituirán el tesoro común de las escuelas:--1° El veinte por ciento de la venta de tierras nacionales 
en los territorios y colonias de la Nación, siempre que no exceda el producido de doscientos mil pesos 
moneda nacional.--2° El cincuenta por ciento de los intereses de los depósitos judiciales de la Capital.--3° El 
cuarenta por ciento de la Contribución Directa de la Capital, territorios y colonias nacionales.--4° El quince por 
ciento del Impuesto de Patentes de la Capital, territorios y colonias nacionales.--5° El quince por ciento de las 
entradas y rentas municipales.--6° El interés que produzca el fondo permanente de las escuelas que se 
establece por esta Ley y el que ya existe.--7° El importe del derecho de matrícula escolar establecido por el 
art. 16 á razón de un peso moneda nacional anual por cada niño en edad escolar, con excepción de los 
indigentes.--8° El importe de las multas que imponga la autoridad escolar en los casos de los artículos 17, 18, 
20 y 21, las cuales en ningún caso podrán exceder de cien pesos moneda nacional, ni ser menores de cinco 
pesos moneda nacional por cada falta.--9° El importe de las penas pecuniarias y multas impuestas por 
cualquier autoridad en la Capital, territorios y colonias nacionales que no tuviesen diversa aplicación por 
alguna ley especial.--10. Los bienes que por falta de herederos correspondiesen al fisco nacional en la 
Capital, colonias y territorios nacionales.--11. El cinco por ciento de toda sucesión entre colaterales, con 
excepción de hermanos.--12. El diez por ciento de toda herencia ó legado entre extraños, como de toda 
institución á favor del alma ó de establecimientos religiosos, siempre que en los dos incisos anteriores, la 
sucesión exceda de mil pesos moneda nacional y sea abierta en la jurisdicción de la Capital, territorios y 
colonias nacionales.--13. La donación en dineros, bienes muebles ó raíces y título que se hiciesen á favor de 
la educación común de la Capital y territorios nacionales.--14. Los fondos que actualmente posee la 
administración de las escuelas públicas de la Capital.--15. Las sumas que el Congreso destine anualmente en 
el Presupuesto General para pago de sueldos y gastos de la Dirección General de Educación, y 
especialmente para el sostén de las escuelas públicas de la Capital, territorios y colonias nacionales, costo de 
edificios, mobiliarios, útiles y libros. 
 
Art. 45. De los fondos mencionados se reservará anualmente un quince por ciento con destino á la formación 
de un fondo permanente de educación, que será administrado con independencia del tesoro común de las 
escuelas, y cuyo capital no podrá ser distraído en objetos ajenos á la educación. 
 
Art. 46. El capital del fondo permanente será depositado en el Banco Nacional y gozará del interés acordado á 
los depósitos particulares.--La renta que produzca dicho fondo se capitalizará durante dos años, después de 
cuyo término podrá aplicarse la renta sucesiva al sostén de la educación común. 
 
Art. 47. El Tesoro Nacional costeará las becas y demás gastos de enseñanza de los alumnos que se dediquen 
á la carrera del magisterio en las escuelas normales de la Capital ó de las que se estableciesen en los 
territorios nacionales. 
 
Art. 48. La Municipalidad de la Capital, colonias y territorios nacionales, proporcionarán los terrenos 
necesarios para los edificios de las escuelas primarias, y en caso de carecer de ellos ó de no poseerlos en 
sitios convenientes, contribuirán á su adquisición con una tercera parte de su valor. 
 
Art. 49. La recaudación de los impuestos y rentas escolares que no tuvieren una forma determinada en esta 
Ley, se hará por los recaudadores de la Nación en la misma forma establecida para las rentas de esta, 
pasando el producto de aquellos en depósito al Banco Nacional á la orden de la Dirección General de 
Escuelas, dando inmediato aviso á la Dirección. 
 
Art. 50. La obligación impuesta á los recaudadores de la Nación en el artículo anterior, es extensiva á las 
municipalidades, por lo relativo á la parte de renta con que deben concurrir anualmente á la formación del 
tesoro de las escuelas, y á cualquiera otra autoridad, por lo tocante al importe de las multas ó penas 
pecuniarias que impusiesen, y cuyo destino por esta Ley corresponde al sostén de la educación común. 
 



Art. 51. Las cantidades que destine el Presupuesto de la Nación para el sostén y fomento de la instrucción 
primaria en la Capital, territorios y colonias nacionales, serán entregadas mensualmente por la Tesorería de la 
Nación á la Dirección General de Escuelas. 
 
 

CAPÍTULO VI. 
Dirección y administración de las escuelas primarias. 

 
Art. 52. La Dirección y la administración General de las escuelas estará á cargo de un Consejo Nacional de 
Educación, que funcionará en la Capital de la República bajo la dependencia del Ministerio de Instrucción 
Pública. 
 
Art. 53. El Consejo Nacional de Educación se compondrá de un Presidente y cuatro Vocales. 
 
Art. 54. El nombramiento de los Consejeros será hecho por el Poder Ejecutivo por sí solo, y el de Presidente 
con acuerdo del Senado. Los miembros del Consejo Nacional de Educación podrán ser reelectos. 
 
Art. 55. Todos los miembros del Consejo conservarán su empleo durante cinco años, mientras dure su buena 
conducta y actitud física é intelectual para el desempeño de su cargo. 
 
Art. 56. El cargo de miembro del Consejo Nacional de Educación es considerado como empleo de magisterio 
para todos los beneficios y responsabilidades que establece la ley. 
 
Art. 57. Son atribuciones y deberes del Consejo Nacional de Educación.--1° Dirigir la instrucción dada en 
todas las escuelas primarias con arreglo á todas las prescripciones de esta ley y demás reglamentos que en 
prosecución de ella dictare, según la respectiva enseñanza.--2° Vigilar la enseñanza de las escuelas normales 
de la Capital, colonias y territorios nacionales, proponer el nombramiento ó renovación de su personal y 
concesión ó caducidad de becas al Ministerio de Instrucción Pública.--3° Administrar todos los fondos que de 
cualquier origen fuesen consagrados al sostén y fomento de la educación común.--4° Organizar la inspección 
de las escuelas y la contabilidad y custodia de los fondos destinados al sostén de aquellas.--5° Vigilar á los 
Inspectores de las escuelas, reglamentar sus funciones y dirigir sus actos.--6° Ejecutar puntualmente las leyes 
que respecto de la educación común sancionare el Congreso y los decretos que sobre el mismo asunto 
expidiere el Poder Ejecutivo; pudiendo requerir con tal objeto, cuando le fuere preciso el auxilio de la autoridad 
respectiva por medio de un procedimiento breve y sumario.--7° Formar en Enero de cada año el presupuesto 
general de los gastos de la educación común y el cálculo de los recursos propios con que cuenta, elevando 
ambos documentos por intermedio del Ministerio de Instrucción Pública al Congreso.--8° Tener tres sesiones 
semanales por lo menos.--9° Dictar su reglamento interno para todos los objetos de que le encarga esta ley, 
distribuyendo entre sus miembros como lo estimare más conveniente, las funciones que tiene á su cargo.--10. 
Distribuir para todas las escuelas públicas y particulares, formularios destinados á la matrícula escolar, 
registro de asistencia, estadística y censo de la población escolar, y dirigir estas operaciones como lo crea 
más conveniente.--11. Dictar los programas de la enseñanza de las escuelas públicas, con arreglo á las 
prescripciones de esta ley y necesidades del adelanto progresivo de la educación común.--12. Expedir título 
de maestro, previo examen y demás justificativos de capacidad legal, á los particulares que deseasen 
dedicarse á la enseñanza primaria en escuelas públicas ó particulares.--13. Revalidar, en iguales 
circunstancias, los diplomas de maestros extranjeros.--14. Anular unos ú otros por las causas que determinará 
el reglamento de las escuelas.--15. Prescribir y adoptar los libros de texto más adecuados para las escuelas 
públicas, favoreciendo su edición y mejora por medio de concursos ú otros estímulos y asegurando su 
adopción uniforme y permanente á precios módicos por un término no menor de dos años,--16. Suspender ó 
destituir á los maestros, inspectores ó empleados por causas de inconducta ó mal desempeño de sus deberes 
comprobadas por los medios que previamente establezca el reglamento general de las escuelas y dando 
conocimiento al Ministerio.--17. Establecer conferencias de maestros en los términos y condiciones que 
creyese convenientes, ó reuniones de educacionistas.--18. Promover y auxiliar la formación de bibliotecas 
populares y de maestros, lo mismo que la de asociaciones y publicaciones cooperativas de la educación 
común.--19. Dirigir una publicación mensual de educación.--20. Contratar dentro y fuera del país los maestros 
especiales, que á su juicio fuesen necesarios, con aprobación del Ministro de Instrucción Pública.--21. 
Proyectar á la brevedad posible la organización del fondo de pensiones para maestros, condiciones de su 
administración, y el modo y forma en que ha de hacerse efectivo el derecho á pensión establecido en el 
artículo 31. Este proyecto acompañado de un informe de los antecedentes que le sirven de base, será elevado 
al Congreso por intermedio del Ministerio de Instrucción Pública.--22. Administrar las propiedades inmuebles, 
pertenecientes al tesoro de las escuelas necesitando de autorización judicial para venderlas, cederlas ó 
gravarlas, cuando su conservación fuese dispendiosa ó hubiese manifiesta utilidad en la cesión ó gravamen.--
23. Recibir con beneficio de inventario herencias y legados: y en la forma ordinaria, todas las donaciones que 
con objeto de educación hiciesen los particulares, poderes públicos ó asociaciones.--24. Autorizar la 
construcción de edificios para las escuelas ú oficinas de la educación común y comprar bienes raíces con 
dicho objeto de acuerdo á los requisitos establecidos por la Ley de Contabilidad y con aprobación del Poder 
Ejecutivo.--25. Hacer las gestiones necesarias para obtener los terrenos que necesitasen las escuelas 
públicas.--26. Atender y proveer, por lo relativo á las Provincias á la ejecución de las leyes de 23 de Setiembre 
de 1870 sobre "Bibliotecas Populares", y de 25 de Setiembre de 1871 sobre "Subvenciones á la Educación 
Común": solicitando del Poder Ejecutivo los recursos necesarios para tal objeto y dictando las medidas que 
creyese convenientes para asegurar el empleo de dichos recursos. 



Art. 58. El Consejo Nacional de Educación presentará al principio de cada año un in-informe de todos sus 
trabajos, al Ministerio respectivo, y lo imprimirá en número suficiente de ejemplares con destino á hacerlo 
circular en el país y en el extranjero. Este informe contendrá una estadística completa de las escuelas. 
 
Art. 59. El nombramiento de todos los empleados de la dirección y administración de las escuelas primarias se 
hará por el Consejo Nacional de Educación, con excepción de aquellos cuya provisión estuviese determinada 
de una manera diversa por esta ley. 
 
Art. 60. Todos los miembros del Consejo Nacional de Educación son personalmente responsables de la mala 
administración de los fondos correspondientes á la educación común, procedente de actos en que hubiese 
intervenido ó tuviese el deber de intervenir. La acción que procede en tales casos será pública y durará hasta 
un año después de haber cesado en sus funciones cada uno de los miembros del Consejo. 
 
Art. 61. Toda autoridad nacional está en el deber de cooperar en su esfera al desempeño de las funciones del 
Consejo Nacional de Educación ó de las personas que obren á su nombre, sea en la ejecución de las medidas 
escolares dictadas por el Consejo, sea en lo referente á datos ó informes que aquel pudiese necesitar para los 
fines del cargo. 
 
Art. 62. Las actuaciones públicas que el Consejo Nacional de Educación ó sus empleados oficiales tuviesen 
necesidad de producir ante cualquier autoridad, para fines de la dirección y administración de las escuelas, 
serán libres de costas y se extenderán en papel común. 
 
Art. 63. Todos los bienes y valores pertenecientes al tesoro de las escuelas quedarán exonerados de todo 
impuesto nacional ó provincial. 
 
Art. 64. El Presidente del Consejo Nacional de Educación es el representante necesario del Consejo en todos 
los actos públicos y relaciones oficiales de la dirección y administración de las escuelas. 
 
Art. 65. El Presidente del Consejo Nacional de Educación tiene además las siguientes atribuciones y deberes 
especiales:--1° Preside las sesiones del Consejo y decide con su voto las deliberaciones en caso de empate.--
2° Ejecuta las resoluciones del Consejo.--3° Dirige inmediatamente por sí solo las oficinas de su dependencia, 
provee á sus necesidades y atiende en casos urgentes, no estando reunido el Consejo, todo lo relativo al 
gobierno y administración general de las escuelas, con cargo de darle cuenta. En caso de disconformidad el 
Consejo no podrá desaprobar los actos de su Presidente sino con el voto de dos tercios de los Consejeros.--
4° Suscribir todas las comunicaciones y órdenes de cualquier género que sean con la autorización del 
Secretario del Consejo. 
 
 

CAPÍTULO VII 
Bibliotecas Populares 

 
Art. 66. El Consejo Nacional de Educación establecerá en la Capital una Biblioteca Pública para maestros. 
 
Art. 67. Toda biblioteca popular fundada en la Capital, territorios y colonias nacionales por particulares ó 
asociaciones sobre bases permanentes, tendrá derecho á recibir del tesoro de las escuelas la quinta parte del 
valor que sus directores comprobasen necesitar ó haber empleado en la adquisición de libros morales y útiles, 
con tal que se obliguen á observar las prescripciones siguientes:--Art. 1° A instalar la biblioteca en un paraje 
central y en edificio con capacidad suficiente para cincuenta lectores, por lo menos.--2° A prestar 
gratuitamente los libros, al vecindario, mediante garantías suficientes, ó facilitar su adquisición á precios 
razonables.--3° A llevar en debida forma sus catálogos y los registros de estadística necesarios, 
proporcionando en periodos determinados, á la autoridad escolar respectiva, los datos que le fueren 
solicitados sobre el movimiento de la biblioteca. 
 
Art. 68. Para obtener la subvención establecida en el artículo anterior el director de la biblioteca presentará al 
Consejo Nacional de Educación, una relación del edificio destinado para la biblioteca, con indicación de calle y 
número, y el certificado de depósito en un Banco de la suma que se propone emplear en libros. 
 
Art. 69. La subvención acordada cesará inmediatamente, toda vez que los libros de la biblioteca se enajenen 
sin reponerlos; sin perjuicio de las penas y responsabilidades que pueda establecer el Consejo Nacional de 
Educación, para el caso de engaño manifiesto. 
 
 

CAPÍTULO VIII 
Escuelas y Colegios particulares 

 
Art. 70. Los directores ó maestros de Escuela ó Colegios particulares tienen los siguientes deberes.--1° 
Manifestar al respectivo Consejo Escolar de Distrito su propósito de establecer ó mantener una escuela ó 
colegio de enseñanza primaria, indicando el sitio de la escuela, condiciones del edificio elegido para el objeto 
y clase de enseñanza que se proponen dar.--2° Acompañar á la manifestación anterior los títulos de 
capacidad legal para ejercer el magisterio que posea la persona destinada á dirigir la escuela.--3° Comunicar 
á la autoridad escolar respectiva los datos estadísticos que le fuesen solicitados, y llevar, con tal objeto, en 
debida forma, los registros establecidos por los artículos 19 y 21 según los formularios de que serán 



gratuitamente provistos por la autoridad escolar respectiva.--4° Observar las disposiciones del artículo 16 
acerca de la matrícula escolar.--5° Someterse á la inspección que en interés de la enseñanza obligatoria, de la 
moralidad y de la higiene pueden practicar cuando lo crean conveniente, los Inspectores de las Escuelas 
Primarias y el Consejo Escolar de Distrito.--6° Dar en el establecimiento el mínimun de enseñanza obligatoria 
establecida por el artículo 6°.- 
 
Art. 71. El Consejo Escolar de Distrito podrá negar á los particulares ó asociaciones la autorización necesaria 
para establecer una escuela ó colegio, siempre que no se hubiesen llenado los requisitos anteriores ó que su 
establecimiento fuese contrario á la moralidad pública ó á la salud de los alumnos. En iguales condiciones 
podrá clausurar, siempre que lo juzgue conveniente, cualquiera escuela ó colegio particular. En ambos casos 
los perjudicados podrán reclamar en el término de ocho días de la resolución del Consejo Escolar de Distrito 
para ante el Consejo Nacional de Educación, y lo que éste decidiere se ejecutará inmediatamente. 
 
Art. 72. La falta de observancia por parte de los Directores de las escuelas y colegios particulares, á las 
prescripciones anteriores, será penada con una multa de 20 á 100 pesos moneda nacional, según los casos y 
las reglas que previamente establezca el reglamento de las escuelas. 
 
 

CAPÍTULO IX 
Disposiciones complementarias 

 
Art. 73. Mientras no se practique un nuevo censo nacional, el Distrito Escolar creado por esta ley se 
establecerá, para las ciudades, con arreglo al cálculo de población del censo vigente ó á las divisiones 
administrativas existentes; y en los territorios y colonias nacionales, con arreglo al cálculo de población ó 
subdivisiones vecinales establecidas por sus respectivas administraciones. 
 
Art. 74. El Consejo Nacional de Educación procederá brevemente á establecer para los fines de esta ley, la 
división de la población nacional en distritos, numerándolos sucesivamente, y ubicando dentro de ellos, á 
medida que sea posible, la escuela ó escuelas públicas á que cada vecindario tiene derecho.- 
 
Art. 75. Las Escuelas Normales de la Capital serán sostenidas por el Tesoro Nacional y continuarán 
rigiéndose por los reglamentos y planes de estudios dictados por el Congreso y Ministerio de Instrucción 
Pública, pero en cuanto á su régimen interno, disciplina, administración é higiene dependerán exclusivamente 
del Consejo Nacional de Educación, quedando sujetas por lo tocante á su personal y funciones á las 
disposiciones de esta ley y reglamentos que el Consejo Nacional de Educación dictare- 
 
Art. 76 Los jueces darán participación al Consejo Nacional de Educación en todo asunto, que por cualquier 
motivo afectase al tesoro de las escuelas. A los efectos de esta prescripción y de la probable necesidad de 
gestionar ante los jueces ó funcionarios administrativos, los intereses de las escuelas, el Consejo Nacional de 
Educación podrá nombrar procuradores y abogados, pagados del tesoro de las escuelas, por mes ó por año.- 
 
Art. 77. Las faltas de asistencia injustificadas, á las clases, oficinas, conferencias ó sesiones de cualquier 
funcionario ó empleado en la enseñanza, dirección ó administración de las escuelas, producirán la necesaria 
pérdida de una parte de la dotación mensual del empleado ó funcionario, en proporción á los días de su 
asistencia obligatoria por los reglamentos.--Con tal objeto, cada escuela, oficina ó Consejo llevará un libro de 
presencia, bajo la custodia del Secretario ó empleado que designen los reglamentos y en él firmarán los 
empleados ó funcionarios que lo componen al entrar en sus oficinas. El contador general de las escuelas no 
procederá á formar las planillas mensuales de cada repartición sin tener á la vista los estados de los libros de 
presencia.- 
 
Art. 78. Los fondos resultantes de pérdida de dotación por falta de asistencia, se reservarán como base del 
fondo de pensiones. 
 
Art. 79. La Contaduría General de la Nación revisará anualmente los libros de la Contaduría y Tesorería de las 
Escuelas, pudiendo hacerlo antes de ese tiempo, cuando necesidades del servicio nacional lo exigiesen.- 
 
Art. 80. Las prescripciones contenidas en esta ley con relación á los maestros, inspectores y demás 
empleados de la instrucción primaria son aplicables, según el caso, á los dos sexos.- 
 
Art. 81. El Poder Ejecutivo reglamentará la presente ley en todo aquello que no ha sido especialmente 
encomendado al Consejo Nacional de Educación. 
 
Art. 82. Comuníquese al Poder Ejecutivo.--Dada en la Sala de Sesiones del Congreso Argentino, en Buenos 
Aires á 26 de Junio de 1884.--FRANCISCO B. MADERO.--B. Ocampo.--Secretario del Senado.--RAFAEL 
RUIZ DE LOS LLANOS.--J. Alejo Ledesma.--Secretario de la C. de DD.--(Registrada bajo el número 1420). 
Departamento de Instrucción Pública.--Buenos Aires, Julio 8 de 1884.--Téngase por Ley de la Nación, 
cúmplase, comuníquese, publíquese é insértese en el Registro Nacional.--ROCA.--E. Wilde. 



Ley   2.737 
 
Ley reglamentando las subvenciones nacionales para el fomento de la instrucción primaria 
El Senado y Cámara de Diputados de la Nación Argentina, reunidos en Congreso, etc., sancionan con fuerza 
de-- 
 
LEY: 
 
Art. 1° Tan pronto termine el ejercicio del Presupuesto del presente año económico de 1890, las subvenciones 
nacionales para el fomento de la instrucción primaria en las provincias, se distribuirán con sujeción á las 
condiciones y formalidades de la presente Ley. 
 
Art. 2° La subvención nacional se concederá para los fines siguientes: 
1° Construcción de edificios para escuelas públicas. 
2° Adquisición de muebles, libros y útiles para escuelas. 
3° Sueldos de preceptores. 
 
Art. 3° Solo gozarán de los beneficios de la subvención nacional, las provincias que se sujeten á las siguientes 
prescripciones: 
1° Dictar un Presupuesto Escolar por el órgano de sus autoridades institucionales con determinación de la 
renta destinada al sostén y fomento de sus escuelas. 
2° La cantidad total del Presupuesto Escolar ó la cantidad destinada en el Presupuesto General con aquel fin, 
no podrá ser menor al 10 % de sus entradas ó rentas generales. 
3° Suministrarán en las planillas cuatrimestrales que deben elevar al Consejo Nacional de Educación, los 
siguientes datos contenidos en las mismas y que este Consejo distribuye. 
a) Los nombres, sueldos, diplomas y empleo del personal docente de cada escuela. 
b) La categoría de la misma. 
c) El nombre de cada uno de los alumnos que concurren á la escuela, que debe ser escrito por ellos mismos, 
debiendo hacerlo el preceptor en caso de no poder hacerlo alguno de ellos. 
d) Los textos porque en ella se enseña. 
e) Si la casa en que la escuela funciona es de propiedad del Estado y en caso de ser de propiedad particular, 
la cantidad mensual de arrendamiento que por ella se paga. 
f) Las escuelas particulares que funcionan en el distrito escolar respectivo, su número y el de los niños que las 
frecuentan. 
g) Nombre del distrito, número y denominación de la escuela. 
4° Si el censo nacional no se levantase en breve, cada provincia hará el escolar de las ciudades que haya en 
su jurisdicción que pasen de (4000) cuatro mil habitantes, debiendo levantarlo cada cinco años si la Nación no 
lo hiciere. 
5° Funcionará en cada provincia un Consejo Escolar ó un Superintendente, que tendrá á su cargo la dirección 
de la instrucción primaria y la inversión de las rentas escolares. 
6° Cada provincia tendrá una inspección escolar dirigida por un Profesor ó cuando menos por un Maestro 
Normal. 
 
Art. 4° La subvención nacional se pagará por cuatrimestres corridos cuando se reciban las planillas, 
estadísticas escolares, de que habla el artículo anterior, debiendo acompañarse el recibo original de los 
preceptores. 
 
Art. 5° La subvención para compra de libros, útiles y muebles escolares se invertirá por el Consejo Nacional 
de Educación, debiendo cada Provincia hacer su pedido acompañando el certificado de depósito en el Banco 
Nacional, á la orden del Presidente del Consejo, de la cantidad en que esté obligada á concurrir en la 
proporción que adelante se establecerá. Cada provincia podrá nombrar un encargado que intervenga en la 
compra de los objetos indicados. 
 
Art. 6° El Consejo Nacional podrá negar la provisión solicitada si á su juicio no estuviesen comprendidos los 
objetos pedidos en la designación del artículo 2°; pero en estos casos dará apelación de sus resoluciones 
ante el Ministerio de Instrucción Pública, si así se solicitase. 
 
Art. 7° Cuando se trate de la subvención para construir una escuela, se acompañará el pedido respectivo, el 
plano de la obra, el presupuesto de su costo, la copia de la escritura de cesión ó compra del terreno en que 
deba construirse y la declaración ó informe del Gobierno de la Provincia respectiva, de tener ya reunida la 
cantidad que conjuntamente con la de la subvención nacional, ha de cubrir el importe de la obra. Los planos 
serán examinados y aprobados previamente por el Departamento de Obras Públicas y podrán modificarse ó 
aprobarse según su dictamen. 
 
Art. 8° La subvención para la construcción de edificios escolares se abonará por terceras partes: la 1ª al tener 
un metro de altura los cimientos; la 2ª cuando aquellos estén techados, y la 3ª cuando se haya terminado 
completamente el edificio. 
 
Art. 9° Las provincias gozarán de la subvención nacional en proporción á lo que invierta en instrucción 
primaria, en la forma siguiente: 
La tercera parte: Buenos Aires, Córdoba, Santa-Fe y Entre Ríos. 



Las dos terceras: Corrientes, Tucumán, Santiago del Estero, Salta, Mendoza, San Juan, Catamarca y San 
Luis. 
Las tres cuartas partes: Jujuy y La Rioja. 
 
Art. 10. Ninguna provincia podrá percibir anualmente (cualquiera que sean sus erogaciones para sostener la 
educación común) más de la décima parte del total de la cantidad que el H. Congreso destine para el fomento 
de la instrucción primaria de la República. 
 
Art. 11. No habrá derecho tampoco para cobrar suma alguna, alegando que la cantidad votada en la Ley de 
Presupuesto General, y distribuida según lo determina el artículo precedente, no alcanza á cubrir la cantidad 
que pueda corresponder á cada provincia en relación á los gastos escolares hechos por alguna ó algunas de 
ellas. 
 
Art. 12. En cada una de las provincias habrá un Inspector Nacional encargado de facilitar y vigilar la estricta 
ejecución de la presente Ley. Las funciones de estos Inspectores serán reglamentadas por el Consejo 
Nacional de Educación. 
 
Art. 13. De acuerdo con lo dispuesto en la Ley de 8 de Julio de 1884, art. 57, inciso 3°, el Consejo Nacional de 
Educación queda encargado de adoptar todas las medidas que repute convenientes, á fin de garantir la fiel 
aplicación de los fondos que se destinen en el Presupuesto General para el fondo de la Educación Común, así 
como exigir el exacto cumplimiento de las condiciones impuestas para gozar de los beneficios que acuerda la 
presente Ley. 
 
Art. 14. Quedan derogadas todas las disposiciones que estén en oposición á lo prescripto en la presente Ley. 
Art. 15. Comuníquese al Poder Ejecutivo. 
Dada en la Sala de Sesiones del Congreso Argentino, en Buenos Aires, á primero de Octubre de mil 
ochocientos noventa. 
       
 M. DERQUI.                            L. MANSILLA. 
      B. S. Campos,                        Uladislao S. Frias, 
     Secretario del Senado.              Secretario de la Cámara de D.D. 
(Registrada bajo el núm. 2737.) 
Departamento de Instrucción Pública. 
Buenos Aires, Octubre 4 de 1890. 
Téngase por Ley de la Nación; cúmplase, comuníquese, publíquese é insértese en el registro Nacional. 
PELLEGRINI. 
JOSÉ M. GUTIERREZ. 



 
Ley 4.874 
 
Ley creando escuelas elementales en las provincias. 
El Senado y Cámara de Diputados de la Nación Argentina, reunidos en Congreso, etc. sancionan con fuerza 
de 
 
LEY: 
 
Art. 1° El Consejo Nacional de Educación procederá a establecer directamente en las provincias que lo 
soliciten, escuelas elementales, infantiles mixtas y rurales, en que se dará el mínimum de enseñanza 
establecida en el artículo 12 de la ley 1420, de 8 de Julio de 1884. 
Para determinar la ubicación de estas escuelas se tendrá, en cuenta el porcentaje de analfabetos que resulta 
de las listas presentadas por las provincias para recibir la subvención escolar. 
 
Art. 2° El sueldo que gozarán los directores y maestros de estas escuelas será de igual categoría al que 
gozan los de los territorios nacionales. 
 
Art. 3° Para gastos internos, sueldos del personal docente y pasaje de los maestros, asígnase la suma de 
sesenta mil pesos moneda nacional, mensuales. 
Para edificación, alquileres, reparaciones, refacciones, compra de útiles de enseñanza y de servicio, asígnase 
la suma de sesenta mil pesos moneda nacional, mensuales. 
 
Art. 4° Mientras estos gastos no sean incluidos en la ley general de presupuesto se pagarán de rentas 
generales, imputándose a esta ley. 
 
Art. 5° El Consejo Nacional de Educación presentará anualmente al Poder Ejecutivo una memoria referente al 
establecimiento y situación de las escuelas creadas por esta ley. 
 
Art. 6° Comuníquese al Poder Ejecutivo. 
Dada en la sala de sesiones del Congreso Argentino, en Buenos Aires, a treinta de Septiembre de mil 
novecientos cinco. 
 
J. FIGUEORA ALCORTA.     ANGEL SASTRE. 
     Adolfo Labougle,   Alejandro Sorondo, 
Secretario del Senado. Secret. de la C. de DD. 
Registrada bajo el n° 4874. 
Buenos Aires, Octubre 17 de 1905. 
Téngase por ley de la Nación, cúmplase, comuníquese, publíquese, insértese en el Registro Nacional y 
archívese. 
QUINTANA. 
J. V. GONZÁLEZ. 



LEY 1.597. Estatutos de las Universidades Nacionales 
 
Art. 1º. El Poder Ejecutivo ordenará que los Consejos Superiores de las Universidades de Córdoba y de 
Buenos Aires, dicten sus estatutos en cada una de estas Universidades, subordinándose a las reglas 
siguientes: 
 
• La Universidad se compondrá de un rector, elegido por la Asamblea Universitaria, el cual durará cuatro 

años, pudiendo ser reelecto; de un Consejo Superior y de las Facultades que actualmente funcionan, o 
que fuesen creadas por leyes posteriores. La Asamblea Universitaria es formada por los miembros de 
todas las Facultades. 

• El Rector es el representante de la Universidad; preside las sesiones de las Asambleas y del Consejo; y 
ejecuta sus resoluciones. Corresponde asimismo al Rector el puesto de honor en todos aquellos actos de 
solemnidad que las Facultades celebren. 

• El Consejo Superior se compone del Rector, de los decanos de las Facultades y de dos delegados que 
éstas nombren. Resuelve en la última instancia las cuestiones contenciosas que hayan fallado las 
facultades, fija los derechos universitarios con la aprobación del Ministerio de Instrucción Pública, y dicta 
los reglamentos que sean convenientes y necesarios para el régimen común de los estudios y disciplina 
general de los establecimientos universitarios.  

• Cada Facultad ejercerá la jurisdicción política y disciplinaria dentro de sus institutos respectivos, 
proyectará los planes de estudios y dará los certificados de exámenes en virtud de los cuales  la 
Universidad expedirá exclusivamente los diplomas de sus respectivas profesiones científicas, aprobará o 
reformará los programas  de estudios presentados por los profesores, dispondrá de los fondos 
universitarios que le hayan sido designados para sus gastos, rindiendo una cuenta anual al Consejo 
Superior, y fijará las condiciones de admisibilidad para  los estudiantes que ingresen en sus aulas. 

• En la composición de las Facultades entrará a lo menos una tercera parte de los profesores que dirigen 
sus aulas correspondiendo a la facultad respectiva el nombramiento de todos los miembros titulares. 
Todas las Facultades tendrán un número igual de miembros que no podrá exceder de quince. 

• Las cátedras vacantes serán llenadas en la forma siguiente: la Facultad respectiva votará una terna de 
candidatos que será pasada al Consejo Superior, y si éste la aprobase será elevada al Poder Ejecutivo 
quien designara de ella el profesor que deba ocupar la cátedra. 

• Los derechos universitarios que se perciban, constituirán el “fondo universitario”, con excepción de la 
parte que el Consejo Superior asigne, con la aprobación del Ministerio para sus gastos y para los de las 
Facultades. Anualmente se dará cuenta al Congreso de la existencia e inversión de los fondos. 

 
Art. 2º. Los Estatutos dictados por los Consejos Superiores con arreglo a las bases anteriores serán 
sometidos a la aprobación del Poder Ejecutivo. 
 
Art. 3º. La designación de los profesores se hará por el Poder Ejecutivo, a propuesta de las Facultades 
respectivas. 
 
Art. 4º1. Las Facultades recibirán exámenes en las épocas oficiales que fijen sus reglamentos, a los 
estudiantes regulares o libres que lo soliciten y del número de materias sobre que pretendan someterse a 
pruebas, debiendo observarse para estas pruebas el orden indicado en los reglamentos respectivos.  
 
Art. 5º. Comuníquese al Poder Ejecutivo, etcétera. 
 
25 de junio de 1885. 
 
 

 
1 Artículo incorporado por la Ley 3.271, 1895. 



 
NORMATIVA REFERIDA AL CICLO DE REFORMA INICIADO EN LA 

DÉCADA DE 1990 
 
A continuación se presentan los textos correspondientes a dos leyes sancionadas 
durante los años noventa por el Congreso Nacional: ley 24.049 y ley 24.195. 
 
La segunda de estas leyes es la denominada Ley Federal de Educación (LFE), la 
que reguló el derecho de enseñar y aprender reconocido en el artículo 14 de la 
Constitución Nacional y organizó el Sistema Educativo Nacional, conforme a la 
distribución de competencias entre la Nación, las provincias y la Ciudad Autónoma 
de Buenos Aires también dispuesta por la Constitución Nacional hasta la sanción 
de la Ley 26.206 denominada Ley de Educación Nacional. 
 
La LFE de hecho ratifica la organización institucional descentralizada del Sistema 
Educativo Nacional, la cual se logró precisamente cuando se sancionó la ley 
24.049 que dispuso la transferencia de los servicios nacionales de educación 
media y superior no universitaria a las jurisdicciones en las que éstos se 
encontraban localizados. 
 
Seguidamente se reproduce el texto de dos decretos reglamentarios de la LFE y 
se indican algunas de las Resoluciones del Consejo Federal de Cultura y 
Educación de la Nación, uno de los órganos de gobierno y coordinación del 
Sistema Educativo Nacional, según lo dispone la propia ley, que reglamentan 
aspectos sustanciales de la LFE, como la definición de la estructura académica, la 
definición de los contenidos básicos comunes (CBCs) de todos los niveles, 
incluyendo los destinados a la formación de los docentes, la organización de la 
Red Federal de Formación Docente Continua, las pautas para el reconocimiento 
oficial de estudios y la consecuente validez nacional de estudios y títulos, entre 
otros aspectos significativos. 
 
La legislación transcripta no es la totalidad de la legislación que regula estos 
aspectos, sino la que se considera sustantiva a los fines del desarrollo de los 
contenidos educativos de la asignatura para la Unidad Nº V del programa. 
 



Ley 24.049 
-------------------------------------------------------------------------------- 
TRANSFERENCIA A LAS PROVINCIAS Y A LA MUNICIPALIDAD DE BUENOS AIRES DE SERVICIOS 
EDUCATIVOS.  
BUENOS AIRES, 6 de Diciembre de 1991  
BOLETIN OFICIAL, 07 de Enero de 1992  
Vigentes  
 
 GENERALIDADES  
 CANTIDAD DE ARTICULOS QUE COMPONEN LA NORMA 27 
OBSERVACION VER ART 5 DE 1092/92 (B.O. 20-8-92) 
OBSERVACION VER ART 2 DE 964/92 (B.O. 29-6-92) POR EL QUE SE OTORGA UN ADICIONAL DE 
EMERGENCIA. 
OBSERVACION VER ART 2 DEL DEC. 965/92 (B.O. 29-6-92) QUE ESTABLECE EXCEPCIONES. 
 
TEMA  
EDUCACION-TRANSFERENCIA DE SERVICIOS EDUCATIVOS-MINISTERIO 
DE CULTURA Y EDUCACION-PROVINCIAS-MUNICIPALIDAD DE LA CIUDAD 
DE BUENOS AIRES-ESTABLECIMIENTOS EDUCACIONALES-BIENES DEL 
ESTADO-TRANSMISION DEL DOMINIO-TRANSFERENCIA DEL PERSONAL-POLITICA 
EDUCATIVA-RECURSOS FINANCIEROS-EDUCACION PRIVADA-EDUCACION 
SUBVENCIONADA  
 
 El Senado y Cámara de Diputados de la Nación Argentina reunidos en Congreso, etc. sancionan con fuerza 
de Ley:  

 
CAPITULO 1 

De la transferencia (artículos 1 al 4) 
 
ARTICULO 1.- Facúltase al Poder Ejecutivo Nacional a transferir, a partir del 1 de enero de 1992, a las 
provincias y a la Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires, los servicios educativos administrados en forma 
directa por el Ministerio de Cultura y Educación y por el Consejo Nacional de Educación Técnica, así como 
también las facultades y funciones sobre los establecimientos privados reconocidos, en las condiciones que 
prescribe esta ley. Se exceptúan las escuelas superiores normales e institutos superiores, tanto estatales 
como privados, y la ENET N. 1 "Otto Krausse", la Telescuela Técnica y los Centros de Recursos Humanos y 
Capacitación Nos. 3, 8 y 10 de Capital Federal dependientes del CONET. Queda a criterio del Poder Ejecutivo 
Nacional la oportunidad de transferir estos servicios en forma total o parcial previa garantía de financiamiento.    
 
ARTÍCULO 2 - Los requisitos específicos de las transferencias se establecerán mediante convenios a 
celebrarse entre el Poder Ejecutivo Nacional y cada una de las jurisdicciones, en los que se acordará toda otra 
cuestión no prevista en la presente ley de acuerdo con las particularidades de cada jurisdicción. Dichos 
convenios serán refrendados según la normativa vigente en cada una de las jurisdicciones, por medio de las 
legislaturas provinciales. 
 
ARTÍCULO 3 - Las jurisdicciones receptoras, con el apoyo sostenido del Poder Ejecutivo Nacional, deberán 
cumplir todos los derechos y obligaciones vigentes en materia educativa. El Estado Nacional garantizará que 
los servicios transferidos sean prestados con óptima cobertura cuantitativa, alta calidad pedagógica y equidad 
en todas las jurisdicciones.   
 
ARTÍCULO 4 - Las transferencias que se convengan se efectuarán sin otro cargo que los que establece la 
presente ley, e importarán la sucesión a título universal de los derechos y obligaciones.   
 
 

CAPITULO 2 
De los bienes transferidos (artículos 5 al 7) 

 
ARTÍCULO 5 - La transferencia de los servicios educativos a cada una de las jurisdicciones, comprenderá los 
bienes libres de todo gravamen actualmente afectados al Ministerio de Cultura y Educación y al Consejo 
Nacional de Educación Técnica, a saber: 
a) el dominio y todo otro derecho que el Gobierno Nacional tenga sobre los bienes inmuebles y sus 
accesorios, cualquiera sea el  origen de sus derechos, con destino actual o previsto para establecimientos 
educacionales y organismos de apoyo al sistema educativo;  
b) los bienes muebles de todo tipo, incluyendo equipos, semovientes y elementos de uso y consumo regular;  
c) la documentación y todo otro antecedente relativo a los inmuebles y muebles transferidos que sean de 
utilidad a las jurisdicciones receptoras;  
d) los contratos de locación de cosas, obras y servicios, sin perjuicio de las adecuaciones contractuales 
necesarias a fin de mantener la continuidad de los servicios.   
 
ARTÍCULO 6.- No serán transferidos los juicios pendientes ni las deudas que por cualquier causa hubiera 
contraído la Nación a la fecha de la transferencia. 
 
ARTÍCULO 7 - En el caso de que el dominio o la propiedad de los bienes inmuebles o muebles o derechos 
que se transfieran provengan de donaciones o de legados con cargo, la jurisdicción receptora garantizará su 
cumplimiento y los derechos de quienes resulten beneficiarios de tales cargos.   
 
 

CAPITULO 3 
Del personal transferido (artículos 8 al 13) 

   
ARTÍCULO 8.- El personal docente, técnico, administrativo y de servicios generales que se desempeñe en los 
servicios que se transfieren quedará incorporado a la administración provincial o municipal en su caso, de 
conformidad con las siguientes bases: 



a) identidad o equivalencia en la función, jerarquía y situación de revista en que se encontrare a la fecha de la 
transferencia; 
b) retribución por todo concepto no inferior a la que se perciba al momento de la transferencia y equiparación 
a la escala salarial jurisdiccional durante 1992;  
c) reconocimiento de la antigüedad en la carrera y en el cargo, ya sea en carácter de titular, interino o 
suplente;  
d) reconocimiento a la estabilidad en el cargo u horas cátedra que desempeñe al tiempo de la transferencia 
cuando revistiere en calidad de titular, interino o suplente según la normativa vigente en cada jurisdicción;  
e) reconocimiento de títulos y antecedentes profesionales valorables para concurso de la carrera docente en 
equivalencia de condiciones con las vigentes para los docentes de la jurisdicción receptora.   
 
ARTICULO 9 - Las jurisdicciones podrán convenir mecanismos para facilitar al personal transferido optar por 
continuar en la Obra Social para la Actividad Docente (OSPLAD), en cuyo caso el gobierno de la jurisdicción 
deberá actuar como agente de retención de los correspondientes aportes, o incorporarse a la Obra Social de 
la jurisdicción receptora.   
 
ARTICULO 10.- A los efectos previsionales, las jurisdicciones receptoras reconocerán los servicios prestados 
por el personal en el orden nacional. Los docentes transferidos que no reúnan los requisitos exigidos en la 
jurisdicción receptora, podrán continuar efectuando aportes al sistema nacional de previsión; las jurisdicciones 
serán agentes de retención de los mencionados aportes. 
 
ARTICULO 11.- El personal docente transferido continuará en la Caja Complementaria de Previsión para la 
Actividad Docente; el gobierno de la jurisdicción receptora actuará como agente de retención de los aportes. 
 
ARTICULO 12.- Las cuestiones disciplinarias referidas al personal transferido suscitadas hasta el momento de 
efectivizarse la transferencia, serán resueltas según la normativa vigente al momento de ocurrir los hechos 
que las motivaron y en la jurisdicción de origen en un plazo no mayor de un año con posterioridad a la firma 
del convenio; las jurisdicciones receptoras aplicarán las sanciones y/o medidas que la jurisdicción de origen 
hubiera resuelto.   
 
ARTICULO 13. - Los concursos de docentes a ser transferidos, como así también los procedimientos de 
traslados, titularizaciones y jubilaciones, pendientes de resolución que pudieren existir al momento de 
promulgarse esta ley, deberán ser resueltos según la normativa de origen con el alcance y en tiempos y 
modos que establezcan los respectivos convenios bilaterales. 
 
 

CAPITULO 4 
Del financiamiento (artículos 14 al 19) 

 
*ARTICULO 14.- A partir del 1 de enero de 1992 y hasta tanto se modifique la Ley N. 23.548 la Secretaría de 
Hacienda de la Nación retendrá de la participación correspondiente a las provincias en el Régimen de la 
citada ley, previamente a la distribución secundaria, un importe equivalente al monto total, que se incluye en 
planilla anexa 1 A, con detalle para cada jurisdicción, con destino al financiamiento de los servicios educativos 
que se transfieren por la presente ley y los correspondientes al costo de servicios de Hospitales e Institutos 
Nacionales, Políticas Sociales Comunitarias y Programa Social Nutricional a transferir a las provincias según 
se convenga oportunamente. Dicha retención será operativa en la medida que el incremento de la 
recaudación de los gravámenes a que se refiere la Ley N. 23.548 para 1992 respecto del promedio mensual 
anualizado del período abril-diciembre de 1991 sea superior al monto mencionado en el párrafo anterior. 
Nota de redacción. Ver:  Ley 24.307 Art.36 
(B.O. 30-12-93). Planilla anexa adjunta I "A" y I "B" que incrementa montos de las retenciones 
correspondientes a las transferencias de cultura y educación.  
Ley 24.191 Art.36 
(B.O. 30-12-92) Se modifica la planilla anexa del art. como consecuencia de la no transferencia del Hospital 
Nacional "Dr. Baldomero Sommer" a la Provincia de Buenos Aires, pero anexo no publicado 
Decreto Nacional 964/92 Art.3 
(B.O. 29-06-92). Se incrementan los importes totales por provincias.  
  
ARTICULO 15.- Cuando el monto mensual recaudado no alcanzare a cubrir el nivel promedio mensual del 
período abril-diciembre de 1991, el Gobierno Nacional cubrirá totalmente y en forma automática el costo 
mensual de los servicios transferidos. Si al cierre de cada mes lo recaudado fuere superior al nivel promedio 
abril-diciembre de 1991 pero no alcanzare a cubrir el costo de los servicios el Gobierno Nacional financiará 
automáticamente la diferencia.   
 
ARTICULO 16. - Al momento de efectivizarse la transferencia de los servicios prevista en el artículo 14 se 
transferirán en las proporciones correspondientes los recursos afectados según el párrafo primero de dicho 
artículo a la respectiva provincia y por hasta los montos mencionados en el mismo. 
 
ARTICULO 17. - El Poder Ejecutivo Nacional deberá fijar el marco general y los criterios particulares a seguir 
a efectos de brindar un tratamiento equivalente a lo dispuesto por los artículos 14, 15 y 16 de la presente, a la 
provincia de Tierra del Fuego, Antártida e Islas del Atlántico Sur y a la Municipalidad de la Ciudad de Buenos 
Aires con anterioridad a la firma del convenio previsto en el artículo 2 de esta ley. Ello, sin afectar la 
participación de las provincias según la Ley N 23.548.   
 
ARTICULO 18. - Las obras públicas que se encuentren en ejecución en los servicios a transferir, serán 
continuadas y finalizadas por la Nación. A su término dichos inmuebles serán transferidos a la jurisdicción en 
los términos de la presente ley. 
 
ARTICULO 19. - El Poder Ejecutivo Nacional, asignará un monto global para reparaciones de los edificios 
transferidos cuyo estado de conservación o antigüedad afecte el desenvolvimiento de los servicios educativos. 
Los montos serán acordados en los respectivos convenios bilaterales.   
 
 

CAPITULO 5 



Aspectos pedagógicos (artículos 20 al 22) 
 
ARTICULO 20. - El Poder Ejecutivo Nacional, a través del Ministerio de Cultura y Educación, ejecutará las 
políticas y estrategias del Sistema Educativo Nacional, en consulta permanente con el Consejo Federal de 
Cultura y Educación, y coordinará, compatibilizará y evaluará el funcionamiento interjurisdiccional. 
 
ARTICULO 21. - El Poder Ejecutivo Nacional, a través del Ministerio de Cultura y Educación, en ejercicio de 
su competencia, realizará el análisis, evaluación y seguimiento de la situación educativa; de la consistencia, 
congruencia y calidad educativas de los planes y programas en la materia en relación con las prioridades 
establecidas; brindará asistencia técnica y financiera para el desarrollo de estrategias y programas educativos; 
atenderá y gestionará los asuntos de naturaleza internacional que se relacionen con la educación y la cultura; 
determinará los requerimientos y condiciones para el reconocimiento de títulos y certificados nacionales y 
extranjeros; organizará y administrará un sistema de información cualitativa y cuantitativa en materias 
educativa y cultural e instrumentará planes y programas de interés nacional.   
 
ARTICULO 22. - El Ministerio de Cultura y Educación promoverá concertadamente con el Consejo Federal de 
Cultura y Educación la adecuación de la estructura común del sistema educativo, la actualización de planes 
generales con objetivos y contenidos curriculares básicos y comunes con aportes que consideren las 
particularidades regionales, provinciales y de la escuela y su comunidad, a fin de establecer un marco de 
coherencia, unidad e integración educativa y cultural del país en un pleno respeto del federalismo.   
 
 

CAPITULO 6 De la enseñanza privada 
 
ARTICULO 23. - Los servicios educativos de gestión privada que se transfieren quedan garantizados para que 
se sigan prestando con respeto de los principios de la libertad de enseñanza y los derechos emergentes de la 
normativa nacional sobre la materia. Consecuentemente, podrán mantener sus características doctrinarias, 
modalidades curriculares y pedagógicas y el estilo ético formativo propios, en el ámbito de las jurisdicciones 
receptoras. Estas mantendrán el régimen de aportes a la enseñanza privada en concordancia con el fijado en 
el orden nacional, en lo que hace a montos, proporciones y destino a los servicios transferidos.   
 
 

CAPITULO 7 
Disposiciones transitorias (artículos 24 al 27) 

   
ARTICULO 24. - El Poder Ejecutivo Nacional, a través del Ministerio de Cultura y Educación, podrá celebrar 
los actos jurídicos necesarios para el eficaz cumplimiento de la presente ley.   
 
ARTICULO 25. - Cuando por razones operativas alguna Provincia lo requiera expresamente el Poder 
Ejecutivo Nacional podrá atender por cuenta y orden de la misma los gastos emergentes de los servicios 
transferidos según el Artículo 1 .   
 
ARTÍCULO 26.- Los participantes en el sistema de la Ley N. 23.548, deberán presentar en el período 
legislativo de 1992 un proyecto de ley sustitutiva del régimen vigente de coparticipación federal de impuestos.   
 
ARTICULO 27.- Comuníquese al Poder Ejecutivo Nacional.   
 
 FIRMANTES  
 PIERRI-BRASESCO-Pereyra Arandía de Pérez Pardo-Fassi  
 
 ANEXO A: PLANILLA ANEXA N. 1 A  
 Observaciones generales:   
CANTIDAD DE ARTICULOS QUE COMPONEN EL ANEXO 0001 
OBSERVACION: INCREMENTA IMPORTES TOTALES DE LA PLANILLA ANEXA 
N.I. A Y B. POR ART. 3 DEL DECRETO 964/92 (B.O. 29-06-92)  
 



Ley 24.195 
 
LEY FEDERAL DE EDUCACION. SISTEMA EDUCATIVO NACIONAL.  
BUENOS AIRES, 14 de Abril de 1993  
BOLETIN OFICIAL, 05 de Mayo de 1993  
Vigentes  
 
GENERALIDADES  
CANTIDAD DE ARTICULOS QUE COMPONEN LA NORMA 71 
OBSERVACION: POR RES. 480/01 DEL MINISTERIO DEL TRABAJO, EMPLEO Y FORMACION DE 
RECURSOS HUMANOS, SE ESTABLECE LA CALIFICACION COMO SERVICIO ESENCIAL, A LA 
EDUCACION, EN VIRTUD DE SUS IMPORTANCIA Y TRASCENDENCIA.   
 
TEMA  
EDUCACION-POLITICA EDUCATIVA-DERECHO DE ENSEÑAR Y APRENDER-EDUCACION 
PREPRIMARIA-EDUCACION GENERAL BASICA-EDUCACION POLIMODAL-EDUCACION SUPERIOR-
EDUCACION CUATERNARIA EDUCACION DIFERENCIAL-EDUCACION DE ADULTOS-EDUCACION 
ARTISTICA-EDUCACION NO FORMAL-EDUCACION PRIVADA-EDUCACION SUBVENCIONADA-
DOCENTES-REMUNERACION-GRATUIDAD DE LA ENSEÑANZA-EDUCACION OBLIGATORIA-
ESTABLECIMIENTOS EDUCACIONALES-PROFESORADOS-UNIVERSIDADES-AUTARQUIA 
UNIVERSITARIA-AUTONOMIA UNIVERSITARIA-RECURSOS FINANCIEROS-RESPONSABILIDAD DEL 
ESTADO-PROVINCIAS-MUNICIPALIDAD DE LA CIUDAD DE BUENOS AIRES-MINISTERIO DE CULTURA 
Y EDUCACION-PLANES DE ESTUDIO-EQUIVALENCIAS  
 
El Senado y Cámara de Diputados de la Nación Argentina reunidos en Congreso, etc. sancionan con 
fuerza de Ley:  
 

TITULO 1 
DERECHOS, OBLIGACIONES Y GARANTIAS (artículos 1 al 4) 

 
ARTICULO 1º - El derecho constitucional de enseñar y aprender queda regulado, para su ejercicio en todo el 
territorio argentino, por la presente ley que, sobre la base de principios, establece los objetivos de la 
educación en tanto bien social y responsabilidad común, instituye las normas referentes a la organización y 
unidad del Sistema Nacional de Educación, y señala el inicio y la dirección de su paulatina reconversión para 
la continua adecuación a las necesidades nacionales dentro de los procesos de integración.   
 
 
ARTICULO 2º - El Estado nacional tiene la responsabilidad principal e indelegable de fijar y controlar el 
cumplimiento de la política educativa, tendiente a conformar una sociedad argentina justa y autónoma, a la 
vez que integrada a la región, al continente y al mundo. 
 
ARTICULO 3º - El Estado nacional, las provincias y la Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires, garantizan 
el acceso a la educación en todos los ciclos, niveles y regímenes especiales, a toda la población, mediante la 
creación, sostenimiento, autorización y supervisión de los servicios necesarios, con la participación de la 
familia, la comunidad, sus organizaciones y la iniciativa privada. 
 
ARTICULO 4º - Las acciones educativas son responsabilidad de la familia, como agente natural y primario de 
la educación, del Estado nacional como responsable principal, de las provincias, los municipios, la Iglesia 
Católica, las demás confesiones religiosas oficialmente reconocidas y las organizaciones sociales. 
 
 

TITULO II 
PRINCIPIOS GENERALES  

(artículos 5 al 9) 
 
 

CAPITULO 1: DE LA POLITICA EDUCATIVA 
 (artículos 5 al 5) 

 
ARTICULO 5º- El Estado nacional deberá fijar los lineamientos de la política educativa respetando los 
siguientes derechos, principios y criterios: 
 

a) El fortalecimiento de la identidad nacional atendiendo a las idiosincrasias locales, provinciales y 
regionales. 
b) El afianzamiento de la soberanía de la Nación. 
c) La consolidación de la democracia en su forma representativa, republicana y federal. 
d) El desarrollo social, cultural, científico, tecnológico y el crecimiento económico del país. 
e) La libertad de enseñar y aprender. 
f) La concreción de una efectiva igualdad de oportunidades y posibilidades para todos los habitantes 
y el rechazo a todo tipo de discriminación. 
g) La equidad a través de la justa distribución de los servicios educacionales a fin de lograr la mejor 
calidad posible y resultados equivalentes a partir de la heterogeneidad de la población. 
h) La cobertura asistencial y la elaboración de programas especiales para posibilitar el acceso, 
permanencia y egreso de todos los habitantes al sistema educativo propuesto por la presente ley. 
i) La educación concebida como proceso permanente. 
j) La valorización del trabajo como realización del hombre y de la sociedad y como eje vertebrador del 
proceso social y educativo. 
k) La integración de las personas con necesidades especiales mediante el pleno desarrollo de sus 
capacidades. 
l) El desarrollo de una conciencia sobre nutrición, salud e higiene, profundizando su conocimiento y 
cuidado como forma de prevención de las enfermedades y de las dependencias psicofísicas. 
ll) El fomento de las actividades físicas y deportivas para posibilitar el desarrollo armónico e integral 
de las personas. 



m) La conservación del medio ambiente, teniendo en cuenta las necesidades del ser humano como 
integrante del mismo. 
n) La superación de todo estereotipo discriminatorio en los materiales didácticos. 
ñ) La erradicación del analfabetismo mediante la educación de los jóvenes y adultos que no hubieran 
completado la escolaridad obligatoria. 
o) La armonización de las acciones educativas formales como la actividad no formal ofrecida por los 
diversos sectores de la sociedad y las modalidades informales que surgen espontáneamente en ella. 
p) El estímulo, promoción y apoyo a las innovaciones educativas y a los regímenes alternativos de 
educación, particularmente los sistemas abiertos y a distancia. 
q) El derecho de las comunidades aborígenes a preservar sus pautas culturales y al aprendizaje y 
enseñanza de su lengua, dando lugar a la participación de sus mayores en el proceso de enseñanza. 
r) El establecimiento de las condiciones que posibiliten el aprendizaje de conductas de convivencia 
social pluralista y participativa. 
s) La participación de la familia, la comunidad, las asociaciones docentes legalmente reconocidas y 
las organizaciones sociales. 
t) El derecho de los padres como integrantes de la comunidad educativa a asociarse y a participar en 
organizaciones de apoyo a la gestión educativa. 
u) El derecho de los alumnos a que se respete su integridad, dignidad, libertad de conciencia, de 
expresión y a recibir orientación. 
v) El derecho de los docentes universitarios a la libertad de cátedra y de todos los docentes a la 
dignificación y jerarquización de su profesión. 
w) La participación del Congreso de la Nación según lo establecido en el artículo 53, inciso n. 

 
 

CAPITULO 2: DEL SISTEMA EDUCATIVO NACIONAL 
 (artículos 6 al 9) 

 
ARTICULO 6º - El sistema educativo posibilitará la formación integral y permanente del hombre y la mujer, con 
vocación nacional, proyección regional y continental y visión universal, que se realicen como personas en las 
dimensiones cultural, social, estética, ética y religiosa, acorde con sus capacidades, guiados por los valores 
de vida, libertad, bien, verdad, paz, solidaridad, tolerancia, igualdad y justicia. Capaces de elaborar, por 
decisión existencial, su propio proyecto de vida. Ciudadanos responsables, protagonistas críticos, creadores y 
transformadores de la sociedad, a través del amor, el conocimiento y el trabajo. Defensores de las 
instituciones democráticas y del medio ambiente. 
 
ARTICULO 7º - El sistema educativo está integrado por los servicios educativos de las jurisdicciones nacional, 
provincial y municipal, que incluyen los de las entidades de gestión privada reconocidas. 
 
ARTICULO 8º - El sistema educativo asegurará a todos los habitantes del país el ejercicio efectivo de su 
derecho a aprender, mediante la igualdad de oportunidades y posibilidades, sin discriminación alguna. 
 
ARTICULO 9º - El sistema educativo ha de ser flexible, articulado, equitativo, abierto, prospectivo y orientado 
a satisfacer las necesidades nacionales y la diversidad regional. 
 
 

TITULO III 
ESTRUCTURA DEL SISTEMA EDUCATIVO NACIONAL 

(artículos 10 al 34) 
 
 

CAPITULO 1: DESCRIPCION GENERAL 
(artículos 10 al 12) 

 
* ARTICULO 10. - La estructura de sistema educativo, que será implementada en forma gradual y progresiva, 
estará integrada por: 
 

a) Educación Inicial, constituida por el jardín de infantes para niños/as de 3 a 5 años de edad, siendo 
obligatorio el último año. Las provincias y la Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires 
establecerán, cuando sea necesario, servicios de jardín maternal para niños/as menores de 3 años y 
prestarán apoyo a las instituciones de la comunidad para que éstas los brinden y ayuda a las familias 
que los requieran. 
b) Educación General Básica, obligatoria, de 9 años de duración a partir de los 6 años de edad, 
entendida como una unidad pedagógica integral y organizada en ciclos, según lo establecido en el 
artículo 15. 
c) Educación Polimodal, después del cumplimiento de la Educación General Básica, impartida por 
instituciones específicas de tres años de duración como mínimo. 
d) Educación Superior, profesional y académica de grado, luego de cumplida la Educación Polimodal; 
su duración será determinada por las instituciones universitarias y no universitarias, según 
corresponda. 
e) Educación de Posgrado.  
*Modificado por: Ley 24.521 Art.86 (B.O. 10-08-95). Expresiones sustituidas. 

 
ARTICULO 11º. - El sistema educativo comprende, también, otros regímenes especiales que tienen por 
finalidad atender las necesidades que no pudieran ser satisfechas por la estructura básica, y que exijan 
ofertas específicas diferenciadas en función de las particularidades o necesidades del educando o del medio. 

Las provincias y la Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires acordarán en el seno del Consejo 
Federal de Cultura y Educación, ofertas educativas de menor duración y con preparación ocupacional 
específica, para quienes hayan terminado la Educación General Básica y obligatoria. Ello no impedirá a los 
educandos proseguir estudios en los siguientes niveles del sistema. 
 
ARTICULO 12º. - Los niveles, ciclos y regímenes especiales que integren la estructura del sistema educativo 
deben articularse, a fin de profundizar los objetivos, facilitar el pasaje y continuidad, y asegurar la movilidad 
horizontal y vertical de los alumnos/as.  



 En casos excepcionales, el acceso a cada uno de ellos no exigirá el cumplimiento cronológico de los 
anteriores sino la acreditación, mediante evaluación por un jurado de reconocida competencia, de las 
aptitudes y conocimientos requeridos. 
 
 

CAPITULO 2: EDUCACION INICIAL 
(artículos 13 al 14) 

 
ARTICULO 13º. - Los objetivos de la Educación Inicial son: 
 

a) Incentivar el proceso de estructuración del pensamiento, de la imaginación creadora, las formas de 
expresión personal y de comunicación verbal y gráfica. 
b) Favorecer el proceso de maduración del niño/a en lo sensorio motor, la manifestación lúdica y 
estética, la iniciación deportiva y artística, el crecimiento socio-afectivo, y los valores éticos. 
c) Estimular hábitos de integración social, de convivencia grupal, de solidaridad y cooperación y de 
conservación del medio ambiente. 
d) Fortalecer la vinculación entre la institución educativa y la familia. 
e) Prevenir y atender las desigualdades físicas, psíquicas y sociales originadas en deficiencias de 
orden biológico, nutricional, familiar y ambiental mediante programas especiales y acciones 
articuladas con otras instituciones comunitarias. 

 
ARTICULO 14º. - Todos los establecimientos que presten este servicio, sean de gestión estatal o privada, 
serán autorizados y supervisados por las autoridades educativas de las provincias y la Municipalidad de la 
Ciudad de Buenos Aires. Esto será extensivo a las actividades pedagógicas dirigidas a niños/as menores de 3 
años, las que deberán estar a cargo de personal docente especializado. 
 

CAPITULO 3: EDUCACION GENERAL BASICA 
(artículos 15 al 15) 

 
ARTICULO 15º. - Los objetivos de la Educación General Básica son: 
 

a) Proporcionar una formación básica común a todos los niños y adolescentes del país garantizando 
su acceso, permanencia y promoción y la igualdad en la calidad y logros de los aprendizajes. 
b) Favorecer el desarrollo individual, social y personal para un desempeño responsable, 
comprometido con la comunidad, consciente de sus deberes y derechos, y respetuoso de los demás. 
c) Incentivar la búsqueda permanente de la verdad, desarrollar el juicio crítico y hábitos valorativos y 
favorecer el desarrollo de las capacidades físicas, intelectuales, afectivo-volitivas, estéticas y los 
valores éticos y espirituales. 
d) Lograr la adquisición y el dominio instrumental de los saberes considerados socialmente 
significativos: comunicación verbal y escrita, lenguaje y operatoria matemática, ciencias naturales y 
ecología, ciencias exactas, tecnología e informática, ciencias sociales y cultura nacional, 
latinoamericana y universal. 
e) Incorporar el trabajo como metodología pedagógica, en tanto síntesis entre teoría y práctica, que 
fomenta la reflexión sobre la realidad, estimula el juicio crítico y es medio de organización y 
promoción comunitaria. 
f) Adquirir hábitos de higiene y de preservación de la salud en todas sus dimensiones. 
g) Utilizar la educación física y el deporte como elemento indispensable para desarrollar con 
integralidad la dimensión psicofísica. 
h) Conocer y valorar críticamente nuestra tradición y patrimonio cultural, para poder optar por 
aquellos elementos que mejor favorezcan el desarrollo integral como persona. 

 
CAPITULO 4: EDUCACION POLIMODAL 

(artículos 16 al 17) 
 
ARTICULO 16º. - Los objetivos del ciclo Polimodal son: 
 

a) Preparar para el ejercicio de los derechos y el cumplimiento de los deberes de ciudadano/a en una 
sociedad democrática moderna, de manera de lograr una voluntad comprometida con el bien común, 
para el uso responsable de la libertad y para la adopción de comportamientos sociales de contenido 
ético en el plano individual, familiar, laboral y comunitario. 
b) Afianzar la conciencia del deber de constituirse en agente de cambio positivo en su medio social y 
natural. 
c) Profundizar el conocimiento teórico en un conjunto de saberes agrupados según las orientaciones 
siguientes: humanística, social, científica y técnica. 
d) Desarrollar habilidades instrumentales, incorporando el trabajo como elemento pedagógico, que 
acrediten para el acceso a los sectores de la producción y del trabajo. 
e) Desarrollar una actitud reflexiva y crítica ante los mensajes de los medios de comunicación social. 
f) Favorecer la autonomía intelectual y el desarrollo de las capacidades necesarias para la 
prosecución de estudios ulteriores. 
g) Propiciar la práctica de la educación física y del deporte, para posibilitar el desarrollo armónico e 
integral del/la joven y favorecer la preservación de su salud psicofísica. 

 
ARTICULO 17º. - La organización del ciclo Polimodal incorporará con los debidos recaudos pedagógicos y 
sociales, el régimen de alternancia entre la institución escolar y las empresas. Se procurará que las 
organizaciones empresarias y sindicales asuman un compromiso efectivo en el proceso de formación, 
aportando sus iniciativas pedagógicas, los espacios adecuados y el acceso a la tecnología del mundo del 
trabajo y la producción. 
 

CAPITULO 5: EDUCACION SUPERIOR 
(artículos 18 al 24) 

ARTICULO 18º. - La etapa profesional de grado no universitario se cumplirá en los institutos de formación 
docente o equivalentes y en institutos de formación técnica que otorgarán títulos profesionales y estarán 
articulados horizontal y verticalmente con la universidad. 



 
ARTICULO 19º. - Los objetivos de la formación docente son: 
 

a) Preparar y capacitar para un eficaz desempeño en cada uno de los niveles del sistema 
educacional y en las modalidades mencionadas posteriormente en esta ley. 
b) Perfeccionar, con criterio permanente a graduados y docentes en actividad en los aspectos 
científico, metodológico, artístico y cultural. Formar investigadores y administradores educativos. 
c) Formar al docente como elemento activo de participación en el sistema democrático. 
d) Fomentar el sentido responsable de ejercicio de la docencia y el respeto por la tarea educadora. 

 
 
ARTICULO 20º. - Los institutos de formación técnica tendrán como objetivo el de brindar formación 
profesional y reconversión permanente en las diferentes áreas del saber técnico y práctico de acuerdo con los 
intereses de los alumnos y la actual y potencial estructura ocupacional. 
 
ARTICULO 21º. - La etapa profesional y académica de grado universitario se cumplirá en instituciones 
universitarias entendidas como comunidades de trabajo que tienen la finalidad de enseñar, realizar 
investigación, construir y difundir conocimientos, promover la cultura nacional, producir bienes y prestar 
servicios con proyección social y contribuir a la solución de los problemas argentinos y continentales. 
 
ARTICULO 22º. - Son funciones de las universidades: 
 

a) Formar y capacitar técnicos y profesionales, conforme a los requerimientos nacionales y 
regionales, atendiendo las vocaciones personales y recurriendo a los adelantos mundiales de las 
ciencias, las artes y las técnicas que resulten de interés para el país. 
b) Desarrollar el conocimiento en el más alto nivel con sentido crítico, creativo e interdisciplinario, 
estimulando la permanente búsqueda de la verdad. 
c) Difundir el conocimiento científico-tecnológico para contribuir al permanente mejoramiento de las 
condiciones de vida de nuestro pueblo y de la competitividad tecnológica del país. 
d) Estimular una sistemática reflexión intelectual y el estudio de la cultura y la realidad nacional, 
latinoamericana y universal. 
e) Ejercer la consultoría de organismos nacionales y privados. 

 
ARTICULO 23º - Las universidades gozan de autonomía académica y autarquía administrativa y económico-
financiera en el marco de la legislación específica. 
 
ARTICULO 24º - La organización y autorización de universidades alternativas, experimentales, de posgrado, 
abiertas, a distancia, institutos universitarios tecnológicos, pedagógicos y otros creados libremente por 
iniciativa comunitaria, se regirá por una ley específica. 
 
 

CAPITULO 6: EDUCACION CUATERNARIA 
(artículos 25 al 26) 

 
 
ARTICULO 25º. - La Educación Cuaternaria estará bajo la responsabilidad de las universidades y de las 
instituciones académicas, científicas y profesionales de reconocido nivel, siendo requisito para quienes se 
inscriban el haber terminado la etapa de grado o acreditar conocimiento y experiencia suficientes para el 
cursado del mismo. 
 
ARTICULO 26º - El objetivo de la Educación Cuaternaria es profundizar y actualizar la formación cultural, 
docente, científica, artística y tecnológica mediante la investigación, la reflexión crítica sobre la disciplina y el 
intercambio sobre los avances en las especialidades. 
 

CAPITULO 7: REGIMENES ESPECIALES 
(artículos 27 al 34) 

 
A: EDUCACION ESPECIAL 

(artículos 27 al 29) 
 
ARTICULO 27º. - Las autoridades educativas de las provincias y de la Municipalidad de la Ciudad de Buenos 
Aires coordinarán con las de otras áreas acciones de carácter preventivo y otras dirigidas a la detección de 
niños/as con necesidades educativas especiales. 

El cumplimiento de la obligatoriedad indicada en el artículo 10 incisos a) y b), tendrá en cuenta las 
condiciones personales del educando/a. 
 
ARTICULO 28º. - Los objetivos de la Educación Especial son: 
 

a) Garantizar la atención de las personas con estas necesidades educativas desde el momento de su 
detección. Este servicio se prestará en centros o escuelas de educación especial. 
b) Brindar una formación individualizada, normalizadora e integradora, orientada al desarrollo integral 
de la persona y a una capacitación laboral que le permita su incorporación al mundo del trabajo y la 
producción. 

 
ARTICULO 29º. - La situación de los alumnos/as atendidos en centros o escuelas especiales será revisada 
periódicamente por equipos de profesionales, de manera de facilitar, cuando sea posible y de conformidad 
con ambos padres, la integración a las unidades escolares comunes. En tal caso el proceso educativo estará 
a cargo del personal especializado que corresponda y se deberán adoptar criterios particulares de currículo, 
organización escolar, infraestructura y material didáctico.   
 

B: EDUCACION DE ADULTOS 
 

ARTICULO 30º. - Los objetivos de la Educación de Adultos son: 



 
a) El desarrollo integral y la cualificación laboral de aquellas personas que no cumplieron con la 
regularidad de la Educación General Básica y Obligatoria, o habiendo cumplido con la misma, 
deseen adquirir o mejorar su preparación a los efectos de proseguir estudios en los otros niveles del 
sistema, dentro o fuera de este régimen especial. 
b) Promover la organización de sistemas y programas de formación y reconversión laboral, los que 
serán alternativos o complementarios a los de la educación formal. Estos sistemas se organizarán 
con la participación concertada de las autoridades laborales, organizaciones sindicales y empresarias 
y otras organizaciones sociales vinculadas al trabajo y la producción. 
c) Brindar la posibilidad de acceder a servicios educativos en los distintos niveles del sistema a las 
personas que se encuentren privadas de libertad en establecimientos carcelarios, servicios que serán 
supervisados por las autoridades educativas correspondientes. 
d) Brindar la posibilidad de alfabetización, bajo la supervisión de las autoridades educativas oficiales, 
a quienes se encuentren cumpliendo con el servicio militar obligatorio. 

 
 

C: EDUCACION ARTISTICA 
(artículos 31 al 32) 

 
ARTICULO 31º. - Los contenidos de la educación artística que se correspondan con los de los ciclos y niveles 
en los que se basa la estructura del sistema deberán ser equivalentes, diferenciándose únicamente por las 
disciplinas artísticas y pedagógicas. 
 
ARTICULO 32º. - La docencia de las materias artísticas en el nivel inicial y en la educación primaria tendrá en 
cuenta las particularidades de la formación en este régimen especial. Estará a cargo de los maestros 
egresados de las escuelas de arte que contemplen el requisito de que sus alumnos/as completen la educación 
media. 

D: OTROS REGIMENES ESPECIALES 
(artículos 33 al 34) 

 
ARTICULO 33º. - Las autoridades educativas oficiales: 
 

a) Organizarán o facilitarán la organización de programas a desarrollarse en los establecimientos 
comunes para la detección temprana, la ampliación de la formación y el seguimiento de los 
alumnos/as con capacidades o talentos especiales. 
b) Promoverán la organización y el funcionamiento del sistema de educación abierta y a distancia y 
otros regímenes especiales alternativos dirigidos a sectores de la población que no concurran a 
establecimientos presenciales o que requieran servicios educativos complementarios. A tal fin, se 
dispondrá, entre otros medios, de espacios televisivos y radiales. 
c) Supervisarán las acciones educativas impartidas a niños/as y adolescentes que se encuentren 
internados transitoriamente por circunstancias objetivas de carácter diverso. Estas acciones estarán 
a cargo del personal docente y se corresponderán con los contenidos curriculares fijados para cada 
ciclo del sistema educativo.  En todos los casos que sea posible, se instrumentarán las medidas 
necesarias para que estos educandos en situaciones atípicas cursen sus estudios en las escuelas 
comunes del sistema, con el apoyo de personal docente especializado. 
d) En todos los casos de regímenes especiales alternativos se asegurará que el proceso de 
enseñanza-aprendizaje tenga un valor formativo equivalente al logrado en las etapas del sistema 
formal. 

 
ARTICULO 34º. - El Estado Nacional promoverá programas, en coordinación con las pertinentes 
jurisdicciones, de rescate y fortalecimiento de lenguas y culturas indígenas, enfatizando su carácter de 
instrumentos de integración. 
 
 

TITULO IV 
EDUCACION NO FORMAL  

(artículos 35 al 35). 
 
ARTICULO 35º. - Las autoridades educativas oficiales: 
 

a) Promoverán la oferta de servicios de educación no formal vinculados o no con los servicios de 
educación formal. 
b) Propiciarán acciones de capacitación docente para esta área. 
c) Facilitarán a la comunidad información sobre la oferta de educación no formal. 
d) Promoverán convenios con asociaciones intermedias a los efectos de realizar programas 
conjuntos de educación no formal que respondan a las demandas de los sectores que representan. 
e) Posibilitarán la organización de centros culturales para jóvenes, quienes participarán en el diseño 
de su propio programa de actividades vinculadas con el arte, el deporte, la ciencia y la cultura. 
Estarán a cargo de personal especializado, otorgarán las certificaciones correspondientes y se 
articularán con el ciclo Polimodal. 
f) Facilitarán el uso de la infraestructura edilicia y el equipamiento de las instituciones públicas y de 
los establecimientos del sistema educativo formal, para la educación no formal sin fines de lucro. 
g) Protegerán los derechos de los usuarios de los servicios de educación no formal organizados por 
instituciones de gestión privada que cuenten con reconocimiento oficial. Aquellos que no tengan este 
reconocimiento quedarán sujetos a las normas del derecho común. 

 
 

TITULO V 
DE LA ENSEÑANZA DE GESTION PRIVADA 

 (artículos 36 al 38) 
 
ARTICULO 36º. - Los servicios educativos de gestión privada estarán sujetos al reconocimiento previo y a la 
supervisión de las autoridades educativas oficiales.  Tendrán derecho a prestar estos servicios los siguientes 



agentes: La Iglesia Católica y demás confesiones religiosas inscriptas en el Registro Nacional de Cultos; las 
sociedades, asociaciones, fundaciones y empresas con personería jurídica; y las personas de existencia 
visible.  Estos agentes tendrán, dentro del Sistema Nacional de Educación y con sujeción a las normas 
reglamentarias, los siguientes derechos y obligaciones: 
 

a) Derechos: Crear, organizar y sostener escuelas; nombrar y promover a su personal directivo, 
docente, administrativo y auxiliar; disponer sobre la utilización del edificio escolar; formular planes y 
programas de estudio; otorgar certificados y títulos reconocidos; participar del planeamiento 
educativo. 
b) Obligaciones: Responder a los lineamientos de la política educativa nacional y jurisdiccional; 
ofrecer servicios educativos que respondan a necesidades de la comunidad, con posibilidad de 
abrirse solidariamente a cualquier otro tipo de servicio (recreativo, cultural, asistencial); brindar toda 
la información necesaria para el control pedagógico contable y laboral por parte del Estado. 

 
ARTICULO 37º. - El aporte estatal para atender los salarios docentes de los establecimientos educativos de 
gestión privada, se basará en criterios objetivos de acuerdo al principio de justicia distributiva en el marco de 
la justicia social y teniendo en cuenta entre otros aspectos: la función social que cumple en su zona de 
influencia, el tipo de establecimiento y la cuota que se percibe. 
 
ARTICULO 38º. - Los/as docentes de las instituciones educativas de gestión privada reconocidas tendrán 
derecho a una remuneración mínima igual a la de los/as docentes de instituciones de gestión estatal y 
deberán poseer títulos reconocidos por la normativa vigente en cada jurisdicción. 
 
 

TITULO VI 
GRATUIDAD Y ASISTENCIALIDAD 

(artículos 39 al 40) 
 

 
ARTICULO 39º. - El Estado nacional, las provincias y la Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires se 
obligan, mediante la asignación en los respectivos presupuestos educativos a garantizar el principio de 
gratuidad en los servicios estatales, en todos los niveles y regímenes especiales.  El Estado nacional realizará 
el aporte financiero principal al sistema universitario estatal para asegurar que ese servicio se preste a todos 
los habitantes que lo requieran. Las universidades podrán disponer de otras fuentes complementarias de 
financiamiento que serán establecidas por una ley específica, sobre la base de los principios de gratuidad y 
equidad. El Estado nacional, las provincias y la Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires establecerán un 
sistema de becas para alumnos/as en condiciones socioeconómicas desfavorables, que cursen ciclos y/o 
niveles posteriores a la Educación General Básica y Obligatoria, las que se basarán en el rendimiento 
académico. 
 
ARTICULO 40º. - El Estado nacional, las provincias y la Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires se 
obligan a:  
 

a) Garantizar a todos los alumnos/as el cumplimiento de la obligatoriedad que determina la presente 
ley, ampliando la oferta de servicios e implementando, con criterio solidario, en concertación con los 
organismos de acción social estatales y privados, cooperadoras, cooperativas y otras asociaciones 
intermedias, programas asistenciales de salud, alimentación, vestido, material de estudio y transporte 
para los niños/as y adolescentes de los sectores sociales más desfavorecidos. En todos los casos los 
organismos estatales y privados integrarán sus esfuerzos, a fin de lograr la optimización de los 
recursos, y se adoptarán acciones específicas para las personas que no ingresan al sistema, para las 
que lo abandonan y para las repitentes. 
b) Organizar planes asistenciales específicos para los niños/as atendidos por la Educación Inicial 
pertenecientes a familias con necesidades básicas insatisfechas, en concertación con organismos de 
acción social estatales y privados. c) Organizar planes asistenciales específicos para los niños/as 
atendidos por la Educación Especial pertenecientes a familias con necesidades básicas insatisfechas 
desde la etapa de estimulación temprana, en concertación con los organismos estatales y privados 
que correspondan. 
Los planes y programas de salud y alimentación que se desarrollen en el ámbito escolar estarán 
orientados al conjunto de los alumnos/as. 

 
TITULO VII 

UNIDAD ESCOLAR Y COMUNIDAD EDUCATIVA 
(artículos 41 al 42) 

 
ARTICULO 41º. - La unidad escolar -como estructura pedagógica formal del sistema y como ámbito físico y 
social- adoptará criterios institucionales y prácticas educativas democráticas, establecerá vínculos con las 
diferentes organizaciones de su entorno y pondrá a disposición su infraestructura edilicia para el desarrollo de 
actividades extraescolares y comunitarias preservando lo atinente al destino y funciones específicas del 
establecimiento. 
 
ARTICULO 42º. - La comunidad educativa estará integrada por directivos, docentes, padres, alumnos/as, ex-
alumnos/as, personal administrativo y auxiliar de la docencia y organizaciones representativas, y participará -
según su propia opción y de acuerdo al proyecto institucional específico- en la organización y gestión de la 
unidad escolar, y en todo aquello que haga al apoyo y mejoramiento de la calidad de la educación, sin afectar 
el ejercicio de las responsabilidades directivas y docentes. 
 
 

TITULO VIII 
DERECHOS Y DEBERES DE LOS MIEMBROS DE LA COMUNIDAD EDUCATIVA 

(artículos 43 al 43) 
 

CAPITULO 1 - DE LOS EDUCANDOS 
 (artículos 43 al 43). 



 
 ARTICULO 43º. - Los educandos tienen derecho a: 
 

a) Recibir educación en cantidad y calidad tales que posibiliten el desarrollo de sus conocimientos, 
habilidades y su sentido de responsabilidad y solidaridad social. 
b) Ser respetados en su libertad de conciencia, sus convicciones religiosas, morales y políticas en el 
marco de la convivencia democrática. 
c) Ser evaluados en sus desempeños y logros, conforme con criterios rigurosa y científicamente 
fundados, en todos los niveles, ciclos y regímenes especiales del sistema, e informados al respecto. 
d) Recibir orientación vocacional, académica y profesional ocupacional que posibilite su inserción en 
el mundo laboral o la prosecución de otros estudios. 
e) Integrar centros, asociaciones y clubes de estudiantes u otras organizaciones comunitarias para 
participar en el funcionamiento de las unidades educativas, con responsabilidades progresivamente 
mayores, a medida que avance en los niveles del sistema. 
f) Desarrollar sus aprendizajes en edificios que respondan a normas de seguridad y salubridad que 
cuenten con instalaciones y equipamiento que aseguren la calidad y la eficacia del servicio educativo. 
g) Estar amparados por un sistema de seguridad social durante su permanencia en el 
establecimiento escolar y en aquellas actividades programadas por las autoridades educativas 
correspondientes. 

 
CAPITULO 2: DE LOS PADRES 

(artículos 44 al 45) 
 

ARTICULO 44º. - Los padres o tutores de los alumnos/as, tienen derecho a: 
 

a) Ser reconocidos como agente natural y primario de la educación. 
b) Participar en las actividades de los establecimientos educativos en forma individual o a través de 
los órganos colegiados representativos de la comunidad educativa. 
c) Elegir para sus hijos/as o pupilos/as, la institución educativa cuyo ideario responda a sus 
convicciones filosóficas, éticas o religiosas. 
d) Ser informados en forma periódica acerca de la evolución y evaluación del proceso educativo de 
sus hijos/as. 

 
ARTICULO 45º. - Los padres o tutores de los alumnos/as, tienen las siguientes obligaciones: 
 

a) Hacer cumplir a sus hijos/as con la Educación General Básica y Obligatoria (artículo 10) o con la 
Educación Especial (artículo 27). 
b) Seguir y apoyar la evolución del proceso educativo de sus hijos/as. 
c) Respetar y hacer respetar a sus hijos/as las normas de convivencia de la unidad educativa. 

 
CAPITULO 3: DE LOS DOCENTES 

 (artículos 46 al 47) 
 

ARTICULO 46º. - Sin perjuicio de los derechos laborales reconocidos por la normativa vigente y la que se 
establezca a través de una legislación específica, se resguardarán los derechos de todos los trabajadores/as 
de la educación del ámbito estatal y privado a: 
 

a) Ejercer su profesión sobre la base del respeto a la libertad de cátedra y a la libertad de enseñanza, 
en el marco de las normas pedagógicas y curriculares establecidas por la autoridad educativa. 
b) Ingresar en el sistema mediante un régimen de concursos que garantice la idoneidad profesional y 
el respeto por las incumbencias profesionales, y ascender en la carrera docente, a partir de sus 
propios méritos y su actualización profesional. 
c) Percibir una remuneración justa por sus tareas y capacitación. 
d) El cuidado de la salud y la prevención de enfermedades laborales.  
e) Ejercer su profesión en edificios que reúnan las condiciones de salubridad y seguridad acordes 
con una adecuada calidad de vida y a disponer en su lugar de trabajo del equipamiento y de los 
recursos didácticos necesarios. 
f) El reconocimiento de los servicios prestados y el acceso a beneficios especiales cuando los 
mismos se realicen en establecimientos de zonas desfavorables o aisladas. 
g) Un sistema previsional que permita, en el ejercicio profesional, la movilidad entre las distintas 
jurisdicciones, el reconocimiento de los aportes y la antigüedad acumulada en cualquiera de ellas. 
h) La participación gremial. 
i) La capacitación, actualización y nueva formación en servicio, para adaptarse a los cambios 
curriculares requeridos.  Los trabajadores de la educación de establecimientos de gestión privada 
deberán poseer títulos habilitantes reconocidos por la correspondiente jurisdicción educativa para el 
ejercicio de la profesión, en cuyo caso tendrán derecho a las condiciones de labor prescriptas en el 
presente artículo, con excepción de los incisos 
a) y b). 

 
ARTICULO 47º. - Serán deberes de los trabajadores de la educación: 
 

a) Respetar las normas institucionales de la comunidad educativa que integran. 
b) Colaborar solidariamente en las actividades de la comunidad educativa. 
c) Orientar su actuación en función del respeto a la libertad y dignidad del alumno/a como persona. 
d) Su formación y actualización permanente. 
e) Afianzar el sentido de la responsabilidad en el ejercicio de la docencia y el respeto por la tarea 
educadora. 

 
TITULO IX 

DE LA CALIDAD DE LA EDUCACION Y SU EVALUACION  
(artículos 48 al 50) 

 



ARTICULO 48º. - El Ministerio de Cultura y Educación de la Nación, las provincias y la Municipalidad de la 
Ciudad de Buenos Aires, deberán garantizar la calidad de la formación impartida en los distintos ciclos, niveles 
y regímenes especiales mediante la evaluación permanente del sistema educativo, controlando su adecuación 
a lo establecido en esta ley, a las necesidades de la comunidad, a la política educativa nacional, de cada 
provincia y de la Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires y a las concertadas en el seno del Consejo 
Federal de Cultura y Educación.  A ese fin deberá convocar junto con el Consejo Federal de Cultura y 
Educación a especialistas de reconocida idoneidad e independencia de criterio para desarrollar las 
investigaciones pertinentes por medio de técnicas objetivas aceptadas y actualizadas. El Ministerio de Cultura 
y Educación deberá enviar un informe anual a la Comisión de Educación de ambas Cámaras del Congreso de 
la Nación donde se detallen los análisis realizados y las conclusiones referidas a los objetivos que se 
establecen en la presente ley. 
 
ARTICULO 49º. - La evaluación de la calidad en el sistema educativo verificará la adecuación de los 
contenidos curriculares de los distintos ciclos, niveles y regímenes especiales a las necesidades sociales y a 
los requerimientos educativos de la comunidad, así como el nivel de aprendizaje de los alumnos/as y la 
calidad de formación docente. 
 
ARTICULO 50º. - Las autoridades educativas de las provincias y de la Municipalidad de la Ciudad de Buenos 
Aires evaluarán periódicamente la calidad y el funcionamiento del sistema educativo en el ámbito de su 
competencia. 
 

TITULO X 
GOBIERNO Y ADMINISTRACION  

(artículos 51 al 59) 
 
ARTICULO 51º. - El gobierno y administración del sistema educativo asegurará el efectivo cumplimiento de los 
principios y objetivos establecidos en esta ley, teniendo en cuenta los 
criterios de: 
 

- Unidad nacional; 
- Democratización; 
- Descentralización y federalización; 
- Participación; 
- Equidad; 
- Intersectorialidad; 
- Articulación; 
- Transformación e innovación. 

 
ARTICULO 52º. - El gobierno y administración del sistema educativo es una responsabilidad concurrente y 
concertada del Poder Ejecutivo nacional, de los poderes ejecutivos de las provincias y del de la Municipalidad 
de la Ciudad de Buenos Aires. 
 

CAPITULO 1: DEL MINISTERIO DE CULTURA Y EDUCACION 
 (artículos 53 al 53) 

 
ARTICULO 53º. - El Poder Ejecutivo nacional, a través del ministerio específico, deberá:  
 

a) Garantizar el cumplimiento de los principios, objetivos y funciones del Sistema Nacional de 
Educación. 
b) Establecer en acuerdo con el Consejo Federal de Cultura y Educación, los objetivos y contenidos 
básicos comunes de los currículos de los distintos niveles, ciclos y regímenes especiales de 
enseñanza -que faciliten la movilidad horizontal y vertical de los alumnos/as- dejando abierto un 
espacio curricular suficiente para la inclusión de contenidos que respondan a los requerimientos 
provinciales, municipales, comunitarios y escolares. 
c) Dictar normas generales sobre equivalencia de títulos y de estudios, estableciendo la validez 
automática de los planes concertados en el seno del Consejo Federal de Cultura y Educación. 
d) Favorecer una adecuada descentralización de los servicios educativos, y brindar a este efecto el 
apoyo que requieran las provincias y la Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires. 
e) Implementar programas especiales para garantizar el ingreso, permanencia y egreso de los 
alumnos/as en todos los ciclos y niveles del sistema educativo nacional, en coordinación con el 
Consejo Federal de Cultura y Educación. 
f) Desarrollar programas nacionales y federales de cooperación técnica y financiera a fin de promover 
la calidad educativa y alcanzar logros equivalentes, a partir de las heterogeneidades locales, 
provinciales y regionales. 
g) Promover y organizar concertadamente en el ámbito del Consejo Federal de Cultura y Educación, 
una red de formación, perfeccionamiento y actualización del personal docente y no docente del 
sistema educativo nacional. 
h) Coordinar y ejecutar programas de investigación y cooperación con universidades y organismos 
nacionales específicos. 
i) Administrar los servicios educativos propios y los de apoyo y asistencia técnica al sistema -entre 
ellos, los de planeamiento y control; evaluación de calidad; estadística; investigación, información y 
documentación; educación a distancia, informática, tecnología, educación satelital, radio y televisión 
educativas- en coordinación con las provincias y la Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires. 
j) Alentar el uso de los medios de comunicación social estatales y privados para la difusión de 
programas educativo-culturales que contribuyan a la afirmación de la identidad nacional y regional. 
k) Evaluar el funcionamiento del sistema educativo en todas las jurisdicciones, niveles, ciclos y 
regímenes especiales, a partir del diseño de un sistema de evaluación y control periódico de la 
calidad, concertado en el ámbito del Consejo Federal de Cultura y Educación. 
l) Dictar las normas generales sobre revalidación de títulos y certificados de estudios en el extranjero. 
ll) Coordinar y gestionar la cooperación técnica y financiera internacional y bilateral. 
m) Contribuir con asistencia técnica para la formación y capacitación técnico-profesional en los 
distintos niveles del sistema educativo, en función de la reconversión laboral en las empresas 
industriales, agropecuarias y de servicios. 



n) Elaborar una memoria anual donde consten los resultados de la evaluación del sistema educativo, 
la que será enviada al Congreso de la Nación. 

 
CAPITULO 2: DEL CONSEJO FEDERAL DE CULTURA Y EDUCACION  

(artículos 54 al 58) 
 
* ARTICULO 54º. - El Consejo Federal de Cultura y Educación es el ámbito de coordinación y concertación 
del Sistema Nacional de Educación y está presidido por el ministro nacional del área e integrado por el 
responsable de la conducción educativa de cada jurisdicción y tres representantes del Consejo de 
Universidades. 
*Modificado por: Ley 24.521 Art.86 (B.O. 10-08-95). Expresiones sustituidas.  
 
ARTICULO 55º. - La misión del Consejo Federal de Cultura y Educación es unificar criterios entre las 
jurisdicciones, cooperar en la consolidación de la identidad nacional y en que a todos los habitantes del país 
se les garantice el derecho constitucional de enseñar y aprender en forma igualitaria y equitativa. 
 
ARTICULO 56º. - El Consejo Federal de Cultura y Educación tiene las funciones establecidas por las normas 
de su constitución y cumplirá además las siguientes: 
 

a) Concertar dentro de los lineamientos de la política educativa nacional los contenidos básicos 
comunes, los diseños curriculares, las modalidades y las formas de evaluación de los ciclos, niveles y 
regímenes especiales que componen el sistema. 
b) Acordar los mecanismos que viabilicen el reconocimiento y equivalencia de estudios, certificados y 
títulos de la educación formal y no formal en las distintas jurisdicciones. 
c) Acordar los contenidos básicos comunes de la formación profesional docente y las acreditaciones 
necesarias para desempeñarse como tal en cada ciclo, nivel y régimen especial. 
d) Acordar las exigencias pedagógicas que se requerirán para el ejercicio de la función docente en 
cada rama artística en los distintos niveles y regímenes especiales del sistema. 
e) Promover y difundir proyectos y experiencias innovadoras y organizar el intercambio de 
funcionarios, especialistas y docentes mediante convenios, la constitución de equipos técnicos 
interjurisdiccionales y acciones en común, tendientes a lograr un efectivo aprovechamiento del 
potencial humano y de los recursos tecnológicos disponibles en el sistema educativo nacional. f) 
Considerar y proponer orientaciones que tiendan a la preservación y desarrollo de la cultura nacional 
en sus diversas manifestaciones, mediante la articulación de las políticas culturales con el sistema 
educativo en todos sus niveles y regímenes especiales. 
g) Garantizar la participación en el planeamiento educativo de los padres, las organizaciones 
representativas de los trabajadores de la educación y de las instituciones  oficialmente. 
h) Cooperar en materia de normativa educacional y mantener vínculos con el Congreso de la Nación 
y con las legislaturas de las provincias y de la Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires. 

 
* ARTICULO 57º. - El Consejo Federal de Cultura y Educación se compone de los siguientes órganos: 
 

a) La Asamblea Federal, órgano superior del Consejo, estará integrada por el ministro del área del 
Poder Ejecutivo Nacional como presidente nato, y por los ministros o responsables del Área 
Educativa de las provincias y la Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires y los representante del 
Consejo de Universidades. 
b) El Comité Ejecutivo, desenvolverá sus actividades en el marco de las  Ejecutivo Nacional e 
integrado por los miembros representantes de las regiones que lo componen, designados por la 
Asamblea Federal cada dos años. 
c) La Secretaría General, tendrá la misión de conducir y realizar las actividades, trabajos y estudios 
según lo establezcan la Asamblea Federal y el Comité Ejecutivo. Su titular será designado cada dos 
años por la Asamblea Federal. 
*Modificado por: Ley 24.521 Art.86 (B.O. 10-08-95). Expresiones sustituidas. 

 
* ARTICULO 58º. - El Consejo Federal de Cultura y Educación tendrá el apoyo de dos Consejos Consultivos: 
 

a) El Consejo Económico-Social, integrado por representantes de las organizaciones gremiales 
empresarias de la producción y los servicios, la Confederación General del Trabajo y el Consejo de 
Universidades. 
b) El Consejo Técnico-Pedagógico, estará integrado por especialistas designados por miembros del 
Consejo Federal de Cultura y Educación (artículo 54) y dos especialistas designados por la 
organización gremial de trabajadores de la educación de representación nacional mayoritaria. 
*Modificado por: Ley 24.521 Art.86 (B.O. 10-08-95). Expresiones sustituidas. 

 
 

CAPITULO 3: DE LAS AUTORIDADES JURISDICCIONALES 
(artículos 59 al 59) 

 
ARTICULO 59º. - Las autoridades competentes de las provincias y de la Municipalidad de la Ciudad de 
Buenos Aires, tienen entre otras las siguientes atribuciones: 
 

a) Planificar, organizar y administrar el sistema educativo de su jurisdicción. 
b) Aprobar el currículo de los diversos ciclos, niveles y regímenes especiales en el marco de lo 
acordado en el Consejo Federal de Cultura y Educación. 
c) Organizar y conducir los establecimientos educativos de gestión estatal y autorizar y supervisar los 
establecimientos de gestión privada en su jurisdicción. 
d) Aplicar con las correspondientes adecuaciones, las decisiones del Consejo Federal de Cultura y 
Educación. 
e) Evaluar periódicamente el sistema educativo en el ámbito de su competencia, controlando su 
adecuación a las necesidades de su comunidad, a la política educativa nacional y a las políticas y 
acciones concertadas en el seno del Consejo Federal de Cultura y Educación, promoviendo la 
calidad de la enseñanza.  



f) Promover la participación de las distintas organizaciones que integren los trabajadores de la 
educación, en el mejoramiento de la calidad de la educación con aportes técnico-pedagógicos que 
perfeccionen la práctica educativa, como así también la de los otros miembros de la comunidad 
educativa. 

 
TITULO XI 

FINANCIAMIENTO 
(artículos 60 al 65) 

 
ARTICULO 60º. - La inversión en el sistema educativo por parte del Estado es prioritaria y se atenderá con los 
recursos que determinen los presupuestos nacional, provinciales y de la 
Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires, según corresponda. 
 
ARTICULO 61º. - La inversión pública consolidada total en educación (base 1992: 6.120.196.000), será 
duplicada gradualmente y como mínimo a razón del 20 % anual a partir del presupuesto 1993; o se 
considerará un incremento del 50 % en el porcentaje (base 1992: 4 %) del Producto Bruto Interno (base 1992: 
153.004.900.000), destinado a educación en 1992. En cualquiera de los dos casos, se considerará a los 
efectos de la definición de los montos la cifra que resultare mayor. 
 
ARTICULO 62º. - La diferencia entre estas metas de cumplimiento obligatorio y los recursos de las fuentes 
mencionadas en el artículo 60, se financiará con impuestos directos de asignación específica aplicados a los 
sectores de mayor capacidad contributiva. 
 
ARTICULO 63º. - A los efectos de la implementación del artículo 61 el Estado nacional, las provincias y la 
Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires, formalizarán un Pacto Federal Educativo. El mismo será 
ratificado por ley del Congreso de la Nación y por las respectivas legislaturas y considerará como mínimo: 
 

a) El compromiso de incremento presupuestario educativo anual de cada jurisdicción. 
b) El aporte del Estado nacional para el cumplimiento de las nuevas obligaciones que la presente ley 
determina a las provincias y la Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires. 
c) La definición de procedimientos de auditoría eficientes que garanticen la utilización de los fondos 
destinados a educación en la forma prevista. 
d) La implementación de la estructura y objetivos del sistema educativo indicado en la presente ley. 

 
ARTICULO 64º. - El Poder Ejecutivo nacional financiará total o parcialmente programas especiales de 
desarrollo educativo que encaren las diversas jurisdicciones con la finalidad de solucionar emergencias 
educativas, compensar desequilibrios educativos regionales, enfrentar situaciones de marginalidad, o poner 
en práctica experiencias educativas de interés nacional, con fondos que a tal fin le asigne anualmente el 
presupuesto, o con partidas especiales que se habiliten al efecto. 
 
ARTICULO 65º. - Las partidas para los servicios asistenciales que se presten en y desde el servicio educativo 
serán adicionales a las metas establecidas en el artículo 61. 
 
 

TITULO XII 
DISPOSICIONES TRANSITORIAS Y COMPLEMENTARIAS 

(artículos 66 al 71) 
 
ARTICULO 66º. - El Ministerio de Cultura y Educación y las autoridades educativas de las provincias y de la 
Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires, acordarán en el seno del Consejo Federal de Cultura y 
Educación, inmediatamente de producida la promulgación de la presente ley y en un plazo no mayor a un año: 
 

a) La adecuación progresiva de la estructura educativa de las jurisdicciones a la indicada por la 
presente ley, determinando sus ciclos, y los contenidos básicos comunes del nuevo diseño curricular. 
b) Las modalidades del ciclo Polimodal atendiendo las demandas del campo laboral, las prioridades 
comunitarias, regionales y nacionales y la necesaria articulación con la educación superior. 
c) La implementación gradual de la obligatoriedad y la asistencialidad señaladas para los alumnos/as 
de la Educación Inicial, la Educación Especial y la Educación General Básica y 
Obligatoria. 
d) La implementación de programas de formación y actualización para la docencia que faciliten su 
adaptación a las necesidades de la nueva estructura. 
e) La equivalencia de los títulos docentes y habilitantes actuales en relación con las acreditaciones 
que se definan necesarias para la nueva estructura. 

 
ARTICULO 67º. - El presupuesto de la administración pública nacional 1993 con destino a las universidades 
estatales en su conjunto, no será inferior al Presupuesto 1992, más la suma anualizada de los incrementos del 
mencionado año. 
 
ARTICULO 68º. - Las disposiciones de esta ley son aplicables a todos los niveles y regímenes especiales 
educativos con excepción de las establecidas en los artículos 48, 53, incisos: b, e, i, k, ll, 54 y 56, inciso a) en 
relación con las universidades, aspectos que se rigen por la legislación específica o la que la reemplace. 
 
ARTICULO 69º. - Las provincias se abocarán a adecuar su legislación educativa en consonancia con la 
presente ley, y a adoptar los sistemas administrativos, de control y de evaluación, a efectos de facilitar su 
óptima implementación. 
 
ARTICULO 70º. - Deróganse todas las disposiciones que se opongan a la presente ley. 
 
ARTICULO 71º. - Comuníquese al Poder Ejecutivo Nacional. 
 
 
FIRMANTES  
 Pierri-Britos-Pereyra Arandía de Pérez Pardo-Canals  



Decreto 1.276/96 
REGIMEN DE EQUIVALENCIA DE TITULOS Y ESTUDIOS DE VALIDEZ NACIONAL.  
 
BUENOS AIRES, 7 de Noviembre de 1996  
BOLETIN OFICIAL, 13 de Noviembre de 1996  
Vigente/s de alcance general  
 
EFECTO PASIVO 
- MODIFICADO POR Decreto Nacional 353/02 Art.1  
ART. 4 SUST. (B.O. 25-02-2002)  
- MODIFICADO POR Decreto Nacional 353/02 Art.3 INC. A) 
ART. 2 SUST. (B.O. 25-02-2002)  
- MODIFICADO POR Decreto Nacional 353/02 Art.4  
ART. 9 SUST. (B.O. 25-02-2002)  
- MODIFICADO POR Decreto Nacional 353/02 Art.5 
ART. 5 DEROGADO (B.O. 25-02-2002)  
- MODIFICADO POR Decreto Nacional 1.394/03 Art.1 
ART. 8 SUSTITUIDO. (B.O. 05-02-2004)  
  
GENERALIDADES  
Síntesis: 
SE INSTITUYE UN REGIMEN RELATIVO A EQUIVALENCIA DE TITULOS Y DE ESTUDIOS DE VALIDEZ 
NACIONAL.   
 
NOTICIAS ACCESORIAS:  
ANTECEDENTES: ART. 8 MODIFICADO POR ART. 1 DEL DEC 3/2000. 
ANTECEDENTES: ART. 9 MODIFICADO POR ART. 2 DEL DEC 3/2000. 
ANTECEDENTES: ART. 8 MODIFICADO POR ART. 2 DEL DEC 353/2002. 
  
TEMA  
EDUCACION-NIVELES EDUCATIVOS-EDUCACION PRIMARIA-EDUCACION 
SECUNDARIA-EDUCACION GENERAL BASICA-EDUCACION POLIMODAL-EQUIVALENCIAS  
 
VISTO:  
El artículo 53, inciso c) de la Ley N. 24.195, y  Ref. Normativas: Ley 24.195 Art.53 
  
CONSIDERANDO: 
 
Que dicha norma establece que el Poder Ejecutivo Nacional, a través del ministerio específico, deberá dictar 
normas generales sobre equivalencia de títulos y de estudio, estableciendo la validez de los planes 
concertados en el seno del CONSEJO FEDERAL DE CULTURA Y EDUCACION. 
 
Que en consecuencia ha quedado implícitamente derogada la Ley N. 19.988 que regía la materia, en virtud de 
lo dispuesto por el artículo 70 de la Ley N. 24.195. 
 
Que la validez nacional de títulos y certificados de estudio es un aspecto implícito en los planes de instrucción 
general a los que se refiere el artículo 75, inciso 18) de la CONSTITUCION NACIONAL. 
 
Que la facultad atribuida al HONORABLE CONGRESO DE LA NACION por esta norma, es uno de los 
poderes delegados a la Nación por las provincias. 
 
Que el HONORABLE CONGRESO DE LA NACION, al sancionar la ley N. 24.195 ejercitó esta facultad, cuyo 
objeto es la preservación de la unidad del sistema educativo nacional, en el marco del régimen federal de 
gobierno. 
 
Que, por tal razón, la delegación en el Poder Ejecutivo Nacional, de la obligación contenida en el inciso c) del 
artículo 53 de la Ley N. 24.195, faculta a éste a dictar normas generales sobre equivalencias de títulos y 
estudios, de aplicación obligatoria por todas las jurisdicciones. 
 
Que de conformidad con lo dispuesto por el artículo 21, inciso 10) de la Ley de Ministerios (t.o. 1992) compete 
al MINISTERIO DE CULTURA Y EDUCACION entender en la determinación de la validez nacional de 
estudios y títulos. 
-  
 
Por ello,  
 
Ref. Normativas:  
Ley 19.988 
Ley 24.195 Art.70 
Constitución Nacional (1994) Art.75 inc. 18 
Ley 24.195 
Ley 24.195 Art.53 inc. c 
Texto Ordenado Ley 22.520 Art.21 inc. 10 
  
 
EL PRESIDENTE DE LA NACION ARGENTINA  
DECRETA:   
 
Artículo 1º.-  Los estudios cursados en establecimientos educativos de gestión estatal y de gestión privada 
reconocidos, dependientes de las distintas jurisdicciones provinciales y de la CIUDAD DE BUENOS AIRES, y 
los títulos por ellos expedidos, tendrán validez nacional conforme al régimen que se instituye por el presente 
decreto y será otorgada por el 
MINISTERIO DE CULTURA Y EDUCACION.   



 
Artículo 2º.- La validez nacional de los estudios y títulos a la que se refiere el artículo anterior tendrá vigencia 
previa legalización de los mismos por la autoridad competente de cada jurisdicción, la que deberá certificar:  
 
a) La escolaridad cumplida, la que deberá conformarse a la estructura de niveles del Sistema Educativo 
Nacional y a la adecuación de los ciclos establecida por las jurisdicciones de acuerdo a sus propias realidades 
(Resolución N 146 del 21 de diciembre de 2000 del CONSEJO  FEDERAL DE CULTURA Y EDUCACION) 
que incluye la Educación Inicial, la  Educación General Básica, la Educación Polimodal y los Trayectos 
Técnico- Profesionales. 
b) La aplicación durante los estudios realizados, de los contenidos básicos comunes para la Educación Inicial 
y para la Educación General Básica y de los contenidos básicos comunes, los contenidos básicos orientados y 
los trayectos técnico-profesionales de la Educación Polimodal.   
 
Artículo 3º.-  Las equivalencias de estudios y las certificaciones originadas en la coexistencia de la estructura 
del sistema educativo vigente hasta la sanción de la Ley Federal de Educación y la aprobada por la Ley N. 
24.195 será la siguiente:  
 
 ESTRUCTURA LEY N. 24.195    ESTRUCTURA ANTERIOR 
 1 año EGB 1                                      1 grado primario 
 2 año EGB 1                                      2 grado primario 
 3 año EGB 1                                      3 grado primario 
 4 año EGB 2                                      4 grado primario 
 5 año EGB 2                                      5 grado primario 
 6 año EGB 2                                      6 grado primario 
 7 año EGB 3                                      7 grado primario 
 8 año EGB 3                                      1 año secundario  
 9 año EGB 3                                      2 año secundario 
 1 año POLIMODAL                           3 año secundario 
 2 año POLIMODAL                           4 año secundario  
 3 año POLIMODAL                           5 año secundario  
Ref. Normativas: Ley 24.195 
  
Artículo 4º.-  La validez nacional de los estudios y títulos docentes  tendrá vigencia, previa legalización de los 
mismos por la autoridad competente de cada jurisdicción, la que deberá certificar: 
 
a) El cumplimiento de los planes de estudios organizados a partir de los Contenidos Básicos Comunes para la 
Formación Docente para el  Nivel Inicial, para la Educación General Básica y para el Ciclo Polimodal, 
aprobados por el CONSEJO FEDERAL DE CULTURA Y EDUCACION. 
b) Las cargas horarias mínimas y la denominación de los títulos y  certificaciones de la Formación Docente 
aprobados por el CONSEJO  FEDERAL DE CULTURA Y EDUCACION.   
 
Artículo 5º.-  (Nota de redacción) Derogado por art. 5 del Dec. 353/2002.   
 
Artículo 6º.-  Los títulos que no hubieran obtenido la correspondiente  validez nacional de conformidad con lo 
previsto en el presente  Decreto, no tendrán reconocimiento oficial y carecerán en  consecuencia de los 
efectos jurídicos y académicos que la  legislación acuerda a los títulos oficiales.   
 
Artículo 7º.-  Los establecimientos escolares y las instituciones no  universitarias de formación docente de 
carácter estatal que se  creen y los de carácter privado que se reconozcan por las distintas  jurisdicciones 
locales, deberán ajustar su organización a la  estructura aprobada por la Ley N. 24.195 y sus normas 
derivadas, a  partir del 1 de enero de 1997.  
Ref. Normativas: Ley 24.195 
  
 Artículo 8º.-  Los estudios que se cursen con modalidad presencial en establecimientos educativos 
dependientes de las jurisdicciones, de acuerdo con diseños curriculares o planes de estudios que no se 
ajusten a la estructura del Sistema Educativo Nacional aprobado por la Ley Nº 24.195, el presente decreto, y a 
las normas derivadas de ellos, no tendrán validez nacional a partir del 31 de diciembre de 2004.  
Ref. Normativas: Ley 24.195 
Modificado por: Decreto Nacional 1.394/03 Art.1. Sustituye texto. (B.O. 05-02-2004) 
 
Artículo 9º.- Hasta el 1 de enero del año 2005 el MINISTERIO DE  EDUCACION podrá otorgar validez 
nacional a los estudios, certificados y títulos previa legalización de los mismos por la jurisdicción, la que 
deberá ajustarse a lo establecido en el inciso a) del artículo 2 del presente decreto.   
 
Artículo 10º.-  El MINISTERIO DE CULTURA Y EDUCACION será autoridad de aplicación del presente 
decreto, quedando facultado para dictar todas las normas interpretativas y complementarias necesarias para 
su cumplimiento.   
 
Artículo 11º.- Comuníquese, publíquese, dése a la Dirección Nacional del Registro Oficial y archívese.   
 
 FIRMANTES  
 MENEM-Rodríguez-Decibe  



Decreto 209/2005 
Modifícanse los Decretos Nros. 1.276/96 y 1.394/2003, referidos a la validez nacional de los estudios 
que se cursan en diferentes establecimientos educativos. 
Buenos Aires., 11/3/2005 
 
VISTO el expediente Nº 8553/04 del registro del MINISTERIO DE EDUCACION, CIENCIA Y TECNOLOGIA y 
los Decretos Nros. 1276 del 7 de noviembre de 1996, 3 del 4 de enero de 2000, 353 del 20 de febrero de 2002 
y 1394 del 30 de diciembre de 2003, y 
 
CONSIDERANDO: 
Que el Decreto Nº 1276/96 ha regulado las condiciones para la validez nacional de los estudios que se cursan 
en los diferentes establecimientos educativos dependientes de las jurisdicciones, en uso de las atribuciones 
conferidas en el inciso c) del artículo 53 de la Ley Nº 24.195. 
 
Que el citado decreto ha determinado plazos para mantener la validez nacional de los estudios que se cursen 
en establecimientos educativos dependientes de las jurisdicciones, realizados de acuerdo con diseños 
curriculares o planes de estudios que no se ajusten a la estructura del Sistema Educativo Nacional, aprobado 
por la Ley Nº 24.195, el mismo decreto y las normas derivadas de ellos. 
 
Que el Decreto Nº 3/00 estableció una prórroga hasta el 1º de enero de 2002 para el otorgamiento de validez 
nacional a los diseños curriculares o planes de estudio que no se hubieran adecuado a la estructura del 
Sistema Educativo Nacional, aprobado por la Ley Nº 24.195, a lo establecido por el Decreto Nº 1276/96 y las 
normas derivadas de ellos. 
 
Que el Decreto Nº 353/02, en su artículo 2º, extendió la prórroga citada en el considerando anterior hasta el 1º 
de enero de 2004. 
 
Que el Decreto Nº 1394/03 amplió la prórroga antes mencionada hasta el 31 de diciembre de 2004, para los 
estudios que se cursen bajo la modalidad presencial en establecimientos educativos dependientes de las 
jurisdicciones. 
 
Que asimismo el decreto citado en el considerando anterior, otorga validez nacional a los certificados y títulos 
de formación docente de carreras con modalidad presencial, emitidos por las instituciones que no han 
completado el proceso de acreditación previsto en las normas vigentes, hasta el 31 de diciembre de 2004. 
 
Que por medio de la Resolución Nº 219 del 16 de junio de 2004, el CONSEJO FEDERAL DE CULTURA Y 
EDUCACION ha acordado prorrogar excepcionalmente los plazos previstos en el Decreto Nº 1394/03 por el 
término de TRES (3) años. 
 
Que en este marco el MINISTERIO DE EDUCACION, CIENCIA Y TECNOLOGIA, se encuentra desarrollando 
una política orientada a dar unidad al sistema educativo a través de la identificación de núcleos de 
aprendizajes prioritarios. 
 
Que asimismo el CONSEJO FEDERAL DE CULTURA Y EDUCACION, por medio de la Resolución Nº 224 de 
fecha 11 de agosto de 2004, ha acordado dar inicio a un proceso de consulta y elaboración, destinado a 
enriquecer y mejorar los parámetros, criterios y mecanismos actuales de acreditación de las instituciones de 
formación docente. 
 
Que la DIRECCION GENERAL DE ASUNTOS JURIDICOS del MINISTERIO DE EDUCACION, CIENCIA Y 
TECNOLOGIA ha tomado la intervención que le compete. 
 
Que la presente medida se dicta en uso de las facultades conferidas por el artículo 99, inciso 2, de la 
CONSTITUCION NACIONAL. 
 
Por ello, 
EL PRESIDENTE DE LA NACION ARGENTINA 
DECRETA: 
Artículo 1º — Sustitúyese el artículo 8º del Decreto Nº 1276 del 7 de noviembre de 1996, modificado por el 
artículo 1º del Decreto Nº 3 del 4 , de enero de 2000, por el artículo 2º del Decreto Nº 353 del 20 de febrero de 
2002 y por el artículo 1º del Decreto Nº 1394 del 30 de diciembre de 2003, por el siguiente: "ARTICULO 8º - 
Los estudios que se cursen con modalidad presencial en establecimientos educativos dependientes de las 
jurisdicciones, de acuerdo con diseños curriculares o planes de estudio que no se ajusten a la estructura del 
Sistema Educativo Nacional, aprobado por la Ley Nº 24.195, el presente decreto y las normas derivadas de 
ellos, no tendrán validez nacional a partir del 31 de diciembre de 2007. La validez nacional de los certificados 
y títulos correspondientes a dichos estudios, deberá considerarse hasta finalizar la totalidad de su carga 
horaria, requisitos y condiciones." 
Art. 2º — Sustitúyese el artículo 2º del Decreto Nº 1394 del 30 de diciembre de 2003 por el siguiente: 
"ARTICULO 2º.- Otórgase, con carácter de excepción, validez nacional de los certificados y títulos de 
formación docente de carreras con modalidad presencial, emitidos por las instituciones que no han 
completado el proceso de acreditación previsto en las normas vigentes hasta el 31 de diciembre de 2007. La 
validez nacional de los certificados y títulos correspondientes a dichos estudios, deberá considerarse hasta 
finalizar la totalidad de su carga horaria, requisitos y condiciones." 
Art. 3º — Sustitúyese el artículo 9º del Decreto Nº 1276/96, modificado por el artículo 2º del Decreto Nº 3/00 y 
por el artículo 4º del Decreto Nº 353/02, por el siguiente: "ARTICULO 9º.- El MINISTERIO DE EDUCACION, 
CIENCIA Y TECNOLOGIA podrá otorgar validez nacional a los estudios, certificados y títulos, previa 
legalización de los mismos por la jurisdicción, la que deberá ajustarse a lo establecido en el inciso a) del 
artículo 2º del presente decreto. La validez nacional de los certificados y títulos correspondientes a diseños 
curriculares de modalidad presencial implementados en las jurisdicciones hasta el ciclo lectivo 2007, será 
considerada hasta finalizar la totalidad de su carga horaria, requisitos y condiciones." 
Art. 4º — Comuníquese, publíquese, dése a la DIRECCION NACIONAL DEL REGISTRO OFICIAL y 
archívese. — KIRCHNER. — Alberto A. Fernández. — Daniel F. Filmus. 



 
REFERENCIAS DE NORMAS REGLAMENTARIAS DE LA LEY 

FEDERAL DE EDUCACIÓN 
 
 
Resolución CFCE Nº 30/93 Acuerda la estructura del Sistema Educativo Nacional y la organización de tres 
ciclos de tres años cada uno para la EGB. 
http://www.me.gov.ar/consejo/resoluciones/res93/30-93.pdf  
 
Resolución Nº 36/94 C.F.C. y E. Aprueba el Documento “Red Federal de Formación Docente Continua” 
http://www.me.gov.ar/consejo/resoluciones/res94/36-94.pdf  
 
Resolución CFCE 63/97 – Aprueba el documento "Transformación Gradual y Progresiva de la Formación 
Docente Continua" 
http://www.me.gov.ar/consejo/resoluciones/res97/63-97.pdf  
 
Resolución N° 75/98 C.F.C. Y E. Aprueba los CBC y Contenidos Curriculares Básicos para el campo de la 
formación de la orientación  de la Formación Docente. 
http://www.me.gov.ar/consejo/resoluciones/res98/75-98.pdf  
 
Resolución Nº 78/98 C.F.C y E. Solicita al Consejo de Universidades la definición de la docencia como 
profesión regulada por el Estado.  
http://www.me.gov.ar/consejo/resoluciones/res98/78-98.pdf  
 
Resolución Nº 83/98 C.F.C. y E. Criterios para la conformación y el funcionamiento de las unidades de 
evaluación de la Red Federal de Formación Docente Continua  
http://www.me.gov.ar/consejo/resoluciones/res98/83-98.pdf  
 
 



LEGISLACIÓN VIGENTE 
 
NORMATIVA REFERIDA AL CICLO DE REFORMA INICIADO EN LA 

DÉCADA DE 1990 
 
 
Ley de Educación Superior 
 
La ley 24.521, denominada Ley de Educación Superior, cuyo texto se presenta a 
continuación, regula el conjunto del sistema de educación superior, incluyendo 
tanto la educación superior universitaria cuanto la educación superior terciaria. 
 
Esta norma regula los aspectos de la educación superior que la propia la Ley 
Federal de Educación previó para una legislación específica y la modifica en 
algunos otros, regulando cuestiones tales como las diferencias entre las 
universidades públicas y privadas en lo que hace a su creación, los alcances de la 
autonomía universitaria reconocida en el artículo 75, inciso 19 de la Constitución 
Nacional, las formas de gobierno de las universidades nacionales, el régimen de 
ingreso a la docencia universitaria, los órganos de coordinación del sistema 
universitario nacional, los mecanismos de evaluación y acreditación universitaria, 
el régimen económico financiero, entre otros. 
 
A lo largo de sus más de veinte años de vigencia tuvo dos enmiendas a través de: 
1) La ley 25.754 (sancionada el 16 de julio de 2003; promulgada el 7 de agosto de 
2003; publicada BO: 11/08/2003) que refiere a la formación de posgrado e 
incorpora el artículo 39bis al texto de 1995.  
2) La ley 27.204 (sancionada el 28 de octubre de 2015; promulgada el 9 de 
noviembre de 2015; publicada BO: 11/11/2015) denominada Ley de 
implementación efectiva de la responsabilidad del estado en el nivel de educación 
superior, refiere a la gratuidad de educación universitaria e ingreso irrestricto  
 
Seguidamente se agregan algunos decretos reglamentarios de esta ley, sobre 
temas tales como la organización y funcionamiento de la Comisión Nacional de 
Evaluación y Acreditación Universitaria (CONEAU), la oferta de estudios a 
distancia y el funcionamiento de universidades extranjeras, entre otros. 
 
La legislación transcripta no constituye la totalidad de la legislación que regula la 
educación superior, sino la que se considera sustantiva a los fines del desarrollo 
de los contenidos educativos de la asignatura para las Unidades Nº V y VI del 
programa. 
 
 



 
Ley 24.521 
LEY DE EDUCACION SUPERIOR  
BUENOS AIRES, 20 de Julio de 1995  
BOLETIN OFICIAL, 10 de Agosto de 1995  
Vigentes  
 
Decreto Reglamentario 
Decreto Nacional 499/9 (B.O. 29-9-95)  
Decreto Nacional 173/96 (B.O. 26-2-96)  
Decreto Nacional 576/96 (B.O. 4-6-96)  
Decreto Nacional 81/98 Art.1 
REGLAMENTA ART. 74 (B.O. 27-1-98)  
Decreto Nacional 276/99 
REGLAMENTA ART. 74 (B.O. 31-3-99)  
Decreto Nacional 1.232/01 (B.O. 05/10/2001) 
  
GENERALIDADES  
CANTIDAD DE ARTICULOS QUE COMPONEN LA NORMA 89   
 
TEMA  
LEY DE EDUCACION SUPERIOR-EDUCACION SUPERIOR-UNIVERSIDADES-AUTONOMIA 
UNIVERSITARIA-INSTITUTOS TERCIARIOS-UNIVERSIDADES NACIONALES-FACULTADES 
UNIVERSITARIAS-TITULO PROFESIONAL GOBIERNO DE LA UNIVERSIDAD-PERSONAL NO DOCENTE-
PARTICIPACION DE LOS ALUMNOS-DESCONCENTRACION UNIVERSITARIA  
 
El Senado y Cámara de Diputados de la Nación Argentina reunidos en Congreso. etc., sancionan con fuerza 
de Ley: 
 

TITULO I 
 

Disposiciones preliminares 
 
ARTICULO 1º — Están comprendidas dentro de la presente ley las universidades e institutos universitarios, 
estatales o privados autorizados y los institutos de educación superior de jurisdicción nacional, provincial o de 
la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, de gestión estatal o privada, todos los cuales forman parte del Sistema 
Educativo Nacional, regulado por la ley 26.206 —Ley de Educación Nacional—. 
 
El Estado nacional, las provincias y la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, tienen la responsabilidad principal e 
indelegable sobre la educación superior, en tanto la educación y el conocimiento son un bien público y un 
derecho humano personal y social en el marco de lo establecido por la ley 26.206. 
 
(Artículo sustituido por art. 1° de la Ley N° 27.204 B.O. 11/11/2015) 
 
ARTICULO 2º — El Estado nacional es el responsable de proveer el financiamiento, la supervisión y 
fiscalización de las universidades nacionales, así como la supervisión y fiscalización de las universidades 
privadas. Las provincias y la Ciudad Autónoma de Buenos Aires son los responsables de proveer el 
financiamiento, la supervisión y fiscalización de los institutos de formación superior de gestión estatal y de las 
universidades provinciales, si las tuviere, de su respectiva jurisdicción. 
 
Las provincias y la Ciudad Autónoma de Buenos Aires son los responsables de la supervisión, la fiscalización 
y, en los casos que correspondiere, la subvención de los institutos de formación superior de gestión privada 
en el ámbito de su respectiva jurisdicción. 
 
La responsabilidad principal e indelegable del Estado nacional, las provincias y la Ciudad Autónoma de 
Buenos Aires, sobre la educación superior, implica: 
 
a) Garantizar la igualdad de oportunidades y condiciones en el acceso, la permanencia, la graduación y el 
egreso en las distintas alternativas y trayectorias educativas del nivel para todos quienes lo requieran y reúnan 
las condiciones legales establecidas en esta ley; 
 
b) Proveer equitativamente, en la educación superior de gestión estatal, becas, condiciones adecuadas de 
infraestructura y recursos tecnológicos apropiados para todas aquellas personas que sufran carencias 
económicas verificables; 
 
c) Promover políticas de inclusión educativa que reconozcan igualitariamente las diferentes identidades de 
género y de los procesos multiculturales e interculturales; 
 
d) Establecer las medidas necesarias para equiparar las oportunidades y posibilidades de las personas con 
discapacidades permanentes o temporarias; 
 
e) Constituir mecanismos y procesos concretos de articulación entre los componentes humanos, materiales, 
curriculares y divulgativos del nivel y con el resto del sistema educativo nacional, así como la efectiva 
integración internacional con otros sistemas educativos, en particular con los del Mercosur y América Latina; 
 
f) Promover formas de organización y procesos democráticos; 
 
g) Vincular prácticas y saberes provenientes de distintos ámbitos sociales que potencien la construcción y 
apropiación del conocimiento en la resolución de problemas asociados a las necesidades de la población, 
como una condición constitutiva de los alcances instituidos en la ley 26.206 de educación nacional (título VI, 
La calidad de la educación, capítulo I, “Disposiciones generales”, artículo 84). 
 
(Artículo sustituido por art. 2° de la Ley N° 27.204 B.O. 11/11/2015) 



 
ARTICULO 2º bis. — Los estudios de grado en las instituciones de educación superior de gestión estatal son 
gratuitos e implican la prohibición de establecer sobre ellos cualquier tipo de gravamen, tasa, impuesto, 
arancel, o tarifa directos o indirectos. 
 
Prohíbase a las instituciones de la educación superior de gestión estatal suscribir acuerdos o convenios con 
otros Estados, instituciones u organismos nacionales e internacionales públicos o privados, que impliquen 
ofertar educación como un servicio lucrativo o que alienten formas de mercantilización. 
 
(Artículo incorporado por art. 3° de la Ley N° 27.204 B.O. 11/11/2015) 
 

TITULO II 
 

De la Educación Superior 
 

CAPITULO 1 
 

De los fines y objetivos 
 
ARTICULO 3º — La Educación Superior tiene por finalidad proporcionar formación científica, profesional, 
humanística y técnica en el más alto nivel, contribuir a la preservación de la cultura nacional, promover la 
generación y desarrollo del conocimiento en todas sus formas, y desarrollar las actitudes y valores que 
requiere la formación de personas responsables, con conciencia ética y solidaria, reflexivas, críticas, capaces 
de mejorar la calidad de vida, consolidar el respeto al medio ambiente, a las instituciones de la República y a 
la vigencia del orden democrático. 
 
ARTICULO 4º — Son objetivos de la Educación Superior, además de los que establece la ley 24.195 en sus 
artículos 5º, 6º, 19º y 22º: 
 
a) Formar científicos, profesionales y técnicos, que se caractericen por la solidez de su formación y por su 
compromiso con la sociedad de la que forman parte; 
 
b) Preparar para el ejercicio de la docencia en todos los niveles y modalidades del sistema educativo; 
 
c) Promover el desarrollo de la investigación y las creaciones artísticas, contribuyendo al desarrollo científico, 
tecnológico y cultural de la Nación; 
 
d) Garantizar crecientes niveles de calidad y excelencia en todas las opciones institucionales del sistema; 
 
e) Profundizar los procesos de democratización en la Educación Superior, contribuir a la distribución equitativa 
del conocimiento y asegurar la igualdad de oportunidades; 
 
f) Articular la oferta educativa de los diferentes tipos de instituciones que la integran;: 
 
g) Promover una adecuada diversificación de los estudios de nivel superior, que atienda tanto las expectativas 
y demandas de la población como a los requerimientos del sistema cultural y de la estructura productiva 
 
h) Propender a un aprovechamiento integral de los recursos humanos y materiales asignados; 
 
i) Incrementar y diversificar las oportunidades de actualización, perfeccionamiento y reconversión para los 
integrantes del sistema y para sus egresados; 
 
j) Promover mecanismos asociativos para la resolución de los problemas nacionales, regionales, continentales 
y mundiales. 
 

CAPITULO 2 
 

De la estructura y articulación 
 
ARTICULO 5º — La Educación Superior esta constituida por institutos de educación superior, sean de 
formación docente, humanística, social, técnico- profesional o artística. y por instituciones de educación 
universitaria, que comprende universidades e institutos universitarios. (Expresión "… instituciones de 
educación superior no universitaria " sustituida por la expresión "…institutos de educación superior", por art. 
133 de la Ley Nº 26.206, B.O. 28/12/2006). 
 
ARTICULO 6º — La Educación Superior tendrá una estructura organizativa abierta y flexible, permeable a la 
creación de espacios y modalidades que faciliten la incorporación de nuevas tecnologías educativas. 
 
ARTICULO 7º — Todas las personas que aprueben la educación secundaria pueden ingresar de manera libre 
e irrestricta a la enseñanza de grado en el nivel de educación superior. Excepcionalmente, los mayores de 
veinticinco (25) años que no reúnan esa condición, podrán ingresar siempre que demuestren, a través de las 
evaluaciones que las provincias, la Ciudad Autónoma de Buenos Aires o las universidades en su caso 
establezcan, que tienen preparación o experiencia laboral acorde con los estudios que se proponen iniciar, así 
como aptitudes y conocimientos suficientes para cursarlos satisfactoriamente. 
 
Este ingreso debe ser complementado mediante los procesos de nivelación y orientación profesional y 
vocacional que cada institución de educación superior debe constituir, pero que en ningún caso debe tener un 
carácter selectivo excluyente o discriminador. 
 
 
(Artículo sustituido por art. 4° de la Ley N° 27.204 B.O. 11/11/2015) 
 



ARTICULO 8º — La articulación entre las distintas instituciones que conforman el Sistema de Educación 
Superior, que tienen por fin facilitar el cambio de modalidad, orientación o carrera, la continuación de los 
estudios en otros establecimientos, universitarios o no, así como la reconversión de los estudios concluidos, 
se garantiza conforme a las siguientes responsabilidades y mecanismos: 
 
a) Las provincias y la Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires son las responsables de asegurar, en sus 
respectivos ámbitos de competencia, la articulación entre las instituciones de educación superior que de ellas 
dependan; 
 
b) La articulación entre institutos de educación superior pertenecientes a distintas jurisdicciones, se regula por 
los mecanismos que estas acuerden en el seno del Consejo Federal de Cultura y Educación; (Expresión "… 
instituciones de educación superior no universitaria " sustituida por la expresión "…institutos de educación 
superior", por art. 133 de la Ley Nº 26.206, B.O. 28/12/2006) 
 
c) La articulación entre institutos de educación superior e instituciones universitarias, se establece mediante 
convenios entre ellas, o entre las instituciones Universitarias y la jurisdicción correspondiente si así lo 
establece la legislación local; (Expresión "… instituciones de educación superior no universitaria " sustituida 
por la expresión "…institutos de educación superior", por art. 133 de la Ley Nº 26.206, B.O. 28/12/2006). 
 
d) A los fines de la articulación entre diferentes instituciones universitarias, el reconocimiento de los estudios 
parciales o asignaturas de las carreras de grado aprobados en cualquiera de esas instituciones, se hace por 
convenio entre ellas, conforme a los requisitos y pautas que se acuerdan en el consejo de Universidades. 
 
ARTICULO 9º — A fin de hacer efectiva la articulación entre institutos de educación superior pertenecientes a 
distintas jurisdicciones prevista en el inciso b) del artículo anterior el Ministerio de Cultura y Educación invitara 
al Consejo Federal de Cultura y Educación a que integre una comisión especial permanente, compuesta por 
un representante de cada una de las jurisdicciones. (Expresión "… instituciones de educación superior no 
universitaria " sustituida por la expresión "…institutos de educación superior", por art. 133 de la Ley Nº 26.206, 
B.O. 28/12/2006). 
 
ARTICULO 10. — La articulación a nivel regional estará a cargo de los Consejos Regionales de Planificación 
de la Educación Superior, integrados por representantes de las instituciones universitarias y de los gobiernos 
provinciales de cada región. 
 

CAPITULO 3 
 

Derechos y Obligaciones 
 
ARTICULO 11. — Son derechos de los docentes de las instituciones estatales de educación superior, sin 
perjuicio de lo dispuesto por la legislación especifica: 
 
a) Acceder a la carrera académica mediante concurso publico y abierto de antecedentes y oposición: 
 
b) Participar en el gobierno de la institución a la que pertenecen, de acuerdo a las normas legales pertinentes: 
 
c) Actualizarse y perfeccionares de modo continuo a través de la carrera académica: 
 
d) Participar en la actividad gremial. 
 
ARTICULO 12. — Son deberes de los docentes de las instituciones estatales de educación superior: 
 
a) Observar las normas que regulan el funcionamiento de la institución a la que pertenecen; 
 
b) Participar en la vida de la institución cumpliendo con responsabilidad su función docente, de investigación y 
de servicio; 
 
c) Actualizarse en su formación profesional y cumplir con las exigencias de perfeccionamiento que fije la 
carrera académica. 
 
ARTICULO 13. — Los estudiantes de las instituciones estatales de educación superior tienen derecho: 
 
a) Al acceso al sistema sin discriminaciones de ninguna naturaleza. 
 
b) A asociarse libremente en centros de estudiantes, federaciones nacionales y regionales, a elegir sus 
representantes y a participar en el gobierno y en la vida de la institución, conforme a los estatutos, lo que 
establece la presente ley y, en su caso, las normas legales de las respectivas jurisdicciones; 
 
c) A obtener becas, créditos y otras formas de apoyo económico y social que garanticen la igualdad de 
oportunidades y posibilidades, particularmente para el acceso y permanencia en los estudios de grado, 
conforme a las normas que reglamenten la materia; 
 
d) A recibir, información para el adecuado uso de la oferta de servicios de educación superior; 
 
e) A solicitar, cuando se encuentren en las situaciones previstas en los artículos 1º y 2º de la ley 20.596, la 
postergación o adelanto de exámenes o evaluaciones parciales o finales cuando las fechas previstas para los 
mismos se encuentren dentro del periodo de preparación y/o participación. 
 
f) Las personas con discapacidad, durante las evaluaciones, deberán contar con los servicios de 
interpretación y los apoyos técnicos necesarios y suficientes. (Inciso incorporado por art. 2° de la Ley N° 
25.573 B.O. 30/04/2002) 
 
ARTICULO 14. — Son obligaciones de los estudiantes de las instituciones estatales de educación superior: 
 



a) Respetar los estatutos y reglamentaciones de la institución en la que estudian; 
 
b) Observar las condiciones de estudio, investigación, trabajo y convivencia que estipule la institución a la que 
pertenecen; 
 
c) Respetar el disenso, las diferencias individuales, la creatividad personal y colectiva y el trabajo en equipo. 
 

TITULO III 
 

De la educación superior no universitaria 
 

CAPITULO 1 
 

De la responsabilidad jurisdiccional 
 
ARTICULO 15. — Corresponde a las provincias y a la Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires el gobierno 
y organización de la educación superior no universitaria en sus respectivos ámbitos de competencia, así como 
dictar normas que regulen la creación, modificación y cese de institutos de educación superior y el 
establecimiento de las condiciones a que se ajustara su funcionamiento, todo ello en el marco de la Ley 
24.195, de lo que establece la presente y de los correspondiente acuerdos federales. Las jurisdicciones 
atenderán en particular a las siguientes pautas: (Expresión "… instituciones de educación superior no 
universitaria " sustituida por la expresión "…institutos de educación superior", por art. 133 de la Ley Nº 26.206, 
B.O. 28/12/2006). 
 
a) Estructurar los estudios en base a una organización curricular flexible y que facilite a sus egresados una 
salida laboral; 
 
b) Articular las carreras afines estableciendo en lo posible núcleos básicos comunes y regímenes flexibles de 
equivalencia y reconversión; 
 
c) Prever como parte de la formación la realización de residencias programadas, sistemas de alternancia u 
otras formas de practicas supervisadas, que podrán desarrollarse en las mismas instituciones o en entidades 
o empresas públicas o privadas; 
 
d) Tender a ampliar gradualmente el margen de autonomía de gestión de las instituciones respectivas, dentro 
de los lineamientos de la política educativa jurisdiccional y federal; 
 
e) Prever que sus sistemas de estadística e información educativa incluyan un componente especifico de 
educación superior, que facilite el conocimiento, evaluación y reajuste del respectivo subsistema; 
 
f) Establecer mecanismos de cooperación interinstitucional y de recíproca asistencia técnica y académica; 
 
g) Desarrollar modalidades regulares y sistemáticas de evaluación institucional, con arreglo a lo que estipula 
el artículo 25 de la presente ley. 
 
ARTICULO 16. — El Estado nacional podrá apoyar programas de educación superior no universitaria, que se 
caractericen por la singularidad de su oferta, por su sobresaliente nivel de excelencia, por su carácter 
experimental y/o por su incidencia local o regional. 
 

CAPITULO 2 
 

De los institutos de educación superior 
 
(Expresión "… instituciones de educación superior no universitaria " sustituida por la expresión "…institutos de 
educación superior", por art. 133 de la Ley Nº 26.206, B.O. 28/12/2006). 
 
ARTICULO 17. — Los institutos de educación superior, tienen por funciones básicas: (Expresión "… 
instituciones de educación superior no universitaria " sustituida por la expresión "…institutos de educación 
superior", por art. 133 de la Ley Nº 26.206, B.O. 28/12/2006). 
 
a) Formar y capacitar para el ejercicio de la docencia en los niveles no universitarios del sistema educativo: 
 
b) Proporcionar formación superior de carácter instrumental en las áreas humanísticas, sociales, técnico-
profesionales y artísticas. 
 
Las mismas deberán estar vinculadas a la vida cultural y productiva local y regional. 
 
ARTICULO 18. — La formación de docentes para los distintos niveles de la enseñanza no universitaria, debe 
realizarse en instituciones de formación docente reconocidas, que integran la Red Federal de Formación 
Docente Continua prevista en la ley 24.195 o en universidades que ofrezcan carreras con esa finalidad. 
 
ARTICULO 19. — Los institutos de educación superior podrán proporcionar formación superior de ese 
carácter en el área de que se trate y/o actualización, reformulación o adquisición de nuevos conocimientos y 
competencias a nivel de postítulo. Podrán asimismo desarrollar cursos, ciclos o actividades que respondan a 
las demandas de calificación, formación y reconversión laboral y profesional. (Expresión "… instituciones de 
educación superior no universitaria " sustituida por la expresión "…institutos de educación superior", por art. 
133 de la Ley Nº 26.206, B.O. 28/12/2006). 
 
ARTICULO 20. — El ingreso a la carrera docente en las instituciones de gestión estatal de educación superior 
no universitaria se hará mediante concurso público y abierto de antecedentes y oposición, que garantice la 
idoneidad profesional para el desempeño de las tareas especificas. La estabilidad estará sujeta a un régimen 
de evaluación y control de la gestión docente, y cuando sea el caso, a los requerimientos y características de 
las carreras flexibles y a término. 



 
ARTICULO 21. — Las provincias y la Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires arbitrarán los medios 
necesarios para que sus instituciones de formación docente garanticen el perfeccionamiento y la actualización 
de los docentes en actividad, tanto en los aspectos curriculares como en los pedagógicos e institucionales y 
promoverán el desarrollo de investigaciones educativas y la realización de experiencias innovadoras. 
 
ARTICULO 22. — Las instituciones de nivel superior no universitario que se creen o transformen, o las 
jurisdicciones a las que ellas pertenezcan, que acuerden con una o más universidades del país mecanismos 
de acreditación de sus carreras o programas de formación y capacitación, podrán denominarse colegios 
universitarios. 
 
Tales instituciones deberán estar estrechamente vinculadas a entidades de su zona de influencia y ofrecerán 
carreras cortas flexibles y/o a término, que faciliten la adquisición de competencias profesionales y hagan 
posible su inserción laboral y/o la continuación de los estudios en las universidades con las cuales hayan 
establecido acuerdos de articulación. 
 

CAPITULO 3 
 

De los títulos y planes de estudio 
 
ARTICULO 23. — Los planes de estudio de las instituciones de formación docente de carácter no 
universitario, cuyos títulos habiliten para el ejercicio de la docencia en los niveles no universitarios del sistema, 
serán establecidos respetando los contenidos básicos comunes para la formación docente que se acuerden 
en el seno del Consejo Federal de Cultura y Educación. Su validez nacional estará sujeta al previo 
reconocimiento de dichos planes por la instancia que determine el referido Consejo. 
 
Igual criterio se seguirá con los planes de estudio para la formación humanística, social, artística o técnico-
profesional, cuyos títulos habiliten para continuar estudios en otros ciclos, niveles o establecimientos, o para el 
desempeño de actividades reguladas por el Estado, cuyo ejercicio pudiere poner en riesgo de modo directo la 
salud, la seguridad, los derechos o los, bienes de los habitantes. 
 
ARTICULO 24. — Los títulos y certificados de perfeccionamiento y capacitación docente expedidos por 
instituciones de educación superior oficiales o privadas reconocidas, que respondan a las normas fijadas al 
respecto por el Consejo Federal de Cultura y Educación, tendrán validez nacional y serán reconocidos por 
todas las jurisdicciones. Tales títulos y certificados deberán ser expedidos en un plazo no mayor a los ciento 
veinte días corridos contados a partir del inicio del trámite de solicitud de título. 
 
(Artículo sustituido por art. 2° de la Ley N° 26.002 B.O. 5/1/2005). 
 

CAPITULO 4 
 

De la evaluación institucional 
 
ARTICULO 25. — El Consejo Federal de Cultura y Educación acordará la adopción de criterios y bases 
comunes para la evaluación de los institutos de educación superior, en particular de aquellos que ofrezcan 
estudios cuyos títulos habiliten para el ejercicio de actividades reguladas por el Estado, que pudieren 
comprometer de modo directo el interés público, estableciendo las condiciones y requisitos mínimos a los que 
tales instituciones se deberán ajustar. (Expresión "… instituciones de educación superior no universitaria " 
sustituida por la expresión "…institutos de educación superior", por art. 133 de la Ley Nº 26.206, B.O. 
28/12/2006). 
 
La evaluación de la calidad de la formación docente se realizara con arreglo a lo que establece la ley 24.195 
en sus artículos 48 y 49. 
 

TITULO IV 
 

De la Educación superior universitaria 
 

CAPITULO 1 
 

De las instituciones universitarias y sus funciones 
 
ARTICULO 26. — La enseñanza superior universitaria estará a cargo de las universidades nacionales, de las 
universidades provinciales y privadas reconocidas por el Estado nacional y de los institutos universitarios 
estatales o privados reconocidos, todos los cuales integra el Sistema Universitario Nacional. 
 
ARTICULO 27. — Las instituciones universitarias a que se refiere el artículo anterior, tienen por finalidad la 
generación y comunicación de conocimientos del mas alto nivel en un clima de libertad, justicia y solidaridad, 
ofreciendo una formación cultural interdisciplinaria dirigida a la integración del saber así como una 
capacitación científica y profesional especifica para las distintas carreras que en ellas se cursen, para 
beneficio del hombre y de la sociedad a la que pertenezcan. Las instituciones que responden a la 
denominación de "Universidad" deben desarrollar su actividad en una variedad de áreas disciplinarias no 
afines orgánicamente estructuradas en facultades, departamentos o unidades académicas equivalentes. Las 
instituciones que circunscriben su oferta académica a una sola área disciplinaria se denominan Institutos 
Universitarios. 
 
ARTICULO 28. — Son funciones básicas de las instituciones universitarias: 
 
a) Formar y capacitar científicos, profesionales, docentes y técnicos, capaces de actuar con solidez 
profesional, responsabilidad, espíritu crítico y reflexivo, mentalidad creadora, sentido ético y sensibilidad 
social, atendiendo a las demandas individuales, en particular de las personas con discapacidad, desventaja o 
marginalidad, y a los requerimientos nacionales y regionales; (Inciso sustituido por art. 3° de la Ley N° 25.573 
B.O. 30/04/2002) 



 
b) Promover y desarrollar la investigación científica y tecnología, los estudios humanísticos y las creaciones 
artísticas; 
 
c) Crear y difundir el conocimiento y la cultura en todas sus formas; 
 
d) Preservar la cultura nacional; 
 
e) Extender su acción y sus servicios a la comunidad, con el fin de contribuir a su desarrollo y transformación, 
estudiando en particular los problemas nacionales y regionales y prestando asistencia científica y técnica al 
Estado y a la comunidad. 
 

CAPITULO 2 
 

De la autonomía, su alcance y sus garantías 
 
ARTICULO 29. — Las instituciones universitarias tendrán autonomía académica e institucional, que 
comprende básicamente las siguientes atribuciones: 
 
a) Dictar y reformar sus estatutos, los que serán comunicados al Ministerio de Cultura y Educación a los fines 
establecidos en el artículo 34 de la presente ley; 
 
b) Definir sus órganos de gobierno, establecer sus funciones, decidir su integración y elegir sus autoridades 
de acuerdo a lo que establezcan los estatutos y lo que prescribe la presente ley; 
 
c) Administrar sus bienes y recursos, conforme a sus estatutos y las leyes que regulan la materia; 
 
d) Crear carreras universitarias de grado y de posgrado; 
 
e) Formular y desarrollar planes de estudio, de investigación científica y de extensión y servicios a la 
comunidad incluyendo la enseñanza de la ética profesional y la formación y capacitación sobre la 
problemática de la discapacidad. (Inciso sustituido por art. 4° de la Ley N° 25.573 B.O. 30/04/2002) 
 
f) Otorgar grados académicos y títulos habilitantes conforme a las condiciones que se establecen en la 
presente ley; 
 
g) Impartir enseñanza, con fines de experimentación, de innovación pedagógica o de practica profesional 
docente, en los niveles preuniversitarios, debiendo continuar en funcionamiento los establecimientos 
existentes actualmente que reúnan dichas características; 
 
h) Establecer el régimen de acceso, permanencia y promoción del personal docente y no docente: 
 
i) Designar y remover al personal; 
 
j) Establecer el régimen de admisión, permanencia y promoción de los estudiantes, así como el régimen de 
equivalencias; 
 
k) Revalidar, solo como atribución de las universidades nacionales: títulos extranjeros: 
 
l) Fijar el régimen de convivencia; 
 
m) Desarrollar y participar en emprendimientos que favorezcan el avance y aplicación de los conocimientos; 
 
n) Mantener relaciones de carácter educativo, científico-cultural con instituciones del país y del extranjero; 
 
ñ) Reconocer oficialmente asociaciones de estudiantes, cumplidos que sean los requisitos que establezca la 
reglamentación, lo que conferirá a tales entidades personería jurídica. 
 
ARTICULO 30. — Las instituciones universitarias nacionales solo pueden ser intervenidas por el Honorable 
Congreso de la Nación, o durante su receso y ad referéndum del mismo, por el Poder Ejecutivo nacional por 
plazo determinado -no superior a los seis meses- y sólo por alguna de las siguientes causales: 
 
a) Conflicto insoluble del o de la institución que haga imposible su normal funcionamiento; 
 
b) Grave alteración del orden público; 
 
c) Manifiesto incumplimiento de la presente ley. 
 
La intervención nunca podrá menoscabar la autonomía académica. 
 
ARTICULO 31. — La fuerza pública no puede ingresar en las instituciones universitarias nacionales si no 
media orden escrita previa y fundada de juez competente o solicitud expresa de la autoridad universitaria 
legítimamente constituida. 
 
ARTICULO 32. — Contra las resoluciones definitivas de las instituciones universitarias nacionales 
impugnadas con fundamento en la interpretación de las leyes de la Nación, los estatutos y demás normas 
internas, solo podrá interponerse recurso de apelación ante la Cámara Federal de Apelaciones con 
competencia en el lugar donde tiene su sede principal la institución universitaria. 
 

CAPITULO 3 
 

De las condiciones para su funcionamiento 
 



Sección I 
 
Requisitos generales 
 
ARTICULO 33. — Las instituciones universitarias deben promover la excelencia y asegurar la libertad 
académica, la igualdad de oportunidades y posibilidades, la jerarquización docente, la corresponsabilidad de 
todos los miembros de la comunidad universitaria, así como la convivencia pluralista de corrientes, teorías y 
líneas de investigación. Cuando se trate de instituciones universitarias privadas, dicho pluralismo se entenderá 
en un contexto de respeto a las cosmovisiones y valores expresamente declarados en sus estatutos. 
 
ARTICULO 34. — Los estatutos, así como sus modificaciones, entraran en vigencia a partir de su publicación 
en el Boletín Oficial, debiendo ser comunicados al Ministerio de Cultura y Educación a efectos de verificar su 
adecuación a la presente ley y ordenar, en su caso, dicha publicación. Si el Ministerio considerara que los 
mismos no se ajustan a la presente ley, deberá plantear sus observaciones, dentro de los diez días a contar 
de la comunicación oficial ante la Cámara Federal de Apelaciones, la que decidirá en un plazo de veinte días, 
sin más trámite que una vista a la institución universitaria. Si el Ministerio no planteara observaciones en la 
forma indicada dentro del plazo establecido, los estatutos se considerarán aprobados y deberán ser 
publicados. Los estatutos deben prever explícitamente: su sede principal, los objetivos de la institución, su 
estructura organizativa, la integración y funciones de los distintos órganos de gobierno, así como el régimen 
de la docencia y de la investigación y pautas de administración económico-financiera. 
 
ARTICULO 35. — Para ingresar como alumno a las instituciones universitarias, sean estatales o privadas, 
deberá reunirse como mínimo la condición prevista en el artículo 7º y cumplir con los demás requisitos del 
sistema de admisión que cada institución establezca. 
 
ARTICULO 36. — Los docentes de todas las categorías deberán poseer titulo universitario de igual o superior 
nivel a aquel en el cual ejercen la docencia, requisito que sólo se podrá obviar con carácter estrictamente 
excepcional cuando se acrediten méritos sobresalientes. 
 
Quedan exceptuados de esta disposición los ayudantes alumnos. Gradualmente se tenderá a que el título 
máximo sea una condición para acceder a la categoría de profesor universitario. 
 
ARTICULO 37. — Las instituciones universitarias garantizaran el perfeccionamiento de sus docentes, que 
deberá articularse con los requerimientos de la carrera académica. Dicho perfeccionamiento no se limitará a la 
capacitación en el área científica o profesional específica y en los aspectos pedagógicos, sino que incluirá 
también el desarrollo de una adecuada formación interdisciplinaria. 
 
ARTICULO 38. — Las instituciones universitarias dictaran normas y establecerán acuerdos que faciliten la 
articulación y equivalencias entre careras de una misma universidad o de instituciones universitarias distintas, 
conforme a las pautas a que se refiere el artículo 8º, inciso d). 
 
ARTICULO 39. — La formación de posgrado se desarrollará exclusivamente en instituciones universitarias, y 
con las limitaciones previstas en el artículo 40 podrá también desarrollarse en centros de investigación e 
instituciones de formación profesional superior de reconocido nivel y jerarquía, que hayan suscrito convenios 
con las universidades a esos efectos. Las carreras de posgrado —sean especialización, maestría o 
doctorado— deberán ser acreditadas por la Comisión Nacional de Evaluación y Acreditación Universitaria, o 
por entidades privadas que se constituyan con ese fin y que estén debidamente reconocidas por el Ministerio 
de Educación, Ciencia y Tecnología. 
 
(Artículo sustituido por art. 2° de la Ley N° 25.754 B.O. 11/08/2003) 
 
ARTICULO 39 bis — Para acceder a la formación de posgrado, el postulante deberá contar con título 
universitario de grado o de nivel superior no universitario de cuatro (4) años de duración como mínimo y reunir 
los prerequisitos que determine el Comité Académico o la autoridad equivalente, a fin de comprobar que su 
formación resulte compatible con las exigencias del posgrado al que aspira. En casos excepcionales de 
postulantes que se encuentren fuera de los términos precedentes, podrán ser admitidos siempre que 
demuestren, a través de las evaluaciones y los requisitos que la respectiva universidad establezca, poseer 
preparación y experiencia laboral acorde con los estudios de posgrado que se proponen iniciar así como 
aptitudes y conocimientos suficientes para cursarlos satisfactoriamente. En todos los casos la admisión y la 
obtención del título de posgrado no acredita de manera alguna el título de grado anterior correspondiente al 
mismo. 
 
(Artículo incorporado por art. 2° de la Ley N° 25.754 B.O. 11/08/2003) 
 
Sección 2 
 
Régimen de títulos 
 
ARTICULO 40. — Corresponde exclusivamente a las instituciones universitarias otorgar el título de grado de 
licenciado y títulos profesionales equivalentes, así como los títulos de posgrado de magister y doctor, los que 
deberán ser expedidos en un plazo no mayor a los ciento veinte días corridos contados a partir del inicio del 
trámite de solicitud de título. 
 
(Artículo sustituido por art. 1° de la Ley N° 26.002 B.O. 5/1/2005). 
 
ARTICULO 41. — El reconocimiento oficial de los títulos que expidan las instituciones universitarias será 
otorgado por el Ministerio de Cultura y Educación. Los títulos oficialmente reconocidos tendrán validez 
nacional. 
 
ARTICULO 42. — Los títulos con reconocimiento oficial certificarán la formación académica recibida y 
habilitarán para el ejercicio profesional respectivo en todo el territorio nacional, sin perjuicio del poder de 
policía sobre las profesiones que corresponde a las provincias. Los conocimientos y capacidades que tales 
títulos certifican, así como las actividades para las que tienen competencia sus poseedores, serán fijados y 



dados a conocer por las instituciones universitarias, debiendo los respectivos planes de estudio respetar la 
carga horaria mínima que para ello fije el Ministerio de Cultura y Educación, en acuerdo con el Consejo de 
Universidades. 
 
ARTICULO 43. — Cuando se trate de títulos correspondientes a profesiones reguladas por el Estado, cuyo 
ejercicio pudiera comprometer el interés publico poniendo en riesgo de modo directo la salud, la seguridad, los 
derechos, los bienes o la formación de los habitantes, se requerirá que se respeten, además de la carga 
horaria a la que hace referencia el artículo anterior, los siguientes requisitos: 
 
a) Los planes de estudio deberán tener en cuenta los contenidos curriculares básicos y los criterios sobre 
intensidad de la formación practica que establezca el Ministerio de Cultura y Educación, en acuerdo con el 
Consejo de Universidades: 
 
b) Las carreras respectivas deberán ser acreditadas periódicamente por la Comisión Nacional de Evaluación y 
Acreditación Universitaria o por entidades privadas constituidas con ese fin debidamente reconocidas. 
 
El Ministerio de Cultura y Educación determinara con criterio restrictivo, en acuerdo con el Consejo de 
Universidades, la nomina de tales títulos, así como las actividades profesionales reservadas exclusivamente 
para ellos. 
 
Sección 3 
 
Evaluación y acreditación 
 
ARTICULO 44. — Las instituciones universitarias deberán asegurar el funcionamiento de instancias internas 
de evaluación institucional, que tendrán por objeto analizar los logros y dificultades en el cumplimiento de sus 
funciones, así como sugerir medidas para su mejoramiento. Las autoevaluaciones se complementaran con 
evaluaciones externas. que se harán como mínimo cada seis (6) anos, en el marco de los objetivos definidos 
por cada institución. 
 
Abarcaran las funciones de docencia, investigación y extensión, y en el caso de las instituciones universitarias 
nacionales, también la gestión institucional. Las evaluaciones externas estarán a cargo de la Comisión 
Nacional de Evaluación y Acreditación Universitaria o de entidades privadas constituidas con ese fin, 
conforme se prevé en el artículo 45, en ambos casos con la participación de pares académicos de reconocida 
competencia. Las recomendaciones para el mejoramiento institucional que surjan de las evaluaciones tendrán 
carácter público. 
 
ARTICULO 45. — Las entidades privadas que se constituyan con fines de evaluación y acreditación de 
instituciones universitarias, deberán contar con el reconocimiento del Ministerio de Cultura y Educación, previo 
dictamen de la Comisión Nacional de Evaluación y Acreditación Universitaria. Los patrones y estándares para 
los procesos de acreditación, serán los que establezca el Ministerio previa consulta con el Consejo de 
Universidades. 
 
ARTICULO 46. — La Comisión Nacional de Evaluación y Acreditación Universitaria es un organismo 
descentralizado, que funciona en jurisdicción del Ministerio de Cultura y Educación. y que tiene por funciones: 
 
a) Coordinar y llevar adelante la evaluación externa prevista en el artículo 44: 
 
b) Acreditar las carreras de grado a que se refiere el artículo 43, así como las carreras de posgrado, 
cualquiera sea el ámbito en que se desarrollen, conforme a los estándares que establezca el Ministerio de 
Cultura y Educación en consulta con el Consejo de Universidades: 
 
c) Pronunciarse sobre la consistencia y viabilidad del proyecto institucional que se requiere para que el 
Ministerio de Cultura y Educación autorice la puesta en marcha de una nueva institución universitaria nacional 
con posterioridad a su creación o el reconocimiento de una institución universitaria provincial; 
 
d) Preparar los informes requeridos para otorgar la autorización provisoria y el reconocimiento definitivo de las 
instituciones universitarias privadas, así como los informes en base a los cuales se evaluara el periodo de 
funcionamiento provisorio de dichas instituciones. 
 
ARTICULO 47. — La Comisión Nacional de Evaluación y Acreditación Universitaria estará integrada por doce 
(12) miembros, designados por el Poder Ejecutivo nacional a propuesta de los siguientes organismos: tres (3) 
por el Consejo Interuniversitario Nacional, uno (1) por el Consejo de Rectores de Universidades Privadas, uno 
(1) por la Academia Nacional de Educación, tres (3) por cada una de las Cámaras del Honorable Congreso de 
la Nación, y uno (1) por el Ministerio de Cultura y Educación. Durarán en sus funciones cuatro años, con 
sistema de renovación parcial. En todos los casos deberá tratarse de personalidades de reconocida jerarquía 
académica y científica. La Comisión contara con presupuesto propio. 
 

CAPITULO 4 
 

De las instituciones universitarias nacionales 
 
Sección l 
 
Creación y bases organizativas 
 
ARTICULO 48. — Las instituciones universitarias nacionales son personas jurídicas de derecho publico, que 
solo pueden crearse por ley de la Nación, con previsión del crédito presupuestario correspondiente y en base 
a un estudio de factibilidad que avale la iniciativa. El cese de tales instituciones se hará también por ley. Tanto 
la creación como el cierre requerirán informe previo del Consejo Interuniversitario Nacional. 
 
ARTICULO 49. — Creada una institución universitaria, el Ministerio de Cultura y Educación designara un 
rector-organizador, con las atribuciones propias del cargo y las que normalmente corresponden al Consejo 



Superior. El rector-organizador conducirá el proceso de formulación del proyecto institucional y del proyecto 
de estatuto provisorio y los pondrá a consideración del Ministerio de Cultura y Educación, en el primer caso 
para su análisis y remisión a la Comisión Nacional de Evaluación y Acreditación Universitaria, y en el 
segundo, a los fines de su aprobación y posterior publicación Producido el informe de la Comisión, y 
adecuándose el proyecto de estatuto a las normas de la presente ley, procederá el Ministerio de Cultura y 
Educación a autorizar la puesta en marcha de la nueva institución, la que deberá quedar normalizada en un 
plazo no superior a los cuatro (4) años a partir de su creación. 
 
ARTICULO 50. — Cada institución universitaria nacional dictará normas sobre regularidad en los estudios que 
establezcan las condiciones académicas exigibles. 
 
(Artículo sustituido por art. 5° de la Ley N° 27.204 B.O. 11/11/2015) 
 
ARTICULO 51. — El ingreso a la carrera académica universitaria se hará mediante concurso publico y abierto 
de antecedentes y oposición, debiéndose asegurar la constitución de jurados integrados por profesores por 
concurso, o excepcionalmente por personas de idoneidad indiscutible aunque no reúnan esa condición, que 
garanticen la mayor imparcialidad y el máximo rigor académico. Con carácter excepcional, las universidades e 
institutos universitarios nacionales podrán contratar, al margen del régimen de concursos y solo por tiempo 
determinado, a personalidades de reconocido prestigio y méritos académicos sobresalientes para que 
desarrollen cursos, seminarios o actividades similares. Podrán igualmente prever la designación temporaria de 
docentes interinos, cuando ello sea imprescindible y mientras se sustancia el correspondiente concurso. 
 
Los docentes designados por concurso deberán representar un porcentaje no inferior al setenta por ciento (70 
%) de las respectivas plantas de cada institución universitaria. 
 
Sección 2 
 
Órganos de gobierno 
 
ARTICULO 52. — Los estatutos de las instituciones universitarias nacionales deben prever sus órganos de 
gobierno, tanto colegiados como unipersonales, así como su composición y atribuciones. Los órganos 
colegiados tendrán básicamente funciones normativas generales, de definición de políticas y de control en sus 
respectivos ámbitos, en tanto los unipersonales tendrán funciones ejecutivas. 
 
ARTICULO 53. — Los órganos colegiados de gobierno estarán integrados de acuerdo a lo que determinen los 
estatutos de cada universidad, los que deberán asegurar: 
 
a) Que el claustro docente tenga la mayor representación relativa, que no podrá ser inferior al cincuenta por 
ciento (50 %) de la totalidad de sus miembros: 
 
b) Que los representantes de los estudiantes sean alumnos regulares y tengan aprobado por lo menos el 
treinta por ciento (30 %) del total de asignaturas de la carrera que cursan; 
 
c) Que el personal no docente tenga representación en dichos cuerpos con el alcance que determine cada 
institución; 
 
d) Que los graduados, en caso de ser incorporados a los cuerpos colegiados, puedan elegir y ser elegidos si 
no tienen relación de dependencia con la institución universitaria. 
 
Los decanos o autoridades docentes equivalentes serán miembros natos del Consejo Superior u órgano que 
cumpla similares funciones. Podrá extenderse la misma consideración a los directores de carrera de carácter 
electivo que integren los cuerpos académicos, en las instituciones que por su estructura organizativa prevean 
dichos cargos. 
 
ARTICULO 54. — El rector o presidente, el vicerector o vicepresidente y los titulares de los demás órganos 
unipersonales de gobierno, duraran en sus funciones tres (3) años como mínimo. El cargo de rector o 
presidente será de dedicación exclusiva y para acceder a él se requerirá ser o haber sido profesor por 
concurso de una universidad nacional. 
 
ARTICULO 55. — Los representantes de los docentes, que deberán haber accedido a sus cargos por 
concurso, serán elegidos por docentes que reúnan igual calidad. Los representantes estudiantiles serán 
elegidos por sus pares, siempre que estos tengan el rendimiento académico mínimo que establece el artículo 
50. 
 
ARTICULO 56. — Los estatutos podrán prever la constitución de un consejo social, en el que estén 
representados los distintos sectores e intereses de la comunidad local, con la misión de cooperar con la 
institución universitaria en su articulación con el medio en que esta inserta. Podrá igualmente preverse que el 
Consejo Social este representado en los órganos colegiados de la institución 
 
ARTICULO 57. — Los estatutos preverán la constitución de un tribunal universitario, que tendrá por función 
sustanciar juicios académicos y entender en toda cuestión ético-disciplinaria en que estuviere involucrado 
personal docente. Estará integrado por profesores eméritos o consultos, o por profesores por concurso que 
tengan una antigüedad en la docencia universitaria de por lo menos diez ( 10) años. 
 
Sección 3 
 
Sostenimiento y régimen económico financiero 
 
ARTICULO 58. — El aporte del Estado nacional para las instituciones de educación superior universitaria de 
gestión estatal no puede ser disminuido ni reemplazado en ningún caso mediante recursos adicionales 
provenientes de otras fuentes no contempladas en el presupuesto anual general de la administración pública 
nacional. 
(Artículo sustituido por art. 6° de la Ley N° 27.204 B.O. 11/11/2015) 



 
ARTICULO 59. — Las instituciones universitarias nacionales tienen autarquía económico-financiera que 
ejercerán dentro del régimen de la ley 24.156, de administración financiera y sistemas de control del sector 
público nacional. En ese marco corresponde a dichas instituciones: 
 
a) Administrar su patrimonio y aprobar su presupuesto. Los recursos no utilizados al cierre de cada ejercicio 
se transferirán automáticamente al siguiente; 
 
b) Fijar su régimen salarial y de administración de personal; 
 
c) Podrán dictar normas relativas a la generación de recursos adicionales a los aportes del Tesoro nacional, 
mediante la venta de bienes, productos, derechos o servicios, subsidios, contribuciones, herencias, derechos 
o tasas por los servicios que presten, así como todo otro recurso que pudiera corresponderles por cualquier 
título o actividad. 
 
Los recursos adicionales que provinieren de contribuciones deberán destinarse prioritariamente a becas, 
préstamos, subsidios o créditos u otro tipo de ayuda estudiantil y apoyo didáctico; estos recursos adicionales 
no podrán utilizarse para financiar gastos corrientes. 
 
Los sistemas de becas, préstamos u otro tipo de ayuda estarán fundamentalmente destinados a aquellos 
estudiantes que por razones económicas no pudieran acceder o continuar los estudios universitarios, de forma 
tal que nadie se vea imposibilitado por ese motivo de cursar tales estudios; 
 
d) Garantizar el normal desenvolvimiento de sus unidades asistenciales, asegurándoles el manejo 
descentralizado de los fondos que ellas generen, con acuerdo a las normas que dicten sus consejos 
superiores y a la legislación vigente; 
 
e) Constituir personas jurídicas de derecho público o privado, o participar en ellas, no requiriéndose adoptar 
una forma jurídica diferente para acceder a los beneficios de la ley 23.877, de promoción y fomento de la 
innovación tecnológica; 
 
f) Aplicar el régimen general de contrataciones, de responsabilidad patrimonial y de gestión de bienes reales, 
con las excepciones que establezca la reglamentación. El rector y los miembros del Consejo Superior de las 
Instituciones Universitarias Nacionales serán responsables de su administración según su participación, 
debiendo responder en los términos y con los alcances previstos en los artículos 130 y 131 de la ley 24.156. 
En ningún caso el Estado nacional responderá por las obligaciones asumidas por las instituciones 
universitarias que importen un perjuicio para el Tesoro nacional. 
 
(Artículo sustituido por art. 7° de la Ley N° 27.204 B.O. 11/11/2015) 
 
ARTICULO 59 bis. —El control administrativo externo de las instituciones de educación superior universitarias 
de gestión estatal es competencia directa e indelegable de la Auditoría General de la Nación que, a tales 
efectos, dispondrá de un área específica con los recursos humanos y materiales adecuados para llevar a cabo 
esta tarea. Todas las instituciones de educación superior universitarias de gestión estatal deben generar 
mecanismos de auditoría interna que garanticen transparencia en el uso de los bienes y recursos. 
 
(Artículo incorporado por art. 8° de la Ley N° 27.204 B.O. 11/11/2015) 
 
ARTICULO 60. — Las instituciones universitarias nacionales podrán promover la constitución de fundaciones, 
sociedades u otras formas de asociación civil, destinada a apoyar su labor, a facilitar las relaciones con el 
medio, a dar respuesta a sus necesidades y a promover las condiciones necesaria para el cumplimiento de 
sus fines y objetivos. 
 
ARTICULO 61. — El Congreso Nacional debe disponer de la partida presupuestaria anual correspondiente al 
nivel de educación de superior, de un porcentaje que será destinado a becas y subsidios en ese nivel. 
(Expresión "otorgables por el Congreso de la Nación y ejecutables en base a lo dispuesto por el artículo 75, 
inciso 19 de la Constitución Nacional, por parte del Tesoro de la Nación" vetada por art. 2º del Decreto Nº 
268/95 B.O. 10/08/1995). 
 

CAPITULO 5 
 

De las instituciones universitarias privadas 
 
ARTICULO 62. — Las instituciones universitarias privadas deberán constituirse sin fines de lucro, obteniendo 
personería jurídica como asociación civil o fundación. Las mismas serán autorizadas por decreto del Poder 
Ejecutivo Nacional, que admitirá su funcionamiento provisorio por un lapso de seis (6) años, previo informe 
favorable de la Comisión Nacional de Evaluación y Acreditación Universitaria, y con expresa indicación de las 
carreras, grados y títulos que la institución puede ofrecer y expedir. 
 
ARTICULO 63. — El informe de la Comisión Nacional de Evaluación y Acreditación Universitaria a que se 
refiere el artículo anterior, se fundamentara en la consideración de los siguientes criterios: 
 
a) La responsabilidad moral, financiera y económica de los integrantes de las asociaciones o fundaciones; 
 
b) La viabilidad y consistencia del proyecto institucional y académico así como su adecuación a los principios 
y normas de la presente ley; 
 
c) El nivel académico del cuerpo de profesores con el que se contará inicialmente, su trayectoria en 
investigación científica y en docencia universitaria; 
 
d) La calidad y actualización de los planes de enseñanza e investigación propuestos; 
 



e) Los medios económicos, el equipamiento y la infraestructura de que efectivamente se dispongan para 
posibilitar el cumplimiento de sus funciones de docencia, investigación y extensión; 
 
f) Su vinculación internacional y la posibilidad de concretar acuerdos y convenios con otros centros 
universitarios del mundo. 
 
ARTICULO 64. — Durante el lapso de funcionamiento provisorio: 
 
a) El Ministerio de Cultura y Educación hará un seguimiento de la nueva Institución a fin de evaluar, en base a 
informes de la Comisión Nacional de Evaluación y Acreditación Universitaria, su nivel académico y el grado de 
cumplimiento de sus objetivos y planes de acción; 
 
b) Toda modificación de los estatutos creación de nuevas carreras cambio de planes de estudio o 
modificación de los mismos, requerirá autorización del citado Ministerio; 
 
c) En todo documento oficial o publicidad que realicen las instituciones deberán dejar constancia expresa del 
carácter precario de la autorización con que operan. 
 
El incumplimiento de las exigencias previstas en los incisos b) y c) dará lugar a la aplicación de sanciones 
conforme lo establezca la reglamentación de la presente ley, la que podrá llegar al retiro de la autorización 
provisoria concedida. 
 
ARTICULO 65. — Cumplido el lapso de seis (6) años de funcionamiento provisorio contados a partir de la 
autorización correspondiente, el establecimiento podrá solicitar el reconocimiento definitivo para operar como 
institución universitaria privada, el que se otorgara por decreto del Poder Ejecutivo nacional previo informe 
favorable de la Comisión Nacional de Evaluación y Acreditación Universitaria. 
 
El Ministerio de Cultura y Educación fiscalizará el funcionamiento de dichas instituciones con el objeto de 
verificar si cumplen las condiciones bajo las cuales están autorizadas a fusionar. Su incumplimiento dará lugar 
a la aplicación de sanciones conforme lo establezca la reglamentación de la presente ley, la que podrá llegar 
hasta la clausura definitiva. 
 
ARTICULO 66. — El Estado nacional podrá acordar a las instituciones con reconocimiento definitivo que lo 
soliciten, apoyo económico para el desarrollo de proyectos de investigación que se generen en las mismas, 
sujeto ello a los mecanismos de evaluación y a los criterios de elegibilidad que rijan para todo el sistema. 
 
ARTICULO 67. — Las resoluciones denegatorias del reconocimiento definitivo, así como aquellas que 
dispongan su retiro o el de la autorización provisoria, serán recurribles ante la Cámara Federal 
correspondiente a la jurisdicción de la institución de que se trate, dentro de los quince (15) días hábiles de 
notificada la decisión que se recurre. 
 
ARTICULO 68. — Los establecimientos privados cuya creación no hubiere sido autorizada conforme a las 
normas legales pertinentes no podrán usar denominaciones ni expedir diplomas, títulos o grados de carácter 
universitario. La violación de esta norma dará lugar a la aplicación de sanciones conforme lo establezca la 
reglamentación de la presente ley, la que podrá llegar a la clausura inmediata y definitiva de la entidad y a la 
inhabilitación de los responsables para ejercer la docencia, así como para desempeñar la función pública o 
integrar órganos de gobierno de asociaciones civiles dedicadas a la educación superior. 
 

CAPITULO 6 
 

De las instituciones universitarias provinciales 
 
ARTICULO 69. — Los títulos y grados otorgados por las instituciones universitarias provinciales tendrán los 
efectos legales previstos en la presente ley, en particular los establecidos en los artículos 41 y 42, cuando 
tales instituciones: 
 
a) Hayan obtenido el correspondiente reconocimiento del Poder Ejecutivo Nacional, el que podrá otorgarse 
previo informe de la Comisión Nacional de Evaluación y Acreditación Universitaria, siguiendo las pautas 
previstas en el artículo 63; 
 
b) Se ajusten a las normas de los capítulos l, 2, 3 y 4 del presente título, en tanto su aplicación a estas 
instituciones no vulnere las autonomías provinciales y conforme a las especificaciones que establezca la 
reglamentación. 
 

CAPITULO 7 
 

Del gobierno y coordinación del sistema universitario 
 
ARTICULO 70. — Corresponde al Ministerio de Cultura y Educación la formulación de las políticas generales 
en materia universitaria, asegurando la participación de los órganos de coordinación y consulta previstos en la 
presente ley y respetando el régimen de autonomía establecido para las instituciones universitarias. 
 
ARTICULO 71. — Serán órganos de coordinación y consulta del sistema universitario, en sus respectivos 
ámbitos, el Consejo de Universidades, el Consejo Interuniversitario Nacional, el Consejo de Rectores de 
Universidades Privadas y los Consejos Regionales de Planificación de la Educación Superior. 
 
ARTICULO 72. — El Consejo de Universidades será presidido por el Ministro de Cultura y Educación o por 
quien este designe con categoría no inferior a Secretario, y estará integrado por el Comité Ejecutivo del 
Consejo Interuniversitario Nacional, por la Comisión Directiva del Consejo de Rectores de Universidades 
Privadas, por un representante de cada Consejo Regional de Planificación de la Educación Superior —que 
deberá ser rector de una institución universitaria— y por un representante del Consejo Federal de Cultura y 
Educación. Serán sus funciones: 
 



a) Proponer la definición de políticas y estrategias de desarrollo universitario, promover la cooperación entre 
las instituciones universitarias, así como la adopción de pautas para la coordinación del sistema universitario; 
 
b) Pronunciarse en aquellos asuntos sobre los cuales se requiera su intervención conforme a la presente ley; 
 
c) Acordar con el Consejo Federal de Cultura y Educación criterios y pautas para la articulación entre las 
instituciones educativas de nivel superior; 
 
d) Expedirse sobre otros asuntos que se les remita en consulta por la vía correspondiente. 
 
ARTICULO 73. — El Consejo Interuniversitario Nacional estará integrado por los rectores o presidentes de las 
instituciones universitarias nacionales y provinciales reconocidas por la Nación, que estén definitivamente 
organizadas, y el Consejo de Rectores de Universidades Privadas estará integrado por los rectores o 
presidentes de las instituciones universitarias privadas. 
 
Dichos consejos tendrán por funciones: 
 
a) Coordinar los planes y actividades en materia académica, de investigación científica y de extensión entre 
las instituciones universitarias de sus respectivos ámbitos; 
 
b) Ser órganos de consulta en las materias y cuestiones que prevé la presente ley: 
 
c) Participar en el Consejo de Universidades. 
 
Cada Consejo se dará su propio reglamento conforme al cual regulara su funcionamiento interno. 
 

TITULO V 
 

Disposiciones complementarias y transitorias. 
 
ARTICULO 74. — La presente ley autoriza la creación y funcionamiento de otras modalidades de organización 
universitaria previstas en el artículo 24 de la ley 24.195 que respondan a modelos diferenciados de diseño de 
organización institucional y de metodología pedagógica, previa evaluación de su factibilidad y de la calidad de 
su oferta académica, sujeto todo ello a la reglamentación que oportunamente dicte el Poder Ejecutivo 
nacional. Dichas instituciones, que tendrán por principal finalidad favorecer el desarrollo de la educación 
superior mediante una oferta diversificada pero de nivel equivalente a la del resto de las universidades, serán 
creadas o autorizadas según corresponda conforme a las previsiones de los artículos 48 y 62 de la presente 
ley y serán sometidas al régimen de títulos y de evaluación establecido en ella. 
 
ARTICULO 75. — Las instituciones universitarias reguladas de conformidad con la presente ley, podrán ser 
eximidas parcial o totalmente de impuestos y contribuciones previsionales de carácter nacional, mediante 
decreto del Poder Ejecutivo nacional. 
 
ARTICULO 76. — Cuando una carrera que requiera acreditación no la obtuviere, por no reunir los requisitos y 
estándares mínimos previamente establecidos, la Comisión Nacional de Evaluación y Acreditación 
Universitaria podrá recomendar que se suspenda la inscripción de nuevos alumnos en la misma, hasta que se 
subsanen las deficiencias encontradas, debiéndose resguardar los derechos de los alumnos ya inscriptos que 
se encontraren cursando dicha carrera. 
 
ARTICULO 77. — Las instituciones constituidas conforme al régimen del artículo 16 de la ley 17.778. que 
quedan por esta ley categorizadas como institutos universitarios, establecerán su sistema de gobierno 
conforme a sus propios regímenes institucionales, no siéndoles de aplicación las normas sobre autonomía y 
sobre gobierno de las instituciones universitarias nacionales que prevé la presente ley. 
 
ARTICULO 78. — Las instituciones universitarias nacionales deberán adecuar sus plantas docentes de 
acuerdo a lo previsto en el segundo párrafo del artículo 51 de la presente ley dentro del plazo de tres (3) años 
contados a partir de la promulgación de esta y de hasta diez (10) años para las creadas a partir del 10 de 
diciembre de 1983. En estos casos, los docentes interinos con más de dos (2) años de antigüedad 
continuados podrán ejercer los derechos consagrados en el artículo 55 de la presente ley. 
 
ARTICULO 79. — Las instituciones universitarias nacionales adecuaran sus estatutos a las disposiciones de 
la presente ley, dentro del plazo de ciento ochenta (180) días contados a partir de la promulgación de esta. 
 
ARTICULO 80. — Los titulares de los órganos colegiados y unipersonales de gobierno de las instituciones 
universitarias nacionales, elegidos de acuerdo a los estatutos vigentes al momento de la sanción de la 
presente ley, continuarán en sus cargos hasta la finalización de sus respectivos mandatos. Sin perjuicio de 
ello, las autoridades universitarias adecuaran la integración de sus órganos colegiados de gobierno, a fin de 
que se respete la proporción establecida en el artículo 53, inciso a), en un plazo de ciento ochenta (180) días 
contados a partir de la fecha de publicación de los nuevos estatutos, los que deberán contemplar normas que 
faciliten la transición. 
 
ARTICULO 81. — Las instituciones universitarias que al presente ostenten el nombre de universidad, por 
haber sido creadas o autorizadas con esa denominación y que por sus características deban encuadrarse en 
lo que por esta ley se denomina institutos universitarios, tendrán un plazo de un (1) año contado a partir de la 
promulgación de la presente para solicitar la nueva categorización. 
 
ARTICULO 82. — La Universidad Tecnológica Nacional, en razón de su significación en la vida universitaria 
del país, conservara su denominación y categoría institucional actual. 
 
ARTICULO 83. — Los centros de investigación e instituciones de formación profesional superior que no sean 
universitarios y que a la fecha desarrollen actividades de posgrado, tendrán un plazo de dos (2) años para 
adecuarse a la nueva legislación. Durante ese periodo estarán no obstante sometidos a la fiscalización del 
Ministerio de Cultura y Educación y al régimen de acreditación previsto en el artículo 39 de la presente ley. 



 
ARTICULO 84. — El Poder Ejecutivo nacional no podrá implementar la organización de nuevas instituciones 
universitarias nacionales, ni disponer la autorización provisoria o el reconocimiento definitivo de instituciones 
universitarias privadas, hasta tanto se constituya el órgano de evaluación y acreditación que debe 
pronunciarse sobre el particular, previsto en la presente ley. 
 
ARTICULO 85. — Sustituyese el inciso 11) del artículo 21 de la Ley de Ministerios (t. o.1992) por el siguiente 
transcripto: 
 
Entender en la habilitación de títulos profesionales con validez nacional. 
 
ARTICULO 86. — Modifícanse los siguientes artículos de la ley 24.195: 
 
a) Articulo 10, inciso e), y artículos 25 y 26, donde dice: "cuaternario", dirá: "de posgrado". 
 
b) Articulo 54: donde dice "un representante del Consejo Interuniversitario Nacional", dirá: "y tres 
representantes del Consejo de Universidades". 
 
c) Articulo 57: inciso a), donde dice: "y el representante del Consejo Interuniversitario Nacional", dirá: "y los 
representantes del Consejo de Universidades". 
 
d) Articulo 58: inciso a), donde dice: "y el Consejo Interuniversitario Nacional", dirá: "y el Consejo de 
Universidades". 
 
ARTICULO 87. — Deróganse las leyes 17.604, 17.778, 23.068 y 23.569, así como toda otra disposición que 
se oponga a la presente. 
 
ARTICULO 88. — Todas las normas que eximen de impuestos, tasas y contribuciones a las universidades 
nacionales al momento de la promulgación de la presente ley, continuarán vigentes. 
 
ARTICULO 89. — Comuníquese al Poder Ejecutivo. — CARLOS A. ROMERO. — CARLOS F. RUCKAUF. — 
Juan Estrada. — Edgardo Piuzzi. 
 
DADA EN LA SALA DE SESIONES DEL CONGRESO ARGENTINO, EN BUENOS AIRES, A LOS VEINTE 
DIAS DEL MES DE JULIO DEL AÑO MIL NOVECIENTOS NOVENTA Y CINCO. 
 
Antecedentes Normativos 
 
- Artículo 2° sustituido por art. 1° de la Ley N° 25.573 B.O. 30/04/2002; 
 
- Artículo 29, inciso e), expresión "como materia autónoma" vetada por art. 1º del Decreto Nº 268/95 B.O. 
10/08/1995.



NORMAS REGLAMENTARIAS DE LA LEY DE EDUCACIÓN 
SUPERIOR 
 
 
Decreto Nacional 499/95     
DECRETO REGLAMENTARIO DE LA LEY 24521 DE EDUCACION SUPERIOR  
BUENOS AIRES, 22 de Septiembre de 1995  
BOLETIN OFICIAL, 29 de Septiembre de 1995  
Vigente/s de alcance general  
 
 GENERALIDADES  
 Síntesis:  
 SE REGLAMENTA LA LEY 24521 DE EDUCACION SUPERIOR.  
 
Reglamenta a: Ley 24.521 
 
TEMA  
DECRETO REGLAMENTARIO-EDUCACION SUPERIOR-INSTITUTOS 
TERCIARIOS-UNIVERSIDADES NACIONALES-UNIVERSIDADES PRIVADAS-TITULO PROFESIONAL-
CONSEJO DE RECTORES DE UNIVERSIDADES PRIVADAS  
 
VISTO,  
la Ley N 24.521, y  
Ref. Normativas: Ley 24.521 
 
CONSIDERANDO  
- Que sin perjuicio de la normativa especial que debe dictarse en cada caso para regular distintas 

instituciones contenidas en la ley aludida, resulta necesario fijar pautas sobre aspectos puntuales de la misma, 
indispensables para su correcta implementación.  
- Que, asimismo, el CONSEJO INTERUNIVERSITARIO NACIONAL, en oportunidad del tratamiento de dicha 
ley por la HONORABLE CAMARA DE SENADORES DE LA NACION, efectuó diversas propuestas, tendientes 
en su gran mayoría a aclarar y precisar los alcances de varios de los dispositivos previstos en la misma.  
- Que la mayora de esas propuestas pueden ser receptadas por vía reglamentaria, contribuyendo de esa 
forma a facilitar la interpretación de la nueva normativa.  
- Que la presente medida se dicta de conformidad con lo establecido por el artículo 99, inciso 2) de la 
CONSTITUCION NACIONAL.  
 
Por ello,  
EL PRESIDENTE DE LA NACION ARGENTINA  
DECRETA:   
 

TITULO I 
DISPOSICIONES GENERALES 

(artículos 1 al 3) 
 
Artículo 1º: Todo dispositivo de la Ley N. 24.521 cuyo cumplimiento no hubiere sido diferido por la misma, o 
condicionado expresamente por la propia ley al dictado de una normativa reglamentaria, se entender operativo 
y de aplicación inmediata.   
 
Artículo 2º: A los fines de implementar el apoyo previsto en el artículo 16 de la Ley N. 24.521, se deberá 
contar con el acuerdo previo de la jurisdicción correspondiente.   
 
Artículo 3º: Las Instituciones de Educación Superior deberán disponer, por los mecanismos legales 
correspondientes, las medidas necesarias para posibilitar a partir del próximo ciclo lectivo, la inscripción de los 
mayores de VEINTICINCO (25) años que se encuentren en las condiciones previstas en el artículo 7 de la Ley 
N. 24.521.   
 

TITULO II 
DISPOSICIONES RELACIONADAS CON LA EVALUACION Y LA ACREDITACION (artículos 4 al 7) 

 
Artículo 4º: Las entidades privadas a las que refiere el artículo 45 de la Ley N. 24.521 deberán constituirse sin 
fines de lucro y cumplimentar los instructivos que dicte el MINISTERIO DE CULTURA Y EDUCACION. 
Durante un período de TRES (3) años contados a partir de la fecha del presente decreto, sólo podrán 
reconocerse aquellas entidades constituidas por asociaciones de universidades o de facultades. Cuando se 
trate de asociaciones de facultades, el reconocimiento sólo autorizará a efectuar acreditaciones de carreras de 
grado y posgrado correspondientes a áreas disciplinarias afines con las de la asociación.   
 
Artículo 5º: La acreditación de una carrera de posgrado efectuada por la COMISION NACIONAL DE 
EVALUACION Y ACREDITACION UNIVERSITARIA (CONEAU), o por una entidad privada legalmente 
autorizada a esos fines, y sus efectos jurídicos y académicos consecuentes, tendrá una validez de TRES (3) 
años, a cuyo término se deberá peticionar una nueva acreditación, la que tendrá una vigencia de SEIS (6) 
años. Las instituciones podrán solicitar la nueva acreditación aún antes del vencimiento de los plazos 
aludidos.   
 
Artículo 6º: Las carreras de grado a que se refiere el artículo 43 de la Ley N. 24.521 deberán ser acreditadas 
cada SEIS (6) años.   
 
Artículo 7º: Es condición necesaria para el reconocimiento oficial y la consecuente validez nacional de los 
títulos correspondientes a carreras de grado comprendidas en el artículo 43 de la Ley N. 24.521 o de 
posgrado, la previa acreditación de la COMISION NACIONAL DE EVALUACION Y ACREDITACION 
UNIVERSITARIA (CONEAU), o por una entidad legalmente reconocida a esos fines. 
 



TITULO III 
DISPOSICIONES RELACIONADAS CON EL CONSEJO DE UNIVERSIDADES (artículos 8 al 11) 

 
Artículo 8º: La representación del CONSEJO INTERUNIVERSITARIO NACIONAL y la del CONSEJO DE 
RECTORES DE UNIVERSIDADES PRIVADAS ante el CONSEJO DE UNIVERSIDADES, no podrá exceder 
de SIETE (7) miembros cada una, cualquiera fuera el número de integrantes previstos para sus órganos 
ejecutivos por las reglamentaciones respectivas.   
 
Artículo 9º: Las decisiones del CONSEJO DE UNIVERSIDADES se expresarán en acuerdos, que deberán 
procurarse por consenso, y cuando ello no resultara posible, se requerirá el voto mayoritario de sus miembros, 
debiendo dejarse constancia de las disidencias que se hubieren planteado.   
 
Artículo 10º: El MINISTERIO DE CULTURA Y EDUCACION sólo podrá apartarse de los dictámenes 
producidos por el CONSEJO DE UNIVERSIDADES como consecuencia de las consultas efectuadas en virtud 
de lo previsto en los artículos 45 y 46, inciso b) de la Ley N. 24.521, por razones debidamente fundamentadas. 
En los supuestos en que la ley requiere el acuerdo de dicho organismo para la toma de decisiones, el 
Ministerio no podrá prescindir del mismo por ninguna circunstancia.   
 
Artículo 11º: En la reglamentación que el MINISTERIO DE CULTURA Y EDUCACION dicte para la 
organización y funcionamiento de los CONSEJOS REGIONALES DE PLANIFICACION DE LA EDUCACION 
SUPERIOR, deberá preverse el procedimiento de elección de los representantes de esos cuerpos ante el 
CONSEJO DE UNIVERSIDADES, así como la duración de sus mandatos.   
 

TITULO IV 
DISPOSICIONES RELACIONADAS CON UNIVERSIDADES NACIONALES 

(artículos 12 al 20) 
 
Artículo 12º: Los Rectores o Presidentes de las Instituciones Universitarias Nacionales deberán convocar con 
la necesaria antelación, a las respectivas Asambleas Universitarias a fin de proceder a la adecuación de sus 
estatutos dentro del plazo previsto por el artículo 79 de la Ley N. 24.521.   
 
Artículo 13º: Si agotados los procedimientos que prevean los estatutos respectivos, la Asamblea convocada a 
los fines indicados en el artículo anterior no pudiera constituirse por no lograrse el quorum necesario, se 
deberá proceder a efectuar una nueva convocatoria bajo la prevención de que se sesionará válidamente con 
los asambleístas que concurrieran. Las resoluciones para adecuar los estatutos a la Ley N. 24.521 deberán 
adoptarse en todos los casos por el voto de la mitad más uno de los asambleístas presentes.   
 
Artículo 14º: A fin de posibilitar que la elección de los integrantes de los órganos de gobierno de las 
Universidades Nacionales se efectúe de conformidad con lo prescripto en la Ley N. 24.521, sus Consejos 
Superiores podrán disponer la prórroga de los mandatos que concluyeran antes del vencimiento del plazo 
previsto en el artículo 79 de dicha Ley.   
 
Artículo 15º: Los Decanos o autoridades docentes equivalentes no serán computados a los efectos de 
determinar el porcentaje previsto por el inciso a) del artículo 53 de la Ley N. 24.521.   
 
Artículo 16º: Los derechos que se reconocen en el artículo 78 de la Ley N. 24.521 a los docentes interinos con 
más de DOS (2) años de antigüedad continuados, comprenden los de sufragar en las elecciones en las que 
se elijan representantes de los mismos ante los órganos de gobierno de la universidad.   
 
Artículo 17º: Las Instituciones constituidas conforme al régimen del artículo 16 de la Ley N. 17.778 y las 
Instituciones Universitarias Nacionales que se encuentren en etapa de normalización, integrarán el CONSEJO 
INTERUNIVERSITARIO NACIONAL con voz pero sin voto. Igual limitación regirá para las Instituciones 
Universitarias Provinciales, respecto de aquellos asuntos exclusivamente vinculados a la problemática de las 
Instituciones Universitarias Nacionales.  
Ref. Normativas: Ley 17.778 Art.16 
  
Artículo 18º: A los fines de dar cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 48 de la Ley N. 24.521, los proyectos 
de leyes de creación de nuevas Instituciones Universitarias Nacionales deben contemplar, en el estudio de 
factibilidad que las fundamente, el conjunto de recursos que hagan viable la iniciativa, la necesidad de formar 
recursos calificados en el área que la nueva institución se propone cubrir y los lineamientos generales del 
proyecto institucional que resulten indispensables para evaluar su justificación.   
 
Artículo 19º: En los supuestos en que las Universidades Nacionales, haciendo uso de las facultades 
conferidas por el artículo 59, inciso c), establezcan derechos o tasas por los estudios de grado, deberán 
necesariamente prever un régimen de exención para aquellos estudiantes que por su situación económica o la 
de su núcleo familiar no se encuentren en condiciones de afrontarlas sin serios sacrificios, de forma tal que se 
asegure que nadie se vea imposibilitado de iniciar, continuar o concluir sus estudios de grado universitario 
como consecuencia directa o indirecta de las contribuciones que se impongan.   
 
Artículo 20º: Comuníquese, publíquese, dése a la Dirección Nacional del Registro Oficial y archívese.   
FIRMANTES  



Decreto Nacional 173/96 
 
DECRETO REGLAMENTARIO DE LA LEY DE EDUCACION SUPERIOR  
BUENOS AIRES, 21 de Febrero de 1996  
BOLETIN OFICIAL, 26 de Febrero de 1996  
Vigente/s de alcance general  
 
 
EFECTO PASIVO 
MODIFICADO POR Decreto Nacional 705/97 Art.1 
SUSTITUYE ART. 2º (B.O. 97-08-04)  
 
MODIFICADO POR Decreto Nacional 705/97 Art.1 
SUSTITUYE ART. 4º (B.O. 97-08-04)  
 
MODIFICADO POR Decreto Nacional 705/97 Art.1 
SUSTITUYE ART. 5º (B.O. 97-08-04)  
 
MODIFICADO POR Decreto Nacional 705/97 Art.1 
SUSTITUYE ART. 6º (B.O. 97-08-04)  
 
MODIFICADO POR Decreto Nacional 705/97 Art.1 
SUSTITUYE ART. 7º (B.O. 97-08-04)  
 
MODIFICADO POR Decreto Nacional 705/97 Art.1 
SUSTITUYE ART. 8º (B.O. 97-08-04)  
 
MODIFICADO POR Decreto Nacional 705/97 Art.1 
SUSTITUYE ART. 10º (B.O. 97-08-04)  
 
MODIFICADO POR Decreto Nacional 705/97 Art.1 
SUSTITUYE ART. 12º (B.O. 97-08-04)  
 
MODIFICADO POR Decreto Nacional 705/97 Art.1 
SUSTITUYE ART. 14º (B.O. 97-08-04)  
 
MODIFICADO POR Decreto Nacional 705/97 Art.1 
SUSTITUYE ART. 18º (B.O. 97-08-04)  
 
MODIFICADO POR Decreto Nacional 705/97 Art.1 
SUSTITUYE ART. 20º (B.O. 97-08-04)  
 
MODIFICADO POR Decreto Nacional 705/97 Art.1 
SUSTITUYE ART. 24º (B.O. 97-08-04)  
 
MODIFICADO POR Decreto Nacional 705/97 Art.1 
SUSTITUYE ART. 28º (B.O. 97-08-04)  
 
MODIFICADO POR Decreto Nacional 705/97 Art.3 
ART. 9º DEROGADO (B.O. 97-08-04)  
 
MODIFICADO POR Decreto Nacional 868/99 Art.3 
ART. 11º DEROGADO (B.O. 99-08-17)  
 
MODIFICADO POR Decreto Nacional 868/99 Art.3 
ART. 12º DEROGADO (B.O. 99-08-17)  
 
MODIFICADO POR Decreto Nacional 868/99 Art.3 
ART. 13º DEROGADO (B.O. 99-08-17)  
 
MODIFICADO POR Decreto Nacional 868/99 Art.3 
ART. 28º DEROGADO (B.O. 99-08-17)  
 
 
GENERALIDADES  
Síntesis:  
SE REGLAMENTAN ASPECTOS FORMALES PARA LA DESIGNACION DE LOS INTEGRANTES DE LA 
COMISION NACIONAL DE EVALUACION Y ACREDITACION UNIVERSITARIA CREADA POR LEY N. 
24.521.  
 
Reglamenta a: Ley 24.521 
 
TEMA  
DECRETO REGLAMENTARIO-EDUCACION SUPERIOR-UNIVERSIDADES-OMISION NACIONAL DE 
EVALUACION Y ACREDITACION UNIVERSITARIA  
 
VISTO  
Los artículos 44, 46 y 47 de la Ley N. 24.521, y   
 
CONSIDERANDO  
- Que dichas normas prevén la existencia de la COMISION NACIONAL DE EVALUACION Y ACREDITACION 
UNIVERSITARIA, como un organismo descentralizado que funciona en jurisdicción del MINISTERIO DE 
CULTURA Y EDUCACION. 



- Que en consecuencia es necesario dictar una normativa reglamentaria mínima que fije los aspectos formales 
para la designación de los integrantes de aquel organismo, su estructura interna básica y algunas pautas 
fundamentales para su funcionamiento. 
- Que la presente medida se dicta de conformidad con lo establecido por el artículo 99, inciso 2) de la 
CONSTITUCION NACIONAL. 
 
Por ello,  
EL PRESIDENTE DE LA NACION ARGENTINA 
DECRETA:   
 
Artículo 1º: La COMISION NACIONAL DE EVALUACION Y ACREDITACION UNIVERSITARIA (CONEAU), 
cuya creación, jurisdicción, misiones y atribuciones determinan los artículos 44, 46 y 47 de la Ley N. 24. 521, 
funcionará de acuerdo con lo que determinan las cláusulas siguientes.   
 

TITULO II 
DEL CONSEJO DIRECTIVO 

(artículos 2 al 10) 
 

CAPITULO 1: DE SU INTEGRACION 
(artículos 2 al 7) 

 
 *Artículo 2º: El gobierno de la COMISION NACIONAL DE EVALUACION Y  ACREDITACION 
UNIVERSITARIA (CONEAU) estará a cargo de los miembros designados por el procedimiento establecido por 
el artículo 47 de la  Ley N. 24.521, los que deberán ser personalidades de reconocida  jerarquía en el campo 
académico, científico o de gestión  institucional y ejercerán sus funciones a título personal y con total 
independencia de criterio.   
 
Artículo 3º: Los organismos que de conformidad con lo dispuesto en el artículo 47 de la Ley N. 24.521 deban 
nominar a más de UN (1) miembro de la COMISION NACIONAL DE EVALUACION Y ACREDITACION 
UNIVERSITARIA (CONEAU), deberán procurar que la propuesta se integre con especialistas de distintas 
áreas del conocimiento y vinculados a distintas regiones del país.   
 
*Artículo 4º: El MINISTERIO DE CULTURA Y EDUCACION podrá convocar a  la primera reunión constitutiva 
de la COMISION NACIONAL DE  EVALUACION Y ACREDITACION UNIVERSITARIA (CONEAU) cuando se 
hubiera designado un mínimo de SIETE (7) miembros, sin perjuicio de la  posterior incorporación de los 
restantes una vez que fueran nominados  y designados.   
 
*Artículo 5º: En la primera reunión de la Comisión que se realice con el  total de sus miembros, se procederá a 
determinar por sorteo aquéllos  que cesarán a los DOS (2) años a fin de posibilitar el sistema de  renovación 
parcial.   
*Artículo 6º: Las retribuciones de los miembros de la COMISION NACIONAL  DE EVALUACION Y 
ACREDITACION UNIVERSITARIA (CONEAU) serán fijadas  por Resolución Conjunta de los Ministros de 
Cultura y Educación y  de Economía y Obras y Servicios Públicos de acuerdo con lo dispuesto  por el artículo 
3, inciso i) del Decreto N. 101 de fecha 16 de enero  de 1985, incorporado por su similar N. 1716 del 15 de 
septiembre de 1992.  
Ref. Normativas: Decreto Nacional 101/85 Art.3 
Decreto Nacional 1.716/92 
  
*Artículo 7º: El miembro que dejara de concurrir a TRES (3) sesiones consecutivas de la COMISION 
NACIONAL DE EVALUACION Y ACREDITACION UNIVERSITARIA (CONEAU) sin causa justificada, será 
considerado renunciante, debiendo ser reemplazado por otro elegido según el procedimiento previsto en el 
artículo 47 de la Ley N. 24.521.  Asimismo la COMISION NACIONAL DE EVALUACION Y ACREDITACION  
UNIVERSITARIA (CONEAU), por el voto de los DOS TERCIOS (2/3) del  total de sus miembros, podrá 
solicitar por razones fundadas que se reemplace a UNO (1) de sus integrantes que no diera debido  
cumplimiento a sus obligaciones, en cuyo caso la institución que  lo nominó deberá proponer un nuevo 
candidato.   
 

CAPITULO 2: DE SU FUNCIONAMIENTO 
(artículos 8 al 10) 

 
 *Artículo 8º: La COMISION NACIONAL DE EVALUACION Y ACREDITACION  UNIVERSITARIA (CONEAU) 
sesionará los días que el propio cuerpo  establezca de conformidad con las necesidades de trabajo. Podrá 
convocarse, asimismo, a sesión extraordinaria a petición de  cualquiera de sus miembros. Para sesionar 
válidamente se requerirá  la presencia de por lo menos la mitad más uno de sus integrantes, exigiéndose 
mayoría absoluta de los presentes para adoptar  resoluciones, salvo cuando se trate de resoluciones que 
aprueben dictámenes finales vinculantes, en cuyo caso deben ser adoptadas  con el voto de la mitad más uno 
del total de sus miembros. En los casos en que la Ley N. 24.521 requiere una opinión no  vinculante, la 
COMISION NACIONAL DE EVALUACION Y ACREDITACION  UNIVERSITARIA (CONEAU) emitirá un 
dictamen donde conste el punto  de vista mayoritario y las disidencias totales o parciales.   
 
*Artículo 9º: NOTA DE REDACCION:  
Derogado por art. 3 del Dec. 705/97.   
 
*Artículo 10º: La presidencia de la COMISION NACIONAL DE EVALUACION Y ACREDITACION 
UNIVERSITARIA (CONEAU) será ejercida por UNO (1) de sus integrantes designado por el voto de la mitad 
más uno del total de sus miembros, quien ejercerá la representación de la Comisión y conducirá las reuniones 
del cuerpo. El cargo será ejercido por el término de UN (1) año, pudiendo su presidente ser reelegido. Por el 
mismo procedimiento y término se designará UN (1) Vice-Presidente  que sustituirá al Presidente en caso de 
ausencia de éste.   
 

TITULO III 
DEL DIRECTOR EJECUTIVO 

(artículos 11 al 13) 



 
*Artículo 11º:(Nota de redacción)  
Derogado por art. 3 del Dec. 868/99.   
 
*Artículo 12º: (Nota de redacción)  
Derogado por art. 3 del Dec. 868/99.   
 
*Artículo 13º:(Nota de redacción)  
Derogado por art. 3 del Dec. 868/99.   
 
 

TITULO IV 
DE LAS COMISIONES ASESORAS Y DE LOS COMITE DE PARES 

(artículos 14 al 18) 
 
*Artículo 14º: La COMISION NACIONAL DE EVALUACION Y ACREDITACION UNIVERSITARIA (CONEAU) 
formará Comisiones Asesoras para cada una  de sus funciones específicas, compuestas por un número 
variable de miembros, todos ellos personas de reconocido prestigio y experiencia académica, profesional o en 
gestión institucional, escogidos en  consulta con los organismos universitarios, académicos, científicos, 
administrativos, profesionales y empresariales pertinentes. Los miembros de las Comisiones rotarán 
periódicamente. En cada Comisión participará necesariamente por lo menos UN (1) miembro de la COMISION 
NACIONAL DE EVALUACION Y ACREDITACION UNIVERSITARIA (C0NEAU), quien  la coordinará.  

Las Comisiones Asesoras emitirán opiniones respecto de cada uno de  los asuntos sometidos a su 
consideración por la COMISION NACIONAL DE EVALUACION Y ACREDITACION UNIVERSITARIA 
(CONEAU), sin que ellas tengan carácter vinculante.   
 
Artículo 15º: A los fines de contar con recomendaciones técnicas en los distintos trámites sobre los que 
corresponda la participación de la COMISION NACIONAL DE EVALUACION Y ACREDITACION 
UNIVERSITARIA (CONEAU), ésta constituirá en forma ad-hoc Comité de Pares que estarán integrados por 
expertos y se organizarán en base a áreas disciplinarias o profesionales para cada trámite de que se trate. 

Los pares evaluadores aplicarán en cada caso los criterios, estándares y procedimientos aprobados 
por la COMISION NACIONAL DE EVAUACION Y ACREDITACION UNIVERSITARIA (CONEAU), en los 
cuales serán debidamente instruidos.   
 
Artículo 16º: A los fines de la conformación de las Comisiones Asesoras y de los Comité de Pares, la 
COMISION NACIONAL DE EVALUACION Y ACREDITACION UNIVERSITARIA (CONEAU) formará y 
mantendrá actualizado un registro de expertos, por áreas disciplinarias y profesionales, que reúnan las 
condiciones necesarias a esos efectos, procurando que la misma esté integrada también por potenciales 
evaluadores del exterior. Para conformar dicho registro la COMISION NACIONAL DE EVALUACION Y 
ACREDITACION UNIVERSITARIA (CONEAU) consultará a las universidades y a las asociaciones científicas 
y profesionales correspondientes a fin de recibir sugerencias al respecto.   
 
Artículo 17º: La COMISION NACIONAL DE EVALUACION Y ACREDITACION UNIVERSITARIA (CONEAU) 
definirá las condiciones y requisitos que deberán reunir los miembros de las Comisiones Asesoras y de los 
Comité de Pares, garantizando el necesario nivel intelectual de los mismos, su independencia de criterio y su 
aceptación de los reglamentos.   
 
*Artículo 18º: Los miembros de las Comisiones Asesoras y de los Comités de Pares percibirán las sumas 
compensatorias que, para cada caso y de conformidad con las particularidades del trabajo que se les 
encomiende, fije el señor Ministro de Cultura y Educación, con intervención de la COMISION TECNICA 
ASESORA DE POLITICA SALARIAL DEL SECTOR PUBLICO, cuando corresponda.   
 
 

TITULO V 
DE LAS FUNCIONES 
(artículos 19 al 24) 

 
CAPITULO 1 

DE LA EVALUACION 
(artículos 19 al 21) 

 
Artículo 19º: A los efectos de dar comienzo a los procesos de evaluación institucional externa previstos en el 
artículo 44 de la Ley N. 24.521, la COMISION NACIONAL DE EVALUACION Y ACREDITACION 
UNIVERSITARIA (CONEAU) preparará una agenda escalonada procurando contemplar los requerimientos y 
propuestas de cada universidad, la que no podrá extenderse a más de DIECIOCHO (18) meses computados 
desde la constitución del cuerpo.   
 
 *Artículo 20º: Los procesos de evaluación externa que se encuentren actualmente en trámite o concluidos, en 
función de convenios entre las universidades y el MINISTERIO DE CULTURA Y EDUCACION, se 
considerarán válidos a los fines previstos en la Ley N. 24.521.   
 
Artículo 21º: El proceso de evaluación externa de las instituciones universitarias deberá alcanzar, en los casos 
que así corresponda, a las instituciones que aquellas hayan acreditado en virtud del artículo 22 de la Ley N. 
24.521.   
 

CAPITULO 2: DE LA ACREDITACION 
 
Artículo 22º: El MINISTERIO DE CULTURA Y EDUCACION acordará con la COMISION NACIONAL DE 
EVALUACION Y ACREDITACION UNIVERSITARIA (CONEAU) la oportunidad para la transferencia de todos 
los trámites de acreditación de ç posgrados que se sustancian por ante la COMISION DE ACREDITACION 
DE POSGRADO, dependiente de la SECRETARIA DE POLITICAS UNIVERSITARIAS del mencionado 
Ministerio, debiendo continuarse los mismos a partir del estado en que se encuentren, con reconocimiento de 
los pasos cumplidos.   



 
CAPITULO 3: DE LOS DICTAMENES PARA EL FUNCIONAMIENTO DE UNIVERSIDADES ESTATALES Y 

LA AUTORIZACION DE UNIVERSIDADES PRIVADAS 
(artículos 23 al 24) 

 
Artículo 23º: El MINISTERIO DE CULTURA Y EDUCACION no podrá, sin el dictamen favorable de la 
COMISION NACIONAL DE EVALUACION Y ACREDITACION UNIVERSITARIA autorizar la puesta en marcha 
de una nueva institución universitaria nacional o el reconocimiento de una provincial, ni otorgar la autorización 
provisoria o el reconocimiento definitivo a una institución universitaria privada. El dictamen favorable no obliga 
al citado Ministerio a otorgar las autorizaciones aludidas cuando tuviera razones fundadas para apartarse del 
mismo.   
 
*Artículo 24º: Los expedientes en los que se tramitan solicitudes de autorización provisoria para el 
funcionamiento de universidades privadas que se encontraban, a la fecha de sanción de la Ley N. 24.521, en 
condiciones de pasar a la Comisión Consultiva prevista por los artículos 11 y 12 del Decreto N. 2330/93, 
deberán ser remitidos a la COMISION NACIONAL DE EVALUACION Y ACREDITACION UNIVERSITARIA 
(CONEAU) a los fines de su tratamiento directo por el cuerpo, teniendo por válidos los trámites cumplidos. En 
los demás trámites se imprimirá el tratamiento que se estime conveniente.  
Ref. Normativas: Decreto Nacional 2.330/93 Art.11 al 12 
 

TITULO VI 
DE LAS NORMAS COMPLEMENTARIAS 

(artículos 25 al 30) 
 
Artículo 25º: La COMISION NACIONAL DE EVALUACION Y ACREDITACION UNIVERSITARIA (CONEAU) 
deberá asegurar a las partes interesadas la posibilidad de ser oída antes de dictarse una Resolución o 
emitirse un dictamen que pudiera afectarlas.   
 
Artículo 26º: La COMISION NACIONAL DE EVALUACION Y ACREDITACION UNIVERSITARIA (CONEAU) 
aprobará un Código de Ética para todos los miembros de sus organismos de gobierno, Comisiones Asesoras, 
y Comité de Pares, que regulará su intervención en los trámites bajo consideración de la COMISION 
NACIONAL DE EVALUACION Y ACREDITACION UNIVERSITARIA (CONEAU), recomendando la abstención 
cuando su vinculación académica o institucional directa con los mismos pudiera comprometer su 
imparcialidad.   
 
Artículo 27º: Sin perjuicio del cumplimiento de los trámites que prevea la reglamentación específica, el 
MINISTERIO DE CULTURA Y EDUCACION deberá efectuar, antes de remitir los antecedentes respectivos a 
la COMISION NACIONAL DE EVALUACION Y ACREDITACION UNIVERSITARIA (CONEAU) en los casos en 
que correspondiera su intervención, un juicio de admisibilidad a fin de comprobar que se hayan 
cumplimentado los requisitos formales indispensables.   
 
*Artículo 28º:(Nota de redacción)  
Derogado por art. 3 del Dec. 868/99.   
 
Artículo 29º: Hasta tanto se incorpore en el Presupuesto General de la Nación una partida especial para la 
COMISION NACIONAL DE EVALUACION Y ACREDITACION UNIVERSITARIA (CONEAU), los gastos que 
demande su funcionamiento serán financiados con cargo al presupuesto del MINISTERIO DE CULTURA Y 
EDUCACION.   
 
Artículo 30º: Comuníquese, publíquese, dése a la Dirección Nacional del Registro Oficial y archívese.   
 
FIRMANTES  
MENEM-RODRIGUEZ-DECIBE  
 
 



Decreto Nacional 576/96     
 
DECRETO REGLAMENTARIO DE LA LEY DE EDUCACION SUPERIOR  
BUENOS AIRES, 30 de Mayo de 1996  
BOLETIN OFICIAL, 04 de Junio de 1996  
Vigente/s de alcance general  
 
 
EFECTO PASIVO MODIFICADO POR Decreto Nacional 1.047/99 Art.6 
ART. 3 SUSTITUIDO (B.O. 99-09-29)  
 
MODIFICADO POR Decreto Nacional 1.047/99 Art.7 
ART. 15 DEROGADO (B.O. 99-09-29)  
 
 
GENERALIDADES  
Síntesis:  
SE REGLAMENTA LA LEY 24.521 DE EDUCACION SUPERIOR.  
Reglamenta a: Ley 24.521 
 
 
TEMA  
DECRETO REGLAMENTARIO-EDUCACION SUPERIOR-UNIVERSIDADES-UNIVERSIDADES PRIVADAS: 
CREACION-AUTORIZACION PARA FUNCIONAR-TITULO PROFESIONAL  
 
VISTO  
La Ley N 24.521, y  
Ref. Normativas: Ley 24.521 
 
CONSIDERANDO  

- Que resulta necesario reglamentar las previsiones de dicha ley relacionadas con la creación, 
seguimiento y fiscalización de instituciones universitarias privadas. 
- Que a tal fin, además de la normativa específica relacionada con los nuevos institutos creados por 
la Ley N. 24.521, se ha tomado en consideración la valiosa experiencia arrojada por la aplicación del 
Decreto N. 2330 del 11 de noviembre de 1993. 
- Que la presente medida se dicta de conformidad con lo establecido por el artículo 99, inciso 2) de la 
CONSTITUCION NACIONAL. 

 
Por ello,  
Ref. Normativas: Ley 24.521 
Decreto Nacional 2.330/93 
 
 
EL PRESIDENTE DE LA NACION ARGENTINA 
DECRETA: 
 

CAPITULO I 
DE LAS FACULTADES DEL MINISTERIO 

(artículos 1 al 2) 
 
Artículo 1º: Los trámites correspondientes a la creación, seguimiento y fiscalización de las instituciones 
universitarias privadas comprendidas en el Título IV, Capítulo 5 de la Ley N. 24. 521 se efectuarán, con los 
alcances allí establecidos, ante el   
 
Artículo 2º: El MINISTERIO DE CULTURA Y EDUCACION tendrá a los fines indicados en el artículo 1, 
además de las establecidas en los artículos 64, 65 y concordantes de la Ley N. 24.521, las siguientes 
facultades y deberes: 
 

a) Entender en todo lo concerniente al otorgamiento de las autorizaciones provisorias y definitivas. 
b) Controlar el cumplimiento de las normas referentes a la utilización de las denominaciones 
previstas en los artículos 64 inciso, c), 68 y concordantes de la Ley N. 24.521. 
c) Organizar un registro general de instituciones universitarias privadas y un legajo especial para 
cada una de ellas, con todos los antecedentes que se consideren necesarios.   
 

 
CAPITULO II 

DE LA AUTORIZACION DE NUEVAS INSTITUCIONES UNIVERSITARIAS PRIVADAS 
(artículos 3 al 8) 

 
*Artículo 3º: La autorización provisoria de instituciones universitarias privadas será otorgada por decreto del 
PODER EJECUTIVO NACIONAL sobre la base de la calidad y pertinencia de la propuesta educativa 
contenida en el proyecto presentado mediante solicitud a tal efecto, previo informe favorable de la COMISION 
NACIONAL DE EVALUACION Y ACREDITACION UNIVERSITARIA (CONEAU). 

La autorización bajo la denominación de "Universidad" exigirá variedad de facultades, escuelas, 
institutos o departamentos, orgánicamente estructurados. La creación y funcionamiento de facultades, 
institutos, departamentos u otro tipo de establecimientos universitarios aislados, serán autorizados bajo la 
denominación "Institutos Universitarios". 

La autorización será concedida con expresa indicación de las carreras, grados y títulos que se cursen 
u otorguen en la institución correspondiente.   
 
Artículo 4º: La solicitud de autorización para el funcionamiento provisorio de una nueva institución universitaria 
privada deberá presentarse de conformidad con las formalidades que establezca el MINISTERIO DE 
CULTURA Y EDUCACION e integrarse con: 



 
a) Certificación de la personería jurídica de la entidad peticionante. 
b) Acreditación de la personería del representante de la entidad peticionante. 
c) Elementos que evidencien la responsabilidad moral, financiera y económica de los integrantes de 
la asociación o fundación. 
d) Datos personales y antecedentes educativos, académicos y de investigación completos de las 
personas integrantes de los órganos de gobierno de la institución universitaria, con indicación de los 
cargos que desempeñarán. 
e) Inventario inicial y balance constitutivo, si lo hubiere, y balances posteriores, hasta el ejercicio 
correspondiente a la fecha de presentación, debidamente certificados por Contador Público Nacional. 
f) Compromiso formal de acreditar, en el caso de Universidades, un patrimonio propio de PESOS UN 
MILLON ($ 1.000.000) o más, con indicación detallada de su origen y composición, y de PESOS 
TRESCIENTOS MIL ($ 300.000) o más en el caso de Institutos Universitarios. 
g) El proyecto institucional de la institución universitaria, con descripción de objetivos y plantes de 
acción para su desarrollo por SEIS (6) años, con justificación de su ecuación económico financiera; 
proyectos educativos completos y planes de investigación y extensión. 
h) Proyectos del estatuto académico o su normativa equivalente, el cual deberá determinar 
explícitamente los siguientes aspectos mínimos: La sede en la que desarrollará sus actividades, de 
acuerdo al criterio establecido en el artículo 3; los objetivos de la institución; su estructura 
organizativa; la integración y funciones de los distintos órganos de gobierno, así como el régimen de 
la docencia y de la investigación y pautas de administración económico financiera. 
i) Las carreras que se ofrecerán inicialmente y para las cuales se solicita autorización, incluyendo en 
cada caso la información que requiera la reglamentación que dicte el MINISTERIO DE CULTURA Y 
EDUCACION. 
j) Descripción documentada de las instalaciones disponibles para la institución con el propósito de 
acreditar la posibilidad de cumplimiento de sus fines, de acuerdo a los requisitos que establezca la 
reglamentación que dicte el MINISTERIO DE CULTURA Y EDUCACION. 
k) Garantía a la orden del MINISTERIO DE CULTURA Y EDUCACION por la suma de PESOS 
SESENTA MIL ($ 60.000), la que podrá ser integrada en depósito bancario, seguro de caución o 
títulos públicos. Esta suma será reintegrada una vez que se otorgue a la institución universitaria la 
autorización definitiva, o bien dentro de los QUINCE (15) días posteriores a la denegación de la 
autorización provisoria.   

 
Artículo 5º: Presentada la solicitud, el MINISTERIO DE CULTURA Y EDUCACION verificará que se ajuste a 
los requisitos establecidos en el artículo precedente y, en su caso, formulará las observaciones que 
correspondan.   
 
Artículo 6º: Presentada la solicitud con sujeción a los requisitos indicados, el MINISTERIO DE CULTURA Y 
EDUCACION realizará un análisis preliminar de la congruencia de la presentación, que constate si el proyecto 
institucional y académico se adecua a los principios y normas que surgen de los artículos 27, 28, 62, 74 y 
concordantes de la Ley N. 24.521 por los procedimientos que considere adecuados, y elaborará una 
evaluación provisoria de la que dará vista al peticionante por el plazo de TREINTA (30) días hábiles. Cumplido 
dicho plazo, cualquiera sea el resultado de la vista, el MINISTERIO DE CULTURA Y EDUCACION remitirá las 
actuaciones, junto con un informe técnico ampliatorio, a la COMISION NACIONAL DE EVALUACION Y 
ACREDITACION UNIVERSITARIA (CONEAU) a los fines previstos en los artículos 62 y 63 de la Ley N. 
24.521.   
 
Artículo 7º: Si el informe de la COMISION NACIONAL DE EVALUACION Y ACREDITACION UNIVERSITARIA 
(CONEAU) fuera desfavorable, el MINISTERIO DE CULTURA Y EDUCACION dictará resolución disponiendo 
la conclusión del trámite con notificación al peticionante. En caso de informe favorable, el MINISTERIO DE 
CULTURA Y EDUCACION elevará lo actuado al PODER EJECUTIVO NACIONAL aconsejando la resolución 
que a su juicio corresponda.   
  
Artículo 8º: La institución que hubiere obtenido la autorización provisoria no podrá dar comienzo a las 
actividades académicas hasta tanto se cumplimenten los siguientes recaudos a través del MINISTERIO DE 
CULTURA Y EDUCACION: 
 

a) Aprobación de los estatutos. 
b) Aprobación de los planes de estudio de las carreras autorizadas en el decreto de habilitación. 
c) Acreditación del cumplimiento de todas las exigencias establecidas en el artículo 4 del presente 
decreto y de los compromisos asumidos, así como de la habilitación de los edificios por los 
organismos pertinentes y verificación de dichos extremos por parte del Ministerio.   
 

 
CAPITULO III 

DE LAS INSTITUCIONES UNIVERSITARIAS CON AUTORIZACION PROVISORIA (artículos 9 al 11) 
   
 
Artículo 9º: Las instituciones universitarias autorizadas en forma provisoria tendrán que indicar dicha 
circunstancia en todos sus anuncios, publicaciones y documentación, agregando debajo o a continuación del 
nombre la siguiente leyenda: "Autorizada provisoriamente por DECRETO del PODER EJECUTIVO 
NACIONAL N ..., conforme a lo establecido en el artículo 64 inciso c) de la ley N. 24.521". En caso de 
incumplimiento, la institución se hará pasible de las sanciones dispuestas en los artículos 22 inciso e) y 24 del 
presente.   
 
Artículo 10º: Las instituciones universitarias con autorización provisoria deberán elevar al MINISTERIO DE 
CULTURA Y EDUCACION un informe anual dentro de los TRES (3) meses de finalizado cada año lectivo, 
señalando los avances realizados y evaluándolos con respecto al grado de cumplimiento de sus objetivos 
institucionales y académicos y planes de acción. Dicho informe se elaborará conforme a las pautas que 
establezca el MINISTERIO DE CULTURA Y EDUCACION.   
 
Artículo 11º: El MINISTERIO DE CULTURA Y EDUCACION verificará la veracidad de la información a que 
hace referencia el artículo anterior mediante los procedimientos que considere necesarios y elevará los 



antecedentes a la COMISION NACIONAL DE EVALUACION Y ACREDITACION UNIVERSITARIA (CONEAU) 
a los fines previstos en el artículo 64 inciso a) de la ley N. 24.521. Con su informe hará el seguimiento de la 
institución y evaluará su adecuación a las condiciones en que fue otorgada la autorización provisoria. En caso 
necesario, dispondrá los correctivos que deberán adoptarse. 
 
 

CAPITULO IV 
DE LA AUTORIZACION DEFINITIVA 

(artículos 12 al 13) 
 
Artículo 12º: Una vez transcurrido el lapso previsto en el artículo 65 de la Ley N. 24.521, el establecimiento 
podrá solicitar el reconocimiento definitivo para operar como institución universitaria privada, a cuyo fin deberá 
acompañar la siguiente documentación: 
 

a) Acreditación de la personería del representante. 
b) Copia autenticada de la resolución del órgano competente de la institución peticionante, por la cual 
se decide solicitar la autorización definitiva. 
c) Datos personales y antecedentes educativos, académicos y de investigación completos de las 
personas integrantes de los órganos de gobierno de la entidad peticionante, con indicación de los 
cargos que desempeñan. 
d) Indicación detallada y actualizada de la composición del patrimonio del establecimiento, con 
determinación de su origen y fechas de adquisición y copia autenticada por Escribano Público de los 
títulos de propiedad de los bienes registrables. 
e) Nómina completa del personal directivo, docente, técnico y administrativo del establecimiento, con 
indicación de título, antecedentes, cargos y dedicación. 
f) Copias autenticadas del estatuto académico y de las reglamentaciones internas. 
g) Presupuesto financiero con indicación de origen y destino de los recursos, que acredite la 
posibilidad del normal desarrollo de las actividades docentes y de investigación de la institución. 
h) Informe con la evaluación de los logros alcanzados en los SEIS (6) años de gestión, en relación 
con el proyecto institucional inicial; copia de las evaluaciones externas efectuadas en ese lapso; 
copia de los informes de las fiscalizaciones efectuadas por el MINISTERIO DE CULTURA Y 
EDUCACION. 
i) Memoria general de la institución en la que conste su evolución desde la fundación; los resultados 
obtenidos; la actividad docente y de investigación desarrollada; las instalaciones, y estadísticas 
generales con especial indicación de la evolución de la matrícula, del número de alumnos aprobados 
y reprobados y del número de graduados y desertores, con discriminación por año académico, 
Facultades, Escuelas, Carreras y títulos. Asimismo deberán acreditar relaciones institucionales con 
Universidades e instituciones académicas nacionales y del extranjero. 
j) Los resultados de una autoevaluación institucional realizada dentro del año anterior a la 
presentación de la solicitud definitiva. 
k) Evaluación externa de la COMISION NACIONAL DE EVALUACION Y ACREDITACION 
UNIVERSITARIA (CONEAU) o una entidad privada de evaluación y acreditación reconocida. 
l) Copia de los informes anuales presentados según lo dispuesto en el artículo 10 desde su 
autorización provisoria.  
ll) Un proyecto de desarrollo institucional para los SEIS (6) años siguientes, en el que se detallará, 
entre otros, los cambios que serán introducidos en las unidades docentes o de investigación y la 
apertura o cierre de los programas previstos para ese período.   

 
Artículo 13º: Efectuada la presentación de la solicitud de autorización definitiva, ésta se substanciará de 
acuerdo con el procedimiento establecido en los artículos 5, 6 y 7 del presente decreto. Al expediente se le 
incorporarán los informes anuales producidos por la COMISION NACIONAL DE EVALUACION Y 
ACREDITACION UNIVERSITARIA (CONEAU), los informes técnicos del CONSEJO DE RECTORES DE 
UNIVERSIDADES PRIVADAS (CRUP) si los hubiere, y las evaluaciones del MINISTERIO DE CULTURA Y 
EDUCACION.   
 
 

CAPITULO V 
DE LAS MODIFICACIONES Y REFORMAS 

(artículos 14 al 19) 
   
 
Artículo 14º: Las instituciones universitarias privadas comunicarán al MINISTERIO DE CULTURA Y 
EDUCACION todas las modificaciones en la composición de sus órganos de gobierno.   
 
*Artículo 15º: (Nota de Redacción)  
Derogado por art. 7 del Dec. 1047/99.   
 
Artículo 16º: Durante el período de autorización provisoria, toda modificación de los estatutos, creación de 
nuevas carreras, grados o títulos y cambios en los planes de estudio, deberá ser autorizada por el 
MINISTERIO DE CULTURA Y EDUCACION. Si la propuesta no encuadrara en el plan de acción a que refiere 
el inciso g) del artículo 4 deberá contarse, además, con informe favorable de la COMISION NACIONAL DE 
EVALUACION Y ACREDITACION UNIVERSITARIA.   
 
Artículo 17º: En los casos en que las instituciones privadas con autorización provisoria soliciten autorización 
para la creación de nuevas carreras, facultades, institutos, escuelas, departamentos, grados o títulos y cambio 
de planes de estudio el MINISTERIO DE CULTURA Y EDUCACION recabará la opinión del CONSEJO DE 
RECTORES DE UNIVERSIDADES PRIVADAS (CRUP), el cual deberá expedirse en el término de TREINTA 
(30) días hábiles y de expertos convocados al efecto los que se expedirán dentro del mismo plazo. De tales 
dictámenes se dará vista al peticionante por el término perentorio de QUINCE (15) días hábiles, para que 
formule las observaciones que considere adecuadas. Con su resultado, el señor Ministro de Cultura y 
Educación dictará la resolución correspondiente.   
 



Artículo 18º: Las instituciones universitarias privadas con autorización definitiva deberán comunicar al 
MINISTERIO DE CULTURA Y EDUCACION las modificaciones introducidas a sus estatutos académicos o 
normativa equivalente, con copia de las mismas, a los fines previstos en el artículo 34 de la Ley N. 24.521.   
 
Artículo 19º: Las instituciones universitarias con autorización definitiva deberán comunicar al MINISTERIO DE 
CULTURA Y EDUCACION la creación de nuevas facultades, escuelas, institutos, departamentos, carreras, 
grados o títulos, acompañando las copias y antecedentes que determine la normativa que dicte el 
MINISTERIO DE CULTURA Y EDUCACION. Sin perjuicio de ello deberán dar cumplimiento a lo previsto en 
los artículos 41, 42, y 43 de la Ley N. 24.521 y 21, incisos 10) y 11), de la Ley de Ministerios (t.o. 1992) antes 
de comenzar las actividades académicas respectivas.   
 

CAPITULO VI 
DE LAS CERTIFICACIONES DE TITULOS 

(artículos 20 al 21) 
 
Artículo 20º: La certificación de los títulos académicos expedidos por instituciones universitarias privadas con 
autorización provisoria, será extendida por el MINISTERIO DE CULTURA Y EDUCACION, previa verificación 
de la aprobación de las materias del plan de estudios correspondiente y del cumplimiento de los requisitos 
legales, estatutarios y reglamentarios. El trámite será efectuado por intermedio de la institución respectiva, la 
cual acompañará en cada caso un certificado en el que conste la totalidad de las calificaciones y de las 
pruebas rendidas por el interesado, con indicación de las fechas de estas últimas. Dicho certificado se 
archivará en el MINISTERIO DE CULTURA Y EDUCACION.   
 
Artículo 21º: Las instituciones universitarias privadas con autorización definitiva podrán expedir los diplomas 
de sus egresados sin intervención previa del MINISTERIO DE CULTURA Y EDUCACION, dando cuenta al 
mismo de los diplomas que se expidan con los datos de los egresados, dentro de los TREINTA (30) días de 
otorgados. Tendrán como único requisito para su validez la autenticación por parte del MINISTERIO DE 
CULTURA Y EDUCACION de las firmas de las autoridades que los expidan.   
 

CAPITULO VII 
DE LA FISCALIZACION Y SEGUIMIENTO ACADEMICO 

(artículos 22 al 26) 
 
Artículo 22º: A los efectos del seguimiento académico y fiscalización de las instituciones universitarias 
privadas con autorización provisoria, el MINISTERIO DE CULTURA Y EDUCACION podrá disponer las 
medidas que considere adecuadas y en particular las siguientes: 
 

a) Examinar los libros, registros y documentación relacionados con la actividad académica, 
administrativa y financiera de las instituciones autorizadas. Los libros de actas de sesiones de los 
órganos de gobierno del establecimiento y los de actas de exámenes, deberán ser rubricados y 
foliados por el órgano competente del MINISTERIO DE CULTURA Y EDUCACION. 
b) Disponer inspecciones en los establecimientos cuando observare o tuviere conocimiento de 
irregularidades, de actos violatorios de las leyes, decretos y estatutos que los rigen o cuando fuere 
necesario para el cumplimiento de los deberes conferidos al MINISTERIO DE CULTURA Y 
EDUCACION, por la Ley N. 24.521 y por su normativa reglamentaria. 
c) Disponer las medidas necesarias para dar cumplimiento a lo previsto en el artículo 64 inciso a) de 
la Ley N. 24.521, a cuyo efecto el MINISTERIO DE CULTURA Y EDUCACION dictará la normativa 
pertinente en cuanto a requisitos y procedimientos. 
d) Requerir la colaboración de las autoridades competentes. 
e) Prohibir la circulación y secuestrar las publicaciones cuyo texto no se ajuste a las normas del 
artículo 64 inciso c) de la Ley N. 24.521. 
f) Expedir certificaciones y testimonios en las actuaciones en las cuales intervenga, y determinar las 
condiciones formales de los certificados y diplomas.   

 
Artículo 23º: El MINISTERIO DE CULTURA Y EDUCACION podrá ordenar la fiscalización de una institución 
universitaria con autorización definitiva con los alcances previstos en el artículo 65 de la Ley N. 24.521, o su 
evaluación fuera de los plazos previstos en el artículo 44 de la Ley N. 24.521, mediante resolución fundada y 
cuando graves razones lo justifiquen.   
 
Artículo 24º: Las instituciones privadas autorizadas que no den cumplimiento a las obligaciones impuesta por 
la Ley N. 24.521, su normativa reglamentaria o los estatutos respectivos, estarán sujetas a las siguientes 
sanciones: 
 

a) Llamado de atención. 
b) Apercibimiento. 
c) Intimación al establecimiento a que suspenda sus actividades. 
d) Intervención por tiempo determinado. 
e) Clausura definitiva, total o parcial. 

 
Las sanciones previstas en los incisos a), b) y c) podrán ser dispuestas por el MINISTERIO DE 

CULTURA Y EDUCACION. 
Las previstas en los incisos d) y e) deberán ser dispuestas por decreto del PODER EJECUTIVO 

NACIONAL.   
 
Artículo 25º: El MINISTERIO DE CULTURA Y EDUCACION dictará las normas de procedimiento necesarias 
para la aplicación de las sanciones previstas precedentemente, garantizando el derecho de defensa de las 
partes.   
 
Artículo 26º: El MINISTERIO DE CULTURA Y EDUCACION actuará como órgano de aplicación a los efectos 
de comprobar las violaciones a la prohibición establecida en el artículo 68 de la Ley N. 24.521 y dictará las 
sanciones que correspondan, siguiendo para ello el procedimiento que a esos efectos determine. Constatada 
la violación, el MINISTERIO DE CULTURA Y EDUCACION intimará a la entidad a que suspenda sus 
actividades. El incumplimiento hará pasible a la entidad de la aplicación de las siguientes sanciones: 



 
a) Clausura inmediata y definitiva. 
b) Inhabilitación de los responsables de la entidad para ejercer la docencia, así como para 
desempeñar la función pública o integrar órganos de gobierno de asociaciones civiles dedicadas a la 
educación superior, por el término de DOS (2) a CINCO (5) años.   

 
CAPITULO VIII 

DE LAS TASAS DE SERVICIOS Y CONTRIBUCIONES ECONOMICAS 
 
Artículo 27º: A los fines de la realización de los trámites que se indican a continuación, las instituciones 
privadas deberán abonar las siguientes tasas: 
 

a) Solicitud de autorización provisoria y definitiva: Pesos DIEZ MIL ($ 10.000). 
b) solicitud de autorización para la creación de una nueva sede, facultad, escuela, instituto, 
departamento, carrera, grado y título: Pesos DOS MIL ($ 2.000). Se faculta al MINISTERIO DE 
CULTURA Y EDUCACION a modificar los montos indicados precedentemente. Las tasas se 
abonarán mediante depósito bancario efectuado en una cuenta que deberá habilitar al efecto el 
MINISTERIO DE CULTURA Y EDUCACION.   

 
CAPITULO IX 

DISPOSICIONES TRANSITORIAS 
(artículos 28 al 33) 

 
Artículo 28º: Las instituciones universitarias privadas cuyo funcionamiento ha sido autorizado provisoria o 
definitivamente deberán adecuar sus estatutos académicos o normativa equivalente a las previsiones de la 
Ley N. 24.521 dentro de los CIENTO OCHENTA (180) días de la publicación del presente, y comunicarlos al 
MINISTERIO DE CULTURA Y EDUCACION a los fines previstos en el artículo 34 de la norma de mención. 
Las modificaciones se ajustarán a lo previsto en los artículos 16 y 18 del presente decreto. Hasta tanto se 
complete dicho trámite continuarán en vigencia los estatutos oportunamente aprobados.   
 
Artículo 29º: Las instituciones universitarias privadas con autorización otorgada con anterioridad a la vigencia 
de este decreto, deberán presentar los objetivos institucionales y plan de acción a que hace referencia el 
artículo 4 inciso g), en el plazo que establezca la normativa que dicte el MINISTERIO DE CULTURA Y 
EDUCACION.   
 
Artículo 30º: Las instituciones universitarias a las que se hubiera otorgado autorización provisoria por 
resolución ministerial en virtud de la delegación de facultades establecida en el Decreto N. 101/85, darán 
cumplimiento a la exigencia del artículo 64 inciso c) de la Ley N. 24.521 consignando esa circunstancia y el 
número de la resolución respectiva.  
Ref. Normativas: Decreto Nacional 101/85 
  
Artículo 31º: Las solicitudes de autorización para la reforma de los estatutos, creación de nuevas carreras, 
facultades, escuelas, institutos, departamentos, grados, títulos y modificación de planes de estudio 
presentadas con anterioridad a la entrada en vigencia de la Ley N. 24.521 por las instituciones universitarias 
con autorización definitiva que se hallaban sujetas a la Prueba Final de Capacidad Profesional, se entenderán 
como comunicaciones en los términos de los artículos 18 y 19 del presente decreto.   
 
Artículo 32º: La previsión del artículo 21 del presente decreto será de aplicación a los títulos expedidos por las 
instituciones universitarias con autorización definitiva que se hallaban sujetas a la Prueba Final de Capacidad 
Profesional con anterioridad a la entrada en vigencia de la Ley N. 24.521.   
 
Artículo 33º: Comuníquese, publíquese, dése a la Dirección Nacional del Registro Oficial y archívese.   
 
FIRMANTES  
MENEM-DECIBE  



  
DECRETO NACIONAL 276/99 
DECRETO REGLAMENTARIO SOBRE EDUCACION SUPERIOR  
BUENOS AIRES, 25 de Marzo de 1999  
BOLETIN OFICIAL, 31 de Marzo de 1999  
Vigente/s de alcance general  
 
Reglamenta a: Ley 24.521 Art.74 
 
VISTO  
El expediente N. 19/99 del registro del MINISTERIO DE CULTURA Y EDUCACION, y   
 
CONSIDERANDO  
Que en dichas actuaciones obra el Acuerdo Plenario N. 314/98 del CONSEJO INTERUNIVERSITARIO 
NACIONAL (CIN) en el cual el cuerpo refleja su preocupación por la existencia de ofertas educativas 
realizadas en el país por universidades extranjeras. 
 
Que dicha preocupación ha sido planteada también en el CONSEJO DE UNIVERSIDADES (CU), en la 
COMISION NACIONAL DE EVALUACION Y ACREDITACION UNIVERSITARIA (CONEAU) y en la 
COMISION DE EDUCACION de la HONORABLE CAMARA DE DIPUTADOS DE LA NACION. 
 
Que si bien la Ley N.24.521 no contiene una normativa específica que regule el funcionamiento de 
instituciones universitarias extranjeras, su artículo 74 prevé la posibilidad de autorizar la creación y el 
funcionamiento de otras modalidades de organización universitaria, sujeto ello a una reglamentación especial 
que a esos efectos se dicte. 
 
Que tal reglamentación debe garantizar la previa evaluación de la factibilidad y de la calidad de la oferta 
académica y un nivel equivalente al del resto de las instituciones universitarias del país. 
 
Que los mecanismos y exigencias previstas en el Capítulo 5 del Título IV de la Ley N.24.521 y en el Decreto 
N.576 del 30 de mayo de 1996, admiten analógicamente ser aplicados a instituciones universitarias 
extranjeras que pretendan instrumentar una oferta educativa de ese nivel, ya que aseguran procesos de 
evaluación de la factibilidad del proyecto y de la calidad y el nivel de la oferta educativa, así como la 
posibilidad de control y seguimiento del emprendimiento. 
 
Que bajo esas garantías la instalación de sedes de instituciones universitarias extranjeras no presenta riesgos 
ni inconvenientes al sistema universitario, sino que, por el contrario, puede enriquecerlo con experiencias de 
calidad. 
 
Que la presente medida se dicta de conformidad con lo establecido en el artículo 99, inciso 2 de la 
CONSTITUCION NACIONAL. 
 
Por ello,  
Ref. Normativas:  
Ley 24.521 
Ley 24.521 Art.74 
Decreto Nacional 576/96 
 
EL PRESIDENTE DE LA NACION ARGENTINA 
DECRETA:   
 
Artículo 1º: Las instituciones universitarias extranjeras que pretendan instrumentar ofertas educativas de ese 
nivel en el país, deberán solicitar el reconocimiento legal de su personería jurídica por los mecanismos 
establecidos por la legislación vigente y luego someterse a los procedimientos aplicables al otorgamiento de la 
autorización para el funcionamiento de instituciones universitarias previstos en el Capítulo 5 del Título IV de la 
Ley N.24.521 y en el Decreto N. 576/96.  
Ref. Normativas: Decreto Nacional 576/96 
  
Artículo 2º: Otorgada en forma la autorización para el funcionamiento de una institución universitaria 
extranjera por los procedimientos indicados en el artículo anterior, la misma quedará sujeta a las exigencias, 
condiciones y mecanismos de control y seguimiento establecidos por la normativa aludida, gozando a partir de 
ese momento de los mismos derechos y facultades de las instituciones universitarias legalmente autorizadas 
por dicho mecanismo.   
 
Artículo 3º: En la consideración de las solicitudes de autorización por parte de los organismos competentes, 
se podrá tener en cuenta el resultado de procesos de evaluación efectuados por agencias de reconocido 
prestigio, así como los antecedentes nacionales e internacionales de la institución solicitante.   
 
Artículo 4º: Las instituciones universitarias extranjeras que no dieren cumplimiento a lo previsto en el presente 
decreto, serán consideradas como instituciones no habilitadas para funcionar legalmente como universitarias 
en el país, siéndoles aplicable las prohibiciones, restricciones y sanciones previstas en la Resolución N. 206 
del 21 de febrero de 1997 del MINISTERIO DE CULTURA Y EDUCACION.  
Ref. Normativas: Resolución 206/97 
MINISTERIO DE CULTURA Y EDUCACION 
 
Artículo 5º: El MINISTERIO DE CULTURA Y EDUCACION dictará las normas complementarias necesarias 
para contemplar las particularidades que puedan surgir del carácter de persona jurídica extranjera de las 
referidas instituciones.   
 
Artículo 6º: Comuníquese, publíquese, dése a la Dirección Nacional del Registro Oficial y archívese.   
 
 FIRMANTES  
 MENEM-Rodríguez-Decibe  



DECRETO NACIONAL 1.232/2001 
 
DECRETO REGLAMENTARIO DE LA LEY DE EDUCACION SUPERIOR  
BUENOS AIRES, 2 de Octubre de 2001  
BOLETIN OFICIAL, 05 de Octubre de 2001  
Vigente/s de alcance general  
 
EFECTO ACTIVO DEROGA A Decreto Nacional 455/97 POR ART. 16 
 
Reglamenta a: Ley 24.521 
  
VISTO lo dispuesto por los artículos 4º inciso f), 8º, 10, 15, 17, 22, 23, 25 y 43 de la Ley Nº 24.521, el Decreto 
Nº 455 del 21 de mayo de 1997 y los Acuerdos A9, A11 y A14 del CONSEJO FEDERAL DE Ref. Normativas:   
Ley 24.521 Art.4 
Ley 24.521 Art.8 
Ley 24.521 Art.10 
Ley 24.521 Art.15 
Ley 24.521 Art.17 
Ley 24.521 Art.22 al 23 
Ley 24.521 Art.43 
Decreto Nacional 455/97 
Ley 24.521 Art.25 
 
CONSIDERANDO  
 
Que es necesario sentar una base normativa inequívoca que permita avanzar en la constitución de un sistema 
integrado de educación superior que dé lugar a la movilidad de los estudiantes entre Universidades, entre 
Institutos de Educación Superior no Universitaria y entre éstos y aquéllas, en ambas direcciones. 
 
Que la Ley Nº 24.521 incorpora a nuestra legislación la figura de los Colegios Universitarios, concebidos como 
una categoría de instituciones de educación superior, que no sólo se distingue por tener mecanismos de 
acreditación y, eventualmente, de articulación de sus carreras o programas de formación con una o más 
Instituciones Universitarias, sino también por ofrecer un conjunto dinámico de relaciones con su medio. 
 
Que es conveniente establecer con la mayor precisión posible no sólo los distintos momentos del proceso de 
transformación de las Instituciones de Educación Superior no Universitaria en Colegios Universitarios o de 
aquellas instituciones que se creen con la categoría de Colegios Universitarios, sino también la connotación 
de ciertos términos utilizados ambiguamente en la normativa vigente. 
 
Que en la categorización como Colegios Universitarios de Instituciones de Educación Superior no 
Universitaria que se transformen o se creen, debe evitarse la multiplicación de categorías institucionales. 
 
Que entre las Instituciones de Educación Superior Universitaria y no Universitaria se han celebrado convenios 
para la realización conjunta de programas, planes, proyectos e instancias de cooperación en actividades de 
capacitación, de investigación, de extensión, etc., que no implican acreditación, en cuanto reconocimiento 
automático de estudios. 
 
Que el legislador ha puesto énfasis en señalar que los Colegios Universitarios son instituciones diferentes de 
los Institutos de Educación Superior no Universitaria actualmente existentes, toda vez que el propio artículo 22 
de la mencionada Ley supone, para que se configure un Colegio Universitario, que debe crearse una 
institución nueva o bien transformarse una existente. 
 
Que dicha transformación implica la participación de organizaciones y/o entidades sociales de su zona de 
influencia para ofrecer la posibilidad de obtener conocimientos que habiliten a los graduados de dichas 
instituciones para su inserción en su sociedad o para continuar estudios universitarios. 
 
Que dichos establecimientos educativos están insertos en un marco institucional complejo ya que, por un lado, 
se trata de Instituciones de Educación Superior no Universitaria sujetas, en consecuencia, a la legislación 
provincial de conformidad con lo establecido por el artículo 15 de la Ley Nº 24.521, en tanto que, por el otro, 
no puede desconocerse que la caracterización como "universitarios" otorgada por el legislador a estos 
establecimientos educativos resulta precisamente de su vinculación con las universidades. 
Que si bien la competencia sobre la Educación Superior no Universitaria, brindada por las instituciones a las 
que refiere el artículo 22 de la Ley Nº 24.521, corresponde, como se ha expresado a las Provincias o al 
Gobierno de la CIUDAD AUTONOMA DE BUENOS AIRES, la vinculación con el medio y la posible 
integración con el nivel universitario -y en particular la posibilidad de que los estudios cursados en estas 
instituciones sean reconocidos por una universidad para ser continuados en ella, y viceversa- hace 
indispensable que la configuración de Colegios Universitarios se ajuste a ciertas pautas mínimas. 
 
Que resulta necesario prever mecanismos de acreditación, articulación y reconocimiento de estudios entre las 
Universidades y las Instituciones de Educación Superior no Universitaria a los fines de garantizar la movilidad 
de los estudiantes que egresan del nivel polimodal o del nivel medio y ofrecer la posibilidad de obtener un 
título terciario a aquellos estudiantes que no han completado sus estudios universitarios. 
 
Que a los efectos de evitar que se utilice indebidamente la denominación "Colegio Universitario", sin respetar 
las pautas que garanticen los niveles de calidad que se pretende que tales instituciones posean, resulta 
necesario y conveniente que el PODER EJECUTIVO NACIONAL ejerza la potestad reglamentaria que le 
compete. 
 
Que la presente medida se dicta conforme las facultades conferidas en el artículo 99, inciso 2) de la 
CONSTITUCION NACIONAL. 
 
Por ello,  
Ref. Normativas: Ley 24.521 



Ley 24.521 Art.15 
Ley 24.521 Art.22 
 
 
EL PRESIDENTE DE LA NACION ARGENTINA 
DECRETA: 
 
Artículo 1º - El sistema integrado de educación superior se ejecutará a través de la categoría institucional de 
los Colegios Universitarios prevista en el artículo 22 de la Ley Nº 24.521, mediante convenios de articulación y 
acreditación a celebrarse entre una Jurisdicción Educativa Provincial o el Gobierno de la CIUDAD 
AUTONOMA DE BUENOS AIRES, una o más Instituciones Universitarias públicas o privadas del país y una o 
más Instituciones de Educación Superior no Universitaria.  
Ref. Normativas: Ley 24.521 Art.22 
 
Artículo 2º - La categorización como Colegio Universitario no modificará la condición jurídico funcional, ni el 
régimen de incorporación y financiamiento, ni la denominación del establecimiento de Institución de Educación 
Superior no Universitaria Para ser categorizadas como Colegio Universitario las instituciones privadas de 
educación superior no universitaria deberán contar con personería jurídica como asociación civil o fundación.   
 
Artículo 3º - En los Colegios Universitarios se brindarán uno o más de los programas siguientes:  
 

a) Programas cortos, flexibles o a término, conducentes al título de técnico superior, que se orienten 
a la adquisición de competencias profesionales y tiendan a la inserción laboral del egresado, con una 
carga horaria no menor a las MIL SEISCIENTAS (1.600) horas, en no menos de DOS (2) años; 
b) Programas de formación general o estudios básicos iguales a los que se dictan en las Instituciones 
Universitarias, que estarán a cargo de los docentes de los Colegios Universitarios que posean título 
universitario; 
c) Programas de formación de docentes para todos los niveles de la educación excepto el nivel 
superior; 
d) Programas cortos, flexibles y/o a término, que faciliten la capacitación, el perfeccionamiento, la 
reconversión de competencias técnicas y profesionales que tiendan a hacer posible la inserción 
laboral del egresado, así como programas de educación no formal y de adultos que respondan a las 
necesidades educativas de la región, en un marco de educación permanente. 
e) En todos los casos, y mediante procedimientos expresos para el reconocimiento de estudios, 
quienes cursen estos programas podrán continuarlos en Instituciones Universitarias y los Colegios 
Universitarios recibir a estudiantes que hayan cursado en Instituciones Universitarias. 
f) En los casos que corresponda, será de aplicación lo dispuesto en los artículos 25 y 43 de la Ley Nº 
24.521.  
Ref. Normativas:  Ley 24.521 Art.25 
Ley 24.521 Art.43 

 
Artículo 4º - Los convenios deberán cumplir con los siguientes requisitos: 
 

a) Las Instituciones de Educación Superior no Universitaria deben estar acreditadas como tales por 
las jurisdicciones educativas;  
b) La Institución de Educación Superior no Universitaria debe establecer o haber establecido formas 
de vinculación permanente con organizaciones y/o entidades sociales de su zona de influencia; 
c) Establecer criterios y mecanismos que aseguren el respeto a las pautas y criterios de calidad 
establecidos por el CONSEJO FEDERAL DE CULTURA Y EDUCACION para la educación superior y 
por el CONSEJO DE UNIVERSIDADES; 
d) Criterios y procedimientos expresos para avanzar gradualmente en el reconocimiento automático 
de estudios realizados, sea en la Institución de Educación Superior no Universitaria, sea en la  
Institución Universitaria; 
e) Procedimientos expresos de asistencia académica y seguimiento por parte de las instituciones de 
las asignaturas, ciclos o carreras objeto del convenio; 
f) Criterios y procedimientos expresos para el reconocimiento de los estudios realizados en la 
Institución de Educación Superior no Universitaria y/o en la Institución Universitaria, que garanticen la 
movilidad de los estudiantes entre ambas instituciones; 
g) La Institución de Educación Superior no Universitaria presentará un proyecto de transformación 
institucional que incorpore a la gestión académica e institucional los mecanismos permanentes de 
articulación con las Instituciones Universitarias y las organizaciones y/o entidades sociales de su 
zona;  
h) En caso de ser necesario, el convenio deberá prever la capacitación de los docentes de la 
Institución de Educación Superior no Universitaria; 
i) Mecanismos expresos para que, en caso de denuncia del convenio por alguna de las partes, se 
garantice el derecho de los estudiantes a culminar sus estudios con el mismo carácter con que los 
iniciaron. En este caso, la Institución de Educación Superior no Universitaria perderá la categoría de 
Colegio Universitario.   

 
Artículo 5º - Las Jurisdicciones Educativas llevarán un Registro de los Convenios e informarán a la 
SECRETARIA DE EDUCACION SUPERIOR del MINISTERIO DE EDUCACION la celebración de los 
convenios.   
 
Artículo 6º - La Institución Universitaria y la Institución de Educación Superior no Universitaria podrán solicitar 
que ésta sea categorizada como Colegio Universitario, cuando estén acreditadas por la Institución 
Universitaria las carreras que se cursan en ella, con excepción de los programas previstos en el artículo 3º, 
inciso d) del presente decreto. 
En caso que la Institución de Educación Superior no Universitaria no haya podido completar el proceso de 
transformación institucional previsto en el artículo 4º inciso g) del presente decreto, se podrá solicitar la 
categorización provisoria como Colegio Universitario, pero deberá completar dicho proceso en el plazo de 
TRES (3) años desde la celebración del convenio. En caso de presentarse la situación prevista en el inciso h) 
del artículo 4º del presente decreto, la Institución de Educación Superior no Universitaria contará con un plazo 
máximo de CINCO (5) años para capacitar a sus docentes. 



La apertura de una nueva carrera en un Colegio Universitario debe estar acreditada por la 
Jurisdicción Educativa y por una Institución Universitaria, aunque ésta sea una distinta que aquella con la que 
se celebró el convenio. En este caso, será necesaria la celebración de un nuevo convenio.   
 
Artículo 7º - Las Jurisdicciones Educativas y las Instituciones Universitarias comunicarán a la SECRETARIA 
DE EDUCACION SUPERIOR del MINISTERIO DE EDUCACION que una Institución de Educación Superior 
no Universitaria ha cumplido con los requisitos establecidos en los artículos 1º, 2º, 3º y 4º de la presente 
medida.   
 
Artículo 8º - La Jurisdicción Educativa dictará el acto administrativo por el cual se incluirá a la Institución de 
Educación Superior no Universitaria en la categoría de Colegio Universitario, debiendo comunicar dicho acto a 
la SECRETARIA DE EDUCACION SUPERIOR del MINISTERIO DE EDUCACION.   
 
Artículo 9º - Las instituciones categorizadas como tales podrán publicitar la condición de Colegio Universitario 
haciendo referencia al número de resolución jurisdiccional que le otorga dicha categoría.   
 
Artículo 10º. - En caso de que las instituciones que suscriban el convenio referido en el artículo 1º del presente 
decreto, se encuentren ubicadas en distintas regiones y, en consecuencia, integren distintos CONSEJOS 
REGIONALES DE PLANIFICACION DE LA EDUCACION SUPERIOR, se aplicarán las disposiciones del 
Decreto Nº 1047 del 23 de septiembre de 1999 o de aquél que lo reemplace en el futuro.  
Ref. Normativas: Decreto Nacional 1.047/99 
  
Artículo 11º. - En el caso que el convenio sea suscripto por una universidad privada con autorización 
provisoria o por una universidad nacional en proceso de organización, se requerirá que la Institución 
Universitaria cuente con una autorización previa del MINISTERIO DE EDUCACION que, para su 
otorgamiento, evaluará el convenio propuesto según lo establecido en el presente decreto.   
 
Artículo 12º. - Las instituciones que con anterioridad a la vigencia del presente decreto hubiesen suscripto 
convenios con Instituciones Universitarias a los fines indicados en el artículo 22 de la Ley Nº 24.521, en los 
términos del Decreto Nº 455/97, deberán adecuarse, a las disposiciones del presente en un plazo no mayor a 
los CIENTO OCHENTA (180) días contados a partir de su publicación.  
Ref. Normativas: Ley 24.521 Art.22 
  
Artículo 13º. - El proceso de evaluación interna de las Instituciones Universitarias deberá alcanzar, en los 
casos que corresponda, a las instituciones que aquéllas hayan acreditado, sin perjuicio de lo dispuesto en el 
articulo 21 del Decreto Nº 173 del 21 de febrero de 1996, texto ordenado con las modificaciones introducidas 
por el Decreto Nº 705 del 30 de julio de 1997.  
Ref. Normativas: Decreto Nacional 173/96 Art.21 
Decreto Nacional 705/97 
  
Artículo 14º. - Las disposiciones del presente decreto son aplicables a las Instituciones de Educación Superior 
no Universitaria que se creen bajo la categoría de Colegio Universitario.   
 
Artículo 15º. - Se faculta a la SECRETARIA DE EDUCACION SUPERIOR del MINISTERIO DE EDUCACION 
a solicitar a las Instituciones Universitarias públicas y privadas toda la información que estime pertinente.   
 
Artículo 16º. - Derógase el Decreto Nº 455 del 21 de mayo de 1997 y las normas complementarias e 
interpretativas del mismo.  
Ref. Normativas: Decreto Nacional 455/97 
 
Artículo 17º. - Comuníquese, publíquese, dése a la Dirección Nacional del Registro Oficial y archívese.   
 
 FIRMANTES  
DE LA RUA-Colombo-Delich  

 
 



NORMATIVA REFERIDA AL CICLO DE REFORMA INICIADO EN LA 
PRIMERA DÉCADA DE ESTE SIGLO 
 
 
Ley de Formación Técnico Profesional 
 
En primer lugar, se presenta el texto de la ley 26.058, denominada de Formación 
Técnico Profesional. Esta norma sancionada en el año 2005 viene a regular la 
formación técnico profesional de nivel medio y superior no universitario. La 
sanción de esta ley fue en parte una respuesta a uno de los aspectos más 
cuestionados de la Ley Federal de Educación: la formación técnica, principalmente 
en lo que se refiere al nivel medio del sistema educativo nacional.  
 
Ley de Financiamiento Educativo 
 
Luego, se incluye el texto de la ley 26.075, llamada de Financiamiento Educativo. 
Esta norma prevé un incremento de la inversión en educación, ciencia y tecnología 
por parte del Gobierno nacional, los Gobiernos provinciales y el de la Ciudad 
Autónoma de Buenos Aires, en forma progresiva, hasta alcanzar en el año 2010 
una participación del 6 % en el Producto Bruto Interno. Se establece los 
porcentajes de crecimiento anual del gasto consolidado en educación, ciencia y 
tecnología, por el plazo de cinco años de una asignación específica de recursos 
coparticipables en los términos del inciso 3 del artículo 75° de la Constitución 
Nacional. También se determina el índice de contribución anual y la creación del 
Programa Nacional de Compensación Salarial Docente, por lo cual se modifica la 
ley 25.919 que había creado el Fondo Nacional de Incentivo Docente. 
 
 
Ley de Educación Sexual Integral 
 
Esta ley aprobada en octubre de 2006 dispone el derecho a recibir educación 
sexual integral en los establecimientos educativos públicos y privados de las 
jurisdicciones nacional, provincial, de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires y 
municipal. Se define que la educación sexual integral articula aspectos biológicos, 
psicológicos, sociales, afectivos y éticos. Asimismo, se crea el Programa Nacional 
de Educación Sexual Integral en el ámbito del Ministerio de Educación de la 
Nación. La norma constituye un piso federal para la organización académica de la 
educación sexual integral en ámbito de las jurisdicciones provinciales. 
 
 
Ley de Educación Nacional 
 
Finalmente se incorpora el texto de la ley 26.206, sancionada a fines del año 2006. 
La presentación de este proyecto por parte del Poder Ejecutivo, para ser tratado 
por el Congreso de la Nación, fue precedida de un consulta ha diferentes actores 
involucrados de una u otra manera con el sistema educativo. Dicha consulta fue 
llevada adelante por el Ministerio de Educación de la Nación e implementada en 
cada jurisdicción por los respectivos ministerios de educación.  
 
Esta ley, dictada por el Congreso Nacional en ejercicio de las competencias que le 
otorga el artículo 75 incisos 18 y 19 de la Constitución Nacional, deroga a la Ley 
Federal de Educación y entre los cambios más notorios se encuentra la 
modificación de la estructura académica; así se revierte la organización de ciclos 
diseñada a partir de la ley 24.195 y la organiza de acuerdo con las 
denominaciones previas a ella (educación primaria y secundaria). A su vez, 
estipula la prolongación de la obligatoriedad, la cual se extiende desde el último 
año del nivel inicial hasta la conclusión de la educación secundaria. Mediante la 
ley Nº  27.045 aprobada en el año 2014 se extiende la obligatoriedad escolar para 
niños/as de cuatro (4) años de edad. Por lo demás, la Ley de Educación Nacional 
ratifica la organización institucional descentralizada del sistema educativo nacional 
pero con mecanismos de regulación definidos centralmente como la política de 



evaluación de la calidad, el rol asignado al Consejo Federal de Educación y el 
Instituto Nacional de Formación Docente. 



LEY DE EDUCACION TECNICO PROFESIONAL 
Ley 26.058  
 
Objeto, alcances y ámbito de aplicación. Fines, objetivos y propósitos. Ordenamiento y regulación de la 
educación técnico profesional. Mejora continua de la calidad de la educación técnico profesional. Del gobierno 
y administración de la educación técnico profesional. Financiamiento. Normas transitorias y complementarias. 
 
Sancionada: Septiembre 7 de 2005  
Promulgada: Septiembre 8 de 2005  
 
El Senado y Cámara de Diputados 
de la Nación Argentina reunidos en Congreso, 
etc. sancionan con fuerza de ley: LEY DE EDUCACION TECNICO PROFESIONAL 
 

TITULO I 
OBJETO, ALCANCES Y AMBITO DE APLICACION 

 
ARTICULO 1º — La presente ley tiene por objeto regular y ordenar la Educación Técnico Profesional en el 
nivel medio y superior no universitario del Sistema Educativo Nacional y la Formación Profesional. 
 
ARTICULO 2º — Esta ley se aplica en toda la Nación en su conjunto, respetando los criterios federales, las 
diversidades regionales y articulando la educación formal y no formal, la formación general y la profesional en 
el marco de la educación continua y permanente. 
 
ARTICULO 3º — La Educación Técnico Profesional, es un derecho de todo habitante de la Nación Argentina, 
que se hace efectivo a través de procesos educativos, sistemáticos y permanentes. Como servicio educativo 
profesionalizante comprende la formación ética, ciudadana, humanístico general, científica, técnica y 
tecnológica. 
 
ARTICULO 4º — La Educación Técnico Profesional promueve en las personas el aprendizaje de capacidades, 
conocimientos, habilidades, destrezas, valores y actitudes relacionadas con desempeños desempeños 
profesionales y criterios de profesionalidad propios del contexto socio-productivo, que permitan conocer la 
realidad a partir de la reflexión sistemática sobre la práctica y la aplicación sistematizada de la teoría. 
 
ARTICULO 5º — La Educación Técnico Profesional abarca, articula e integra los diversos tipos de 
instituciones y programas de educación para y en el trabajo, que especializan y organizan sus propuestas 
formativas según capacidades, conocimientos científico-tecnológicos y saberes profesionales. 
 
 

TITULO II 
FINES, OBJETIVOS Y PROPOSITOS 

 
ARTICULO 6º — La Ley de Educación Técnico Profesional tiene como propios los siguientes fines y objetivos:  
a) Estructurar una política nacional y federal, integral, jerarquizada y armónica en la consolidación de la 
Educación Técnico Profesional. 
b) Generar mecanismos, instrumentos y procedimientos para el ordenamiento y la regulación de la Educación 
Técnico Profesional. 
c) Desarrollar oportunidades de formación específica propia de la profesión u ocupación abordada y prácticas 
profesionalizantes dentro del campo ocupacional elegido. 
d) Mejorar y fortalecer las instituciones y los programas de educación técnico profesional en el marco de 
políticas nacionales y estrategias de carácter federal que integren las particularidades y diversidades 
jurisdiccionales. 
e) Favorecer el reconocimiento y certificación de saberes y capacidades así como la reinserción voluntaria en 
la educación formal y la prosecución de estudios regulares en los diferentes niveles y modalidades del 
Sistema Educativo. 
f) Favorecer niveles crecientes de equidad, calidad, eficiencia y efectividad de la Educación Técnico 
Profesional, como elemento clave de las estrategias de inclusión social, de desarrollo y crecimiento socio-
económico del país y sus regiones, de innovación tecnológica y de promoción del trabajo docente. 
g) Articular las instituciones y los programas de Educación Técnico Profesional con los ámbitos de la ciencia, 
la tecnología, la producción y el trabajo. 
h) Regular la vinculación entre el sector productivo y la Educación Técnico Profesional. 
i) Promover y desarrollar la cultura del trabajo y la producción para el desarrollo sustentable. 
j) Crear conciencia sobre el pleno ejercicio de los derechos laborales. 
 
ARTICULO 7º — La Educación Técnico Profesional en el nivel medio y superior no universitario tiene como 
propósitos específicos:  
a) Formar técnicos medios y técnicos superiores en áreas ocupacionales específicas, cuya complejidad 
requiera la disposición de competencias profesionales que se desarrollan a través de procesos sistemáticos y 
prolongados de formación para generar en las personas capacidades profesionales que son la base de esas 
competencias. 
b) Contribuir al desarrollo integral de los alumnos y las alumnas, y a proporcionarles condiciones para el 
crecimiento personal, laboral y comunitario, en el marco de una educación técnico profesional continua y 
permanente. 
c) Desarrollar procesos sistemáticos de formación que articulen el estudio y el trabajo, la investigación y la 
producción, la complementación teórico- práctico en la formación, la formación ciudadana, la humanística 
general y la relacionada con campos profesionales específicos. 
d) Desarrollar trayectorias de profesionalización que garanticen a los alumnos y alumnas el acceso a una base 
de capacidades profesionales y saberes que les permita su inserción en el mundo del trabajo, así como 
continuar aprendiendo durante toda su vida. 
 
ARTICULO 8º — La formación profesional tiene como propósitos específicos preparar, actualizar y desarrollar 
las capacidades de las personas para el trabajo, cualquiera sea su situación educativa inicial, a través de 
procesos que aseguren la adquisición de conocimientos científico-tecnológicos y el dominio de las 



competencias básicas, profesionales y sociales requerido por una o varias ocupaciones definidas en un 
campo ocupacional amplio, con inserción en el ámbito económico-productivo. 
 
 

TITULO III 
ORDENAMIENTO Y REGULACIÓN DE LA EDUCACION TÉCNICO PROFESIONAL 

 
CAPITULO I 

DE LAS INSTITUCIONES DE EDUCACIÓN TECNICO PROFESIONAL 
 
ARTICULO 9º — Están comprendidas dentro de la presente ley las instituciones del Sistema Educativo 
Nacional que brindan educación técnico profesional, de carácter nacional, jurisdiccional y municipal, ya sean 
ellas de gestión estatal o privada; de nivel medio y superior no universitario y de formación profesional 
incorporadas en el Registro Federal de Instituciones de Educación Técnico Profesional, a saber:  
a) Instituciones de educación técnico profesional de nivel medio. 
b) Instituciones de educación técnico profesional de nivel superior no universitario. 
c) Instituciones de formación profesional. Centros de formación profesional, escuelas de capacitación laboral, 
centros de educación agraria, misiones monotécnicas, escuelas de artes y oficios, escuelas de adultos con 
formación profesional, o equivalentes. 
 
ARTICULO 10. — Las instituciones que brindan educación técnico profesional, en el marco de las normas 
específicas establecidas por las autoridades educativas jurisdiccionales competentes, se orientarán a:  
a) Impulsar modelos innovadores de gestión que incorporen criterios de calidad y equidad para la adecuación 
y el cumplimiento a nivel institucional de los objetivos y propósitos de esta ley. 
b) Desarrollar modalidades regulares y sistemáticas de evaluación institucional. 
c) Ejecutar las estrategias para atender las necesidades socio-educativas de distintos grupos sociales 
establecidas en los programas nacionales y jurisdiccionales, y desarrollar sus propias iniciativas con el mismo 
fin. 
d) Establecer sistemas de convivencia basados en la solidaridad, la cooperación y el diálogo con la 
participación de todos los integrantes de la comunidad educativa. 
e) Contemplar la constitución de cuerpos consultivos o colegiados donde estén representadas las 
comunidades educativas y socio-productivas. 
f) Generar proyectos educativos que propicien, en el marco de la actividad educativa, la producción de bienes 
y servicios, con la participación de alumnos y docentes en talleres, laboratorios u otras modalidades 
pedagógico-productivas. 
 
ARTICULO 11. — Las jurisdicciones educativas tendrán a su cargo los mecanismos que posibiliten el tránsito 
entre la educación técnico profesional y el resto de la educación formal, así como entre los distintos ambientes 
de aprendizaje de la escuela y del trabajo. 
 
ARTICULO 12. — La educación técnico profesional de nivel superior no universitario será brindada por las 
instituciones indicadas en el artículo 9º y permitirá iniciar así como continuar itinerarios profesionalizantes. 
Para ello, contemplará: la diversificación, a través de una formación inicial relativa a un amplio espectro 
ocupacional como continuidad de la educación adquirida en el nivel educativo anterior, y la especialización, 
con el propósito de profundizar la formación alcanzada en la educación técnico profesional de nivel medio. 
 
ARTICULO 13. — Las instituciones de educación técnico profesional de nivel medio y nivel superior no 
universitario estarán facultadas para implementar programas de formación profesional continua en su campo 
de especialización. 
 
ARTICULO 14. — Las autoridades educativas de las jurisdicciones promoverán convenios que las 
instituciones de educación técnico profesional puedan suscribir con las Organizaciones No Gubernamentales, 
empresas, empresas recuperadas, cooperativas, emprendimientos productivos desarrollados en el marco de 
los planes de promoción de empleo y fomento de los micro emprendimientos, sindicatos, universidades 
nacionales, Institutos Nacionales de la Industria y del Agro, la Secretaría de Ciencia y Tecnología, la Comisión 
Nacional de Energía Atómica, los institutos de formación docente, otros organismos del Estado con 
competencia en el desarrollo científico-tecnológico, tendientes a cumplimentar los objetivos estipulados en la 
presente ley. El Poder Ejecutivo reglamentará los mecanismos adecuados para encuadrar las 
responsabilidades emergentes de los convenios. 
 
 

CAPITULO II 
DE LA VINCULACION ENTRE LAS INSTITUCIONES EDUCATIVAS Y EL SECTOR PRODUCTIVO 

 
ARTICULO 15. — El sector empresario, previa firma de convenios de colaboración con las autoridades 
educativas, en función del tamaño de su empresa y su capacidad operativa favorecerá la realización de 
prácticas educativas tanto en sus propios establecimientos como en los establecimientos educativos, 
poniendo a disposición de las escuelas y de los docentes tecnologías e insumos adecuados para la formación 
de los alumnos y alumnas. Estos convenios incluirán programas de actualización continua para los docentes 
involucrados. 
 
ARTICULO 16. — Cuando las prácticas educativas se realicen en la propia empresa, se garantizará la 
seguridad de los alumnos y la auditoría, dirección y control a cargo de los docentes, por tratarse de procesos 
de aprendizaje y no de producción a favor de los intereses económicos que pudieran caber a las empresas. 
En ningún caso los alumnos sustituirán, competirán o tomarán el lugar de los trabajadores de la empresa. 

 
 

CAPITULO III 
DE LA FORMACION PROFESIONAL 

 
ARTICULO 17. — La formación profesional es el conjunto de acciones cuyo propósito es la formación socio-
laboral para y en el trabajo, dirigida tanto a la adquisición y mejora de las cualificaciones como a la 
recualificación de los trabajadores, y que permite compatibilizar la promoción social, profesional y personal 



con la productividad de la economía nacional, regional y local. También incluye la especialización y 
profundización de conocimientos y capacidades en los niveles superiores de la educación formal. 
 
ARTICULO 18. — La formación profesional admite formas de ingreso y de desarrollo diferenciadas de los 
requisitos académicos propios de los niveles y ciclos de la educación formal. 
 
ARTICULO 19. — Las ofertas de formación profesional podrán contemplar la articulación con programas de 
alfabetización o de terminalidad de los niveles y ciclos comprendidos en la escolaridad obligatoria y post-
obligatoria. 
 
ARTICULO 20. — Las instituciones educativas y los cursos de formación profesional certificados por el 
Registro Federal de Instituciones de Educación Técnico Profesional y el Catálogo Nacional de Títulos y 
Certificaciones podrán ser reconocidos en la educación formal. 
 

 
CAPITULO IV 

DEFINICION DE OFERTAS FORMATIVAS 
 
ARTICULO 21. — Las ofertas de educación técnico profesional se estructurarán utilizando como referencia 
perfiles profesionales en el marco de familias profesionales para los distintos sectores de actividad socio 
productivo, elaboradas por el INET en el marco de los procesos de consulta que resulten pertinentes a nivel 
nacional y jurisdiccional. 
 
ARTICULO 22. — El Consejo Federal de Cultura y Educación aprobará para las carreras técnicas de nivel 
medio y de nivel superior no universitario y para la formación profesional, los criterios básicos y los parámetros 
mínimos referidos a: perfil profesional, alcance de los títulos y certificaciones y estructuras curriculares, en lo 
relativo a la formación general, científico-tecnológica, técnica específica y prácticas profesionalizantes y a las 
cargas horarias mínimas. Estos criterios se constituirán en el marco de referencia para los procesos de 
homologación de títulos y certificaciones de educación técnico profesional y para la estructuración de ofertas 
formativas o planes de estudio que pretendan para sí el reconocimiento de validez nacional por parte del 
Ministerio de Educación, Ciencia y Tecnología. 
 
ARTICULO 23. — Los diseños curriculares de las ofertas de educación técnico profesional que se 
correspondan con profesiones cuyo ejercicio pudiera poner en riesgo de modo directo la salud, la seguridad, 
los derechos o los bienes de los habitantes deberán, además, atender a las regulaciones de los distintos 
ejercicios profesionales y sus habilitaciones profesionales vigentes cuando las hubiere reconocidas por el 
Estado nacional. 
 
ARTICULO 24. — Los planes de estudio de la Educación Técnico Profesional de nivel medio, tendrán una 
duración mínima de seis (6) años. Estos se estructurarán según los criterios organizativos adoptados por cada 
jurisdicción y resguardando la calidad de tal Servicio Educativo Profesionalizante. 
 
ARTICULO 25. — Las autoridades educativas jurisdiccionales, sobre la base de los criterios básicos y 
parámetros mínimos establecidos en los artículos anteriores, formularán sus planes de estudio y establecerán 
la organización curricular adecuada para su desarrollo, fijando los requisitos de ingreso, la cantidad de años 
horas anuales de cada oferta de educación técnico profesional de nivel medio o superior no universitario y la 
carga horaria total de las ofertas de formación profesional. 
 
 

CAPITULO V 
TITULOS Y CERTIFICACIONES 

 
ARTICULO 26. — Las autoridades educativas jurisdiccionales en función de los planes de estudios que 
aprueben, fijarán los alcances de la habilitación profesional correspondiente y el Ministerio de Educación, 
Ciencia y Tecnología otorgará la validez nacional y la consiguiente habilitación profesional de los títulos, en el 
marco de los acuerdos alcanzados en el Consejo Federal de Cultura y Educación. 
 
ARTICULO 27. — El Consejo Federal de Cultura y Educación acordará los niveles de cualificación como 
marco dentro del cual se garantizará el derecho de cada trabajador a la evaluación, reconocimiento y 
certificación de los saberes y capacidades adquiridos en el trabajo o por medio de modalidades educativas 
formales o no formales. 
 
ARTICULO 28. — Las autoridades educativas de las jurisdicciones organizarán la evaluación y certificación de 
los saberes y las capacidades adquiridas según los niveles de cualificación establecidos por el Consejo 
Federal de Cultura y Educación. 
 
 

TITULO IV 
MEJORA CONTINUA DE LA CALIDAD DE LA EDUCACION TECNICO PROFESIONAL 

 
CAPITULO I 

DE LOS DOCENTES Y RECURSOS 
 
ARTICULO 29. — El Ministerio de Educación, Ciencia y Tecnología concertará en el Consejo Federal de 
Cultura y Educación la implementación de programas federales de formación continua que aseguren 
resultados igualmente calificados para todas las especialidades, que actualicen la formación de los equipos 
directivos y docentes de las instituciones de educación técnico profesional, y que promuevan la pertinencia 
social, educativa y productiva de dichas instituciones. 
 
ARTICULO 30. — El Ministerio de Educación, Ciencia y Tecnología concertará en el Consejo Federal de 
Cultura y Educación la implementación de modalidades para que: i) los profesionales de nivel superior 
universitario o no universitario egresados en campos afines a las diferentes ofertas de educación técnico 
profesional, puedan realizar estudios pedagógicos —en instituciones de educación superior universitaria o no 



universitaria— que califiquen su ingreso y promoción en la carrera docente; ii) los egresados de carreras 
técnico profesionales de nivel medio que se desempeñen en instituciones del mismo nivel, reciban 
actualización técnico científica y formación pedagógica, que califiquen su carrera docente. 
 
 

CAPITULO II 
DEL EQUIPAMIENTO 

 
ARTICULO 31. — El Ministerio de Educación, Ciencia y Tecnología, a través del Instituto Nacional de 
Educación Tecnológica y con participación jurisdiccional, en forma gradual, continua y estable, asegurará 
niveles adecuados de equipamiento para talleres, laboratorios, entornos virtuales de aprendizaje u otros, de 
modo que permitan acceder a saberes científico técnicos - tecnológicos actualizados y relevantes y desarrollar 
las prácticas profesionalizantes o productivas en las instituciones de educación técnico profesional. 
 
 

CAPITULO III 
DEL ORDENAMIENTO Y ORGANIZACIÓN DEL SERVICIO EDUCATIVO 

 
ARTICULO 32. — En función de la mejora continua de la calidad de la educación técnico profesional créase, 
en el ámbito del Instituto Nacional de Educación Tecnológica, el Registro Federal de Instituciones de 
Educación Técnico Profesional y el Catálogo Nacional de Títulos y Certificaciones y establécese el proceso de 
la Homologación de Títulos y Certificaciones. Dichos instrumentos, en forma combinada, permitirán:  
a) Garantizar el derecho de los estudiantes y de los egresados a la formación y al reconocimiento, en todo el 
territorio nacional, de estudios, certificaciones y títulos de calidad equivalente. 
b) Definir los diferentes ámbitos institucionales y los distintos niveles de certificación y titulación de la 
educación técnico profesional. 
c) Propiciar la articulación entre los distintos ámbitos y niveles de la educación técnico-profesional. 
d) Orientar la definición y el desarrollo de programas federales para el fortalecimiento y mejora de las 
instituciones de educación técnico profesional. 
 
ARTICULO 33. — El Ministerio de Educación, Ciencia y Tecnología, a través del Instituto Nacional de 
Educación Tecnológica y con participación jurisdiccional, tendrá a su cargo la administración del Registro 
Federal de Instituciones de Educación Técnico Profesional, del Catálogo Nacional de Títulos y Certificaciones 
y del proceso de Homologación de Títulos y Certificaciones. 
 
 

CAPITULO IV 
REGISTRO FEDERAL DE INSTITUCIONES DE EDUCACION TECNICO PROFESIONAL 

 
ARTICULO 34. — El Registro Federal de Instituciones de Educación Técnico Profesional es la instancia de 
inscripción de las instituciones que pueden emitir títulos y certificaciones de Educación Técnico Profesional. 
Estará integrado por las instituciones de Educación Técnico Profesional que incorporen las jurisdicciones, 
conforme a la regulación reglamentaria correspondiente. La información de este registro permitirá: i) 
diagnosticar, planificar y llevar a cabo planes de mejora que se apliquen con prioridad a aquellas escuelas que 
demanden un mayor esfuerzo de reconstrucción y desarrollo; ii) fortalecer a aquellas instituciones que se 
puedan preparar como centros de referencia en su especialidad técnica; y iii) alcanzar en todas las 
instituciones incorporadas los criterios y parámetros de calidad de la educación técnico profesional acordados 
por el Consejo Federal de Cultura y Educación. 
 
ARTICULO 35. — El Ministerio de Educación, Ciencia y Tecnología, a través del Instituto Nacional de 
Educación Tecnológica y con participación jurisdiccional, implementará para las instituciones incorporadas al 
Registro Federal de Instituciones de Educación Técnico Profesional programas de fortalecimiento institucional, 
los cuales contemplarán aspectos relativos a formación docente continua, asistencia técnica y financiera. 
 
 

CAPITULO V 
CATALOGO NACIONAL DE TITULOS Y CERTIFICACIONES 

 
ARTICULO 36. — El Catálogo Nacional de Títulos y Certificaciones, organizado en función de las familias y 
perfiles profesionales adoptadas para la definición de las ofertas formativas según el artículo 22 de la 
presente, es la nómina exclusiva y excluyente de los títulos y/o certificaciones profesionales y sus propuestas 
curriculares que cumplen con las especificaciones reguladas por la presente ley para la educación técnico 
profesional. Sus propósitos son evitar la duplicación de titulaciones y certificaciones referidas a un mismo 
perfil profesional, y evitar que una misma titulación o certificación posean desarrollos curriculares diversos que 
no cumplan con los criterios mínimos de homologación, establecidos por el Consejo Federal de Cultura y 
Educación. 
  
ARTICULO 37. — El Ministerio de Educación, Ciencia y Tecnología, a través del Instituto Nacional de 
Educación Tecnológica, garantizará que dicho catálogo actúe como un servicio permanente de información 
actualizada sobre certificaciones y títulos y sus correspondientes ofertas formativas. 
 
 

CAPITULO VI 
HOMOLOGACION DE TITULOS Y CERTIFICACIONES 

 
ARTICULO 38. — Los títulos de técnicos medios y técnicos superiores no universitarios y las certificaciones 
de formación profesional podrán ser homologados en el orden nacional a partir de los criterios y estándares de 
homologación acordados y definidos por el Consejo Federal de Cultura y Educación, los cuales deberán 
contemplar aspectos referidos a: perfil profesional y trayectorias formativas. 
 
ARTICULO 39. — El Ministerio de Educación, Ciencia y Tecnología, a través del Instituto Nacional de 
Educación Tecnológica y con participación jurisdiccional, garantizará el desarrollo de los marcos y el proceso 



de homologación para los diferentes títulos y/o certificaciones profesionales para ser aprobados por el 
Consejo Federal de Cultura y Educación. 
 
 

CAPITULO VII 
DE LA IGUALDAD DE OPORTUNIDADES 

 
ARTICULO 40. — El Ministerio de Educación, Ciencia y Tecnología implementará acciones específicas para 
garantizar el acceso, permanencia y completamiento de los trayectos formativos en la educación técnico 
profesional, para los jóvenes en situación de riesgo social o con dificultades de aprendizaje. Dichas acciones 
incluirán como mínimo los siguientes componentes: i) Materiales o becas específicas para solventar los gastos 
adicionales de escolaridad para esta población, en lo que respecta a insumos, alimentación y traslados; ii) 
Sistemas de tutorías y apoyos docentes extraclase para nivelar saberes, preparar exámenes y atender las 
necesidades pedagógicas particulares de estos jóvenes. Asimismo, se ejecutarán una línea de acción para 
promover la incorporación de mujeres como alumnas en la educación técnico profesional en sus distintas 
modalidades, impulsando campañas de comunicación, financiando adecuaciones edilicias y regulando las 
adaptaciones curriculares correspondientes, y toda otra acción que se considere necesaria para la expansión 
de las oportunidades educativas de las mujeres en relación con la educación técnico profesional. 
 
 

TITULO V 
DEL GOBIERNO Y ADMINISTRACION DE LA EDUCACION TECNICO PROFESIONAL 

 
CAPITULO I 

DISPOSICIONES GENERALES 
 

ARTICULO 41. — El gobierno y administración de la Educación Técnico Profesional, es una responsabilidad 
concurrente y concertada del Poder Ejecutivo nacional, de los Poderes Ejecutivos de las provincias y del 
Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, en orden a los principios de unidad nacional, 
democratización, autonomía jurisdiccional y federalización, participación, equidad, intersectorialidad, 
articulación e innovación y eficiencia. 
 
 

CAPITULO II 
DE LAS FUNCIONES DEL MINISTERIO DE EDUCACION, CIENCIA Y TECNOLOGIA 

 
ARTICULO 42. — El Ministerio de Educación, Ciencia y Tecnología, deberá establecer con el acuerdo del 
Consejo Federal de Cultura y Educación:  
a) La normativa general de la educación técnico profesional dentro del marco de la presente ley, con el 
consenso y la participación de los actores sociales. 
b) Los criterios y parámetros de calidad hacia los cuales se orientarán las instituciones que integren el 
Registro Federal de Instituciones de Educación Técnico Profesional. 
c) La nómina de títulos técnicos medios y técnicos superiores y de certificaciones de formación profesional 
que integrarán el Catálogo Nacional de Títulos y Certificaciones. 
d) Los criterios y estándares para la homologación de los títulos técnicos medios y técnicos superiores y de 
certificaciones de formación profesional. 
e) Los niveles de cualificación referidos en el artículo 27. 
 
 

CAPITULO III 
DEL CONSEJO FEDERAL DE CULTURA Y EDUCACION 

 
ARTICULO 43. — El Consejo Federal de Cultura y Educación tendrá las siguientes funciones y 
responsabilidades:  
a) Acordar los procedimientos para la creación, modificación y/o actualización de ofertas de educación técnico 
profesional. 
b) Acordar los perfiles y las estructuras curriculares, y el alcance de los títulos y certificaciones relativos a la 
formación de técnicos medios y técnicos superiores no universitarios y a la formación profesional. 
c) Acordar los criterios y parámetros de calidad hacia los cuales se orientarán las instituciones que integren el 
Registro Federal de Instituciones de Educación Técnico Profesional y los criterios y parámetros para la 
homologación de los títulos técnicos medios y técnicos superiores no universitarios y de las certificaciones de 
formación profesional. 
d) Acordar los procedimientos de gestión del Fondo Nacional para la Educación Técnico Profesional y los 
parámetros para la distribución jurisdiccional. 
 
 

CAPITULO IV 
DE LAS AUTORIDADES JURISDICCIONALES 

 
ARTICULO 44. — Las autoridades jurisdiccionales tendrán las siguientes atribuciones:  
a) Establecer el marco normativo y planificar, organizar y administrar la educación técnico profesional en las 
respectivas jurisdicciones, en el marco de los acuerdos alcanzados en el seno del Consejo Federal de Cultura 
y Educación. 
b) Generar los mecanismos para la creación de consejos provinciales, regionales y/o locales de Educación, 
Trabajo y Producción como espacios de participación en la formulación de las políticas y estrategias 
jurisdiccionales en materia de educación técnico profesional. 
c) Participar en la determinación de las inversiones en equipamiento, mantenimiento de equipos, insumos de 
operación y desarrollo de proyectos institucionales para el aprovechamiento integral de los recursos recibidos 
para las instituciones de Educación Técnico Profesional, financiadas con el Fondo establecido por la presente 
ley en su artículo 52. 
 
 

CAPITULO V 



DEL INSTITUTO NACIONAL DE EDUCACION TECNOLOGICA 
 
ARTICULO 45. — Reconócese en el ámbito del Ministerio de Educación, Ciencia y Tecnología al Instituto 
Nacional de Educación Tecnológica para cumplir con las siguientes responsabilidades y funciones:  
a) Determinar y proponer al Consejo Federal de Cultura y Educación las inversiones en equipamiento, 
mantenimiento de equipos, insumos de operación y desarrollo de proyectos institucionales para el 
aprovechamiento integral de los recursos recibidos para las Instituciones de Educación Técnico Profesional, 
financiadas con el Fondo establecido por la presente ley en su artículo 52. 
b) Promover la calidad de la educación técnicoprofesional para asegurar la equidad y la adecuación 
permanente de la oferta educativa a las demandas sociales y productivas a través de la coordinación de 
programas y proyectos en acuerdo con las pautas establecidas por el Consejo Federal de Cultura y 
Educación. Desarrollar los instrumentos necesarios para la evaluación de la calidad de las ofertas de 
Educación Técnico Profesional e intervenir en la evaluación. 
c) Llevar a cabo el relevamiento y sistematización de las familias profesionales, los perfiles profesionales y 
participar y asesorar en el diseño curricular de las ofertas de Educación Técnico Profesional. 
d) Ejecutar en el ámbito de su pertinencia acciones de capacitación docente. 
e) Desarrollar y administrar el Registro Federal de Instituciones de Educación Técnico Profesional, el Catálogo 
Nacional de Títulos y Certificaciones y llevar a cabo el proceso de Homologación de Títulos y Certificaciones. 
f) Administrar el régimen de la ley 22.317 del Crédito Fiscal. 
 
 

CAPITULO VI 
DEL CONSEJO NACIONAL DE EDUCACION, TRABAJO Y PRODUCCION CREACION 

 
ARTICULO 46. — Créase el Consejo Nacional de Educación, Trabajo y Producción, sobre la base del 
Consejo Nacional de Educación - Trabajo, como órgano consultivo y propositivo en las materias y cuestiones 
que prevé la presente ley, cuya finalidad es asesorar al Ministro de Educación, Ciencia y Tecnología en todos 
los aspectos relativos al desarrollo y fortalecimiento de la educación técnico profesional. El Instituto Nacional 
de Educación Tecnológica del Ministerio de Educación, Ciencia y Tecnología ejercerá la Secretaría 
Permanente del mencionado organismo. 
 

FUNCIONES 
 
ARTICULO 47. — Las funciones del Consejo Nacional de Educación, Trabajo y Producción son:  
a) Gestionar la colaboración y conciliar los intereses de los sectores productivos y actores sociales en materia 
de educación técnico profesional. 
b) Promover la vinculación de la educación técnico profesional con el mundo laboral a través de las entidades 
que cada miembro representa, así como la creación de consejos provinciales de educación, trabajo y 
producción. 
c) Proponer orientaciones para la generación y aplicación de fuentes de financiamiento para el desarrollo de la 
educación técnico profesional. 
d) Asesorar en los procesos de integración regional de la educación técnico profesional, en el MERCOSUR u 
otros acuerdos regionales o bloques regionales que se constituyan, tanto multilaterales como bilaterales. 
 

INTEGRACION 
 
ARTICULO 48. — El Consejo Nacional de Educación, Trabajo y Producción estará integrado por 
personalidades de destacada y reconocida actuación en temas de educación técnico profesional, producción y 
empleo, y en su conformación habrá representantes del Ministerio de Educación, Ciencia y Tecnología, 
Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social, Ministerio de Economía y Producción, del Consejo Federal 
de Cultura y Educación, de las cámaras empresariales - en particular de la pequeña y mediana empresa -, de 
las organizaciones de los trabajadores, incluidas las entidades gremiales docentes, las entidades 
profesionales de técnicos, y de entidades empleadoras que brindan educación técnico profesional de gestión 
privada. Los miembros serán designados por el Ministro de Educación, Ciencia y Tecnología, a propuesta de 
los sectores mencionados, y desempeñarán sus funciones "ad honorem" y por tiempos limitados. 
 

 
CAPITULO VII 

COMISION FEDERAL DE EDUCACION TECNICO PROFESIONAL 
 
ARTICULO 49. — Créase la Comisión Federal de Educación Técnico Profesional con el propósito de 
garantizar los circuitos de consulta técnica para la formulación y el seguimiento de los programas federales 
orientados a la aplicación de la presente ley, en el marco de los acuerdos del Consejo Federal de Cultura y 
Educación. El Instituto Nacional de Educación Tecnológica ejercerá la coordinación de la misma. Para el 
seguimiento del proceso, resultados e impacto de la implementación de la presente ley, la Comisión Federal 
articulará: i) Con el organismo con competencia en información educativa los procedimientos para captar 
datos específicos de las instituciones educativas; ii) Con el INDEC, los procedimientos para captar información 
a través de la Encuesta Permanente de Hogares sobre la inserción ocupacional según modalidad de estudios 
cursados. 
 
ARTICULO 50. — Esta Comisión estará integrada por los representantes de las provincias y del Gobierno de 
la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, designados por las máximas autoridades jurisdiccionales respectivas, 
siendo sus funciones "ad honorem". 
 
 

TITULO VI 
FINANCIAMIENTO 

 
ARTICULO 51. — Es responsabilidad indelegable del Estado asegurar el acceso a todos los ciudadanos a 
una educación técnico profesional de calidad. La inversión en la educación técnico profesional se atenderá 
con los recursos que determinen los presupuestos Nacional, Provinciales y de la Ciudad Autónoma de Buenos 
Aires, según corresponda. 
 



ARTICULO 52. — Créase el Fondo Nacional para la Educación Técnico Profesional que será financiado con 
un monto anual que no podrá ser inferior al CERO COMA DOS POR CIENTO (0,2%) del total de los Ingresos 
Corrientes previstos en el Presupuesto Anual Consolidado para el Sector Público Nacional, que se 
computarán en forma adicional a los recursos que el Ministerio de Educación, Ciencia y Tecnología tiene 
asignados a otros programas de inversión en escuelas. Este Fondo podrá incorporar aportes de personas 
físicas y jurídicas, así como de otras fuentes de financiamiento de origen nacional o internacional. 
 
ARTICULO 53. — Los parámetros para la distribución entre provincias y la Ciudad Autónoma de Buenos Aires 
y los procedimientos de gestión del Fondo Nacional para la Educación Técnica Profesional se acordarán en el 
Consejo Federal de Cultura y Educación. Los recursos se aplicarán a equipamiento, mantenimiento de 
equipos, insumos de operación, desarrollo de proyectos institucionales y condiciones edilicias para el 
aprovechamiento integral de los recursos recibidos. 
 
ARTICULO 54. — Reconócese en el ámbito del Ministerio de Educación, Ciencia y Tecnología al Instituto 
Nacional de Educación Tecnológica como órgano de aplicación de la Ley 22.317 y modificatorias. 
 
 

TITULO VII 
NORMAS TRANSITORIAS Y COMPLEMENTARIAS 

 
ARTICULO 55. — El Ministerio de Educación, Ciencia y Tecnología concertará con el Consejo Federal de 
Cultura y Educación, un procedimiento de transición para resguardar los derechos de los estudiantes de las 
instituciones de educación técnico profesional, hasta tanto se completen los procesos de ingreso al Registro 
Federal de Instituciones de Educación Técnico Profesional y de construcción del Catálogo Nacional de Títulos 
y Certificaciones. 
 
ARTICULO 56. — Invítase a las provincias y a la Ciudad Autónoma de Buenos Aires a adecuar su legislación 
educativa en consonancia con la presente ley. 
 
ARTICULO 57. — Comuníquese al Poder Ejecutivo. 
 
DADA EN LA SALA DE SESIONES DEL CONGRESO ARGENTINO, EN BUENOS AIRES, A LOS SIETE 
DIAS DEL MES DE SETIEMBRE DEL AÑO DOS MIL CINCO. 
— REGISTRADA BAJO EL Nº 26.058 — 
 
EDUARDO O. CAMAÑO. — DANIEL O. SCIOLI. — Eduardo D. Rollano. — Juan Estrada. 



LEY DE FINANCIAMIENTO EDUCATIVO 
Ley 26.075  
 
Incremento de la inversión en educación, ciencia y tecnología por parte del Gobierno nacional, los Gobiernos 
provinciales y el de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, en forma progresiva, hasta alcanzar en el año 2010 
una participación del Seis por Ciento en el Producto Bruto Interno. Objetivos. Porcentajes de crecimiento 
anual del gasto consolidado en educación, ciencia y tecnología. Establecimiento por el plazo de cinco años de 
una asignación específica de recursos coparticipables en los términos del inciso 3 del artículo 75 de la 
Constitución Nacional. Determinación anual del índice de contribución. Creación del Programa Nacional de 
Compensación Salarial Docente. Modificación de la Ley Nº 25.919 - Fondo Nacional de Incentivo Docente. 
 
Sancionada: Diciembre 21 de 2005  
 
Promulgada: Enero 9 de 2006  
 
El Senado y Cámara de Diputados de la Nación Argentina reunidos en Congreso, etc. sancionan con fuerza 
de Ley: 
 
 
ARTICULO 1º — El Gobierno nacional, los Gobiernos provinciales y la Ciudad Autónoma de Buenos Aires 
aumentarán la inversión en educación, ciencia y tecnología, entre los años 2006 y 2010, y mejorarán la 
eficiencia en el uso de los recursos con el objetivo de garantizar la igualdad de oportunidades de aprendizaje, 
apoyar las políticas de mejora en la calidad de la enseñanza y fortalecer la investigación científico-tecnológica, 
reafirmando el rol estratégico de la educación, la ciencia y la tecnología en el desarrollo económico y socio-
cultural del país. 
 
ARTÍCULO 2º — El incremento de la inversión en educación, ciencia y tecnología se destinará, 
prioritariamente, al logro de los siguientes objetivos:  
a) Incluir en el nivel inicial al CIEN POR CIENTO (100%) de la población de CINCO (5) años de edad y 
asegurar la incorporación creciente de los niños y niñas de TRES (3) y CUATRO (4) años, priorizando los 
sectores sociales más desfavorecidos. 
b) Garantizar un mínimo de DIEZ (10) años de escolaridad obligatoria para todos los niños, niñas y jóvenes. 
Asegurar la inclusión de los niños, niñas y jóvenes con necesidades educativas especiales. Lograr que, como 
mínimo, el TREINTA POR CIENTO (30%) de los alumnos de educación básica tengan acceso a escuelas de 
jornada extendida o completa, priorizando los sectores sociales y las zonas geográficas más desfavorecidas. 
c) Promover estrategias y mecanismos de asignación de recursos destinados a garantizar la inclusión y 
permanencia escolar en niños, niñas y jóvenes que viven en hogares por debajo de la línea de pobreza 
mediante sistemas de compensación que permitan favorecer la igualdad de oportunidades en el sistema 
educativo nacional. 
d) Avanzar en la universalización del nivel medio/polimodal logrando que los jóvenes no escolarizados, que 
por su edad deberían estar incorporados a este nivel, ingresen o se reincorporen y completen sus estudios. 
e) Erradicar el analfabetismo en todo el territorio nacional y fortalecer la educación de jóvenes y adultos en 
todos los niveles del sistema. 
f) Producir las transformaciones pedagógicas y organizacionales que posibiliten mejorar la calidad y equidad 
del sistema educativo nacional en todos los niveles y modalidades, garantizando la apropiación de los Núcleos 
de Aprendizajes Prioritarios por la totalidad de los alumnos de los niveles de educación inicial, básica/primaria 
y media/polimodal. 
g) Expandir la incorporación de las tecnologías de la información y de la comunicación en los establecimientos 
educativos y extender la enseñanza de una segunda lengua. 
h) Fortalecer la educación técnica y la formación profesional impulsando su modernización y vinculación con 
la producción y el trabajo. Incrementar la inversión en infraestructura y equipamiento de las escuelas y centros 
de formación profesional. 
i) Mejorar las condiciones laborales y salariales de los docentes de todos los niveles del sistema educativo, la 
jerarquización de la carrera docente y el mejoramiento de la calidad en la formación docente inicial y continua. 
j) Fortalecer la democratización, la calidad, los procesos de innovación y la pertinencia de la educación 
brindada en el sistema universitario nacional. 
k) Jerarquizar la investigación científico-tecnológica y garantizar el cumplimiento de los objetivos propuestos 
para el sistema científico-tecnológico nacional. 
 
ARTICULO 3º — El presupuesto consolidado del Gobierno nacional, las provincias y la Ciudad Autónoma de 
Buenos Aires destinado a la educación, la ciencia y la tecnología se incrementará progresivamente hasta 
alcanzar, en el año 2010, una participación del SEIS POR CIENTO (6%) en el Producto Interno Bruto (PIB). 
 
ARTICULO 4º — A fin de lograr el cumplimiento de los objetivos descriptos en el artículo 2° de la presente ley, 
el gasto consolidado en educación, ciencia y tecnología del Gobierno nacional crecerá anualmente —respecto 
del año 2005—, de acuerdo a los porcentajes que se consignan en el siguiente cuadro:  
 
Donde:  
 
Ÿ GEC: Gasto consolidado en educación, ciencia y tecnología. 
 
Ÿ PIB: Producto Interno Bruto. 
 
Ÿ GEN: Gasto en educación, ciencia y tecnología del Gobierno nacional. 
 
Ÿ 40% = Participación del Gobierno nacional en el esfuerzo de inversión adicional para el cumplimiento de la 
Meta de crecimiento anual de GEC/PIB. 
 
El Gobierno nacional financiará con sus recursos los programas destinados a cumplir los objetivos 
especificados en los incisos j) y k) del artículo 2° de la presente ley en lo atinente a instituciones y organismos 
dependientes del Estado nacional. 
 



La distribución de los recursos incrementales de jurisdicción nacional destinados a la educación no 
universitaria, universitaria y el sistema científico-tecnológico deberá realizarse conforme a las participaciones 
actuales del Gasto Educativo Consolidado del año 2005. 
 
ARTICULO 5º — A fin de lograr el cumplimiento de los objetivos descriptos en el artículo 2° de la presente ley, 
el gasto consolidado en educación, ciencia y tecnología de las provincias y de la Ciudad Autónoma de Buenos 
Aires se incrementará anualmente —respecto del año 2005—, de acuerdo a los porcentajes que se consignan 
en el siguiente cuadro:  
 
 
Donde:  
 
Ÿ GEC: Gasto consolidado en educación, ciencia y tecnología. 
 
Ÿ PIB: Producto Interno Bruto. 
 
Ÿ GEP: Gasto en educación, ciencia y tecnología de las provincias y Ciudad Autónoma de Buenos Aires. 
 
Ÿ 60% = Participación de los Gobiernos provinciales y de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires en el esfuerzo 
de inversión adicional para el cumplimiento de la meta de crecimiento anual de GEC/PIB. 
 
Este incremento se destinará prioritariamente a: i) mejorar las remuneraciones docentes, ii) adecuar las 
respectivas plantas orgánicas funcionales a fin de asegurar la atención de una matrícula creciente, iii) 
jerarquizar la carrera docente garantizando su capacitación con el objeto de mejorar la calidad educativa. 
 
ARTICULO 6º — A los efectos de los cálculos previstos en los artículos 4° y 5° de la presente ley, se utilizará 
el Producto Interno Bruto contemplado en la presentación del proyecto de Ley de Presupuesto de la 
Administración Nacional. 
En los ejercicios fiscales en donde no haya incremento en el PIB o cuando la variación del mismo no genere el 
incremento en la recaudación exigible para alcanzar las metas financieras previstas, la meta anual deberá 
adecuarse proporcionalmente al incremento de la recaudación. 
Podrán las partes, de común acuerdo, en cada convenio bilateral redefinir plazos, condiciones y alcances de 
los compromisos asumidos. 
 
ARTICULO 7º — Establécese, por el plazo de CINCO (5) años, una asignación específica de recursos 
coparticipables en los términos del inciso 3 del artículo 75 de la Constitución Nacional con la finalidad de 
garantizar condiciones equitativas y solidarias en el sistema educativo nacional, y de coadyuvar a la 
disponibilidad de los recursos previstos en el artículo 5° de la presente ley en los presupuestos de las 
Provincias y de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. 
Será objeto de tal afectación el incremento, respecto del año 2005, de los recursos anuales coparticipables 
correspondientes a las provincias y a la Ciudad Autónoma de Buenos Aires en el Régimen de la Ley N° 
23.548 y sus modificatorias y complementarias. 
El monto total anual de la afectación referida será equivalente al SESENTA POR CIENTO (60%) del 
incremento en la participación del gasto consolidado en educación, ciencia y tecnología en el Producto Interno 
Bruto, según surge del segundo sumando del cuadro del artículo 5° de la presente ley. 
 
ARTICULO 8º — La determinación del monto de la asignación específica correspondiente a cada provincia y a 
la Ciudad Autónoma de Buenos Aires a partir del monto total que surge de la aplicación del artículo anterior, 
se efectuará conforme a un índice que se construirá anualmente en función de los siguientes criterios:  
a) La participación de la matrícula de cada provincia y de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires en el total de 
los niveles inicial a superior no universitario, correspondiente a todos los tipos de educación (ponderación 
OCHENTA POR CIENTO (80%). 
b) La incidencia relativa de la ruralidad en el total de la matrícula de educación común de cada provincia y de 
la Ciudad Autónoma de Buenos Aires (ponderación DIEZ POR CIENTO (10%). 
c) La participación de la población no escolarizada de TRES (3) a DIECISIETE (17) años de cada Provincia y 
de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires en el total (ponderación DIEZ POR CIENTO (10%). 
 
Para la determinación anual del índice de contribución será de aplicación obligatoria la información 
suministrada por: 1) la DIRECCION NACIONAL DE INFORMACION Y EVALUACION DE LA CALIDAD 
EDUCATIVA del MINISTERIO DE EDUCACION, CIENCIA Y TECNOLOGIA en su relevamiento anual para los 
criterios a y b, y 2) el INSTITUTO NACIONAL DE ESTADISTICA Y CENSOS del MINISTERIO DE 
ECONOMIA Y PRODUCCION para el criterio c. En este último caso, la información se referirá a los datos del 
último censo nacional disponible. En ningún caso se utilizarán datos de población no escolarizada que 
resulten de extrapolaciones a períodos posteriores al último censo nacional. 
La determinación de los importes afectados se realizará a los efectos de que cada jurisdicción refleje en su 
presupuesto anual el compromiso financiero derivado de la aplicación del artículo 5° de la presente ley. 
El índice que se aplicará para cada jurisdicción en el año 2006 será el que figura en el ANEXO I. Para los 
años siguientes, el MINISTERIO DE EDUCACION, CIENCIA Y TECNOLOGIA calculará y comunicará el 
referido índice para la elaboración del proyecto de Ley de Presupuesto de la Administración Nacional del 
respectivo año. 
 
ARTICULO 9º — Créase, en el ámbito del MINISTERIO DE EDUCACION, CIENCIA Y TECNOLOGIA, el 
Programa Nacional de Compensación Salarial Docente, cuyo objetivo será el contribuir a la compensación de 
las desigualdades en el salario inicial docente en aquellas provincias en las cuales se evalúe fehacientemente 
que, a pesar del esfuerzo financiero destinado al sector y de las mejoras de la eficiencia en la asignación de 
los recursos, no resulte posible superar dichas desigualdades. 
En la reglamentación de la presente ley, el Poder Ejecutivo nacional, con la participación del Consejo Federal 
de Cultura y Educación, fijará criterios de asignación tendientes a compensar las desigualdades existentes 
entre las diferentes jurisdicciones mediante un porcentaje de los recursos determinados en el artículo 4° que 
se destinarán al Programa Nacional de Compensación Salarial Docente, así como su operatoria y los 
requisitos que deberán cumplir las provincias y la Ciudad Autónoma de Buenos Aires para acceder a los 
recursos. 
 



ARTICULO 10º — El MINISTERIO DE EDUCACION, CIENCIA Y TECNOLOGIA juntamente con el Consejo 
Federal de Cultura y Educación y las entidades gremiales docentes con representación nacional, acordarán 
un convenio marco que incluirá pautas generales referidas a: a) condiciones laborales, b) calendario 
educativo, c) salario mínimo docente y d) carrera docente. 
 
ARTICULO 11º — El MINISTERIO DE EDUCACION, CIENCIA Y TECNOLOGIA, en su carácter de autoridad 
de aplicación de esta ley, acordará con las provincias y la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, en el ámbito del 
Consejo Federal de Cultura y Educación, la implementación y seguimiento de las políticas educativas 
destinadas a cumplir con los objetivos establecidos en el artículo 2°. A tal fin, se establecerán los programas, 
actividades y acciones que serán desarrollados para coadyuvar al cumplimiento de dichos objetivos, así como 
para el mejoramiento de las capacidades de administración y evaluación y de la eficiencia del gasto sectorial. 
 
ARTICULO 12º — El MINISTERIO DE EDUCACION, CIENCIA Y TECNOLOGIA, en su carácter de autoridad 
de aplicación de esta ley, llevará a cabo convenios bilaterales con las provincias y la Ciudad Autónoma de 
Buenos Aires, en los que se establecerán, en función de los objetivos establecidos en el artículo 2° de la 
presente ley, las metas anuales a alcanzar durante los próximos CINCO (5) años, los recursos financieros de 
origen nacional y provincial que se asignarán para su cumplimiento y los mecanismos de evaluación 
destinados a verificar su correcta asignación. 
Los compromisos de inversión sectorial anual por parte de las provincias y la Ciudad Autónoma de Buenos 
Aires serán consistentes con: a) una participación del gasto en educación en el gasto público total no inferior a 
la verificada en el año 2005 y b) un gasto anual por alumno no inferior al verificado en el año 2005. 
 
ARTICULO 13º — La información referida tanto a las metas anuales, como a las metodologías, los resultados 
de las evaluaciones de cumplimiento de las mismas y los recursos invertidos en las provincias y la Ciudad 
Autónoma de Buenos Aires, será de amplio acceso y difusión pública. A tal fin, en los convenios bilaterales a 
los que se refiere el artículo anterior, se establecerán los mecanismos e instrumentos mediante los cuales esa 
información será puesta a disposición de la sociedad. 
 
ARTICULO 14º — La distribución de los recursos previstos anualmente en los Presupuestos de la 
Administración Pública Nacional destinados a los sistemas educativos provinciales y de la Ciudad Autónoma 
de Buenos Aires, deberá observar: a) la distribución nacional de la matrícula y de la población no escolarizada 
de TRES (3) a DIECISIETE (17) años, b) la incidencia relativa de la ruralidad respecto del total de la matrícula 
y de la población no escolarizada, c) la capacidad financiera de las Provincias y de la Ciudad Autónoma de 
Buenos Aires, d) el esfuerzo financiero de las provincias y de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires en la 
inversión destinada al sistema educativo, e) la incidencia de la sobreedad escolar, la tasa de repitencia y la 
tasa de desgranamiento educativo y, f) el cumplimiento de las metas anuales que se acuerden en virtud de lo 
establecido en el artículo 12 de la presente ley. 
La ponderación de los mencionados indicadores se efectuará con la intervención del Consejo Federal de 
Cultura y Educación, utilizando la información oficial más actualizada. 
 
ARTICULO 15º — Para acceder a los recursos previstos anualmente en los Presupuestos de la 
Administración Pública Nacional en función de los objetivos de la presente ley, las provincias y la Ciudad 
Autónoma de Buenos Aires deberán dar cumplimiento a las condiciones y requisitos que establezca la 
reglamentación de la presente ley y los convenios a que se refiere el artículo 12. 
 
ARTICULO 16º — A los efectos de dotar de una mayor transparencia a la gestión pública, la estructura 
programática de los presupuestos anuales de las provincias y de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires deberá 
reflejar en forma separada la asignación de los recursos transferidos en virtud de lo establecido por el artículo 
4° y afectados en virtud de lo establecido por el artículo 5° de la presente ley, de modo de facilitar su 
seguimiento, monitoreo y evaluación en los términos que establezca la reglamentación de la presente ley. 
El Gobierno nacional, las provincias y la Ciudad Autónoma de Buenos Aires deberán presentar regularmente 
la información sobre la ejecución presupuestaria de los recursos asignados a la educación, informando en 
particular sobre el gasto por alumno, la participación del gasto en educación en el gasto público total, el grado 
de cumplimiento de las metas físicas y financieras comprometidas y las inversiones realizadas en el período. 
Esta información deberá estar disponible públicamente en sus páginas web durante el año de ejecución 
presupuestaria, para corroborar el cumplimiento de las metas establecidas en la presente ley. 
El Consejo Federal de Cultura y Educación será el organismo encargado de evaluar el funcionamiento del 
sistema de información física y financiera conforme a los clasificadores presupuestarios utilizados por la Ley 
N° 25.917 con el objeto de garantizar la homogeneidad de la información y el estricto cumplimiento de los 
compromisos entre las partes. 
 
ARTICULO 17º — Ante el incumplimiento de las obligaciones por parte de las provincias y la Ciudad 
Autónoma de Buenos Aires que se derivan de la presente ley, el MINISTERIO DE EDUCACION, CIENCIA Y 
TECNOLOGIA, en su carácter de autoridad de aplicación en consulta con el Consejo Federal de Cultura y 
Educación, instrumentará o promoverá la ejecución total o parcial de la retención de las transferencias de los 
fondos asignados en el presupuesto del MINISTERIO DE EDUCACION, CIENCIA Y TECNOLOGIA con 
destino a las jurisdicciones hasta tanto se cumplimenten las condiciones acordadas con el Gobierno nacional. 
 
ARTICULO 18º — En los casos en que se proceda a retener los fondos asignados a una jurisdicción, de 
acuerdo con lo previsto en el artículo anterior, y vencido el plazo que se establezca, el MINISTERIO DE 
EDUCACION, CIENCIA Y TECNOLOGIA podrá reasignarlos con los criterios establecidos en el artículo 14 de 
la presente ley, teniendo en cuenta el esfuerzo de cada jurisdicción. 
 
ARTICULO 19º — Modifícase el artículo 1° de la Ley N° 25.919 Fondo Nacional de Incentivo Docente, que 
queda redactado en los siguientes términos:  
 
"Artículo 1°: Prorrógase la vigencia del Fondo Nacional de Incentivo Docente, creado por la Ley N° 25.053, por 
el término de CINCO (5) años a partir del 1° de enero de 2004."  
 
ARTICULO 20º — En los casos en que la ejecución de la presente norma por parte de las jurisdicciones 
afecte el cumplimiento del artículo 10 de la Ley N° 25.917, el Consejo Federal de Responsabilidad Fiscal 
considerará especialmente las erogaciones realizadas en materia de educación para el cumplimiento de las 
metas del artículo 2°. 



 
ARTICULO 21º — Comuníquese al Poder Ejecutivo nacional. 
 
DADA EN LA SALA DE SESIONES DEL CONGRESO ARGENTINO, EN BUENOS AIRES, A LOS VEINTIUN 
DIAS DEL MES DE DICIEMBRE DEL AÑO DOS MIL CINCO. 
 
— REGISTRADA BAJO EL Nº 26.075 — 
 
ALBERTO BALESTRINI. — DANIEL O. SCIOLI. — Enrique Hidalgo. — Juan Estrada. 
 
ANEXO I  
 



LEY DE EDUCACION SEXUAL INTEGRAL 
Ley 26.150 
 
Establécese que todos los educandos tienen derecho a recibir educación sexual integral en los 
establecimientos educativos públicos, de gestión estatal y privada de las jurisdicciones nacional, 
provincial, de la CiudadAutónoma de Buenos Aires y municipal. Creación y Objetivos de dicho 
Programa. 
 
Sancionada: Octubre 4 de 2006 
 
Promulgada: Octubre 23 de 2006 
 
El Senado y Cámara de Diputados de la Nación Argentina reunidos en Congreso, etc. sancionan con 
fuerza de 

 
Ley: 

PROGRAMA NACIONAL DE EDUCACION 
SEXUAL INTEGRAL 

 
ARTICULO 1º — Todos los educandos tienen derecho a recibir educación sexual integral en los 
establecimientos educativos públicos, de gestión estatal y privada de las jurisdicciones nacional, 
provincial, de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires y municipal. A los efectos de esta ley, entiéndase 
como educación sexual integral la que articula aspectos biológicos, psicológicos, sociales, afectivos y 
éticos. 
 
ARTICULO 2º — Créase el Programa Nacional de Educación Sexual Integral en el ámbito del 
Ministerio de Educación, Ciencia y Tecnología, con la finalidad de cumplir en los establecimientos 
educativos referidos en el artículo 1º las disposiciones específicas de la Ley 25.673, de creación del 
Programa Nacional de Salud Sexual y Procreación Responsable; Ley 23.849, de Ratificación de la 
Convención de los Derechos del Niño; Ley 23.179, de Ratificación de la Convención sobre la 
Eliminación de todas las Formas de Discriminación contra la Mujer, que cuentan con rango 
constitucional; Ley 26.061, de Protección Integral de los Derechos de las Niñas, Niños y Adolescentes 
y las leyes generales de educación de la Nación. 
 
ARTICULO 3º — Los objetivos del Programa Nacional de Educación Sexual Integral son: 

a) Incorporar la educación sexual integral dentro de las propuestas educativas orientadas a la 
formación armónica, equilibrada y permanente de las personas; 
b) Asegurar la transmisión de conocimientos pertinentes, precisos, confiables y actualizados 
sobre los distintos aspectos involucrados en la educación sexual integral; 
c) Promover actitudes responsables ante la sexualidad; 
d) Prevenir los problemas relacionados con la salud en general y la salud sexual y reproductiva 
en particular; 
e) Procurar igualdad de trato y oportunidades para varones y mujeres. 

 
ARTICULO 4º — Las acciones que promueva el Programa Nacional de Educación Sexual Integral 
están destinadas a los educandos del sistema educativo nacional, que asisten a establecimientos 
públicos de gestión estatal o privada, desde el nivel inicial hasta el nivel superior de formación docente 
y de educación técnica no universitaria. 
 
ARTICULO 5º — Las jurisdicciones nacional, provincial, de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires y 
municipal garantizarán la realización obligatoria, a lo largo del ciclo lectivo, de acciones educativas 
sistemáticas en los establecimientos escolares, para el cumplimiento del Programa Nacional de 
Educación Sexual Integral. Cada comunidad educativa incluirá en el proceso de elaboración de su 
proyecto institucional, la adaptación de las propuestas a su realidad sociocultural, en el marco del 
respeto a su ideario institucional y a las convicciones de sus miembros. 
 
ARTICULO 6º — El Ministerio de Educación, Ciencia y Tecnología definirá, en consulta con el Consejo 
Federal de Cultura y Educación, los lineamientos curriculares básicos del Programa Nacional de 
Educación Sexual Integral, de modo tal que se respeten y articulen los programas y actividades que 
las jurisdicciones tengan en aplicación al momento de la sanción de la presente ley. 
 
ARTICULO 7º — La definición de los lineamientos curriculares básicos para la educación sexual 
integral será asesorada por una comisión interdisciplinaria de especialistas en la temática, convocada 
por el Ministerio de Educación, Ciencia y Tecnología, con los propósitos de elaborar documentos 
orientadores preliminares, incorporar los resultados de un diálogo sobre sus contenidos con distintos 
sectores del sistema educativo nacional, sistematizar las experiencias ya desarrolladas por estados 
provinciales, Ciudad Autónoma de Buenos Aires y municipalidades, y aportar al Consejo Federal de 
Cultura y Educación una propuesta de materiales y orientaciones que puedan favorecer la aplicación 
del programa. 
 
ARTICULO 8º — Cada jurisdicción implementará el programa a través de: 

a) La difusión de los objetivos de la presente ley, en los distintos niveles del sistema educativo; 
b) El diseño de las propuestas de enseñanza, con secuencias y pautas de abordaje 
pedagógico, en función de la diversidad sociocultural local y de las necesidades de los grupos 
etarios; 
c) El diseño, producción o selección de los materiales didácticos que se recomiende, utilizar a 
nivel institucional; 
d) El seguimiento, supervisión y evaluación del desarrollo de las actividades obligatorias 
realizadas; 
e) Los programas de capacitación permanente y gratuita de los educadores en el marco de la 
formación docente continua; 
f) La inclusión de los contenidos y didáctica de la educación sexual integral en los programas 
de formación de educadores. 



 
ARTICULO 9º — Las jurisdicciones nacional, provincial, de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires y 
municipal, con apoyo del programa, deberán organizar en todos los establecimientos educativos 
espacios de formación para los padres o responsables que tienen derecho a estar informados. Los 
objetivos de estos espacios son: 

a) Ampliar la información sobre aspectos biológicos, fisiológicos, genéticos, psicológicos, 
éticos, jurídicos y pedagógicos en relación con la sexualidad de niños, niñas y adolescentes; 
b) Promover la comprensión y el acompañamiento en la maduración afectiva del niño, niña y 
adolescente ayudándolo a formar su sexualidad y preparándolo para entablar relaciones 
interpersonales positivas; 
c) Vincular más estrechamente la escuela y la familia para el logro de los objetivos del 
programa. 

 
ARTICULO 10. — Disposición transitoria: 
La presente ley tendrá una aplicación gradual y progresiva, acorde al desarrollo de las acciones 
preparatorias en aspectos curriculares y de capacitación docente. La autoridad de aplicación 
establecerá en un plazo de ciento ochenta (180) días un plan que permita el cumplimiento de la 
presente ley, a partir de su vigencia y en un plazo máximo de cuatro (4) años. El Ministerio de 
Educación, Ciencia y Tecnología integrará a las jurisdicciones y comunidades escolares que 
implementan planes similares y que se ajusten a la presente ley. 
 
ARTICULO 11. — Comuníquese al Poder Ejecutivo. 
 
 
DADA EN LA SALA DE SESIONES DEL CONGRESO ARGENTINO, EN BUENOS AIRES, A LOS 
CUATRO DIAS DEL MES DE OCTUBRE DEL AÑO DOS MIL SEIS. 
 
— REGISTRADA BAJO EL Nº 26.150 — 
ALBERTO E. BALESTRINI. — DANIEL O. SCIOLI. — Enrique Hidalgo. — Juan H. Estrada. 
  



LEY DE EDUCACION NACIONAL 
Ley 26.206 
 
Disposiciones Generales. Sistema Educativo Nacional. Educación de Gestión Privada. Docentes y su 
Formación. Políticas de Promoción de la Igualdad Educativa. Calidad de la Educación. Educación, Nuevas 
Tecnologías y Medios de Educación. Educación a Distancia y no Formal. Gobierno y Administración. 
Cumplimiento de los Objetivos de la Ley. Disposiciones Transitorias y Complementarias. 
 
Sancionada: Diciembre 14 de 2006 
Promulgada: Diciembre 28 de 2006 
 
El Senado y Cámara de Diputados de la Nación Argentina reunidos en Congreso, etc. sancionan con fuerza 
de Ley: 
 

LEY DE EDUCACION NACIONAL 
 

TITULO I 
 

DISPOSICIONES GENERALES 
 

CAPITULO I 
 

PRINCIPIOS, DERECHOS Y GARANTIAS 
 
ARTICULO 1º — La presente ley regula el ejercicio del derecho de enseñar y aprender consagrado por el 
artículo 14 de la Constitución Nacional y los tratados internacionales incorporados a ella, conforme con las 
atribuciones conferidas al Honorable Congreso de la Nación en el artículo 75, incisos 17, 18 y 19, y de 
acuerdo con los principios que allí se establecen y los que en esta ley se determinan. 
 
ARTICULO 2º — La educación y el conocimiento son un bien público y un derecho personal y social, 
garantizados por el Estado. 
 
ARTICULO 3º — La educación es una prioridad nacional y se constituye en política de Estado para construir 
una sociedad justa, reafirmar la soberanía e identidad nacional, profundizar el ejercicio de la ciudadanía 
democrática, respetar los derechos humanos y libertades fundamentales y fortalecer el desarrollo económico-
social de la Nación. 
 
ARTICULO 4º — El Estado nacional, las provincias y la Ciudad Autónoma de Buenos Aires tienen la 
responsabilidad principal e indelegable de proveer una educación integral, permanente y de calidad para 
todos/as los/as habitantes de la Nación, garantizando la igualdad, gratuidad y equidad en el ejercicio de este 
derecho, con la participación de las organizaciones sociales y las familias. 
 
ARTICULO 5º — El Estado nacional fija la política educativa y controla su cumplimiento con la finalidad de 
consolidar la unidad nacional, respetando las particularidades provinciales y locales. 
 
ARTICULO 6º — El Estado garantiza el ejercicio del derecho constitucional de enseñar y aprender. Son 
responsables de las acciones educativas el Estado nacional, las provincias y la Ciudad Autónoma de Buenos 
Aires, en los términos fijados por el artículo 4º de esta ley; los municipios, las confesiones religiosas 
reconocidas oficialmente y las organizaciones de la sociedad; y la familia, como agente natural y primario. 
 
ARTICULO 7º — El Estado garantiza el acceso de todos/as los/as ciudadanos/as a la información y al 
conocimiento como instrumentos centrales de la participación en un proceso de desarrollo con crecimiento 
económico y justicia social. 
 
ARTICULO 8º — La educación brindará las oportunidades necesarias para desarrollar y fortalecer la 
formación integral de las personas a lo largo de toda la vida y promover en cada educando/a la capacidad de 
definir su proyecto de vida, basado en los valores de libertad, paz, solidaridad, igualdad, respeto a la 
diversidad, justicia, responsabilidad y bien común. 
 
ARTICULO 9º — El Estado garantiza el financiamiento del Sistema Educativo Nacional conforme a las 
previsiones de la presente ley. Cumplidas las metas de financiamiento establecidas en la Ley Nº 26.075, el 
presupuesto consolidado del Estado nacional, las provincias y la Ciudad Autónoma de Buenos Aires destinado 
exclusivamente a educación, no será inferior al SEIS POR CIENTO (6%) del Producto Interno Bruto (PIB). 
 
ARTICULO 10. — El Estado nacional no suscribirá tratados bilaterales o multilaterales de libre comercio que 
impliquen concebir la educación como un servicio lucrativo o alienten cualquier forma de mercantilización de la 
educación pública. 
 

CAPITULO II 
 

FINES Y OBJETIVOS DE LA POLITICA EDUCATIVA NACIONAL 
 
ARTICULO 11. — Los fines y objetivos de la política educativa nacional son: 
 
a) Asegurar una educación de calidad con igualdad de oportunidades y posibilidades, sin desequilibrios 
regionales ni inequidades sociales. 
 
b) Garantizar una educación integral que desarrolle todas las dimensiones de la persona y habilite tanto para 
el desempeño social y laboral, como para el acceso a estudios superiores. 
 
c) Brindar una formación ciudadana comprometida con los valores éticos y democráticos de participación, 
libertad, solidaridad, resolución pacífica de conflictos, respeto a los derechos humanos, responsabilidad, 
honestidad, valoración y preservación del patrimonio natural y cultural. 



 
d) Fortalecer la identidad nacional, basada en el respeto a la diversidad cultural y a las particularidades 
locales, abierta a los valores universales y a la integración regional y latinoamericana. 
 
e) Garantizar la inclusión educativa a través de políticas universales y de estrategias pedagógicas y de 
asignación de recursos que otorguen prioridad a los sectores más desfavorecidos de la sociedad. 
 
f) Asegurar condiciones de igualdad, respetando las diferencias entre las personas sin admitir discriminación 
de género ni de ningún otro tipo. 
 
g) Garantizar, en el ámbito educativo, el respeto a los derechos de los/as niños/as y adolescentes 
establecidos en la Ley Nº 26.061. 
 
h) Garantizar a todos/as el acceso y las condiciones para la permanencia y el egreso de los diferentes niveles 
del sistema educativo, asegurando la gratuidad de los servicios de gestión estatal, en todos los niveles y 
modalidades. 
 
i) Asegurar la participación democrática de docentes, familias y estudiantes en las instituciones educativas de 
todos los niveles. 
 
j) Concebir la cultura del trabajo y del esfuerzo individual y cooperativo como principio fundamental de los 
procesos de enseñanza-aprendizaje. 
 
k) Desarrollar las capacidades y ofrecer oportunidades de estudio y aprendizaje necesarias para la educación 
a lo largo de toda la vida. 
 
I) Fortalecer la centralidad de la lectura y la escritura, corno condiciones básicas para la educación a lo largo 
de toda la vida, la construcción de una ciudadanía responsable y la libre circulación del conocimiento. 
 
m) Desarrollar las competencias necesarias para el manejo de los nuevos lenguajes producidos por las 
tecnologías de la información y la comunicación. 
 
n) Brindar a las personas con discapacidades, temporales o permanentes, una propuesta pedagógica que les 
permita el máximo desarrollo de sus posibilidades, la integración y el pleno ejercicio de sus derechos. 
 
ñ) Asegurar a los pueblos indígenas el respeto a su lengua y a su identidad cultural, promoviendo la 
valoración de la multiculturalidad en la formación de todos/as los/as educandos/as. 
 
o) Comprometer a los medios masivos de comunicación a asumir mayores grados de responsabilidad ética y 
social por los contenidos y valores que transmiten. 
 
p) Brindar conocimientos y promover valores que fortalezcan la formación integral de una sexualidad 
responsable. 
 
q) Promover valores y actitudes que fortalezcan las capacidades de las personas para prevenir las adicciones 
y el uso indebido de drogas. 
 
r) Brindar una formación corporal, motriz y deportiva que favorezca el desarrollo armónico de todos/as los/as 
educandos/as y su inserción activa en la sociedad. 
 
s) Promover el aprendizaje de saberes científicos fundamentales para comprender y participar reflexivamente 
en la sociedad contemporánea. 
 
t) Brindar una formación que estimule la creatividad, el gusto y la comprensión de las distintas 
manifestaciones del arte y la cultura. 
 
u) Coordinar las políticas de educación, ciencia y tecnología con las de cultura, salud, trabajo, desarrollo 
social, deportes y comunicaciones, para atender integralmente las necesidades de la población, 
aprovechando al máximo los recursos estatales, sociales y comunitarios. 
 
v) Promover en todos los niveles educativos y modalidades la comprensión del concepto de eliminación de 
todas las formas de discriminación. 
 

TITULO II 
 

EL SISTEMA EDUCATIVO NACIONAL 
 

CAPITULO I 
 

DISPOSICIONES GENERALES 
 
ARTICULO 12. — El Estado nacional, las provincias y la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, de manera 
concertada y concurrente, son los responsables de la planificación, organización, supervisión y financiación 
del Sistema Educativo Nacional. Garantizan el acceso a la educación en todos los niveles y modalidades, 
mediante la creación y administración de los establecimientos educativos de gestión estatal. El Estado 
nacional crea y financia las Universidades Nacionales. 
 
ARTICULO 13. — El Estado nacional, las provincias y la Ciudad Autónoma de Buenos Aires reconocen, 
autorizan y supervisan el funcionamiento de instituciones educativas de gestión privada, confesionales o no 
confesionales, de gestión cooperativa y de gestión social. 
 
ARTICULO 14. — El Sistema Educativo Nacional es el conjunto organizado de servicios y acciones 
educativas reguladas por el Estado que posibilitan el ejercicio del derecho a la educación. Lo integran los 



servicios educativos de gestión estatal y privada, gestión cooperativa y gestión social, de todas las 
jurisdicciones del país, que abarcan los distintos niveles, ciclos y modalidades de la educación. 
 
ARTICULO 15. — El Sistema Educativo Nacional tendrá una estructura unificada en todo el país que asegure 
su ordenamiento y cohesión, la organización y articulación de los niveles y modalidades de la educación y la 
validez nacional de los títulos y certificados que se expidan. 
 
ARTICULO 16. — La obligatoriedad escolar en todo el país se extiende desde la edad de cuatro (4) años 
hasta la finalización del nivel de la educación secundaria. 
 
El Ministerio de Educación y las autoridades jurisdiccionales competentes asegurarán el cumplimiento de la 
obligatoriedad escolar a través de alternativas institucionales, pedagógicas y de promoción de derechos, que 
se ajusten a los requerimientos locales y comunitarios, urbanos y rurales, mediante acciones que permitan 
alcanzar resultados de calidad equivalente en todo el país y en todas las situaciones sociales. 
 
(Artículo sustituido por art. 2° de la Ley N° 27.045 B.O. 07/01/2015) 
 
ARTICULO 17. — La estructura del Sistema Educativo Nacional comprende CUATRO (4) niveles —la 
Educación Inicial, la Educación Primaria, la Educación Secundaria y la Educación Superior, y OCHO (8) 
modalidades. 
 
A los efectos de la presente ley, constituyen modalidades del Sistema Educativo Nacional aquellas opciones 
organizativas y/o curriculares de la educación común, dentro de uno o más niveles educativos, que procuran 
dar respuesta a requerimientos específicos de formación y atender particularidades de carácter permanente o 
temporal, personales y/o contextuales, con el propósito de garantizar la igualdad en el derecho a la educación 
y cumplir con las exigencias legales, técnicas y pedagógicas de los diferentes niveles educativos. Son 
modalidades: la Educación Técnico Profesional, la Educación Artística, la Educación Especial, la Educación 
Permanente de Jóvenes y Adultos, la Educación Rural, la Educación Intercultural Bilingüe, la Educación en 
Contextos de Privación de Libertad y la Educación Domiciliaria y Hospitalaria. 
 
Las jurisdicciones podrán definir, con carácter excepcional, otras modalidades de la educación común, cuando 
requerimientos específicos de carácter permanente y contextual así lo justifiquen. 
 

CAPITULO II 
 

EDUCACION INICIAL 
 
ARTICULO 18. — La educación inicial constituye una unidad pedagógica y comprende a los/as niños/as 
desde los cuarenta y cinco (45) días hasta los cinco (5) años de edad inclusive, siendo obligatorios los dos (2) 
últimos años. 
 
(Artículo sustituido por art. 3° de la Ley N° 27.045 B.O. 07/01/2015) 
 
ARTICULO 19. — El Estado nacional, las provincias y la Ciudad Autónoma de Buenos Aires tienen la 
obligación de universalizar los servicios educativos para los/as niños/as de tres (3) años de edad, priorizando 
la atención educativa de los sectores menos favorecidos de la población. 
 
(Artículo sustituido por art. 4° de la Ley N° 27.045 B.O. 07/01/2015) 
 
ARTICULO 20. — Son objetivos de la Educación Inicial: 
 
a) Promover el aprendizaje y desarrollo de los/as niños/as de CUARENTA Y CINCO (45) días a CINCO (5) 
años de edad inclusive, como sujetos de derechos y partícipes activos/as de un proceso de formación integral, 
miembros de una familia y de una comunidad. 
 
b) Promover en los/as niños/as la solidaridad, confianza, cuidado, amistad y respeto a sí mismo y a los/as 
otros/as. 
 
c) Desarrollar su capacidad creativa y el placer por el conocimiento en las experiencias de aprendizaje. 
 
d) Promover el juego como contenido de alto valor cultural para el desarrollo cognitivo, afectivo, ético, estético, 
motor y social. 
 
e) Desarrollar la capacidad de expresión y comunicación a través de los distintos lenguajes, verbales y no 
verbales: el movimiento, la música, la expresión plástica y la literatura. 
 
f) Favorecer la formación corporal y motriz a través de la educación tísica. 
 
g) Propiciar la participación de las familias en el cuidado y la tarea educativa promoviendo la comunicación y 
el respeto mutuo. 
 
h) Atender a las desigualdades educativas de origen social y familiar para favorecer una integración plena de 
todos/as los/as niños/as en el sistema educativo. 
 
i) Prevenir y atender necesidades especiales y dificultades de aprendizaje. 
 
ARTICULO 21. — El Estado nacional, las provincias y la Ciudad Autónoma de Buenos Aires tienen la 
responsabilidad de: 
 
a) Expandir los servicios de Educación Inicial. 
 
b) Promover y facilitar la participación de las familias en el desarrollo de las acciones destinadas al cuidado y 
educación de sus hijos/as. 



 
c) Asegurar el acceso y la permanencia con igualdad de oportunidades, atendiendo especialmente a los 
sectores menos favorecidos de la población. 
 
d) Regular, controlar y supervisar el funcionamiento de las instituciones con el objetivo de asegurar la 
atención, el cuidado y la educación integral de los/as niños/as. 
 
ARTICULO 22. — Se crearán en los ámbitos nacional, provinciales y de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires 
mecanismos para la articulación y/o gestión asociada entre los organismos gubernamentales, especialmente 
con el área responsable de la niñez y familia del Ministerio de Desarrollo Social y con el Ministerio de Salud, a 
fin de garantizar el cumplimiento de los derechos de los/as niños/ as establecidos en la Ley Nº 26.061. Tras el 
mismo objetivo y en función de las particularidades locales o comunitarias, se implementarán otras estrategias 
de desarrollo infantil, con la articulación y/o gestión asociada de las áreas gubernamentales de desarrollo 
social, salud y educación, en el ámbito de la educación no formal, para atender integralmente a los/as 
niños/as entre los CUARENTA Y CINCO (45) días y los DOS (2) años de edad, con participación de las 
familias y otros actores sociales. 
 
ARTICULO 23. — Están comprendidas en la presente ley las instituciones que brinden Educación Inicial: 
 
a) De gestión estatal, pertenecientes tanto a los órganos de gobierno de la educación como a otros 
organismos gubernamentales. 
 
b) De gestión privada y/o pertenecientes a organizaciones sin fines de lucro, sociedades civiles, gremios, 
sindicatos, cooperativas, organizaciones no gubernamentales, organizaciones barriales, comunitarias y otros. 
 
ARTICULO 24. — La organización de la Educación Inicial tendrá las siguientes características: 
 
a) Los Jardines Maternales atenderán a los/as niños/as desde los CUARENTA Y CINCO (45) días a los DOS 
(2) años de edad inclusive y los Jardines de Infantes a los/as niños/as desde los TRES (3) a los CINCO (5) 
años de edad inclusive. 
 
b) En función de las características del contexto se reconocen otras formas organizativas del nivel para la 
atención educativa de los/as niños/as entre los CUARENTA Y CINCO (45) días y los CINCO, (5) años, como 
salas multiedades o plurisalas en contextos rurales o urbanos, salas de juego y otras modalidades que 
pudieran conformarse, según lo establezca la reglamentación de la presente ley. 
 
c) La cantidad de secciones, cobertura de edades, extensión de la jornada y servicios complementarios de 
salud y alimentación, serán determinados por las disposiciones reglamentarias, que respondan a las 
necesidades de los/as niños/as y sus familias. 
 
d) Las certificaciones de cumplimiento de la Educación Inicial obligatoria en cualesquiera de las formas 
organizativas reconocidas y supervisadas por las autoridades educativas, tendrán plena validez para la 
inscripción en la Educación Primaria. 
 
ARTICULO 25. — Las actividades pedagógicas realizadas en el nivel de Educación Inicial estarán a cargo de 
personal docente titulado, conforme lo establezca la normativa vigente en cada jurisdicción. Dichas 
actividades pedagógicas serán supervisadas por las autoridades educativas de las provincias y de la Ciudad 
Autónoma de Buenos Aires. 
 

CAPITULO III 
 

EDUCACION PRIMARIA 
 
ARTICULO 26. — La Educación Primaria es obligatoria y constituye una unidad pedagógica y organizativa 
destinada a la formación de los/as niños/as a partir de los SEIS (6) años de edad. 
 
ARTICULO 27. — La Educación Primaria tiene por finalidad proporcionar una formación integral, básica y 
común y sus objetivos son: 
 
a) Garantizar a todos/as los/as niños/as el acceso a un conjunto de saberes comunes que les permitan 
participar de manera plena y acorde a su edad en la vida familiar, escolar y comunitaria. 
 
b) Ofrecer las condiciones necesarias para un desarrollo integral de la infancia en todas sus dimensiones. 
 
c) Brindar oportunidades equitativas a todos/as los/as niños/as para el aprendizaje de saberes significativos 
en los diversos campos del conocimiento, en especial la lengua y la comunicación, las ciencias sociales, la 
matemática, las ciencias naturales y el medio ambiente, las lenguas extranjeras, el arte y la cultura y la 
capacidad de aplicarlos en situaciones de la vida cotidiana. 
 
d) Generar las condiciones pedagógicas para el manejo de las nuevas tecnologías de la información y la 
comunicación, así como para la producción y recepción crítica de los discursos mediáticos. 
 
e) Promover el desarrollo de una actitud de esfuerzo, trabajo y responsabilidad en el estudio y de curiosidad e 
interés por el aprendizaje, fortaleciendo la confianza en las propias posibilidades de aprender. 
 
f) Desarrollar la iniciativa individual y el trabajo en equipo y hábitos de convivencia solidaria y cooperación. 
 
g) Fomentar el desarrollo de la creatividad y la expresión, el placer estético y la comprensión, conocimiento y 
valoración de las distintas manifestaciones del arte y la cultura. 
 
h) Brindar una formación ética que habilite para el ejercicio de una ciudadanía responsable y permita asumir 
los valores de libertad, paz, solidaridad, igualdad, respeto a la diversidad, justicia, responsabilidad y bien 
común. 



 
i) Ofrecer los conocimientos y las estrategias cognitivas necesarias para continuar los estudios en la 
Educación Secundaria. 
 
j) Brindar oportunidades para una educación física que promueva la formación corporal y motriz y consolide el 
desarrollo armónico de todos/as los/as niños/as. 
 
k) Promover el juego como actividad necesaria para el desarrollo cognitivo, afectivo, ético, estético, motor y 
social. 
 
l) Promover el conocimiento y los valores que permitan el desarrollo de actitudes de protección y cuidado del 
patrimonio cultural y el medio ambiente. 
 
ARTICULO 28. — Las escuelas primarias serán de jornada extendida o completa con la finalidad de asegurar 
el logro de los objetivos fijados para este nivel por la presente ley. 
 

CAPITULO IV 
 

EDUCACION SECUNDARIA 
 
ARTICULO 29. — La Educación Secundaria es obligatoria y constituye una unidad pedagógica y organizativa 
destinada a los/as adolescentes y jóvenes que hayan cumplido con el nivel de Educación Primaria. 
 
ARTICULO 30. — La Educación Secundaria en todas sus modalidades y orientaciones tiene la finalidad de 
habilitar a los/las adolescentes y jóvenes para el ejercicio pleno de la ciudadanía, para el trabajo y para la 
continuación de estudios. Son sus objetivos: 
 
a) Brindar una formación ética que permita a los/as estudiantes desempeñarse como sujetos conscientes de 
sus derechos y obligaciones, que practican el pluralismo, la cooperación y la solidaridad, que respetan los 
derechos humanos, rechazan todo tipo de discriminación, se preparan para el ejercicio de la ciudadanía 
democrática y preservan el patrimonio natural y cultural. 
 
b) Formar sujetos responsables, que sean capaces de utilizar el conocimiento como herramienta para 
comprender y transformar constructivamente su entorno social, económico, ambiental y cultural, y de situarse 
como participantes activos/as en un mundo en permanente cambio. 
 
c) Desarrollar y consolidar en cada estudiante las capacidades de estudio, aprendizaje e investigación, de 
trabajo individual y en equipo, de esfuerzo, iniciativa y responsabilidad, como condiciones necesarias para el 
acceso al mundo laboral, los estudios superiores y la educación a lo largo de toda la vida. 
 
d) Desarrollar las competencias lingüísticas, orales y escritas de la lengua española y comprender y 
expresarse en una lengua extranjera. 
 
e) Promover el acceso al conocimiento como saber integrado, a través de las distintas áreas y disciplinas que 
lo constituyen y a sus principales problemas, contenidos y métodos. 
 
f) Desarrollar las capacidades necesarias para la comprensión y utilización inteligente y crítica de los nuevos 
lenguajes producidos en el campo de las tecnologías de la información y la comunicación. 
 
g) Vincular a los/as estudiantes con el mundo del trabajo, la producción, la ciencia y la tecnología. 
 
h) Desarrollar procesos de orientación vocacional a fin de permitir una adecuada elección profesional y 
ocupacional de los/as estudiantes. 
 
i) Estimular la creación artística, la libre expresión, el placer estético y la comprensión de las distintas 
manifestaciones de la cultura. 
 
j) Promover la formación corporal y motriz a través de una educación física acorde con los requerimientos del 
proceso de desarrollo integral de los adolescentes. 
 
ARTICULO 31. — La Educación Secundaria se divide en DOS (2) ciclos: UN (1) Ciclo Básico, de carácter 
común a todas las orientaciones y UN (1) Ciclo Orientado, de carácter diversificado según distintas áreas del 
conocimiento, del mundo social y del trabajo. 
 
ARTICULO 32. — El Consejo Federal de Educación fijará las disposiciones necesarias para que las distintas 
jurisdicciones garanticen: 
 
a) La revisión de la estructura curricular de la Educación Secundaria, con el objeto de actualizarla y establecer 
criterios organizativos y pedagógicos comunes y núcleos de aprendizaje prioritarios a nivel nacional. 
 
b) Las alternativas de acompañamiento de la trayectoria escolar de los/as jóvenes, tales como tutores/as y 
coordinadores/as de curso, fortaleciendo el proceso educativo individual y/o grupal de los/ as alumnos/as. 
 
c) Un mínimo de VEINTICINCO (25) horas reloj de clase semanales. 
 
d) La discusión en convenciones colectivas de trabajo de mecanismos de concentración de horas cátedra o 
cargos de los/as profesores/as, con el objeto de constituir equipos docentes más estables en cada institución. 
 
e) La creación de espacios extracurriculares, fuera de los días y horarios de actividad escolar, para el conjunto 
de los/as estudiantes y jóvenes de la comunidad, orientados al desarrollo de actividades ligadas al arte, la 
educación física y deportiva, la recreación, la vida en la naturaleza, la acción solidaria y la apropiación crítica 
de las distintas manifestaciones de la ciencia y la cultura. 
 



f) La inclusión de adolescentes y jóvenes no escolarizados en espacios escolares no formales como tránsito 
hacia procesos de reinserción escolar plena. 
 
g) El intercambio de estudiantes de diferentes ámbitos y contextos, así como la organización de actividades 
de voluntariado juvenil y proyectos educativos solidarios, para cooperar en el desarrollo comunitario, en el 
marco del proyecto educativo institucional. 
 
h) La atención psicológica, psicopedagógica y médica de aquellos adolescentes y jóvenes que la necesiten, a 
través de la conformación de gabinetes interdisciplinarios en las escuelas y la articulación intersectorial con 
las distintas áreas gubernamentales de políticas sociales y otras que se consideren pertinentes. 
 
ARTICULO 33. — Las autoridades jurisdiccionales propiciarán la vinculación de las escuelas secundarias con 
el mundo de la producción y el trabajo. En este marco, podrán realizar prácticas educativas en las escuelas, 
empresas, organismos estatales, organizaciones culturales y organizaciones de la sociedad civil, que permitan 
a los/as alumnos/as el manejo de tecnologías o brinden una experiencia adecuada a su formación y 
orientación vocacional. En todos los casos estas prácticas tendrán carácter educativo y no podrán generar ni 
reemplazar ningún vínculo contractual o relación laboral. Podrán participar de dichas actividades los/as 
alumnos/as de todas las modalidades y orientaciones de la Educación Secundaria, mayores de DIECISEIS 
(16) años de edad, durante el período lectivo, por un período no mayor a SEIS (6) meses, con el 
acompañamiento de docentes y/o autoridades pedagógicas designadas a tal fin. En el caso de las escuelas 
técnicas y agrotécnicas, la vinculación de estas instituciones con el sector productivo se realizará en 
conformidad con lo dispuesto por los artículos 15 y 16 de la Ley Nº 26.058. 
 

CAPITULO V 
 

EDUCACION SUPERIOR 
 
ARTICULO 34. — La Educación Superior comprende: 
 
a) Universidades e Institutos Universitarios, estatales o privados autorizados, en concordancia con la 
denominación establecida en la Ley Nº 24.521. 
 
b) Institutos de Educación Superior de jurisdicción nacional, provincial o de la Ciudad Autónoma de Buenos 
Aires, de gestión estatal o privada. 
 
ARTICULO 35. — La Educación Superior será regulada por la Ley de Educación Superior Nº 24.521, la Ley 
de Educación Técnico Profesional Nº 26.058 y por las disposiciones de la presente ley en lo que respecta a 
los Institutos de Educación Superior. 
 
ARTICULO 36. — El Ministerio de Educación, Ciencia y Tecnología, en acuerdo con el Consejo Federal de 
Educación, establecerá las políticas, los mecanismos de regulación y los criterios de evaluación y de 
articulación relativos a los Institutos de Educación Superior dependientes del Estado nacional, de las 
provincias y de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. 
 
ARTICULO 37. — El Estado nacional, las provincias y la Ciudad Autónoma de Buenos Aires tienen 
competencia en la planificación de la oferta de carreras y de postítulos, el diseño de planes de estudio, la 
gestión y asignación de recursos y la aplicación de las regulaciones específicas, relativas a los Institutos de 
Educación Superior bajo su dependencia. 
 

CAPITULO VI 
 

EDUCACION TECNICO PROFESIONAL 
 
ARTICULO 38. — La Educación Técnico Profesional es la modalidad de la Educación Secundaria y la 
Educación Superior responsable de la formación de técnicos medios y técnicos superiores en áreas 
ocupacionales específicas y de la formación profesional. La Educación Técnico Profesional se rige por las 
disposiciones de la Ley Nº 26.058, en concordancia con los principios, fines y objetivos de la presente ley. 
 
Esta modalidad se implementa en las instituciones de gestión estatal o privada que cumplen con las 
disposiciones de la Ley Nº 26.058. 
 

CAPITULO VII 
 

EDUCACION ARTISTICA 
 
ARTICULO 39. — La Educación Artística comprende: 
 
a) La formación en distintos lenguajes artísticos para niños/as y adolescentes, en todos los niveles y 
modalidades. 
 
b) La modalidad artística orientada a la formación específica de Nivel Secundario para aquellos/as alumnos/as 
que opten por seguirla. 
 
c) La formación artística impartida en los Institutos de Educación Superior, que comprende los profesorados 
en los diversos lenguajes artísticos para los distintos niveles de enseñanza y las carreras artísticas 
específicas. 
 
ARTICULO 40. — El Ministerio de Educación, Ciencia y Tecnología, las provincias y la Ciudad Autónoma de 
Buenos Aires garantizarán una educación artística de calidad para todos/as los/as alumnos/ as del Sistema 
Educativo, que fomente y desarrolle la sensibilidad y la capacidad creativa de cada persona, en un marco de 
valoración y protección del patrimonio natural y cultural, material y simbólico de las diversas comunidades que 
integran la Nación. 
 



ARTICULO 41. — Todos/as los/as alumnos/as, en el transcurso de su escolaridad obligatoria, tendrán 
oportunidad de desarrollar su sensibilidad y su capacidad creativa en, al menos, DOS (2) disciplinas artísticas. 
 
En la Educación Secundaria, la modalidad artística ofrecerá una formación específica en Música, Danza, Artes 
Visuales, Plástica, Teatro, y otras que pudieran conformarse, admitiendo en cada caso diferentes 
especializaciones. La formación específica brindada en las escuelas especializadas en artes, podrá 
continuarse en establecimientos de nivel superior de la misma modalidad. 
 

CAPITULO VIII 
 

EDUCACION ESPECIAL 
 
ARTICULO 42. — La Educación Especial es la modalidad del sistema educativo destinada a asegurar el 
derecho a la educación de las personas con discapacidades, temporales o permanentes, en todos los niveles 
y modalidades del Sistema Educativo. La Educación Especial se rige por el principio de inclusión educativa, 
de acuerdo con el inciso n) del artículo 11 de esta ley. La Educación Especial brinda atención educativa en 
todas aquellas problemáticas específicas que no puedan ser abordadas por la educación común. El Ministerio 
de Educación, Ciencia y Tecnología, en acuerdo con el Consejo Federal de Educación, garantizará la 
integración de los/as alumnos/as con discapacidades en todos los niveles y modalidades según las 
posibilidades de cada persona. 
 
ARTICULO 43. — Las provincias y la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, en el marco de la articulación de 
niveles de gestión y funciones de los organismos competentes para la aplicación de la Ley Nº 26.061, 
establecerán los procedimientos y recursos correspondientes para identificar tempranamente las necesidades 
educativas derivadas de la discapacidad o de trastornos en el desarrollo, con el objeto de darles la atención 
interdisciplinaria y educativa para lograr su inclusión desde el Nivel Inicial. 
 
ARTICULO 44. — Con el propósito de asegurar el derecho a la educación, la integración escolar y favorecer 
la inserción social de las personas con discapacidades, temporales o permanentes, las autoridades 
jurisdiccionales dispondrán las medidas necesarias para: 
 
a) Posibilitar una trayectoria educativa integral que permita el acceso a los saberes tecnológicos, artísticos y 
culturales. 
 
b) Contar con el personal especializado suficiente que trabaje en equipo con los/as docentes de la escuela 
común. 
 
c) Asegurar la cobertura de los servicios educativos especiales, el transporte, los recursos técnicos y 
materiales necesarios para el desarrollo del currículo escolar. 
 
d) Propiciar alternativas de continuidad para su formación a lo largo de toda la vida. 
 
e) Garantizar la accesibilidad física de todos los edificios escolares. 
 
ARTICULO 45. — El Ministerio de Educación, Ciencia y Tecnología, en acuerdo con el Consejo Federal de 
Educación, creará las instancias institucionales y técnicas necesarias para la orientación de la trayectoria 
escolar más adecuada de los/as alumnos/as con discapacidades, temporales o permanentes, en todos los 
niveles de la enseñanza obligatoria, así como también las normas que regirán los procesos de evaluación y 
certificación escolar. Asimismo, participarán en mecanismos de articulación entre ministerios y otros 
organismos del Estado que atienden a personas con discapacidades, temporales o permanentes, para 
garantizar un servicio eficiente y de mayor calidad. 
 

CAPITULO IX 
 

EDUCACION PERMANENTE DE JOVENES Y ADULTOS 
 
ARTICULO 46. — La Educación Permanente de Jóvenes y Adultos es la modalidad educativa destinada a 
garantizar la alfabetización y el cumplimiento de la obligatoriedad escolar prevista por la presente ley, a 
quienes no la hayan completado en la edad establecida reglamentariamente, y a brindar posibilidades de 
educación a lo largo de toda la vida. 
 
ARTICULO 47. — Los programas y acciones de educación para jóvenes y adultos del Ministerio de 
Educación, Ciencia y Tecnología y de las distintas jurisdicciones se articularán con acciones de otros 
Ministerios, particularmente los de Trabajo, Empleo y Seguridad Social, de Desarrollo Social, de Justicia y 
Derechos Humanos y de Salud, y se vincularán con el mundo de la producción y el trabajo. A tal fin, en el 
marco del Consejo Federal de Educación se acordarán los mecanismos de participación de los sectores 
involucrados, a nivel nacional, regional y local. Asimismo, el Estado garantiza el acceso a la información y a la 
orientación sobre las ofertas de educación permanente y las posibilidades de acceso a las mismas. 
 
ARTICULO 48. — La organización curricular e institucional de la Educación Permanente de Jóvenes y Adultos 
responderá a los siguientes objetivos y criterios: 
 
a) Brindar una formación básica que permita adquirir conocimientos desarrollar las capacidades de expresión, 
comunicación, relación interpersonal y de construcción del conocimiento, atendiendo las particularidades 
socioculturales, laborales, contextuales y personales de la población destinataria. 
 
b) Desarrollar la capacidad de participación en la vida social, cultural, política y económica y hacer efectivo su 
derecho a la ciudadanía democrática. 
 
c) Mejorar su formación profesional y/o adquirir una preparación que facilite su inserción laboral. 
 
d) Incorporar en sus enfoques y contenidos básicos la equidad de género y la diversidad cultural. 
 



e) Promover la inclusión de los/as adultos/as mayores y de las personas con discapacidades, temporales o 
permanentes. 
 
f) Diseñar una estructura curricular modular basada en criterios de flexibilidad y apertura. 
 
g) Otorgar certificaciones parciales y acreditar los saberes adquiridos a través de la experiencia laboral. 
 
h) Implementar sistemas de créditos y equivalencias que permitan y acompañen la movilidad de los/as 
participantes. 
 
i) Desarrollar acciones educativas presenciales y/o a distancia, particularmente en zonas rurales o aisladas, 
asegurando la calidad y la igualdad de sus resultados. 
 
j) Promover la participación de los/as docentes y estudiantes en el desarrollo del proyecto educativo, así como 
la vinculación con la comunidad local y con los sectores laborales o sociales de pertenencia de los/as 
estudiantes. 
 
k) Promover el acceso al conocimiento y manejo de nuevas tecnologías. 
 

CAPITULO X 
 

EDUCACION RURAL 
 
ARTICULO 49. — La Educación Rural es la modalidad del sistema educativo de los niveles de Educación 
Inicial, Primaria y Secundaria destinada a garantizar el cumplimiento de la escolaridad obligatoria a través de 
formas adecuadas a las necesidades y particularidades de la población que habita en zonas rurales. Se 
implementa en las escuelas que son definidas como rurales según criterios consensuados entre el Ministerio 
de Educación, Ciencia y Tecnología y las provincias, en el marco del Consejo Federal de Educación. 
 
ARTICULO 50. — Son objetivos de la Educación Rural: 
 
a) Garantizar el acceso a los saberes postulados para el conjunto del sistema a través de propuestas 
pedagógicas flexibles que fortalezcan el vínculo con las identidades culturales y las actividades productivas 
locales. 
 
b) Promover diseños institucionales que permitan a los/as alumnos/as mantener los vínculos con su núcleo 
familiar y su medio local de pertenencia, durante el proceso educativo, garantizando la necesaria coordinación 
y articulación del sistema dentro de cada provincia y entre las diferentes jurisdicciones. 
 
c) Permitir modelos de organización escolar adecuados a cada contexto, tales como agrupamientos de 
instituciones, salas plurigrados y grupos multiedad, instituciones que abarquen varios niveles en una misma 
unidad educativa, escuelas de alternancia, escuelas itinerantes u otras, que garanticen el cumplimiento de la 
obligatoriedad escolar y la continuidad de los estudios en los diferentes ciclos, niveles y modalidades del 
sistema educativo, atendiendo asimismo las necesidades educativas de la población rural migrante. 
 
d) Promover la igualdad de oportunidades y posibilidades asegurando la equidad de género. 
 
ARTICULO 51. — El Ministerio de Educación, Ciencia y Tecnología, en acuerdo con el Consejo Federal de 
Educación, es responsable de definir las medidas necesarias para que los servicios educativos brindados en 
zonas rurales alcancen niveles de calidad equivalente a los urbanos. Los criterios generales que deben 
orientar dichas medidas son: 
 
a) Instrumentar programas especiales de becas para garantizar la igualdad de posibilidades. 
 
b) Asegurar el funcionamiento de comedores escolares y otros servicios asistenciales que resulten necesarios 
a la comunidad. 
 
c) Integrar redes intersectoriales de organizaciones gubernamentales y no gubernamentales y agencias de 
extensión a fin de coordinar la cooperación y el apoyo de los diferentes sectores para expandir y garantizar las 
oportunidades y posibilidades educativas de los alumnos. 
 
d) Organizar servicios de educación no formal que contribuyan a la capacitación laboral y la promoción cultural 
de la población rural, atendiendo especialmente la condición de las mujeres. 
 
e) Proveer los recursos pedagógicos y materiales necesarios para la escolarización de los/as alumnos/as y 
estudiantes del medio rural tales como textos, equipamiento informático, televisión educativa, instalaciones y 
equipamiento para la educación física y la práctica deportiva, comedores escolares, residencias y transporte, 
entre otros. 
 

CAPITULO XI 
 

EDUCACION INTERCULTURAL BILINGÜE 
 
ARTICULO 52. — La Educación Intercultural Bilingüe es la modalidad del sistema educativo de los niveles de 
Educación Inicial, Primaria y Secundaria que garantiza el derecho constitucional de los pueblos indígenas, 
conforme al artículo 75 inciso 17 de la Constitución Nacional, a recibir una educación que contribuya a 
preservar y fortalecer sus pautas culturales, su lengua, su cosmovisión e identidad étnica; a desempeñarse 
activamente en un mundo multicultural y a mejorar su calidad de vida. Asimismo, la Educación Intercultural 
Bilingüe promueve un diálogo mutuamente enriquecedor de conocimientos y valores entre los pueblos 
indígenas y poblaciones étnica, lingüística y culturalmente diferentes, y propicia el reconocimiento y el respeto 
hacia tales diferencias. 
 



ARTICULO 53. — Para favorecer el desarrollo de la Educación Intercultural Bilingüe, el Estado será 
responsable de: 
 
a) Crear mecanismos de participación permanente de los/as representantes de los pueblos indígenas en los 
órganos responsables de definir y evaluar las estrategias de Educación Intercultural Bilingüe. 
 
b) Garantizar la formación docente específica, inicial y continua, correspondiente a los distintos niveles del 
sistema. 
 
c) Impulsar la investigación sobre la realidad sociocultural y lingüística de los pueblos indígenas, que permita 
el diseño de propuestas curriculares, materiales educativos pertinentes e instrumentos de gestión pedagógica. 
 
d) Promover la generación de instancias institucionales de participación de los pueblos indígenas en la 
planificación y gestión de los procesos de enseñanza y aprendizaje. 
 
e) Propiciar la construcción de modelos y prácticas educativas propias de los pueblos indígenas que incluyan 
sus valores, conocimientos, lengua y otros rasgos sociales y culturales. 
 
ARTICULO 54. — El Ministerio de Educación, Ciencia y Tecnología, en acuerdo con el Consejo Federal de 
Educación, definirá contenidos curriculares comunes que promuevan el respeto por la multiculturalidad y el 
conocimiento de las culturas originarias en todas las escuelas del país, permitiendo a los/as alumnos/as 
valorar y comprender la diversidad cultural como atributo positivo de nuestra sociedad. 
 

CAPITULO XII 
 

EDUCACION EN CONTEXTOS DE PRIVACION DE LIBERTAD 
 
ARTICULO 55. — La Educación en Contextos de Privación de Libertad es la modalidad del sistema educativo 
destinada a garantizar el derecho a la educación de todas las personas privadas de libertad, para promover su 
formación integral y desarrollo pleno. El ejercicio de este derecho no admite limitación ni discriminación alguna 
vinculada a la situación de encierro, y será puesto en conocimiento de todas las personas privadas de libertad, 
en forma fehaciente, desde el momento de su ingreso a la institución. 
 
ARTICULO 56. — Son objetivos de esta modalidad: 
 
a) Garantizar el cumplimiento de la escolaridad obligatoria a todas las personas privadas de libertad dentro de 
las instituciones de encierro o fuera de ellas cuando las condiciones de detención lo permitieran. 
 
b) Ofrecer formación técnico profesional, en todos los niveles y modalidades, a las personas privadas de 
libertad. 
 
c) Favorecer el acceso y permanencia en la Educación Superior y un sistema gratuito de educación a 
distancia. 
 
d) Asegurar alternativas de educación no formal y apoyar las iniciativas educativas que formulen las personas 
privadas de libertad. 
 
e) Desarrollar propuestas destinadas a estimular la creación artística y la participación en diferentes 
manifestaciones culturales, así como en actividades de educación física y deportiva. 
 
f) Brindar información permanente sobre las ofertas educativas y culturales existentes. 
 
g) Contribuir a la inclusión social de las personas privadas de libertad a través del acceso al sistema educativo 
y a la vida cultural. 
 
ARTICULO 57. — Para asegurar la educación de todas las personas privadas de libertad el Ministerio de 
Educación, Ciencia y Tecnología acordará y coordinará acciones, estrategias y mecanismos necesarios con 
las autoridades nacionales y provinciales y de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, con institutos de 
educación superior y con universidades. Corresponde al Ministerio de Justicia y Derechos Humanos y sus 
equivalentes provinciales y de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, así como a los organismos responsables 
de las instituciones en que se encuentran niños/as y adolescentes privados de libertad, adoptar las 
disposiciones necesarias para el cumplimiento de lo establecido en el presente capítulo. 
 
ARTICULO 58. — Los sistemas educativos jurisdiccionales ofrecerán atención educativa de nivel inicial 
destinada a los/as niños/as de CUARENTA Y CINCO (45) días a CUATRO (4) años de edad, nacidos/as y/o 
criados/as en estos contextos, a través de jardines maternales o de infantes, así como otras actividades 
educativas y recreativas dentro y fuera de las unidades penitenciarias. 
 
ARTICULO 59. — Todos/as los/as niños/as y adolescentes que se encuentren privados de libertad en 
instituciones de régimen cerrado según lo establecido por el artículo 19 de la Ley Nº 26.061, tendrán derecho 
al acceso, permanencia y tránsito en todos los niveles y modalidades del sistema educativo. Las formas de 
implementación de este derecho responderán a criterios de flexibilidad y calidad que aseguren resultados 
equivalentes a los de la educación común. 
 

CAPITULO XIII 
 

EDUCACION DOMICILIARIA Y HOSPITALARIA 
 
ARTICULO 60. — La educación domiciliaria y hospitalaria es la modalidad del sistema educativo en los 
niveles de Educación Inicial, Primaria y Secundaria, destinada a garantizar el derecho a la educación de los/as 
alumnos/as que, por razones de salud, se ven imposibilitados/as de asistir con regularidad a una institución 
educativa en los niveles de la educación obligatoria por períodos de TREINTA (30) días corridos o más. 
 



ARTICULO 61. — El objetivo de esta modalidad es garantizar la igualdad de oportunidades a los/ as 
alumnos/as, permitiendo la continuidad de sus estudios y su reinserción en el sistema común, cuando ello sea 
posible. 
 

TITULO III 
 

EDUCACION DE GESTION PRIVADA 
 
ARTICULO 62. — Los servicios educativos de gestión privada estarán sujetos a la autorización, 
reconocimiento y supervisión de las autoridades educativas jurisdiccionales correspondientes. 
 
ARTICULO 63. — Tendrán derecho a prestar estos servicios la Iglesia Católica, las confesiones religiosas 
inscriptas en el Registro Nacional de Cultos; las sociedades, cooperativas, organizaciones sociales, 
sindicatos, asociaciones, fundaciones y empresas con personería jurídica y las personas físicas. Estos 
agentes tendrán los siguientes derechos y obligaciones: 
 
a) Derechos: crear, administrar y sostener establecimientos educativos; matricular, evaluar y emitir certificados 
y títulos con validez nacional; nombrar y promover a su personal directivo, docente, administrativo y auxiliar; 
formular planes y programas de estudio; aprobar el proyecto educativo institucional de acuerdo con su ideario 
y participar del planeamiento educativo. 
 
b) Obligaciones: Cumplir con la normativa y los lineamientos de la política educativa nacional y jurisdiccional; 
ofrecer servicios educativos que respondan a necesidades de la comunidad; brindar toda la información 
necesaria para la supervisión pedagógica y el control contable y laboral por parte del Estado. 
 
ARTICULO 64. — Los/las docentes de las instituciones de educación de gestión privada reconocidas tendrán 
derecho a una remuneración mínima igual a la de los/las docentes de instituciones de gestión estatal, 
conforme al régimen de equiparación fijado por la legislación vigente, y deberán poseer títulos reconocidos 
oficialmente. 
 
ARTICULO 65. — La asignación de aportes financieros por parte del Estado destinados a los salarios 
docentes de los establecimientos de gestión privada reconocidos y autorizados por las autoridades 
jurisdiccionales competentes, estará basada en criterios objetivos de justicia social, teniendo en cuenta la 
función social que cumple en su zona de influencia, el tipo de establecimiento, el proyecto educativo o 
propuesta experimental y el arancel que se establezca. 
 
ARTICULO 66. — Las entidades representativas de las instituciones educativas de gestión privada 
participarán del Consejo de Políticas Educativas del Consejo Federal de Educación, de acuerdo con el artículo 
119, inciso a) de la presente ley. 
 

TITULO IV 
 

LOS/AS DOCENTES Y SU FORMACION 
 

CAPITULO I 
 

DERECHOS Y OBLIGACIONES 
 
ARTICULO 67. — Los/as docentes de todo el sistema educativo tendrán los siguientes derechos y 
obligaciones, sin perjuicio de los que establezcan las negociaciones colectivas y la legislación laboral general 
y específica: 
 
Derechos: 
 
a) Al desempeño en cualquier jurisdicción, mediante la acreditación de los títulos y certificaciones, de acuerdo 
con la normativa vigente. 
 
b) A la capacitación y actualización integral, gratuita y en servicio, a lo largo de toda su carrera. 
 
c) Al ejercicio de la docencia sobre la base de la libertad de cátedra y la libertad de enseñanza, en el marco de 
los principios establecidos por la Constitución Nacional y las disposiciones de esta ley. 
 
d) A la activa participación en la elaboración e implementación del proyecto institucional de la escuela. 
 
e) Al desarrollo de sus tareas en condiciones dignas de seguridad e higiene. 
 
f) Al mantenimiento de su estabilidad en el cargo en tanto su desempeño sea satisfactorio de conformidad con 
la normativa vigente. 
 
g) A los beneficios de la seguridad social, jubilación, seguros y obra social. 
 
h) A un salario digno. 
 
i) A participar en el Gobierno de la educación por sí y/o a través de sus representantes. 
 
j) Al acceso a programas de salud laboral y prevención de las enfermedades profesionales. 
 
k) Al acceso a los cargos por concurso de antecedentes y oposición, conforme a lo establecido en la 
legislación vigente para las instituciones de gestión estatal. 
 
l) A la negociación colectiva nacional y jurisdiccional. 
 
m) A la libre asociación y al respeto integral de todos sus derechos como ciudadano/a. 



 
Obligaciones: 
 
a) A respetar y hacer respetar los principios constitucionales, las disposiciones de la presente ley, la normativa 
institucional y la que regula la tarea docente. 
 
b) A cumplir con los lineamientos de la política educativa de la Nación y de la respectiva jurisdicción y con los 
diseños curriculares de cada uno de los niveles y modalidades. 
 
c) A capacitarse y actualizarse en forma permanente. 
 
d) A ejercer su trabajo de manera idónea y responsable. 
 
e) A proteger y garantizar los derechos de los/as niños/as y adolescentes que se encuentren bajo su 
responsabilidad, en concordancia con lo dispuesto en la Ley Nº 26.061. 
 
f) A respetar la libertad de conciencia, la dignidad, integridad e intimidad de todos los miembros de la 
comunidad educativa. 
 
ARTICULO 68. — El personal administrativo, técnico, auxiliar, social, de la salud y de servicio es parte 
integrante de la comunidad educativa y su misión principal será contribuir a asegurar el funcionamiento de las 
instituciones educativas y de los servicios de la educación, conforme los derechos y obligaciones establecidos 
en sus respectivos estatutos. 
 
ARTICULO 69. — El Ministerio de Educación, Ciencia y Tecnología, en acuerdo con el Consejo Federal de 
Educación, definirá los criterios básicos concernientes a la carrera docente en el ámbito estatal, en 
concordancia con lo dispuesto en la presente ley. La carrera docente admitirá al menos DOS (2) opciones: (a) 
desempeño en el aula y (b) desempeño de la función directiva y de supervisión. La formación continua será 
una de las dimensiones básicas para el ascenso en la carrera profesional. 
 
A los efectos de la elaboración de dichos criterios, se instrumentarán los mecanismos de consulta que 
permitan la participación de los/as representantes de las organizaciones gremiales y entidades profesionales 
docentes y de otros organismos competentes del Poder Ejecutivo nacional. 
 
ARTICULO 70. — No podrá incorporarse a la carrera docente quien haya sido condenado/a por delito de lesa 
humanidad, o haya incurrido en actos de fuerza contra el orden institucional y el sistema democrático, 
conforme a lo previsto en el artículo 36 de la Constitución Nacional y el Título X del Libro Segundo del Código 
Penal, aun cuando se hubieren beneficiado por el indulto o la conmutación de la pena. 
 

CAPITULO II 
 

LA FORMACION DOCENTE 
 
ARTICULO 71. — La formación docente tiene la finalidad de preparar profesionales capaces de enseñar, 
generar y transmitir los conocimientos y valores necesarios para la formación integral de las personas, el 
desarrollo nacional y la construcción de una sociedad más justa. Promoverá la construcción de una identidad 
docente basada en la autonomía profesional, el vínculo con la cultura y la sociedad contemporánea, el trabajo 
en equipo, el compromiso con la igualdad y la confianza en las posibilidades de aprendizaje de los/as 
alumnos/as. 
 
ARTICULO 72. — La formación docente es parte constitutiva del nivel de Educación Superior y tiene como 
funciones, entre otras, la formación docente inicial, la formación docente continua, el apoyo pedagógico a las 
escuelas y la investigación educativa. 
 
ARTICULO 73. — La política nacional de formación docente tiene los siguientes objetivos: 
 
a) Jerarquizar y revalorizar la formación docente, corno factor clave del mejoramiento de la calidad de la 
educación. 
 
b) Desarrollar las capacidades y los conocimientos necesarios para el trabajo docente en los diferentes 
niveles y modalidades del sistema educativo de acuerdo a las orientaciones de la presente ley. 
 
e) Incentivar la investigación y la innovación educativa vinculadas con las tareas de enseñanza, la 
experimentación y sistematización de propuestas que aporten a la reflexión sobre la práctica y a la renovación 
de las experiencias escolares. 
 
d) Ofrecer diversidad de propuestas y dispositivos de formación posterior a la formación inicial que fortalezcan 
el desarrollo profesional de los/as docentes en todos los niveles y modalidades de enseñanza. 
 
e) Articular la continuidad de estudios en las instituciones universitarias. 
 
f) Planificar y desarrollar el sistema de formación docente inicial y continua. 
 
g) Acreditar instituciones, carreras y trayectos formativos que habiliten para el ejercicio de la docencia. 
 
h) Coordinar y articular acciones de cooperación académica e institucional entre los institutos de educación 
superior de formación docente, las instituciones universitarias y otras instituciones de investigación educativa. 
 
i) Otorgar validez nacional a los títulos y las certificaciones para el ejercicio de la docencia en los diferentes 
niveles y modalidades del sistema. 
 
ARTICULO 74. — El Ministerio de Educación, Ciencia y Tecnología y el Consejo Federal de Educación 
acordarán: 



 
a) Las políticas y los planes de formación docente inicial. 
 
b) Los lineamientos para la organización y administración del sistema y los parámetros de calidad que 
orienten los diseños curriculares. 
 
c) Las acciones que garanticen el derecho a la formación continua a todos/as los/as docentes del país, en 
todos los niveles y modalidades, así como la gratuidad de la oferta estatal de capacitación. 
 
ARTICULO 75. — La formación docente se estructura en DOS (2) ciclos: 
 
a) Una formación básica común, centrada en los fundamentos de la profesión docente y el conocimiento y 
reflexión de la realidad educativa y, 
 
b) Una formación especializada, para la enseñanza de los contenidos curriculares de cada nivel y modalidad. 
 
La formación docente para el Nivel Inicial y Primario tendrá CUATRO (4) años de duración y se introducirán 
formas de residencia, según las definiciones establecidas por cada jurisdicción y de acuerdo con la 
reglamentación de la presente ley. Asimismo, el desarrollo de prácticas docentes de estudios a distancia 
deberá realizarse de manera presencial. 
 
ARTICULO 76. — Créase en el ámbito del Ministerio de Educación, Ciencia y Tecnología el Instituto Nacional 
de Formación Docente como organismo responsable de: 
 
a) Planificar y ejecutar políticas de articulación del sistema de formación docente inicial y continua. 
 
b) Impulsar políticas de fortalecimiento de las relaciones entre el sistema de formación docente y los otros 
niveles del sistema educativo. 
 
c) Aplicar las regulaciones que rigen el sistema de formación docente en cuanto a evaluación, autoevaluación 
y acreditación de instituciones y carreras, validez nacional de títulos y certificaciones, en todo lo que no 
resulten de aplicación las disposiciones específicas referidas al nivel universitario de la Ley Nº 24.521. 
 
d) Promover políticas nacionales y lineamientos básicos curriculares para la formación docente inicial y 
continua. 
 
e) Coordinar las acciones de seguimiento y evaluación del desarrollo de las políticas de formación docente 
inicial y continua. 
 
f) Desarrollar planes, programas y materiales para la formación docente inicial y continua y para las carreras 
de áreas socio-humanísticas y artísticas. 
 
g) Instrumentar un fondo de incentivo para el desarrollo y el fortalecimiento del sistema formador de docentes. 
 
h) Impulsar y desarrollar acciones de investigación y un laboratorio de la formación. 
 
i) Impulsar acciones de cooperación técnica interinstitucional e internacional. 
 
ARTICULO 77. — El Instituto Nacional de Formación Docente contará con la asistencia y asesoramiento de 
un Consejo Consultivo integrado por representantes del Ministerio de Educación, Ciencia y Tecnología, del 
Consejo Federal de Educación, del Consejo de Universidades, del sector gremial, de la educación de gestión 
privada y del ámbito académico. 
 
ARTICULO 78. — El Ministerio de Educación, Ciencia y Tecnología, en acuerdo con el Consejo Federal de 
Educación, establecerá los criterios para la regulación del sistema de formación docente y la implementación 
del proceso de acreditación y registro de los institutos superiores de formación docente, así corno de la 
homologación y registro nacional de títulos y certificaciones. 
 

TITULO V 
 

POLITICAS DE PROMOCION DE LA IGUALDAD EDUCATIVA 
 
ARTICULO 79. — El Ministerio de Educación, Ciencia y Tecnología, en acuerdo con el Consejo Federal de 
Educación, fijará y desarrollará políticas de promoción de la igualdad educativa, destinadas a enfrentar 
situaciones de injusticia, marginación, estigmatización y otras formas de discriminación, derivadas de factores 
socioeconómicos, culturales, geográficos, étnicos, de género o de cualquier otra índole, que afecten el 
ejercicio pleno del derecho a la educación. 
 
ARTICULO 80. — Las políticas de promoción de la igualdad educativa deberán asegurar las condiciones 
necesarias para la inclusión, el reconocimiento, la integración y el logro educativo de todos/as los/as niños/as, 
jóvenes y adultos en todos los niveles y modalidades, principalmente los obligatorios. El Estado asignará los 
recursos presupuestarios con el objeto de garantizar la igualdad de oportunidades y resultados educativos 
para los sectores más desfavorecidos de la sociedad. El Ministerio de Educación, Ciencia y Tecnología, en 
acuerdo con el Consejo Federal de Educación, proveerá textos escolares y otros recursos pedagógicos, 
culturales, materiales, tecnológicos y económicos a los/as alumnos/as, familias y escuelas que se encuentren 
en situación socioeconómica desfavorable. 
 
ARTICULO 81. — Las autoridades jurisdiccionales adoptarán las medidas necesarias para garantizar el 
acceso y la permanencia en la escuela de las alumnas en estado de gravidez, así como la continuidad de sus 
estudios luego de la maternidad, evitando cualquier forma de discriminación que las afecte, en concordancia 
con el artículo 17 de la Ley Nº 26.061. Las escuelas contarán con salas de lactancia. En caso de necesidad, 
las autoridades jurisdiccionales podrán incluir a las alumnas madres en condición de pre y posparto en la 
modalidad de educación domiciliaria y hospitalaria. 



 
ARTICULO 82. — Las autoridades educativas competentes participarán del desarrollo de sistemas locales de 
protección integral de derechos establecidos por la Ley Nº 26.061, junto con la participación de organismos 
gubernamentales y no gubernamentales y otras organizaciones sociales. Promoverán la inclusión de niños/as 
no escolarizados/as en espacios escolares no formales como tránsito hacia procesos de reinserción escolar 
plenos. Asimismo, participarán de las acciones preventivas para la erradicación efectiva del trabajo infantil que 
implementen los organismos competentes. 
 
ARTICULO 83. — El Ministerio de Educación, Ciencia y Tecnología y las autoridades jurisdiccionales 
diseñarán estrategias para que los/as docentes con mayor experiencia y calificación se desempeñen en las 
escuelas que se encuentran en situación más desfavorable, para impulsar una mejora en los niveles de 
aprendizaje y promoción de los/as alumnos/as sin perjuicio de lo que establezcan las negociaciones colectivas 
y la legislación laboral. 
 

TITULO VI 
 

LA CALIDAD DE LA EDUCACION 
 

CAPITULO I 
 

DISPOSICIONES GENERALES 
 
ARTICULO 84. — El Estado debe garantizar las condiciones materiales y culturales para que todos/as los/as 
alumnos/as logren aprendizajes comunes de buena calidad, independientemente de su origen social, 
radicación geográfica, género o identidad cultural. 
 
ARTICULO 85. — Para asegurar la buena calidad de la educación, la cohesión y la integración nacional y 
garantizar la validez nacional de los títulos correspondientes, el Ministerio de Educación, Ciencia y 
Tecnología, en acuerdo con el Consejo Federal de Educación: 
 
a) Definirá estructuras y contenidos curriculares comunes y núcleos de aprendizaje prioritarios en todos los 
niveles y años de la escolaridad obligatoria. 
 
b) Establecerá mecanismos de renovación periódica total o parcial de dichos contenidos curriculares 
comunes. Para esta tarea contará con la contribución del Consejo de Actualización Curricular previsto en el 
artículo 119 inciso c) de esta ley. 
 
c) Asegurará el mejoramiento de la formación inicial y continua de los/as docentes corno factor clave de la 
calidad de la educación, conforme a lo establecido en los artículos 71 a 78 de la presente ley. 
 
d) Implementará una política de evaluación concebida como instrumento de mejora de la calidad de la 
educación, conforme a lo establecido en los artículos 94 a 97 de la presente ley. 
 
e) Estimulará procesos de innovación y experimentación educativa. 
 
f) Dotará a todas las escuelas de los recursos materiales necesarios para garantizar una educación de 
calidad, tales como la infraestructura, los equipamientos científicos y tecnológicos, de educación física y 
deportiva, bibliotecas y otros materiales pedagógicos, priorizando aquéllas que atienden a alumnos/as en 
situaciones sociales más desfavorecidas, conforme a lo establecido en los artículos 79 a 83 de la presente ley. 
 
ARTICULO 86. — Las provincias y la Ciudad Autónoma de Buenos Aires establecerán contenidos curriculares 
acordes a sus realidades sociales, culturales y productivas, y promoverán la definición de proyectos 
institucionales que permitan a las instituciones educativas postular sus propios desarrollos curriculares, en el 
marco de los objetivos y pautas comunes definidas por esta ley. 
 

CAPITULO II 
 

DISPOSICIONES ESPECÍFICAS 
 
ARTICULO 87. — La enseñanza de al menos un idioma extranjero será obligatoria en todas las escuelas de 
nivel primario y secundario del país. Las estrategias y los plazos de implementación de esta disposición serán 
fijados por resoluciones del Consejo Federal de Educación. 
 
ARTICULO 88. — El acceso y dominio de las tecnologías de la información y la comunicación formarán parte 
de los contenidos curriculares indispensables para la inclusión en la sociedad del conocimiento. 
 
ARTICULO 89. — El Ministerio de Educación, Ciencia y Tecnología, en acuerdo con el Consejo Federal de 
Educación, dispondrá las medidas necesarias para proveer la educación ambiental en todos los niveles y 
modalidades del Sistema Educativo Nacional, con la finalidad de promover valores, comportamientos y 
actitudes que sean acordes con un ambiente equilibrado y la protección de la diversidad biológica; que 
propendan a la preservación de los recursos naturales y a su utilización sostenible y que mejoren la calidad de 
vida de la población. A tal efecto se definirán en dicho ámbito institucional, utilizando el mecanismo de 
coordinación que establece el artículo 15 de la Ley Nº 25.675, las políticas y estrategias destinadas a incluir la 
educación ambiental en los contenidos curriculares comunes y núcleos de aprendizaje prioritario, así como a 
capacitar a los/as docentes en esta temática. 
 
ARTICULO 90. — El Ministerio de Educación, Ciencia y Tecnología promoverá, a través del Consejo Federal 
de Educación, la incorporación de los principios y valores del cooperativismo y del mutualismo en los procesos 
de enseñanza-aprendizaje y la capacitación docente correspondiente, en concordancia con los principios y 
valores establecidos en la Ley Nº 16.583 y sus reglamentaciones. Asimismo, se promoverá el cooperativismo 
y el mutualismo escolar. 
 



ARTICULO 91. — El Ministerio de Educación, Ciencia y Tecnología, en acuerdo con el Consejo Federal de 
Educación, fortalecerá las bibliotecas escolares existentes y asegurará su creación y adecuado 
funcionamiento en aquellos establecimientos que carezcan de las mismas. Asimismo, implementará planes y 
programas permanentes de promoción del libro y la lectura. 
 
ARTICULO 92. — Formarán parte de los contenidos curriculares comunes a todas las jurisdicciones: 
 
a) El fortalecimiento de la perspectiva regional latinoamericana, particularmente de la región del MERCOSUR, 
en el marco de la construcción de una identidad nacional abierta, respetuosa de la diversidad. 
 
b) La causa de la recuperación de nuestras Islas Malvinas, Georgias del Sur y Sandwich del Sur, de acuerdo 
con lo prescripto en la Disposición Transitoria Primera de la Constitución Nacional. 
 
c) El ejercicio y construcción de la memoria colectiva sobre los procesos históricos y políticos que quebraron 
el orden constitucional y terminaron instaurando el terrorismo de Estado, con el objeto de generar en los/as 
alumnos/as reflexiones y sentimientos democráticos y de defensa del Estado de Derecho y la plena vigencia 
de los Derechos Humanos, en concordancia con lo dispuesto por la Ley Nº 25.633. 
 
d) El conocimiento de los derechos de los/as niños/as y adolescentes establecidos en la Convención sobre los 
Derechos del Niño y en la Ley Nº 26.061. 
 
e) El conocimiento de la diversidad cultural de los pueblos indígenas y sus derechos, en concordancia con el 
artículo 54 de la presente ley. 
 
f) Los contenidos y enfoques que contribuyan a generar relaciones basadas en la igualdad, la solidaridad y el 
respeto entre los sexos, en concordancia con la Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de 
Discriminación contra la Mujer, con rango constitucional, y las Leyes Nº 24.632 y Nº 26.171. 
 
ARTICULO 93. — Las autoridades educativas jurisdiccionales organizarán o facilitarán el diseño de 
programas para la identificación, evaluación temprana, seguimiento y orientación de los/as alumnos/ as con 
capacidades o talentos especiales y la flexibilización o ampliación del proceso de escolarización. 
 

CAPITULO III 
 

INFORMACION Y EVALUACION DEL SISTEMA EDUCATIVO 
 
ARTICULO 94. — El Ministerio de Educación, Ciencia y Tecnología tendrá la responsabilidad principal en el 
desarrollo e implementación de una política de información y evaluación continua y periódica del sistema 
educativo para la toma de decisiones tendiente al mejoramiento de la calidad de la educación, la justicia social 
en la asignación de recursos, la transparencia y la participación social. 
 
ARTICULO 95. — Son objeto de información y evaluación las principales variables de funcionamiento del 
sistema, tales como cobertura, repetición, deserción, egreso, promoción, sobreedad, origen socioeconómico, 
inversiones y costos, los procesos y logros de aprendizaje, los proyectos y programas educativos, la 
formación y las prácticas de docentes, directivos y supervisores, las unidades escolares, los contextos 
socioculturales del aprendizaje y los propios métodos de evaluación. 
 
ARTICULO 96. — La política de información y evaluación se concertará en el ámbito del Consejo Federal de 
Educación. Las jurisdicciones participarán en el desarrollo e implementación del sistema de evaluación e 
información periódica del sistema educativo, verificando la concordancia con las necesidades de su propia 
comunidad en la búsqueda de la igualdad educativa y la mejora de la calidad. Asimismo, apoyará y facilitará la 
autoevaluación de las unidades educativas con la participación de los/ as docentes y otros/as integrantes de la 
comunidad educativa. 
 
ARTICULO 97. — El Ministerio de Educación, Ciencia y Tecnología y las jurisdicciones educativas harán 
públicos los datos e indicadores que contribuyan a facilitar la transparencia, la buena gestión de la educación 
y la investigación educativa. La política de difusión de la información sobre los resultados de las evaluaciones 
resguardará la identidad de los/as alumnos/as, docentes e instituciones educativas, a fin de evitar cualquier 
forma de estigmatización, en el marco de la legislación vigente en la materia. 
 
ARTICULO 98. — Créase el Consejo Nacional de Calidad de la Educación, en el ámbito del Ministerio de 
Educación, Ciencia y Tecnología, como órgano de asesoramiento especializado, que estará integrado por 
miembros de la comunidad académica y científica de reconocida trayectoria en la materia, representantes de 
dicho Ministerio, del Consejo Federal de Educación, del Congreso Nacional, de las organizaciones del trabajo 
y la producción, y de las organizaciones gremiales docentes con personería nacional. 
 
Tendrá por funciones: 
 
a) Proponer criterios y modalidades en los procesos evaluativos del Sistema Educativo Nacional. 
 
b) Participar en el seguimiento de los procesos de evaluación del Sistema Educativo Nacional, y emitir opinión 
técnica al respecto. 
 
c) Elevar al Ministerio de Educación, Ciencia y Tecnología propuestas y estudios destinados a mejorar la 
calidad de la educación nacional y la equidad en la asignación de recursos. 
 
d) Participar en la difusión y utilización de la información generada por dichos procesos. 
 
e) Asesorar al Ministerio de Educación, Ciencia y Tecnología con respecto a la participación en operativos 
internacionales de evaluación. 
 
ARTICULO 99. — El Poder Ejecutivo nacional, a propuesta del Ministerio de Educación, Ciencia y Tecnología, 
elevará anualmente un informe al Honorable Congreso de la Nación dando cuenta de la información relevada 



y de los resultados de las evaluaciones realizadas conforme a las variables estipuladas en el artículo 95 de la 
presente, y de las acciones desarrolladas y políticas a ejecutar para alcanzar los objetivos postulados en esta 
ley. 
 

TITULO VII 
 

EDUCACION, NUEVAS TECNOLOGIAS Y MEDIOS DE COMUNICACION 
 
ARTICULO 100. — El Poder Ejecutivo nacional, a través del Ministerio de Educación, Ciencia y Tecnología, 
fijará la política y desarrollará opciones educativas basadas en el uso de las tecnologías de la información y 
de la comunicación y de los medios masivos de comunicación social, que colaboren con el cumplimiento de 
los fines y objetivos de la presente ley. 
 
ARTICULO 101. — Reconócese a Educ.ar Sociedad del Estado como el organismo responsable del 
desarrollo de los contenidos del Portal Educativo creado en el ámbito del Ministerio de Educación, Ciencia y 
Tecnología, o bajo cualquier otro dominio que pueda reemplazarlo en el futuro. A tal efecto, Educ.ar Sociedad 
del Estado podrá elaborar, desarrollar, contratar, administrar, calificar y evaluar contenidos propios y de 
terceros que sean incluidos en el Portal Educativo, de acuerdo con los lineamientos respectivos que apruebe 
su directorio y/o le instruya dicho Ministerio. 
 
ARTICULO 102. — El Ministerio de Educación, Ciencia y Tecnología encargará a Educ.ar Sociedad del 
Estado, a través de la serial educativa "Encuentro" u otras que pudieran generarse en el futuro, la realización 
de actividades de producción y emisión de programas de televisión educativa y multimedial destinados a 
fortalecer y complementar las estrategias nacionales de equidad y mejoramiento de la calidad de la 
educación, en el marco de las políticas generales del Ministerio. Dicha programación estará dirigida a: 
 
a) Los/as docentes de todos los niveles del Sistema Educativo Nacional, con fines de capacitación y 
actualización profesional. 
 
b) Los/as alumnos/as, con el objeto de enriquecer el trabajo en el aula con metodologías innovadoras y como 
espacio de búsqueda y ampliación de los contenidos curriculares desarrollados en las clases. 
 
c) Los/as adultos/as y jóvenes que están fuera del sistema educativo, a través de propuestas de formación 
profesional y técnica, alfabetización y finalización de la Educación Primaria y Secundaria, con el objeto de 
incorporar, mediante la aplicación de nuevos procesos educativos, a sectores sociales excluidos. 
 
d) La población en general mediante la emisión de contenidos culturales, educativos y de divulgación 
científica, así como también cursos de idiomas en formato de educación a distancia. 
 
ARTICULO 103. — El Ministerio de Educación, Ciencia y Tecnología creará un Consejo Consultivo constituido 
por representantes de los medios de comunicación escritos, radiales y televisivos, de los organismos 
representativos de los anunciantes publicitarios y del Consejo Federal de Educación, con el objeto de 
promover mayores niveles de responsabilidad y compromiso de los medios masivos de comunicación con la 
tarea educativa de niños/as y jóvenes. 
 

TITULO VIII 
 

EDUCACION A DISTANCIA 
 
ARTICULO 104. — La Educación a Distancia es una opción pedagógica y didáctica aplicable a distintos 
niveles y modalidades del sistema educativo nacional, que coadyuva al logro de los objetivos de la política 
educativa y puede integrarse tanto a la educación formal como a la educación no formal. 
 
ARTICULO 105. — A los efectos de esta ley, la educación a distancia se define como la opción pedagógica y 
didáctica donde la relación docente-alumno se encuentra separada en el tiempo y/o en el espacio, durante 
todo o gran parte del proceso educativo, en el marco de una estrategia pedagógica integral que utiliza 
soportes materiales y recursos tecnológicos diseñados especialmente para que los/ as alumnos/as alcancen 
los objetivos de la propuesta educativa. 
 
ARTICULO 106. — Quedan comprendidos en la denominación Educación a Distancia los estudios conocidos 
como educación semipresencial, educación asistida, educación abierta, educación virtual y cualquiera que 
reúna las características indicadas precedentemente. 
 
ARTICULO 107. — La Educación a Distancia deberá ajustarse a las prescripciones de la presente ley, a la 
normativa nacional, federal y jurisdiccional vigente en la materia, y a los procedimientos de control que 
emanen de los distintos niveles del Estado. 
 
ARTICULO 108. — El Estado nacional y las jurisdicciones, en el marco del Consejo Federal de Educación, 
diseñarán estrategias de educación a distancia orientadas a favorecer su desarrollo con los máximos niveles 
de calidad y pertinencia y definirán los mecanismos de regulación correspondientes. 
 
ARTICULO 109. — Los estudios a distancia como alternativa para jóvenes y adultos sólo pueden impartirse a 
partir de los DIECIOCHO (18) años de edad. Para la modalidad rural y conforme a las decisiones 
jurisdiccionales, los estudios a distancia podrán ser implementados a partir del Ciclo Orientado del Nivel 
Secundario. 
 
ARTICULO 110. — La validez nacional de títulos y certificaciones de estudios a distancia se ajustará a la 
normativa del Consejo Federal de Educación y a los circuitos de control, supervisión y evaluación específicos, 
a cargo de la Comisión Federal de Registro y Evaluación Permanente de las ofertas de Educación a Distancia 
y en concordancia con la normativa vigente. 
 



ARTICULO 111. — Las autoridades educativas deberán supervisar la veracidad de la información difundida 
desde las instituciones, la estricta coincidencia entre dicha información y la propuesta autorizada e 
implementada y el cumplimiento de la normativa federal y jurisdiccional correspondiente. 
 

TITULO IX 
 

EDUCACION NO FORMAL 
 
ARTICULO 112. — El Ministerio de Educación, Ciencia y Tecnología, las provincias y la Ciudad Autónoma de 
Buenos Aires promoverán propuestas de Educación no Formal destinadas a cumplir con los siguientes 
objetivos: 
 
a) Desarrollar programas y acciones educativas que den respuesta a los requerimientos y necesidades de 
capacitación y reconversión productiva y laboral, la promoción comunitaria, la animación sociocultural y el 
mejoramiento de las condiciones de vida. 
 
b) Organizar centros culturales para niños/as y jóvenes con la finalidad de desarrollar capacidades expresivas, 
lúdicas y de investigación mediante programas no escolarizados de actividades vinculadas con el arte, la 
cultura, la ciencia, la tecnología y el deporte. 
 
c) Implementar estrategias de desarrollo infantil, con la articulación y/o gestión asociada de las áreas 
gubernamentales de desarrollo social y de salud para atender integralmente a los/as niños/as entre los 
CUARENTA Y CINCO (45) días y los DOS (2) años de edad, con participación de las familias y otros actores 
sociales. 
 
d) Coordinar acciones con instituciones públicas o privadas y organizaciones no gubernamentales, 
comunitarias y sociales para desarrollar actividades formativas complementarias de la educación formal. 
 
e) Lograr el máximo aprovechamiento de las capacidades y recursos educativos de la comunidad en los 
planos de la cultura, el arte, el deporte, la investigación científica y tecnológica. 
 
f) Coordinar acciones educativas y formativas con los medios masivos de comunicación social. 
 

TITULO X 
 

GOBIERNO Y ADMINISTRACION 
 

CAPITULO I 
 

DISPOSICIONES GENERALES 
 
ARTICULO 113. — El Gobierno y Administración del Sistema Educativo Nacional es una responsabilidad 
concurrente y concertada del Poder Ejecutivo nacional a través del Ministerio de Educación, Ciencia y 
Tecnología y de los Poderes Ejecutivos de las provincias y del Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos 
Aires. El organismo de concertación de la política educativa nacional es el Consejo Federal de Educación. 
 
ARTICULO 114. — El Gobierno y Administración del Sistema Educativo asegurará el efectivo cumplimiento de 
los principios y objetivos establecidos en esta ley, conforme a los criterios constitucionales de unidad nacional 
y federalismo. 
 

CAPITULO II 
 

EL MINISTERIO DE EDUCACION, CIENCIA Y TECNOLOGIA 
 
ARTICULO 115. — El Poder Ejecutivo nacional, a través del Ministerio de Educación, Ciencia y Tecnología, 
será autoridad de aplicación de la presente ley. Serán sus funciones: 
 
a) Fijar las políticas y estrategias educativas, conforme a los procedimientos de participación y consulta de la 
presente ley. 
 
b) Asegurar el cumplimiento de los principios, fines, objetivos y previsiones establecidos por la presente ley 
para el Sistema Educativo Nacional a través de la planificación, ejecución, supervisión y evaluación de 
políticas, programas y resultados educativos. En caso de controversia en la implementación jurisdiccional de 
los aludidos principios, fines y objetivos, someterá la cuestión al dictamen del Consejo Federal de Educación 
de conformidad con el artículo 118 de la presente ley. 
 
c) Fortalecer las capacidades de planificación y gestión educativa de los gobiernos provinciales para el 
cumplimiento de las funciones propias y aquellas emanadas de la presente ley. 
 
d) Desarrollar programas de investigación, formación de formadores e innovación educativa, por iniciativa 
propia o en cooperación con las instituciones de Educación Superior y otros centros académicos. 
 
e) Contribuir con asistencia técnica y financiera a las provincias y a la Ciudad Autónoma de Buenos Aires para 
asegurar el funcionamiento del sistema educativo. 
 
f) Declarar la emergencia educativa para brindar asistencia de carácter extraordinario en aquella jurisdicción 
en la que esté en riesgo el derecho a la educación de los/as alumnos/as que cursan los niveles y ciclos de 
carácter obligatorio, conforme a lo establecido por el artículo 2º de la presente ley. Esta decisión y las medidas 
que se instrumenten deberán contar con el acuerdo de la jurisdicción involucrada y del Consejo Federal de 
Educación, y serán comunicadas al Poder Legislativo nacional. 
 



g) Dictar normas generales sobre equivalencias de planes de estudios y diseños curriculares de las 
jurisdicciones, de acuerdo a lo establecido en el artículo 85 de la presente ley y otorgar validez nacional a los 
títulos y certificaciones de estudios. 
 
h) Dictar normas generales sobre revalidación, equivalencia y reconocimiento de títulos expedidos y de 
estudios realizados en el extranjero. 
 
i) Coordinar y gestionar la cooperación técnica y financiera internacional y promover la integración, 
particularmente con los países del MERCOSUR. 
 

CAPITULO III 
 

EL CONSEJO FEDERAL DE EDUCACION 
 
ARTICULO 116. — Créase el Consejo Federal de Educación, organismo interjurisdiccional, de carácter 
permanente, como ámbito de concertación, acuerdo y coordinación de la política educativa nacional, 
asegurando la unidad y articulación del Sistema Educativo Nacional. Estará presidido por el Ministro de 
Educación, Ciencia y Tecnología e integrado por las autoridades responsables de la conducción educativa de 
cada jurisdicción y TRES (3) representantes del Consejo de Universidades, según lo establecido en la Ley Nº 
24.521. 
 
ARTICULO 117. — Los órganos que integran el Consejo Federal de Educación son: 
 
a) La Asamblea Federal es el órgano superior del Consejo. Estará integrada por el/la ministro del área del 
Poder Ejecutivo nacional como presidente, por los/as ministros o responsables del área educativa de las 
provincias y la Ciudad Autónoma de Buenos Aires y TRES (3) representantes del Consejo de Universidades. 
 
En las reuniones participarán con voz y sin voto DOS (2) representantes por cada una de las Comisiones de 
Educación de las Honorables Cámaras de Senadores y Diputados de la Nación, uno por la mayoría y otro por 
la primera minoría. 
 
b) El Comité Ejecutivo ejercerá sus actividades en el marco de las resoluciones adoptadas por la Asamblea 
Federal. Estará presidido por el ministro del área del Poder Ejecutivo nacional e integrado por los/as miembros 
representantes de las regiones que lo componen, designados por la Asamblea Federal cada DOS (2) años. A 
efectos de garantizar mayor participación según el tipo de decisiones que se consideren, podrá convocarse al 
Comité Ejecutivo ampliado, integrado por las autoridades educativas jurisdiccionales que se requieran. 
 
c) La Secretaría General tendrá la misión de conducir y coordinar las actividades, trabajos y estudios según lo 
establezcan la Asamblea Federal y el Comité Ejecutivo. Su titular ejercerá asimismo las funciones de 
Coordinador Federal de la Comisión Federal de Registro y Evaluación Permanente de las Ofertas de 
Educación a Distancia y de la implementación, durante su vigencia, del Fondo Nacional de Incentivo Docente 
y del Programa de Compensación Salarial Docente, conforme a la Ley Nº 26.075. Será designado cada DOS 
(2) años por la Asamblea Federal. 
 
ARTICULO 118. — Las resoluciones del Consejo Federal de Educación serán de cumplimiento obligatorio, 
cuando la Asamblea así lo disponga, de acuerdo con la Reglamentación que la misma establezca para estos 
casos. En cuanto a las resoluciones que se refieran a transferencias de partidas del presupuesto nacional, 
regirán los mecanismos de supervisión y control establecidos por la Ley Nº 26.075. 
 
ARTICULO 119. — El Consejo Federal de Educación contará con el apoyo de los siguientes Consejos 
Consultivos, cuyas opiniones y propuestas serán de carácter público: 
 
a) El Consejo de Políticas Educativas, cuya misión principal es analizar y proponer cuestiones prioritarias a 
ser consideradas en la elaboración de las políticas que surjan de la implementación de la presente ley. 
 
Está integrado por representantes de la Academia Nacional de Educación, representantes de las 
organizaciones gremiales docentes con personería nacional, de las entidades representativas de la Educación 
de gestión privada, representantes del Consejo de Universidades, de las organizaciones sociales vinculadas 
con la educación, y autoridades educativas del Comité Ejecutivo del Consejo Federal de Educación. La 
Asamblea Federal podrá invitar a personas u organizaciones a participar de sesiones del Consejo de Políticas 
Educativas para ampliar el análisis de temas de su agenda. 
 
b) El Consejo Económico y Social, participará en aquellas discusiones relativas a las relaciones entre la 
educación y el mundo del trabajo y la producción. Está integrado por representantes de organizaciones 
empresariales, de organizaciones de trabajadores, de organizaciones no gubernamentales, de organizaciones 
socio productivas de reconocida trayectoria nacional y autoridades educativas del Comité Ejecutivo del 
Consejo Federal de Educación. 
 
c) El Consejo de Actualización Curricular, a cargo de proponer innovaciones en los contenidos curriculares 
comunes. Estará conformado por personalidades calificadas de la cultura, la ciencia, la técnica y el mundo del 
trabajo y la producción, designadas por el Ministro de Educación, Ciencia y Tecnología en acuerdo con el 
Consejo Federal de Educación. 
 
ARTICULO 120. — La Asamblea Federal realizará como mínimo UNA (1) vez al año el seguimiento y la 
evaluación del cumplimiento de la presente ley. Asimismo, convocará como mínimo DOS (2) veces al año a 
representantes de organizaciones gremiales docentes con personería nacional para considerar agendas 
definidas de común acuerdo. 
 

CAPITULO IV 
 

LAS AUTORIDADES EDUCATIVAS DE LAS PROVINCIAS Y LA CIUDAD AUTONOMA DE BUENOS 
AIRES 

 



ARTICULO 121. — Los Gobiernos provinciales y de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, en cumplimiento 
del mandato constitucional, deben: 
 
a) Asegurar el derecho a la educación en su ámbito territorial. Cumplir y hacer cumplir la presente ley, 
adecuando la legislación jurisdiccional y disponiendo las medidas necesarias para su implementación; 
 
b) Ser responsables de planificar, organizar, administrar y financiar el sistema educativo en su jurisdicción, 
según sus particularidades sociales, económicas y culturales. 
 
c) Aprobar el currículo de los diversos niveles y modalidades en el marco de lo acordado en el Consejo 
Federal de Educación. 
 
d) Organizar y conducir las instituciones educativas de gestión estatal. 
 
e) Autorizar, reconocer, supervisar y realizar los aportes correspondientes a las instituciones educativas de 
gestión privada, cooperativa y social, conforme a los criterios establecidos en el artículo 65 de esta ley. 
 
f) Aplicar las resoluciones del Consejo Federal de Educación para resguardar la unidad del Sistema Educativo 
Nacional. 
 
g) Expedir títulos y certificaciones de estudios. 
 

CAPITULO V 
 

LA INSTITUCION EDUCATIVA 
 
ARTICULO 122. — La institución educativa es la unidad pedagógica del sistema responsable de los procesos 
de enseñanza-aprendizaje destinados al logro de los objetivos establecidos por esta ley. Para ello, favorece y 
articula la participación de los distintos actores que constituyen la comunidad educativa: directivos, docentes, 
padres, madres y/o tutores/as, alumnos/as, ex alumnos/as, personal administrativo y auxiliar de la docencia, 
profesionales de los equipos de apoyo que garantizan el carácter integral de la educación, cooperadoras 
escolares y otras organizaciones vinculadas a la institución. 
 
ARTICULO 123. — El Consejo Federal de Educación fijará las disposiciones necesarias para que las distintas 
jurisdicciones dispongan la organización de las instituciones educativas de acuerdo a los siguientes criterios 
generales, que se adecuarán a los niveles y modalidades: 
 
a) Definir, como comunidad de trabajo, su proyecto educativo con la participación de todos sus integrantes, 
respetando los principios y objetivos enunciados en esta ley y en la legislación jurisdiccional vigente. 
 
b) Promover modos de organización institucional que garanticen dinámicas democráticas de convocatoria y 
participación de los/as alumnos/as en la experiencia escolar. 
 
c) Adoptar el principio de no discriminación en el acceso y trayectoria educativa de los/as alumnos/ as. 
 
d) Brindar a los equipos docentes la posibilidad de contar con espacios institucionales destinados a elaborar 
sus proyectos educativos comunes. 
 
e) Promover la creación de espacios de articulación entre las instituciones del mismo nivel educativo y de 
distintos niveles educativos de una misma zona. 
 
f) Promover la vinculación intersectorial e interinstitucional con las áreas que se consideren pertinentes, a fin 
de asegurar la provisión de servicios sociales, psicológicos, psicopedagógicos y médicos que garanticen 
condiciones adecuadas para el aprendizaje. 
 
g) Desarrollar procesos de autoevaluación institucional con el propósito de revisar las prácticas pedagógicas y 
de gestión. 
 
h) Realizar adecuaciones curriculares, en el marco de los lineamientos curriculares jurisdiccionales y 
federales, para responder a las particularidades y necesidades de su alumnado y su entorno. 
 
i) Definir su código de convivencia. 
 
j) Desarrollar prácticas de mediación que contribuyan a la resolución pacífica de conflictos. 
 
k) Promover iniciativas en el ámbito de la experimentación y de la investigación pedagógica. 
 
l) Mantener vínculos regulares y sistemáticos con el medio local, desarrollar actividades de extensión, tales 
como las acciones de aprendizaje-servicio, y promover la creación de redes que fortalezcan la cohesión 
comunitaria e intervengan frente a la diversidad de situaciones que presenten los/as alumnos/ as y sus 
familias. 
 
m) Promover la participación de la comunidad a través de la cooperación escolar en todos los 
establecimientos educativos de gestión estatal. 
 
n) Favorecer el uso de las instalaciones escolares para actividades recreativas, expresivas y comunitarias. 
 
ñ) Promover experiencias educativas fuera del ámbito escolar, con el fin de permitir a los/as estudiantes 
conocer la cultura nacional, experimentar actividades físicas y deportivas en ambientes urbanos y naturales y 
tener acceso a las actividades culturales de su localidad y otras. 
 
ARTICULO 124. — Los institutos de educación superior tendrán una gestión democrática, a través de 
organismos colegiados, que favorezcan la participación de los/as docentes y de los/as estudiantes en el 



gobierno de la institución y mayores grados de decisión en el diseño e implementación de su proyecto 
institucional. 
 

CAPITULO VI 
 

DERECHOS Y DEBERES DE LOS/AS ALUMNOS/AS 
 
ARTICULO 125. — Todos/as los/as alumnos/as tienen los mismos derechos y deberes, sin más distinciones 
que las derivadas de su edad, del nivel educativo o modalidad que estén cursando o de las que se 
establezcan por leyes especiales. 
 
ARTICULO 126. — Los/as alumnos/as tienen derecho a: 
 
a) Una educación integral e igualitaria en términos de calidad y cantidad, que contribuya al desarrollo de su 
personalidad, posibilite la adquisición de conocimientos, habilidades y sentido de responsabilidad y solidaridad 
sociales y que garantice igualdad de oportunidades. 
 
b) Ser respetados/as en su libertad de conciencia, en el marco de la convivencia democrática. 
 
c) Concurrir a la escuela hasta completar la educación obligatoria. 
 
d) Ser protegidos/as contra toda agresión física, psicológica o moral. 
 
e) Ser evaluados/as en su desempeño y logros, conforme a criterios rigurosa y científicamente fundados, en 
todos los niveles, modalidades y orientaciones del sistema, e informados/as al respecto. 
 
f) Recibir el apoyo económico, social, cultural y pedagógico necesario para garantizar la igualdad de 
oportunidades y posibilidades que le permitan completar la educación obligatoria. 
 
g) Recibir orientación vocacional, académica y profesional-ocupacional que posibilite su inserción en el mundo 
laboral y la prosecución de otros estudios. 
 
h) Integrar centros, asociaciones y clubes de estudiantes u otras organizaciones comunitarias para participar 
en el funcionamiento de las instituciones educativas, con responsabilidades progresivamente mayores, a 
medida que avancen en los niveles del sistema. 
 
i) Participar en la toma de decisiones sobre la formulación de proyectos y en la elección de espacios 
curriculares complementarios que propendan a desarrollar mayores grados de responsabilidad y autonomía 
en su proceso de aprendizaje. 
 
j) Desarrollar sus aprendizajes en edificios que respondan a normas de seguridad y salubridad, con 
instalaciones y equipamiento que aseguren la calidad del servicio educativo. 
 
ARTICULO 127. — Son deberes de los/as alumnos/as: 
 
a) Estudiar y esforzarse por conseguir el máximo desarrollo según sus capacidades y posibilidades. 
 
b) Participar en todas las actividades formativas y complementarias. 
 
c) Respetar la libertad de conciencia, la dignidad, integridad e intimidad de todos/as los/as miembros de la 
comunidad educativa. 
 
d) Participar y colaborar en la mejora de la convivencia escolar y en la consecución de un adecuado clima de 
estudio en la institución, respetando el derecho de sus compañeros/as a la educación y las orientaciones de la 
autoridad, los/as docentes y los/as profesores/as. 
 
e) Respetar el proyecto educativo institucional, las normas de organización, convivencia y disciplina del 
establecimiento escolar. 
 
f) Asistir a clase regularmente y con puntualidad. 
 
g) Conservar y hacer un buen uso de las instalaciones, equipamiento y materiales didácticos del 
establecimiento educativo. 
 

CAPITULO VII 
 

DERECHOS Y DEBERES DE LOS PADRES, MADRES, TUTORES/AS 
 
ARTICULO 128. — Los padres, madres o tutores/as de los/as estudiantes tienen derecho a: 
 
a) Ser reconocidos/as como agentes naturales y primarios de la educación. 
 
b) Participar en las actividades de los establecimientos educativos en forma individual o a través de las 
cooperadoras escolares y los órganos colegiados representativos, en el marco del proyecto educativo 
institucional. 
 
c) Elegir para sus hijos/as o representados/as, la institución educativa cuyo ideario responda a sus 
convicciones filosóficas, éticas o religiosas. 
 
d) Ser informados/as periódicamente acerca de la evolución y evaluación del proceso educativo de sus 
hijos/as o representados/as. 
 
ARTICULO 129. — Los padres, madres o tutores/as de los/as estudiantes tienen los siguientes deberes: 



 
a) Hacer cumplir a sus hijos/as o representados/as la educación obligatoria. 
 
b) Asegurar la concurrencia de sus hijos/as o representados/as a los establecimientos escolares para el 
cumplimiento de la escolaridad obligatoria, salvo excepciones de salud o de orden legal que impidan a los/as 
educandos/as su asistencia periódica a la escuela. 
 
c) Seguir y apoyar la evolución del proceso educativo de sus hijos/as. 
 
d) Respetar y hacer respetar a sus hijos/as o representados/as la autoridad pedagógica del/de la docente y las 
normas de convivencia de la unidad educativa. 
 
e) Respetar y hacer respetar a sus hijos/as o representados/as la libertad de conciencia, la dignidad, 
integridad e intimidad de todos/as los/as miembros de la comunidad educativa. 
 

TITULO XI 
 

CUMPLIMIENTO DE LOS OBJETIVOS DE LA LEY 
 
ARTICULO 130. — El Ministerio de Educación, Ciencia y Tecnología, en su carácter de autoridad de 
aplicación de esta ley, acordará con las provincias y la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, en el ámbito del 
Consejo Federal de Educación, la implementación y seguimiento de las políticas educativas destinadas a 
cumplir con lo establecido en la presente ley. A tal fin, se establecerán: 
 
a) El calendario de implementación de la nueva estructura unificada del Sistema Educativo Nacional, 
conforme a lo dispuesto por los artículos 15 y 134 de esta ley. 
 
b) La planificación de los programas, actividades y acciones que serán desarrollados para coadyuvar al 
cumplimiento de los objetivos de esta ley, con sus respectivas metas, cronogramas y recursos. 
 
c) Dicha planificación asegurará la convergencia, complementación e integración de los objetivos de esta ley 
con los fijados en el artículo 2º de la Ley Nº 26.075, que rigen hasta el año 2010. 
 
d) Los mecanismos de seguimiento y evaluación del cumplimiento de los objetivos de esta ley y de los fijados 
en el artículo 2º de la Ley Nº 26.075. 
 
e) La definición e implementación de procedimientos de auditoría eficientes que garanticen la utilización de los 
recursos destinados a educación en la forma prevista. 
 
ARTICULO 131. — El Ministerio de Educación, Ciencia y Tecnología, en su carácter de autoridad de 
aplicación de esta ley, llevará a cabo convenios bilaterales con las provincias y la Ciudad Autónoma de 
Buenos Aires en los que se establecerán: 
 
a) Las metas anuales destinadas a alcanzar los objetivos propuestos por esta norma, que no se encuentren 
incluidos en el artículo 2º de la Ley Nº 26.075; 
 
b) Los recursos de origen nacional y provincial, o en su caso de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, que se 
asignarán para su cumplimiento; y 
 
c) Los mecanismos de evaluación destinados a verificar su correcta asignación. 
 

TITULO XII 
 

DISPOSICIONES TRANSITORIAS Y COMPLEMENTARIAS 
 
ARTICULO 132. — Derógase la Ley Nº 25.030, la Ley Nº 24.195, la Ley Nº 22.047 y su Decreto reglamentario 
Nº 943/84, y demás normas complementarias y aclaratorias. 
 
ARTICULO 133. — Sustitúyese, en el artículo 5º y sucesivos de la Ley Nº 24.521 y sus modificatorias, la 
denominación "instituciones de educación superior no universitaria" por la de "institutos de educación 
superior". 
 
ARTICULO 134. — A partir de la vigencia de la presente ley cada jurisdicción podrá decidir sólo entre dos 
opciones de estructura para los niveles de Educación Primaria y Secundaria de la educación común: 
 
a) Una estructura de SEIS (6) años para el nivel de Educación Primaria y de SEIS (6) años para el nivel de 
Educación Secundaria o, 
 
b) Una estructura de SIETE (7) años para el nivel de Educación Primaria y CINCO (5) años para el nivel de 
Educación Secundaria. 
 
Con respecto a la Educación Técnica rige lo dispuesto por el artículo 24 de la Ley Nº 26.058. 
 
Se establece un plazo de SEIS (6) años, a partir de la sanción de la presente ley, para que, a través de 
acuerdos entre el Ministerio de Educación, Ciencia y Tecnología y el Consejo Federal de Educación, se defina 
la ubicación del séptimo (7º) año de escolaridad. El Ministerio de Educación, Ciencia y Tecnología y el 
Consejo Federal de Educación acordarán los criterios de unificación que, respetando las condiciones de las 
distintas jurisdicciones, aseguren los mecanismos necesarios de equivalencia y certificación de los estudios, 
movilidad de los/as alumnos/as y derechos adquiridos por los/as docentes. 
 
ARTICULO 135. — El Consejo Federal de Educación acordará y definirá los criterios organizativos, los 
modelos pedagógicos y demás disposiciones necesarias para: 
 



a) Universalizar progresivamente los servicios educativos para los niños/as de CUATRO (4) años de edad, 
establecida en el artículo 19 de la presente ley, priorizando a los sectores más desfavorecidos; 
 
b) Implementar la jornada extendida o completa, establecida por el artículo 28 de esta ley, con el objeto de 
introducir los nuevos contenidos curriculares propuestos para la Educación Primaria. Dicha implementación se 
planificará y ejecutará conforme a las disposiciones de los incisos b), c) y d) del artículo 130 de la presente 
ley; y hasta tanto haya concluido este proceso, las distintas jurisdicciones deberán garantizar un mínimo de 
VEINTE (20) horas de clase semanales para las escuelas primarias que no cuenten aún con la jornada 
extendida o completa. 
 
ARTICULO 136. — El Consejo Federal de Educación deberá acordar en el término de UN (1) año, a partir de 
la sanción de la presente ley, una resolución de cumplimiento obligatorio de lo dispuesto por el artículo 32 de 
esta ley, acompañada de los estudios técnicos y presupuestarios que faciliten su implementación. 
 
ARTICULO 137. — Los servicios educativos de la modalidad de Educación en Contextos de Privación de 
Libertad son las propias del nivel que corresponda a la población destinataria y podrán ser implementadas a 
través de estrategias pedagógicas flexibles, que garanticen la igualdad en la calidad de los resultados. 
 
Las certificaciones corresponderán a los modelos de la educación común. 
 
ARTICULO 138. — El Ministerio de Educación, Ciencia y Tecnología, de acuerdo con el Consejo Federal de 
Educación, diseñará programas a término destinados a garantizar la erradicación del analfabetismo y el 
cumplimiento de la educación obligatoria prescripta en el artículo 16 de la presente ley, para la población 
mayor de DIECIOCHO (18) años de edad que no la haya alcanzado a la fecha de la promulgación de la 
presente ley. Dicho programa contará con servicios educativos presenciales y a distancia, integrando un 
sistema de becas para jóvenes y adultos, y provisión gratuita de materiales de aprendizaje, que asegure la 
calidad educativa, así como la permanencia y egreso de los/as participantes. 
 
Asimismo, y en el marco de lo establecido en el artículo 47 de la presente ley, impulsará la adopción de 
programas de relevamiento, difusión, comunicación, orientación y apoyo a dichas personas cuando efectúen 
gestiones administrativas y participen de programas tales como la tramitación del Documento Nacional de 
Identidad, licencia para conducir y campañas de vacunación, entre otros. 
 
ARTICULO 139. — La concertación técnica de las políticas de formación docente, acordadas en el Consejo 
Federal de Educación, se realizará a través de encuentros federales que garanticen la participación y consulta 
de los/as directores/as o responsables de la Educación Superior de cada jurisdicción, bajo la coordinación del 
Instituto Nacional de Formación Docente. 
 
ARTICULO 140. — El Consejo Federal de Educación acordará los criterios generales y comunes para 
orientar, previo análisis y relevamiento de la situación en cada jurisdicción, el encuadramiento legal de las 
instituciones educativas de gestión cooperativa y social y las normas que regirán su reconocimiento, 
autorización y supervisión. 
 
ARTICULO 141. — Invitar a las jurisdicciones provinciales y a la Ciudad Autónoma de Buenos Aires a efectuar 
las reformas necesarias en la legislación que regula la actividad laboral y profesional docente, con el objeto de 
incorporar la inhabilitación para el ejercicio de la docencia a quien haya sido condenado/a por delitos contra la 
integridad sexual, conforme a lo establecido en el Título III, Capítulos II, III, IV y V del Libro Segundo del 
Código Penal, aún cuando se hubieren beneficiado por el indulto o la conmutación de la pena. 
 
ARTICULO 142. — Educ.ar Sociedad del Estado, los bienes que integran su patrimonio, actos y contratos que 
celebre a título oneroso o gratuito, estarán exentos de todo gravamen, arancel o impuesto nacional, cualquiera 
fuera su denominación, toda vez que su objeto social excede la mera búsqueda de un fin de lucro y constituye 
una herramienta esencial para la educación pública argentina y la difusión del conocimiento igualitario de 
todos/as los/as habitantes, a través de Internet y la televisión educativa. 
 
ARTICULO 141. — El Estado nacional, las provincias y la Ciudad Autónoma de Buenos Aires deberán 
garantizar a las personas migrantes sin Documento Nacional de Identidad (DNI), el acceso y las condiciones 
para la permanencia y el egreso de todos los niveles del sistema educativo, mediante la presentación de 
documentos emanados de su país de origen, conforme a lo establecido por el artículo 7º de la Ley Nº 25.871. 
 
ARTICULO 144. — Los/as niños/as y jóvenes radicados/as temporariamente en el exterior podrán cumplir con 
la educación obligatoria a través de servicios de educación a distancia. 
 
ARTICULO 145. — Comuníquese al Poder Ejecutivo nacional. 
 
DADA EN LA SALA DE SESIONES DEL CONGRESO ARGENTINO, EN BUENOS AIRES, A LOS CATORCE 
DIAS DEL MES DE DICIEMBRE DEL AÑO DOS MIL SEIS. 
 
—REGISTRADA BAJO EL Nº 26.206— 
 
ALBERTO E. BALESTRINI. — JOSE J. B. PAMPURO. — Enrique Hidalgo. — Juan H. Estrada. 
 
 
— FE DE ERRATAS — 
Ley 26.206: 
En la edición del 28 de diciembre de 2006, en la que se publicó la citada Ley, se deslizó en el Artículo 126, 
tercer inciso, el siguiente error de imprenta: 
DONDE DICE: e) 
DEBE DECIR: c). 



EDUCACIÓN 
Ley 27.064 
Regulación y Supervisión de Instituciones de Educación no Incluidas en la Enseñanza Oficial. 
Disposiciones Generales. 
 
Sancionada: Diciembre 04 de 2014 
Promulgada de Hecho: Enero 09 de 2015 
 
El Senado y Cámara de Diputados de la Nación Argentina reunidos en Congreso, etc. sancionan con fuerza 
de Ley: 
 
CAPÍTULO I 
Disposiciones Generales 
 
ARTÍCULO 1° — La presente ley tiene por objeto regular las condiciones de funcionamiento y supervisar 
pedagógicamente las instituciones no incluidas en la enseñanza oficial que brindan educación y cuidado de la 
primera infancia desde los cuarenta y cinco (45) días hasta los cinco (5) años de edad. Estas instituciones 
podrán ser de gestión estatal, privada, cooperativa y social. Dichas instituciones podrán pertenecer a 
organizaciones con y sin fines de lucro, sociedades civiles, gremios, sindicatos, cooperativas, organizaciones 
no gubernamentales, organizaciones barriales, universidades, comunitarias y a otras similares. 
 
ARTÍCULO 2° — En el caso de los establecimientos no incorporados a la enseñanza oficial cuya organización 
o financiamiento dependan de organismos oficiales de salud, desarrollo social u otros, será la autoridad 
educativa competente en cada jurisdicción la que articule sus acciones con dichos organismos pertinentes, 
para el cumplimiento de la presente. 
 
ARTÍCULO 3° — Los centros de desarrollo infantil, instituciones reguladas por la ley 26.233, de Promoción y 
Regulación de los Centros de Desarrollo Infantil, deberán recibir supervisión pedagógica por parte de la 
autoridad educativa competente de cada jurisdicción en articulación con la Secretaría de Niñez, Adolescencia 
y Familia, dependiente del Ministerio de Desarrollo Social de la Nación. 
 
CAPÍTULO II 
De las instituciones 
 
ARTÍCULO 4° — El nivel inicial constituye una unidad pedagógica. Las instituciones que brindan educación y 
cuidado a la primera infancia deben garantizar los objetivos para el nivel inicial establecidos en el título II, 
capítulo II de la ley 26.206, de Educación Nacional. 
Las instituciones comprenden los siguientes tipos organizativos: 
a) Jardines maternales: las instituciones que atienden a los niños/as desde los cuarenta y cinco (45) días 
hasta los dos (2) años de edad, inclusive. 
b) Jardines de infantes: aquellas instituciones que atienden a los niños/as entre los tres (3) y los cinco (5) años 
inclusive. 
c) Escuelas infantiles: aquellas instituciones que atienden a los niños desde los cuarenta y cinco (45) días 
hasta los cinco (5) años de edad inclusive. 
d) Centros de desarrollo infantil: aquellas instituciones creadas según lo establecido por la ley 26.233 —
Promoción y Regulación de los Centros de Desarrollo Infantil—; 
e) Diversas formas organizativas que brindan cuidado y educación sistemática a niños/as desde los cuarenta 
y cinco (45) días a los cinco (5) años inclusive. Son, entre otras: salas de juego, servicios de atención a la 
primera infancia a domicilio u hospitalarios, en contexto de privación de la libertad de niños y niñas nacidos/as 
o criados/as en estos contextos, o cualquiera sea su denominación como persona legal. 
 
ARTÍCULO 5° — Las instituciones definidas en el artículo 4° deben hacer pública la denominación recibida en 
conformidad con lo establecido, asumiendo las responsabilidades indelegables en materia educativa y 
asistencial que les cabe para cada caso. 
 
ARTÍCULO 6° — Las instituciones comprendidas en el artículo 4° de la presente ley que cuenten con salas 
que atiendan la obligatoriedad del nivel deben gestionar y obtener la incorporación a la enseñanza oficial 
conforme a los alcances de la ley 26.206. 
 
ARTÍCULO 7° — Todas las instituciones comprendidas por la presente ley deben seguir los lineamientos 
curriculares y disposiciones pedagógicas establecidas para la educación inicial por la autoridad educativa de 
la Nación y de las jurisdicciones, según corresponda, conforme a los alcances de la ley 26.206. 
 
ARTÍCULO 8° — Las actividades están a cargo de personal con título docente en todas las secciones, 
conforme lo establezca la normativa vigente en cada jurisdicción, a excepción de los Centros de Desarrollo 
Infantil, instituciones reguladas por la ley 26.233. 
 
CAPÍTULO III 
Del relevamiento de servicios y la creación de los registros jurisdiccionales de inscripción 
 
ARTÍCULO 9° — El Ministerio de Educación, en el marco del Consejo Federal de Educación, promoverá la 
creación, en el ámbito de las jurisdicciones educativas de sistemas de relevamiento y registro de instituciones 
de gestión pública, estatal, privada, cooperativa y social, no incluidas en la enseñanza oficial, que brindan 
educación y cuidado a la primera infancia. 
 
ARTÍCULO 10. — El registro deberá contemplar la posibilidad de consulta pública y gratuita y su actualización 
anual atento a las nuevas inscripciones y los resultados de las supervisiones periódicas a las instituciones. 
 
CAPÍTULO IV 
De la supervisión de las instituciones 
 
ARTÍCULO 11. — La supervisión pedagógica estará a cargo de docentes o profesionales del área de 
educación, conforme lo establezca la normativa vigente en cada jurisdicción. 



 
ARTÍCULO 12. — El Ministerio de Educación, en el marco del Consejo Federal de Educación, promoverá 
acciones para que el control sobre las condiciones edilicias, de seguridad y de higiene de las instituciones, 
esté a cargo de las autoridades educativas jurisdiccionales, y se efectúe en articulación con las autoridades 
educativas designadas por las jurisdicciones a tal efecto. 
 
ARTÍCULO 13. — A los efectos de esta ley, la función de supervisión pedagógica debe considerar aspectos 
tales como el proyecto institucional, los principios, normas y valores, las propuestas de enseñanza, los 
vínculos con los niños/as y sus familias, la organización del espacio, la distribución del tiempo, y todas 
aquellas cuestiones que se deriven de los lineamientos curriculares y de la normativa vigente. 
 
CAPÍTULO V 
De la autoridad de aplicación 
 
ARTÍCULO 14. — El Ministerio de Educación y las autoridades educativas jurisdiccionales competentes, en el 
marco del Consejo Federal de Educación, son los responsables de regular las condiciones de funcionamiento 
de las instituciones comprendidas por la presente ley. 
 
ARTÍCULO 15. — El Ministerio de Educación, en el marco del Consejo Federal, promoverá la creación del 
organismo responsable del seguimiento y la implementación que cada provincia y la Ciudad Autónoma de 
Buenos Aires hagan en cumplimiento de la presente ley. 
 
CAPÍTULO VI 
Disposiciones transitorias 
 
ARTÍCULO 16. — En los casos en que no sea posible cumplir con la obligación de cubrir los cargos con 
personal con título docente, las instituciones deberán contar con un coordinador pedagógico como mínimo 
cada cinco (5) secciones, el que podrá tener sala a cargo. Cada jurisdicción dictaminará los plazos, criterios y 
procesos necesarios para avanzar progresivamente en la cobertura de los cargos docentes necesarios para 
todas las secciones del nivel. 
 
ARTÍCULO 17. — El Ministerio de Educación, en el marco del Consejo Federal de Educación, promoverá los 
acuerdos necesarios para que las jurisdicciones educativas establezcan un plan estratégico para el 
cumplimiento de la presente, que contemple la adopción progresiva por parte de las instituciones que brindan 
educación y cuidado de la primera infancia de las características y la denominación de jardines maternales, de 
infantes o escuelas infantiles según corresponda. Este plan debe dar prioridad a las instituciones que atienden 
a los sectores más desfavorecidos en cada jurisdicción. 
 
ARTÍCULO 18. — Comuníquese al Poder Ejecutivo nacional. 
 
DADA EN LA SALA DE SESIONES DEL CONGRESO ARGENTINO, EN BUENOS AIRES, A LOS CUATRO 
DÍAS DEL MES DE DICIEMBRE DEL AÑO DOS MIL CATORCE. 
 
— REGISTRADO BAJO EL Nº 27.064 — 
 
JULIAN A. DOMINGUEZ. — JUAN H. ESTRADA. — Lucas Chedrese. — Gerardo Zamora. 
 
 
 



 
DECRETO 144/2008 
 
Otórgase validez nacional a los títulos y certificaciones que emitan instituciones reconocidas por las 
autoridades educativas nacionales, provinciales y de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Requisitos. 
Buenos Aires, 22/1/2008 
 
VISTO el Expediente Nº 11.934/07 del Registro del entonces MINISTERIO DE EDUCACION, CIENCIA Y 
TECNOLOGIA, el artículo 115, inciso g) de la Ley Nº 26.206, y 
 
CONSIDERANDO: 
Que de acuerdo al inciso 18) del artículo 75 de la CONSTITUCION NACIONAL, corresponde al HONORABLE 
CONGRESO DE LA NACION proveer lo conducente a dictar planes de instrucción general y universitaria. 
 
Que el HONORABLE CONGRESO DE LA NACION, al sancionar la Ley Nº 26.206, ejerció esta facultad, cuyo 
objeto es la preservación de la unidad del Sistema Educativo Nacional, en el marco del régimen federal de 
gobierno. 
 
Que de acuerdo al artículo 14 de la ley aludida, el Sistema Educativo Nacional es el conjunto organizado de 
servicios y acciones educativas reguladas por el Estado, que posibilitan el ejercicio del derecho a la 
educación, integrado por los servicios educativos reconocidos de gestión estatal y privada, gestión 
cooperativa y gestión social, de todas las jurisdicciones del país, abarcando los distintos niveles, ciclos y 
modalidades de la educación. 
 
Que el artículo 15 de la misma norma, establece que el Sistema Educativo Nacional tendrá una estructura 
unificada en todo el país, que asegure su ordenamiento y cohesión, organización y articulación de los niveles 
y modalidades de la educación y la validez nacional de los títulos y certificaciones que se expidan. 
 
Que de acuerdo a las competencias que le atribuye la citada ley, el Estado Nacional fija la política educativa y 
controla su cumplimiento con la finalidad de consolidar la unidad nacional, respetando las particularidades 
provinciales y locales, garantizando a todos y todas el acceso y las condiciones para la permanencia y el 
egreso de los diferentes niveles del sistema educativo. 
 
Que, por lo expuesto, la validez nacional de títulos y certificaciones de estudio es un instrumento que unifica la 
estructura del Sistema Educativo Nacional y permite la movilidad, tanto horizontal como vertical, de los 
alumnos y alumnas y egresados y egresadas, de todo el país. 
 
Que de acuerdo al inciso g) del artículo 115 de la Ley de Educación Nacional, el PODER EJECUTIVO 
NACIONAL, a través del MINISTERIO DE EDUCACION, deberá dictar normas generales sobre equivalencias 
de planes de estudios y diseños curriculares de las jurisdicciones y otorgar validez nacional a los títulos y 
certificaciones de estudios. 
 
Que de acuerdo a lo establecido en el artículo 85 de la misma ley, el MINISTERIO DE EDUCACION, en 
acuerdo con el CONSEJO FEDERAL DE EDUCACION, para asegurar la calidad de la educación, la cohesión 
y la integración nacional, y garantizar la validez nacional de los títulos y certificaciones correspondientes, 
definirá estructuras y contenidos curriculares comunes y núcleos de aprendizaje prioritarios en todos los 
niveles y años de la escolaridad obligatoria, así como también establecerá mecanismos de renovación 
periódica total o parcial de dichos contenidos curriculares comunes. 
 
Que asimismo, y conforme lo establecido en el artículo 116 de la citada norma, el CONSEJO FEDERAL DE 
EDUCACION es el ámbito de concertación, acuerdo y coordinación de la política educativa nacional, 
asegurando la unidad y articulación del Sistema Educativo Nacional. 
 
Que las autoridades educativas de las Provincias y de la CIUDAD AUTONOMA DE BUENOS AIRES deben 
aplicar las resoluciones del CONSEJO FEDERAL DE EDUCACION para resguardar la unidad del Sistema 
Educativo Nacional al expedir títulos y certificaciones de estudios. 
 
Que en el marco del proceso de implementación de la Ley de Educación Nacional Nº 26.206, el MINISTERIO 
DE EDUCACION y el CONSEJO FEDERAL DE EDUCACION, se encuentran desarrollando acciones 
tendientes a garantizar la unidad al Sistema Educativo Nacional. 
 
Que entre tales acciones corresponde que el PODER EJECUTIVO NACIONAL, dicte una norma que garantice 
la validez nacional de los títulos y certificaciones de estudio. 
 
Que el CONSEJO FEDERAL DE EDUCACION aprobó por medio de la Resolución Nº 18 del 19 de septiembre 
de 2007 el documento "Acuerdos Generales sobre Educación Obligatoria" con el objeto de resguardar los 
derechos de los alumnos y la cohesión del Sistema Educativo Nacional. 
 
Que la Ley Nº 24.195 ha quedado derogada en virtud de lo dispuesto por el artículo 132 de la Ley Nº 26.206. 
 
Que la DIRECCION GENERAL DE ASUNTOS JURIDICOS del MINISTERIO DE EDUCACION ha tomado la 
intervención que le compete. 
 
Que la presente medida se dicta en uso de las facultades conferidas por el artículo 99, incs. 1 y 2 de la 
CONSTITUCION NACIONAL. 
 
Por ello, 
 
LA PRESIDENTA DE LA NACION ARGENTINA 
DECRETA: 
 
Artículo 1º — Otórgase, para la cohorte 2008, validez nacional a los títulos y certificaciones que emitan 
instituciones de gestión estatal y de gestión privada reconocidas por las autoridades educativas nacionales, 



provinciales y de la CIUDAD AUTONOMA DE BUENOS AIRES, correspondientes a estudios presenciales de 
todos los niveles y modalidades de la educación, previstos por la Ley Nº 26.206. La validez nacional deberá 
considerarse hasta finalizar la totalidad de la carga horaria, requisitos y condiciones. 
 
Art. 2º — La validez nacional otorgada en el artículo 1º tendrá vigencia previa legalización de los títulos y 
certificaciones por la autoridad educativa competente de la jurisdicción, la que deberá certificar: 
a) La aprobación por parte de la autoridad educativa jurisdiccional del diseño curricular y/o el plan de estudios. 
b) La inscripción en el Registro del INSTITUTO NACIONAL DE FORMACION DOCENTE, bajo los requisitos 
establecidos a estos efectos por el MINISTERIO DE EDUCACION, para los estudios de Formación Docente. 
c) El reconocimiento jurisdiccional expreso de las instituciones, para el caso de la Educación Técnico 
Profesional. 
 
Art. 3º — Establécese que los títulos y certificaciones que legalice la autoridad de la jurisdicción de acuerdo al 
artículo anterior, deberán expresar en su cuerpo la normativa jurisdiccional que aprueba su plan de estudios y 
que la validez nacional fue otorgada por el presente decreto. Para la Formación Docente, deberá consignarse, 
además, la identificación de inscripción en el Registro del INSTITUTO NACIONAL DE FORMACION 
DOCENTE. 
 
Art. 4º — A partir de la cohorte 2009, la validez nacional de los títulos y certificaciones que emitan 
instituciones de gestión estatal y de gestión privada reconocidas por las autoridades educativas nacionales, 
jurisdiccionales y de la CIUDAD AUTONOMA DE BUENOS AIRES, correspondientes a estudios presenciales 
de Educación Inicial, de Educación Primaria y de Educación Secundaria, será otorgada, previo cumplimiento 
de los siguientes requisitos: 
a) La aprobación por parte de la autoridad educativa jurisdiccional del diseño curricular y/o el plan de estudios. 
b) La inclusión en el diseño curricular de los contenidos curriculares comunes y/o los núcleos de aprendizaje 
prioritarios correspondientes al nivel y a los años de escolaridad obligatoria, definidos por el MINISTERIO DE 
EDUCACION, en acuerdo con el CONSEJO FEDERAL DE EDUCACION, y los que se definan en el marco de 
la Ley de Educación Nacional. 
c) La escolaridad cumplida, respetando la opción de estructura de niveles primario y secundario elegida por la 
jurisdicción, de acuerdo al artículo 134 de la Ley de Educación Nacional. 
 
Art. 5º — Conforme lo establecido en el artículo 4º, las jurisdicciones deberán iniciar, antes del 31 de julio de 
2009, el trámite de validez nacional de sus diseños curriculares y planes de estudios correspondientes a los 
niveles Inicial, Primario y Secundario. La Educación Secundaria Técnico Profesional deberá ajustarse a lo que 
se disponga oportunamente conforme el articulado específico previsto en la presente norma. 
 
Art. 6º — Una vez acordadas por el CONSEJO FEDERAL DE EDUCACION las regulaciones curriculares de 
los estudios citados en el artículo 4º, conforme las previsiones establecidas en la Ley Nº 26.206, la validez 
nacional de sus títulos y certificaciones estará condicionada a las adecuaciones. 
 
Art. 7º — A partir de la cohorte 2009, la validez nacional de los títulos y certificaciones de Formación Docente 
será otorgada previo cumplimiento de los siguientes requisitos: 
a) La inscripción en el Registro del INSTITUTO NACIONAL DE FORMACION DOCENTE, bajo las pautas 
establecidas a estos efectos por el MINISTERIO DE EDUCACION. Para esta inscripción las autoridades 
educativas de la jurisdicción deberán certificar: 
1. El cumplimiento de los diseños curriculares organizados a partir del marco de referencia que se apruebe en 
el seno del CONSEJO FEDERAL DE EDUCACION. 
2. El cumplimiento por parte de la Institución Superior de Formación Docente de las políticas, los mecanismos 
de regulación y los criterios de evaluación, acreditación y articulación que establezca el CONSEJO FEDERAL 
DE EDUCACION. 
3. El cumplimiento de los perfiles federales, las incumbencias profesionales y la carga horaria, aprobados por 
el CONSEJO FEDERAL DE EDUCACION. 
b) El inicio del trámite de validez nacional de los estudios ante el MINISTERIO DE EDUCACION antes del 31 
de julio de 2009. 
 
Art. 8º — A partir de la cohorte 2009, la validez nacional de los títulos y certificaciones de Educación Técnico 
Profesional será otorgada conforme las Leyes Nos. 26.206 y 26.058 y sus normas derivadas. El trámite de 
validez nacional deberá iniciarse ante el MINISTERIO DE EDUCACION antes del 31 de julio de 2009. 
 
Art. 9º — A partir de la cohorte 2009, la validez nacional de los títulos y certificaciones de los estudios de 
Educación Superior de gestión estatal y de gestión privada no comprendidos en los artículos 7º y 8º, será 
otorgada conforme las Leyes Nros. 26.206 y 26.058 y sus normas derivadas. El trámite de validez nacional 
correspondiente deberá iniciarse ante el MINISTERIO DE EDUCACION antes del 31 de julio de 2009. 
 
Art. 10. — Establécese que las equivalencias de estudios originadas por la coexistencia de estructuras de 
sistemas educativos anteriores al vigente serán las siguientes: 
Las equivalencias y certificación de los estudios deberán garantizar la movilidad de los/las alumnos/as 
teniendo en cuenta el régimen de evaluación y promoción de la jurisdicción de origen y respetar el grado/año 
de escolaridad cumplido de acuerdo a la presente tabla. 
En los casos en que por traslado interjurisdiccional los alumnos/as no hayan concluido el nivel primario 
conforme a la estructura vigente en la jurisdicción de origen en los términos del artículo 134, inciso b) de la 
Ley Nº 26.206 y acrediten la totalidad de los grados/años correspondientes a dicho nivel según la estructura 
de la jurisdicción receptora, ésta certificará el nivel primario en base a la tabla de equivalencias precedente. 
En todos los casos, lo que se debe garantizar son TRECE (13) años de educación obligatoria mínima, 
conforme lo previsto en la Ley de Educación Nacional para educación inicial, educación primaria y educación 
secundaria. Para el caso de la educación secundaria Técnico Profesional la sumatoria deberá ser de 
CATORCE (14) años de escolaridad. 
 
Art. 11. — Establécese que el reconocimiento de los años de escolaridad de la Educación Secundaria Técnico 
Profesional por parte de las diferentes jurisdicciones educativas, se efectuará año a año, según la tabla del 
artículo 10 y que las jurisdicciones preverán los mecanismos de compensación para el tránsito de los 
estudiantes entre la modalidad de Educación Técnico Profesional y el resto del Sistema Educativo Nacional, 
conforme lo que establezca el CONSEJO FEDERAL DE EDUCACION. 



 
Art. 12. — Los títulos y certificaciones correspondientes a estudios presenciales iniciados con anterioridad a la 
cohorte 2008, emitidos o a emitirse al finalizar la carga horaria, requisitos y condiciones respectivas, por 
instituciones educativas de gestión estatal y de gestión privada reconocidas por las autoridades educativas 
nacionales, jurisdiccionales y de la CIUDAD AUTONOMA DE BUENOS AIRES, tienen validez nacional de 
acuerdo a lo establecido oportunamente por las normas específicas y vigentes. 
 
Art. 13. — La validez nacional de los títulos y certificaciones que emitan las instituciones educativas de gestión 
estatal que se creen y las de gestión privada que se reconozcan a partir del 1º de enero de 2008, requerirá 
que las mismas se ajusten a las previsiones de la Ley Nº 26.206, la opción de estructura efectuada, prevista 
en su artículo 134 y demás normas derivadas. 
 
Art. 14. — Los títulos y certificaciones que no hubieran obtenido la correspondiente validez nacional de 
conformidad con lo previsto en el presente decreto, no tendrán reconocimiento nacional y carecerán en 
consecuencia de los efectos jurídicos y académicos que la legislación acuerda a los títulos y certificaciones 
con validez nacional. 
 
Art. 15. — Establécese que la validez nacional de los títulos y certificaciones de los estudios a distancia se 
otorgará bajo las condiciones que establece la Ley Nº 26.206, las previsiones del presente decreto y sus 
normas derivadas, la normativa emanada del CONSEJO FEDERAL DE EDUCACION, los circuitos a cargo de 
la Comisión Federal de Registro y Evaluación Permanente de las Ofertas de Educación a Distancia y la 
correspondiente intervención del MINISTERIO DE EDUCACION. 
 
Art. 16. — El MINISTERIO DE EDUCACION será la autoridad de aplicación del presente decreto, quedando 
facultado para dictar todas las normas interpretativas y complementarias necesarias para su cumplimiento. 
Asimismo, y en acuerdo con el CONSEJO FEDERAL DE EDUCACION, podrá ampliar los plazos para el inicio 
del trámite de validez nacional establecidos en los artículos 5º, 7º inciso b), 8º y 9º, sólo para el caso de las 
jurisdicciones que así lo requieran. 
 
Art. 17. — Comuníquese, publíquese, dése a la DIRECCION NACIONAL DEL REGISTRO OFICIAL y 
archívese. — FERNANDEZ DE KIRCHNER. — Alberto A. Fernández. — Juan Carlos Tedesco. 



Consejo Federal de Educación 
Resolución CFE Nº 1/07 
Buenos Aires, 27 de marzo de 2007 
 
VISTO la Ley de Educación Nacional Nº 26.206 y, 
 
CONSIDERANDO: 
Que conforme las prescripciones de la Ley de Educación Nacional, la educación y el conocimiento son un bien 
público y un derecho personal y social garantizados por el Estado. 
Que, asimismo, el Estado Nacional, las Provincias y la Ciudad Autónoma de Buenos Aires tienen la 
responsabilidad principal e indelegable de proveer una educación integral, permanente y de calidad, 
garantizando la igualdad, gratuidad y equidad en el ejercicio de este derecho, con la participación de las 
organizaciones sociales y la familia. 
Que el Consejo Federal de Educación, organismo interjurisdiccional de carácter permanente, es el ámbito de 
concertación, acuerdo y coordinación de la política educativa nacional y debe asegurar la unidad y articulación 
del Sistema Educativo Nacional. 
Que en ese marco se hace necesario aprobar el Reglamento de Funcionamiento de este Consejo, creado por 
la Ley Nº 26.206. 
Que la presente medida se adopta con el voto afirmativo de todos los miembros de esta Asamblea Federal, a 
excepción de las provincias de Santa Cruz, Santa Fe, Misiones y Salta por ausencia de sus representantes. 
 
Por ello, 
LA II ASAMBLEA DEL CONSEJO FEDERAL EDUCACIÓN 
RESUELVE: 
 
ARTÍCULO 1º.- Aprobar el Reglamento de Funcionamiento del Consejo Federal de Educación que obra como 
Anexo I y forma parte integrante de la presente medida. 
 
ARTÍCULO 2º.- Regístrese, comuníquese, notifíquese a las jurisdicciones y demás integrantes del Consejo 
Federal y cumplido, archívese. 
 
Fdo: Lic. Daniel Filmus- Ministro de Educación, Ciencia y Tecnología de la Nación 
Prof. Domingo de Cara- Secretario General del Consejo Federal de Educación 
 
 
Anexo – Resolución CFE Nº 1/07 
CONSEJO FEDERAL DE EDUCACION 
REGLAMENTO DE FUNCIONAMIENTO 
 

TÍTULO I 
DE LA ASAMBLEA FEDERAL 

 
CAPITULO I: DE SUS ATRIBUCIONES y OBLIGACIONES 

 
ARTÍCULO 1°.-La Asamblea tendrá las siguientes atribuciones y obligaciones: 
a) Aprobar las resoluciones y recomendaciones, conforme las misiones y funciones estatuidas por la ley de 
Educación Nacional 
b) Designar al Secretario General. 
c) Designar un Vicepresidente en cada reunión, quien asistirá al Presidente o lo reemplazará en caso de 
ausencia. 
d) Constituir el Comité Ejecutivo conforme los acuerdos de las diferentes regiones educativas. Este cuerpo 
será presidido por el Ministro de Educación, Ciencia y Tecnología de la Nación. En caso de ausencia, éste 
podrá ser reemplazado por el Secretario de Educación de la cartera educativa nacional. 
e) Programar reuniones regionales y convocarlas cuando la naturaleza del tema lo requiera para su mejor 
tratamiento. 
f) Considerar los informes presentados por el Comité Ejecutivo sobre las actividades desarrolladas por éste. 
g) Designar representante del Consejo Federal de Educación ante el Consejo de Universidades. 
h) Designar a los representantes del Consejo Federal en los Consejos Consultivos establecidos por la Ley de 
Educación Nacional. 
i) Convocar a los Consejos Consultivos, conforme lo establece la Ley de Educación Nacional; someter a 
consideración sus respectivas propuestas así como darles pública difusión. 
j) Acordar pautas generales para el calendario escolar, estableciendo la unidad de criterios entre las 
jurisdicciones. 
k) Acordar los mecanismos de seguimiento y evaluación del cumplimiento de los objetivos de la Ley de 
Educación Nacional y de los fijados en el artículo 2° de la Ley N° 26.075 y asegurar al menos una vez al año 
su tratamiento. 
l) Asegurar que la Asamblea Federal realice al menos una vez al año el seguimiento y la evaluación de los 
objetivos de la Ley de Educación Nacional. 
m) Convocar, al menos dos veces al año, a las entidades gremiales docentes con personería nacional, 
conforme lo establece el artículo 120 de la Ley de Educación Nacional. 
n) Proponer y analizar metodologías de trabajo para los programas que implementa la cartera educativa 
nacional. 
 
 

CAPÍTULO II: DE LAS REUNIONES 
 

ARTÍCULO 2°.- La Asamblea Federal deberá sesionar como mínimo diez (10) veces por año. 
 
ARTÍCULO 3º.- La citación para las reuniones de la Asamblea se efectuará por indicación del Presidente, por 
intermedio de la Secretaría General, con una anticipación mínima de siete días corridos. Dicha citación deberá 
contener el temario a tratar y el lugar de la Asamblea. 
La asamblea deberá ser citada cuando así lo soliciten por escrito un tercio de sus miembros, los que deberán 
expresar el tema de la convocatoria. 



 
ARTÍCULO 4º.- El Presidente podrá modificar los plazos previstos para la convocatoria cuando medien 
razones de urgencia 
 
ARTÍCULO 5º.- Aquellos miembros que no puedan asistir, deberán comunicarlo fehacientemente a la 
Secretaría del Consejo Federal, pudiendo designar su eventual reemplazante, el que deberá ejercer un cargo 
no inferior a Subsecretario en su jurisdicción y que participará con voz y con voto en las reuniones. 
 
ARTÍCULO 6º.- Las sesiones de la Asamblea podrán ser públicas o reservadas, ya sea total o parcialmente, 
según lo determine el Presidente y/o la propia Asamblea. 
 
 

CAPITULO III: DEL QUORUM Y LA VOTACIÓN 
 

ARTÍCULO 7º.- El quórum para sesionar se conformará con la mitad más uno de la totalidad de los miembros, 
conforme la integración prevista en la Ley de Educación Nacional. 
 
ARTÍCULO 8º.- El Presidente podrá suspender la convocatoria cuando habiendo transcurrido como mínimo, 
un plazo de dos horas desde el horario previsto para el inicio, no se haya alcanzado el quórum. 
 
ARTÍCULO 9°.- Cada miembro de la Asamblea tiene derecho a un voto, que deberá ser nominal y fundado. 
En caso de igualdad de sufragios, el Presidente tendrá doble voto. Los miembros del Consejo pueden 
abstenerse de votar, debiendo fundar su decisión. El consejero que se abstenga continúa formando parte del 
quórum, mientras permanezca en el recinto. 
 
 

CAPÍTULO IV: DE LAS DECISIONES 
 

ARTÍCULO 10º.- El proceso de concertación de las decisiones, respecto de los temas en los que la Ley de 
Educación Nacional prevé la intervención del Consejo Federal de Educación, deberá atender los lineamientos 
de la política educativa nacional y posteriormente cumplir el siguiente circuito: 
a) El trabajo técnico 
b) Las consultas regionales. 
c) La discusión y acuerdo federal. 
d) El dictado de las resoluciones y recomendaciones de la Asamblea del Consejo Federal de Educación. 
 
ARTÍCULO 11º.- La Asamblea Federal se pronunciará a través de las siguientes categorías de decisiones con 
los alcances que en cada caso se indican: 
1) Resoluciones: 
Son de cumplimiento obligatorio para todas las jurisdicciones y se refieren a cuestiones en las que el Consejo 
Federal actúa como ámbito de concertación, acuerdo y coordinación de la política educativa nacional, 
asegurando la unidad y articulación del Sistema Educativo Nacional. Las mismas no podrán decidir sobre 
cuestiones donde la legislación vigente asigne competencia exclusiva a las jurisdicciones. 
2) Recomendaciones: 
Son las que, en el marco de la necesaria coordinación interjurisdiccional, refieren a cuestiones establecidas en 
la Ley de Educación Nacional y a otros aspectos relevantes de la educación que para su implementación sea 
necesaria la intervención de otras instituciones jurisdiccionales, como asimismo las que señalan la 
conveniencia de acciones de política educativa, de aspectos técnicos, de experiencias y las que fijan la 
posición del Consejo en asuntos de interés. 
 
ARTICULO 12º.- Para las resoluciones, se deberá contar en todos los casos con la aprobación de los 3/4 de 
todos los miembros de la Asamblea Federal, debiendo quedar constancia en la resolución del resultado de la 
votación. Para las situaciones que prevé la Ley de Educación Nacional en sus artículos 115 incisos b) y f) y 
118, se deberá solicitar, adicionalmente y de manera anticipada, la intervención del Servicio Jurídico 
permanente del Ministerio de Educación, Ciencia y Tecnología. Los casos previstos en el artículo 1º, inc. b) y 
g) y en el artículo 20º deberán contar con la aprobación de la mayoría simple de los miembros de la 
Asamblea. 
 
ARTICULO 13º.- Las decisiones que tengan carácter de recomendaciones serán tomadas por simple mayoría 
de votos de los miembros presentes. 
 
 

TÍTULO II 
DE LAS AUTORIDADES 

 
CAPÍTULO I: DEL PRESIDENTE 

 
ARTÍCULO 14º.- Son facultades y deberes del Presidente: 
a) Cumplir y hacer cumplir las normas referidas al Consejo Federal de Educación y orientar su funcionamiento 
en pos de asegurar la observancia de los principios y propósitos de la ley de Educación Nacional. 
b) Convocar a las reuniones de la Asamblea Federal, del Comité Ejecutivo, del Comité Ejecutivo Ampliado y 
de los Consejos Consultivos. 
c) Inaugurar las sesiones así como también suspenderlas o clausurarlas, según lo determine la Asamblea. 
d) Dirigir las deliberaciones de la Asamblea. 
e) Someter a consideración el temario de la convocatoria. 
f) Poner a consideración de la Asamblea las cuestiones relativas al cumplimiento de lo dispuesto por los 
artículos 115 incisos b) y f) y 118 de la Ley de Educación Nacional. 
g) Proponer criterios para el seguimiento y evaluación del cumplimiento de la Ley de Educación Nacional y de 
la Ley de Financiamiento Educativo, de la Ley de Educación Técnico-Profesional y de la Ley de Garantía del 
Salario Docente y 180 días de clase. 
 

CAPITULO II: DEL COMITÉ EJECUTIVO 
 



ARTÍCULO 15º.- El Comité Ejecutivo desenvolverá sus actividades en el marco de las decisiones adoptadas 
por la Asamblea Federal. Estará presidido por el ministro de Educación, Ciencia y Tecnología e integrado por 
los miembros representantes de las regiones que lo componen. En ausencia del Presidente podrá coordinar 
las reuniones de este cuerpo el Secretario de Educación. A efectos de su conformación, cada una de las 
regiones educativas deberá elegir un representante titular y un representante alterno, para que la Asamblea 
Federal lo constituya de acuerdo a lo establecido en el artículo 1º del presente reglamento. La duración del 
mandato de los integrantes del Comité Ejecutivo será de dos años. Tomará parte de las reuniones del Comité 
Ejecutivo un representante del Consejo de Universidades, cuando la temática a considerar así lo requiera. 
 
ARTÍCULO 16°.- Conforme lo establece la Ley de Educación Nacional, todos los miembros de la Asamblea 
podrán integrar el Comité Ejecutivo ampliado. Atento a ello, la Secretaría General arbitrará los medios para su 
convocatoria. 
 
ARTÍCULO 17º. Son atribuciones y deberes del Comité Ejecutivo: 
a) Atender al cumplimiento de las decisiones de la Asamblea Federal. 
b) Conformar el temario de las reuniones. 
c) Programar, en acuerdo con la Asamblea Federal, reuniones regionales y convocarlas cuando por la 
naturaleza del tema así se requiera. 
 
 

CAPITULO III: DE LA SECRETARÍA GENERAL 
 

ARTÍCULO 18º.- La Asamblea Federal designará, por mayoría simple de votos de sus miembros integrantes, 
al titular de la Secretaría General del Consejo Federal de Educación, por un período de dos años, pudiendo 
ser reelecto. 
 
ARTÍCULO 19º.- Son atribuciones y deberes de la Secretaría General: 
a) Atender a la organización y a la coordinación general del Consejo Federal de Educación, de la Asamblea 
Federal, del Comité Ejecutivo y los Consejos Consultivos. 
b) Asistir en lo inmediato y permanente al Presidente como asimismo a los distintos miembros del Consejo 
Federal de Educación. 
c) Convocar a las Comisiones especiales o transitorias por indicación del Presidente. 
d) Organizar y dirigir su servicio técnico y administrativo. 
e) Coordinar la Comisión Federal de Registro y Evaluación Permanente de las Ofertas de Educación a 
Distancia. 
f) Coordinar las acciones para la implementación, durante su vigencia, del Fondo Nacional de Incentivo 
Docente y del Programa de Compensación Salarial Docente. 
g) Realizar las notificaciones para las convocatorias a las sesiones de la Asamblea Federal y demás 
reuniones de los órganos del Consejo Federal. 
h) Asistir a las sesiones de las Asambleas y a las reuniones de los distintos órganos y consejos consultivos 
que componen el Consejo Federal y registrar sus deliberaciones. 
i) Recopilar, preparar y distribuir la documentación referida al temario de las Asambleas, reuniones de los 
distintos órganos del Consejo Federal y proveer la información que requieran los miembros de dichos 
órganos. 
j) Formalizar los proyectos para las decisiones de la Asamblea y del Comité Ejecutivo. 
k) Asegurar la difusión pública de las actividades, resoluciones y acuerdos del Consejo Federal. 
l) Elaborar informes periódicos para conocimiento de la Asamblea Federal, el Comité Ejecutivo y los Consejos 
Consultivos. 
m) Prestar asistencia técnico-administrativa al Consejo Federal en función de sus decisiones y de las 
cuestiones que se le encomienden. 
n) Avalar con su firma las decisiones de la Asamblea Federal y refrendarlas como constancia de su registro y 
autenticidad. 
 
 

TITULO III 
DE LOS CONSEJOS CONSULTIVOS 

 
CAPITULO UNICO 

 
ARTÍCULO 20°.- Conforme lo establece la Ley de Educación Nacional, el Consejo Federal deberá convocar a 
los siguientes Consejos Consultivos: 
a) Consejo de Políticas Educativas 
b) Consejo Económico y Social 
c) Consejo de Actualización Curricular 
Los integrantes de cada uno de dichos consejos serán designados por mayoría simple de la Asamblea, 
debiendo respetar las pautas previstas por la Ley de Educación Nacional. Los miembros durarán un año en 
sus cargos. Su mandato podrá ser renovado. 
 
ARTÍCULO 21°.- Son funciones de los Consejos Consultivos: 
a) Analizar y emitir opinión sobre aspectos prioritarios para la elaboración de las políticas educativas, 
produciendo informes o propuestas sobre las cuestiones sometidas a su consideración. 
b) Proponer al Consejo Federal de Educación acciones y medidas para el cumplimiento de la normativa 
educativa nacional. 
 
ARTÍCULO 22°.- Los miembros de los Consejos enunciados precedentemente ejercerán sus funciones ad-
honorem. 
 
 

TÍTULO IV 
DE LAS COMISIONES 

 
CAPITULO UNICO 

 



ARTICULO 23º. –La Asamblea podrá disponer la formación de comisiones especiales o transitorias, cuando 
así lo decida. En tal caso, se deberá determinar: la duración; la finalidad de dicha comisión y los plazos para 
elevar sus despachos a la Asamblea. 
 
ARTICULO 24º. -Todos los miembros del Consejo podrán participar de las reuniones de las comisiones 
especiales o transitorias. 
 
ARTICULO 25º. -Las Comisiones estarán facultadas para requerir al Ministerio de Educación, Ciencia y 
Tecnología, a los Ministerios Jurisdiccionales y otros organismos oficiales informes o datos que creyeran 
necesarios para el estudio de los asuntos sometidos a su consideración. 
 
ARTICULO 26º.- Asimismo las Comisiones podrán requerir la opinión o la intervención de especialistas para la 
resolución de temas concretos. La Secretaría General dispondrá las medidas necesarias para satisfacer estos 
requerimientos. 
 
ARTICULO 27º. - Las Comisiones, después de despachar un asunto, entregarán su informe al Presidente, 
quien lo someterá a consideración del Consejo. 
 
 

TÍTULO V 
DE LAS REGIONES EDUCATIVAS 

 
CAPÍTULO UNICO 

 
ARTÍCULO 28°.- A los efectos señalados en el presente Reglamento, se establecen las siguientes regiones 
educativas: 
a) NEA: Corrientes- Chaco-Formosa y Misiones 
b) NOA: Salta-Tucumán-Catamarca-Jujuy y Santiago del Estero 
c) CUYO: La Rioja-Mendoza-San Juan y San Luis 
d) SUR: La Pampa-Neuquén-Río Negro-Chubut-Santa Cruz y Tierra del Fuego 
e) CENTRO: Córdoba-Santa Fe-Entre Ríos-Buenos Aires y Ciudad Autónoma de Buenos Aires 
 
ARTÍCULO 29°.-Las reuniones regionales podrán serán convocadas por el Presidente del Consejo Federal o 
constituirse a iniciativa de cada una de ellas, para considerar cuestiones que hagan a la especificidad de cada 
región o para examinar temas en carácter preparatorio de las Asambleas. 



  
Ministerio de Educación 
Resolución 2.170/2008 
Procedimiento para otorgar validez nacional a títulos y certificados correspondientes a estudios de 
formación docente de todos los niveles y modalidades del sistema formador. 
Bs. As., 29/12/2008 

VISTO la Ley de Educación Nacional Nº 26.206, el Decreto del PODER EJECUTIVO NACIONAL Nº 144 de 
fecha 22 de enero de 2008, la Resolución Nº 24 de fecha 7 de noviembre de 2007 del CONSEJO FEDERAL 
DE EDUCACION, y 

CONSIDERANDO: 

Que el Artículo 115 inciso "g" de la Ley Nº 26.206 prevé que el PODER EJECUTIVO NACIONAL a través del 
MINISTERIO DE EDUCACION otorgue validez nacional a los títulos y certificaciones de estudios. 
Que conforme el Artículo 78 de la citada ley corresponde a este Ministerio establecer en acuerdo con el 
CONSEJO FEDERAL DE EDUCACION los criterios de regulación del sistema formador docente, el registro de 
los institutos superiores de formación docente así como la homologación y registro nacional de títulos y 
certificaciones. 
Que el Decreto Nº 144/08 estableció las condiciones y requisitos para otorgar dicha validez nacional con los 
alcances allí fijados. 
Que la Resolución CFE Nº 24/07 estableció los Lineamientos Curriculares Nacionales para la Formación 
Docente Inicial en todo el país. 
Que por lo antes expuesto se hace necesario establecer el procedimiento para otorgar validez nacional a 
títulos y certificaciones correspondientes a estudios de formación docente de todos los niveles y modalidades 
del sistema formador. 
Que la DIRECCION GENERAL DE ASUNTOS JURIDICOS ha tomado la intervención que le compete. 
Que la presente medida se dicta en virtud de las facultades otorgadas por la Ley de Ministerios (t.o. por 
Decreto Nº 438/92) y sus modificatorias. 
 

Por ello, 
EL MINISTRO DE EDUCACION 
RESUELVE: 
 
Artículo 1º — La validez nacional de los títulos y certificaciones, que emitan las instituciones de gestión 
estatal creadas y de gestión privada reconocidas por las autoridades educativas nacionales, provinciales y de 
la CIUDAD AUTONOMA DE BUENOS AIRES, correspondiente a estudios jurisdiccionales presenciales de 
Formación Docente de todos los niveles y modalidades previstos por la Ley Nº 26.206, será otorgada 
mediante el procedimiento que se dispone por la presente resolución. 
 
Artículo 2º — Todos los diseños curriculares y/o planes de estudios que se aprueben jurisdiccionalmente, 
deberán ajustarse al marco de referencia prescripto por el CONSEJO FEDERAL DE EDUCACION, 
observando en particular los requisitos establecidos sobre: 
1. Denominación del título. 
2. Carga horaria mínima establecida por el CONSEJO FEDERAL DE EDUCACION, que en ningún caso será 
inferior a 2600 horas/reloj. 
3. Organización de los estudios en la cantidad de años académicos establecidos por el CONSEJO FEDERAL 
DE EDUCACION, que en ningún caso será inferior a 4 años académicos. 
4. Organización en torno a los tres campos de conocimiento presentes en cada uno de los años: Formación 
General, Formación Especifica y Formación en la Práctica Profesional. 
5. Presencia de la Residencia Pedagógica en el último año académico. 
Asimismo, deberá cumplirse con los requisitos y condiciones institucionales que el CONSEJO FEDERAL DE 
EDUCACION determine para las localizaciones de las ofertas, y los demás acuerdos que establezca en la 
materia. 
 
Artículo 3º — Los requisitos para iniciar el trámite de solicitud de validez nacional son: 
1. Una nota de la autoridad educativa jurisdiccional solicitando la validez nacional, acompañada de la 
siguiente documentación en copia certificada: 
2. Norma jurisdiccional de aprobación del diseño curricular jurisdiccional y/o plan de estudios de la carrera 
para la cual se solicita validez nacional. 
3. Norma jurisdiccional con nómina del/los Instituto/s donde se aplicará el diseño curricular/ plan de estudios 
para el cual se solicita validez nacional. Esta nómina deberá ser acompañada de la constancia o solicitud de 
inscripción de los institutos involucrados en el REGISTRO FEDERAL DE INSTITUCIONES Y OFERTAS DE 
FORMACION DOCENTE, a cargo del INSTITUTO NACIONAL DE FORMACION DOCENTE. 
 
Artículo 4º — El DEPARTAMENTO DE VALIDEZ NACIONAL DE TITULOS Y ESTUDIOS recibirá la solicitud 
de validez nacional por parte de las jurisdicciones, verificando el cumplimiento de la documentación 
establecida precedentemente. Cada solicitud de validez nacional deberá constituir una presentación. 
Cumplido, se abrirá un expediente por cada diseño y/o plan de estudios presentado con toda su 
documentación, remitiéndolo al INSTITUTO NACIONAL DE FORMACION DOCENTE para la elaboración del 
informe técnico que se establece en los artículos 4º y 5º de la presente resolución. 
 
Artículo 5º — El otorgamiento de la validez nacional requiere con carácter obligatorio y como parte del trámite 
correspondiente ante el DEPARTAMENTO DE VALIDEZ NACIONAL DE TITULOS Y ESTUDIOS, de un 
informe técnico que justifique en cada caso su procedencia. A tal efecto, el INSTITUTO NACIONAL DE 
FORMACION DOCENTE deberá conformar la "COMISION FEDERAL DE EVALUACION" ("LA COMISION") 
que tendrá a su cargo la verificación del cumplimiento de los requisitos establecidos en el Artículo 2º de la 
presente resolución. "LA COMISION" estará integrada por un representante técnico por región, especialista en 
currículum y formación docente, designado por el INSTITUTO NACIONAL DE FORMACION DOCENTE a 
partir de una propuesta de cada jurisdicción. Los representantes propuestos deberán acreditar idoneidad 
personal y antecedentes académicos y/o de gestión educativa que fundamenten su designación. Será 
atribución exclusiva del INSTITUTO NACIONAL DE FORMACION DOCENTE la valoración del cumplimiento 



de tales requisitos. El INSTITUTO NACIONAL DE FORMACION DOCENTE establecerá su reglamento de 
funcionamiento. 
 
Artículo 6º — Es responsabilidad de "LA COMISION" emitir el informe técnico que justifique en cada caso del 
otorgamiento de la validez nacional. En los casos donde "LA COMISION" emita informe desfavorable, el 
INSTITUTO NACIONAL DE FORMACION DOCENTE comunicará formalmente a la jurisdicción solicitante los 
aspectos observados para que realice las adecuaciones exigidas dentro del plazo de NOVENTA (90) días, 
adjuntando al expediente copia de todo lo actuado. 
 
Artículo 7º — El expediente con informe técnico favorable será remitido por el INSTITUTO NACIONAL DE 
FORMACION DOCENTE al DEPARTAMENTO DE VALIDEZ NACIONAL DE TITULOS Y ESTUDIOS para la 
elaboración del proyecto de resolución que otorgue la validez nacional correspondiente. Este Ministerio con la 
debida intervención de la DIRECCION GENERAL DE ASUNTOS JURIDICOS emitirá la resolución. Cumplido, 
el DEPARTAMENTO DE VALIDEZ NACIONAL DE TITULOS Y ESTUDIOS registrará las normas aprobatorias 
de las carreras de Formación Docente de la modalidad presencial que obtuvieran Validez Nacional y notificará 
al INSTITUTO NACIONAL DE FORMACION DOCENTE y a la autoridad jurisdiccional dando por concluida la 
tramitación. 
 
Artículo 8º — A partir de la cohorte 2011 el inicio del trámite de validez nacional de los títulos y certificaciones 
que emitan las instituciones de gestión estatal creadas y de gestión privada reconocidas por las autoridades 
educativas nacionales, provinciales y de la CIUDAD AUTONOMA DE BUENOS AIRES, correspondiente a los 
estudios presenciales de Formación Docente de todos los niveles y modalidades previstos por la Ley Nº 
26.206, deberá efectuarse ante el DEPARTAMENTO. DE VALIDEZ NACIONAL DE TITULOS Y ESTUDIOS 
antes del 31 de julio del año inmediato anterior al inicio de la cohorte cuya validez nacional de títulos y 
certificaciones se pretenda. Para la cohorte 2010 se establece un plazo especial hasta el 31 de diciembre de 
2009. Para el otorgamiento de la validez nacional de la cohorte 2009, este Ministerio tendrá en cuenta las 
recomendaciones aprobadas por resolución del CONSEJO FEDERAL DE EDUCACION. 
 
Artículo 9º — Comuníquese, publíquese, dése a la DIRECCION NACIONAL DEL REGISTRO OFICIAL y 
archívese. — Juan C. Tedesco. 



REFERENICAS DE NORMAS REGLAMENTARIAS DE LA LEY DE 
EDUCACIÓN NACIONAL 

 
 
 
FORMACIÓN DOCENTE 
 
Resolución CFE Nº 23/07 – Plan Nacional de Formación Docente (1): 2007-2010  
https://cfe.educacion.gob.ar/resoluciones/res07/23-07.pdf 
https://cfe.educacion.gob.ar/resoluciones/res07/23-07-anexo01.pdf 
 
Resolución CFE N° 24/07 – Lineamientos curriculares nacionales para la formación docente inicial 
https://cfe.educacion.gob.ar/resoluciones/res07/24-07.pdf 
https://cfe.educacion.gob.ar/resoluciones/res07/24-07-anexo01.pdf 
 
Resolución CFE Nº 30/07 – Sobre el sistema formador de docentes 
https://cfe.educacion.gob.ar/resoluciones/res07/30-07.pdf 
https://cfe.educacion.gob.ar/resoluciones/res07/30-07-anexo01.pdf 
https://cfe.educacion.gob.ar/resoluciones/res07/30-07-anexo02.pdf 
 
Resolución CFE N° 140/11 – Lineamientos federales par a el planeamiento y organización 
institucional  
https://cfe.educacion.gob.ar/resoluciones/res11/140-11.pdf 
https://cfe.educacion.gob.ar/resoluciones/res11/140-11_01.pdf 
 
Resolución CFE N° 167/12 – Plan Nacional de Formación Docente (2): 2012-2015 
https://cfe.educacion.gob.ar/resoluciones/res12/167-12.pdf 
https://cfe.educacion.gob.ar/resoluciones/res12/167-12_01.pdf 
 
Resolución CFE N° 188/12 – Plan Nacional de Formación Docente y Educación Obligatoria 2012-
2016 
https://cfe.educacion.gob.ar/resoluciones/res12/188-12.pdf 
https://cfe.educacion.gob.ar/resoluciones/res12/188-12_introduccion.pdf 
https://cfe.educacion.gob.ar/resoluciones/res12/188-12_01_01.pdf 
https://cfe.educacion.gob.ar/resoluciones/res12/188-12_01_02.pdf 
 
Resolución CFE Nº 286/16 - Plan Nacional de Formación Docente 2016-2021 
https://cfe.educacion.gob.ar/resoluciones/res16/286-16.pdf 
https://cfe.educacion.gob.ar/resoluciones/res16/286-16_01.pdf 
 
Resolución CFE Nº 316/17 - Plan Nacional de Formación Docente 2016-2021 Plan de acción 2017-
2021 del Programa Nacional De Formación Permanente «Nuestra Escuela» 
https://www.argentina.gob.ar/sites/default/files/res-316-infod-nuestra-escuela-58b70ed7da391.pdf 
https://www.argentina.gob.ar/sites/default/files/anexo-res-316-infod-pnfp-nuestra-escuela-2017-
2021-58b70f8e012b0.pdf 
 
Resolución CFE Nº 317/17 – Establece el segundo trayecto de la Formación docente situada y las 
propuestas de formación especializada en el marco del programa «Nuestra Escuela» 
https://www.argentina.gob.ar/sites/default/files/res-cfe-317-17-58f7b108d051d.pdf 
 
Resolución CFE Nº 326/17 – Aprueba criterios orientadores para certificación de la participación, 
cursada y/o aprobación de las acciones de «Formación Docente Situada» del Programa Nacional 
de Formación Permanente «Nuestra Escuela» 
https://www.argentina.gob.ar/sites/default/files/res-cfe-326-17-59d294b1e92a1.pdf  
 
Resolución CFE Nº 337/18 – Marco Referencial de Capacidades Profesionales de la Formación 
Docente Inicial 
https://www.argentina.gob.ar/sites/default/files/res_cfe_337_infod.pdf 
https://www.argentina.gob.ar/sites/default/files/anexo_rs_337-18.pdf 
 
Resolución CFE Nº 347/18 - Comisión Nacional de Evaluación y Acreditación de la Calidad de la 
Formación Docente (CNEAC) 
https://www.argentina.gob.ar/sites/default/files/res_cfe_347_18.pdf 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



EDUCACIÓN OBLIGATORIA 
 
- Resoluciones del Consejo Federal de Cultura y Educación, aprobadas con antelación a 

la Ley de Educación Nacional (año 2006) 
 
Resolución CFCyE N° 228 de 2004 – Núcleos de Aprendizaje Prioritarios (NAP) para educación 
inicial y primaria / 1º ciclo de Educación General Básica (EGB) 
https://cfe.educacion.gob.ar/resoluciones/res04/228-04.pdf 
https://cfe.educacion.gob.ar/resoluciones/res04/228-04-aneinicial.pdf 
https://cfe.educacion.gob.ar/resoluciones/res04/228-04-aneegb.pdf 
 
Resolución CFCyE N° 235/05 – NAP 2º ciclo de EGB y nivel primario 
https://cfe.educacion.gob.ar/resoluciones/res05/235-05.pdf 
https://cfe.educacion.gob.ar/resoluciones/res05/235-05-ane1-intro.pdf 
https://cfe.educacion.gob.ar/resoluciones/res05/235-05-ane1-cs.pdf 
https://cfe.educacion.gob.ar/resoluciones/res05/235-05-ane1-cn.pdf 
https://cfe.educacion.gob.ar/resoluciones/res05/235-05-ane1-lg.pdf 
https://cfe.educacion.gob.ar/resoluciones/res05/235-05-ane1-mt.pdf 
 
Resolución CFCyE N° 249/05 - NAP de ciencias sociales y ciencias naturales para EGB 3 y para 
EGB / nivel medio 
https://cfe.educacion.gob.ar/resoluciones/res05/249-05.pdf 
https://cfe.educacion.gob.ar/resoluciones/res05/249-05-ane1cn.pdf 
https://cfe.educacion.gob.ar/resoluciones/res05/249-05-ane1cs.pdf 
https://cfe.educacion.gob.ar/resoluciones/res05/249-05-ane2.pdf 
 
 
 
- Resoluciones del Consejo Federal de Educación aprobadas luego de la sanción de la 

Ley de Educación Nacional (año 2006) 
 
Resolución CFE N° 18/07 – Acuerdos sobre educación obligatoria 
https://cfe.educacion.gob.ar/resoluciones/res07/18-07.pdf 
https://cfe.educacion.gob.ar/resoluciones/res07/18-07-anexo01.pdf 
https://cfe.educacion.gob.ar/resoluciones/res07/18-07-anexo02.pdf 
 
Resolución CFE N° 37/07 – NAP 1º ciclo de educación primaria (sobre varias áreas), complementa 
lo dispuesto por las resoluciones 228 de 2004 e incluye el documento aprobado por la 225 de ese 
año  
https://cfe.educacion.gob.ar/resoluciones/res07/37-07.pdf 
https://cfe.educacion.gob.ar/resoluciones/res07/37-07-anexo01.pdf 
https://cfe.educacion.gob.ar/resoluciones/res07/37-07-anexo02.pdf 
https://cfe.educacion.gob.ar/resoluciones/res07/37-07-anexo03.pdf 
https://cfe.educacion.gob.ar/resoluciones/res07/37-07-anexo04.pdf 
 
Resolución CFE N° 47/08 – Educación técnico – profesional Lineamientos y criterios para la 
organización institucional y curricular de la educación técnico profesional correspondiente a la 
educación secundaria y la educación superior 
https://cfe.educacion.gob.ar/resoluciones/res08/47-08.pdf 
https://cfe.educacion.gob.ar/resoluciones/res08/47-08-anexo.pdf 
 
Resolución CFC N° 59/09 – Sistema federal de títulos 
https://cfe.educacion.gob.ar/resoluciones/res08/59-08.pdf 
https://cfe.educacion.gob.ar/resoluciones/res08/59-08-anexo1.pdf 
 
Resolución CFC N° 79/09 – Plan Nacional de Educación Obligatoria 
https://cfe.educacion.gob.ar/resoluciones/res09/79-09.pdf 
https://cfe.educacion.gob.ar/resoluciones/res09/79-09-anexo02.pdf 
https://cfe.educacion.gob.ar/resoluciones/res09/79-09-anexo01.pdf 
 
Resolución CFE N° 84/09 – Lineamientos políticos y estratégicos para la educación secundaria 
obligatoria 
https://cfe.educacion.gob.ar/resoluciones/res09/84-09.pdf 
https://cfe.educacion.gob.ar/resoluciones/res09/84-09-anexo01.pdf 
 
Resolución CFE N° 88/09 – Institucionalidad y fortalecimiento de la educación secundaria 
obligatoria: planes jurisdiccinales y planes de mejora institucional 
https://cfe.educacion.gob.ar/resoluciones/res09/88-09.pdf 
https://cfe.educacion.gob.ar/resoluciones/res09/88-09-anexo.pdf 
 
Resolución CFE N° 93/09 – Orientaciones para la organización pedagógica e institucional de la 
educación secundaria obligatoria 
https://cfe.educacion.gob.ar/resoluciones/res09/93-09.pdf 
https://cfe.educacion.gob.ar/resoluciones/res09/93-09-anexo.pdf 
 



Resolución CFE N° 102/10 – Pautas federales para la movidad estudiantil en la educación 
obligatoria 
https://cfe.educacion.gob.ar/resoluciones/res10/102-10.pdf 
https://cfe.educacion.gob.ar/resoluciones/res10/102-10_01.pdf 
https://cfe.educacion.gob.ar/resoluciones/res10/102-10_02.pdf 
 
Resolución CFE N° 118/10 – Lineamientos curriculares para la educación permanente de jóvenes y 
adultos 
https://cfe.educacion.gob.ar/resoluciones/res10/118-10.pdf 
https://cfe.educacion.gob.ar/resoluciones/res10/118-10_01.pdf 
https://cfe.educacion.gob.ar/resoluciones/res10/118-10_02.pdf 
 
Resolución CFE N° 119/10 – Educación intercultural bilingüe  
https://cfe.educacion.gob.ar/resoluciones/res10/119-10.pdf 
https://cfe.educacion.gob.ar/resoluciones/res10/119-10_01.pdf 
 
Resolución CFE N° 127/10 – Educación en contextos de privación de la libertad 
https://cfe.educacion.gob.ar/resoluciones/res10/127-10.pdf 
https://cfe.educacion.gob.ar/resoluciones/res10/127-10_01.pdf 
 
Resolución CFE N° 128/10 – Educación rural 
https://cfe.educacion.gob.ar/resoluciones/res10/128-10.pdf 
https://cfe.educacion.gob.ar/resoluciones/res10/128-10_01.pdf 
 
Resolución CFE N° 135/11 – NAP para áreas de la educación primaria (2º ciclo) y 7mo o 1er año 
de la secundaria 
https://cfe.educacion.gob.ar/resoluciones/res11/135-11.pdf 
https://cfe.educacion.gob.ar/resoluciones/res11/135-11_01.pdf 
https://cfe.educacion.gob.ar/resoluciones/res11/135-11_02.pdf 
https://cfe.educacion.gob.ar/resoluciones/res11/135-11_03.pdf 
https://cfe.educacion.gob.ar/resoluciones/res11/135-11_04.pdf 
 
Resolución CFE N° 141/11 – NAP para áreas de 1ro y 2do o 2do y 3ero de la educación 
secundaria 
https://cfe.educacion.gob.ar/resoluciones/res11/141-11.pdf 
https://cfe.educacion.gob.ar/resoluciones/res11/141-11_01.pdf 
https://cfe.educacion.gob.ar/resoluciones/res11/141-11_02.pdf 
https://cfe.educacion.gob.ar/resoluciones/res11/141-11_03.pdf 
https://cfe.educacion.gob.ar/resoluciones/res11/141-11_04.pdf 
 
Resolución CFE N° 142/11 – NAP para áreas de 1ro y 2do o 2do y 3ero de la educación 
secundaria 
https://cfe.educacion.gob.ar/resoluciones/res11/142-11.pdf 
https://cfe.educacion.gob.ar/resoluciones/res11/142-11_comunicacion.pdf 
https://cfe.educacion.gob.ar/resoluciones/res11/142-11_cs_sociales.pdf 
https://cfe.educacion.gob.ar/resoluciones/res11/142-11_economia_y_administracion.pdf 
https://cfe.educacion.gob.ar/resoluciones/res11/142-11_lenguas.pdf 
 
Resolución CFE N° 165/11 – Calendario escolar de 190 días de clase 
https://cfe.educacion.gob.ar/resoluciones/res11/165-11.pdf 
 
Resolución CFE N° 191/12 – Núcleo Común de la Formación del Ciclo Orientado de la Educación 
Secundaria  
https://cfe.educacion.gob.ar/resoluciones/res12/191-12.pdf 
https://cfe.educacion.gob.ar/resoluciones/res12/191-12_01.pdf 
 
Resolución CFE N° 210/13 – Incorpora las orientaciones en Letras, Físico Matemática y 
Pedagógica a las orientaciones aprobadas por la Resolución CFE N°84 
https://cfe.educacion.gob.ar/resoluciones/res13/210-13.pdf 
 
Resolución CFE Nº 330/17 – 1) Marco de organización de los aprendizajes para la Educación 
Obligatoria Argentina 
2) Criterios para la elaboración de los planes estratégicos jurisdiccionales del nivel secundario 
https://www.argentina.gob.ar/sites/default/files/res_cfe_330_17_0.pdf 
https://www.argentina.gob.ar/sites/default/files/anexo_i_moa.pdf 
https://www.argentina.gob.ar/sites/default/files/anexo_ii_res_cfe_330_17_0.pdf 
 
Resolución CFE Nº 341/18 – La educación técnico profesional de nivel secundario: orientaciones 
para su innovación 
https://www.argentina.gob.ar/sites/default/files/res_cfe_341_18_0.pdf 
https://www.argentina.gob.ar/sites/default/files/anexo_res_cfe_341_18_0.pdf 
 
Resolución CFE Nº 348/19 - Inclusión de contenidos de carácter obligatorio de los temas de 
Género y Violencia contra las mujeres en trayectos formativos, cursos, evaluaciones de ascenso a 
cargos directivos y de supervisión 



https://www.argentina.gob.ar/sites/default/files/res_cfe_348_19_0.pdf 
https://www.argentina.gob.ar/sites/default/files/anexo_i_-_res_cfe_348_19.pdf 
 
Resolución CFE Nº 355/19 – Aprobar los lineamientos comunes para la organización e 
implementación de ofertas formativas entre la Formación Profesional y Secundaria para jóvenes 
entre 15 y 18 años 
https://www.argentina.gob.ar/sites/default/files/res_cfe_355_19.pdf 
https://www.argentina.gob.ar/sites/default/files/res_cfe_355_19_-_anexo_i_-.pdf 
 
Resolución CFE Nº 356/19 - Incorporación de las orientaciones para el nivel secundario: "Robótica 
y Programación" y "Energía y Sustentabilidad", y sus respectivos marcos de referencia como 
anexos I y II respectivamente, en el marco de la Resolución CFE N° 84/09 
https://www.argentina.gob.ar/sites/default/files/res_cfe_356_19.pdf 
https://www.argentina.gob.ar/sites/default/files/res_cfe_356_19_-_anexo_i.pdf 
 
Resolución CFE Nº 375/20 – Sistema Integral de Información Digital Educativa (SInDE) 
https://www.argentina.gob.ar/sites/default/files/res_375_sinide_if-2020-76567794-apn-sgcfeme.pdf 
 
Resolución CFE Nº 382/20 – Sistema federal de títulos: serie 2019 y 2020 
https://www.argentina.gob.ar/sites/default/files/res_382_sistem_feder_titulos_if-2020-76572330-
apn-sgcfeme.pdf 
 
Resolución CFE Nº 423/22 – Lineamientos estratégicos 2022-2027 para una educación justa, 
democrática y de calidad 
http://www.bnm.me.gov.ar/giga1/normas/RCFE_423-22.pdf  
 
 
EVALUACIÓN DE LA CALIDAD  
 
Resolución CFE Nº 280/16 – Sistema de Evaluación Nacional de la Calidad y Equidad Educativa 
https://cfe.educacion.gob.ar/resoluciones/res16/280-16.pdf 
https://cfe.educacion.gob.ar/resoluciones/res16/280-16_01.pdf 
 
Resolución CFE Nº 285/16 – Plan Estratégico Nacional 2016-2021 “Argentina Enseña y Aprende”  
https://cfe.educacion.gob.ar/resoluciones/res16/285-16.pdf 
https://cfe.educacion.gob.ar/resoluciones/res16/285-16_01.pdf 
 
Resolución CFE Nº 345/18 - Plan Nacional de Evaluación Educativa 2019 
https://www.argentina.gob.ar/sites/default/files/res_cfe_345_18.pdf 
https://www.argentina.gob.ar/sites/default/files/anexo_res_cfe_345_18.pdf 
 
 

Tabla: Legislación educativa según jurisdicciones provinciales  
 Jurisdicción provincial Ley provincial de educación (año de 

aprobación) 
1 Buenos Aires Ley 13688 (de 2007) 
2 Catamarca Ley 5381 (de 2013) 
3 Chaco Ley 1887-E (de 2010) 
4 Chubut Ley VIII – Nº 91 (de 2010) 
5 Ciudad Autónoma de Buenos Aires No posee legislación (sí decretos del poder 

ejecutivo de la jurisdicción) 
6 Córdoba Ley 9870 (de 2010) 
7 Corrientes Ley 6475 (de 2018) 
8 Entre Ríos Ley 9890 (de 2008) 
9 Formosa Ley 1613 (de 2014) 
10 Jujuy Ley 5807 (de 2013) 
11 La Pampa Ley 2511 (de 2009) 
12 La Rioja Ley 8678 (de 2009) 
13 Mendoza No posee legislación (sí decretos del poder 

ejecutivo provincial) 
Rige la Ley N° 6970 (de 2002) 

14 Misiones Ley VI – Nº 104 (de 2003) 
15 Neuquén No posee legislación (sí decretos del poder 

ejecutivo de la jurisdicción) 
16 Río Negro Ley 4819 (de 2012) 
17 Salta Ley 7546 (de 2008) 
18 San Juan Ley 1327 – H (de 2015) 
19 San Luis No posee legislación (sí decretos del poder 

ejecutivo provincial) 
20 Santa Cruz Ley 3305 – H (de 2012) 
21 Santa Fe No posee legislación (sí decretos del poder 

ejecutivo de la jurisdicción) 
22 Santiago del Estero Ley 6876 (de 2007) 
23 Tierra del Fuego, Antártida e Islas 

del Atlántico Sur 
Ley 1018 (de 2015) 

24 Tucumán Ley 8391 (de 2010) 
Nota: se considera solamente la legislación que regula el conjunto del sistema educativo provincial 



 


